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ORDEN DEL DIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, desde su curul, hace co-
mentarios sobre el orden del día . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVA QUE MODIFICA EL ARTICULO 1o. DE LA CONSTITUCION, 
RELACIONADA CON EL DERECHO A LA VIDA DESDE LA CONCEPCION

El diputado Roberto López Suárez, desde su curul, solicita información acerca de
su solicitud de turnar a la Comisión de Derechos Humanos la iniciativa mencio-
nada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El presidente da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Víctor Manuel Jorrín Lozano, desde su curul, hace comentarios. . . . 

ACTA DE LA SESION ANTERIOR. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CAMBIOS EN COMISIONES ORDINARIAS Y ESPECIALES

Comunicaciones de la Junta de Coordinación Política, en relación a cambios de in-
tegrantes y de junta directiva de las Comisiones de Competitividad y de Vigilan-
cia de la Auditoría Superior de la Federación; Especial de Minería y Especial para
el análisis de la agroindustria azucarera. Aprobadas. Comuníquense.. . . . . . . . . . 

PAGO DE LAS PARTICIPACIONES A LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 
CORRESPONDIENTES A SEPTIEMBRE DE 2013

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el que remite la infor-
mación relativa al pago de las participaciones a las entidades federativas corres-
pondientes a septiembre de 2013, desagregada por tipo de fondo, efectuando la
comparación respectiva con el mismo mes de 2012. Se remite a las Comisiones de
Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conoci-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de
acuerdo, aprobado por la Cámara de Diputados, para que se publique el nuevo Re-
glamento de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia. Se remite a la Comisión de Igualdad de Género, para su conocimiento. . . 

INSTITUTO TECNOLOGICO DE SONORA

Oficio de la Cámara de Senadores, con la que remite proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública a
asignar en el análisis y la discusión del Presupuesto de Egresos de la Federación
de 2014 una partida para el Instituto Tecnológico de Sonora. Se remite a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TONILA, CIHUATLAN, GUACHINANGO, VALLE DE GUADALUPE, 
TEPATITLAN DE MORELOS Y VALLE DE JUAREZ, JALISCO

Oficio de la Cámara de Senadores, con la que remite siete proposiciones con pun-
tos de acuerdo por los que se exhorta a la Cámara de Diputados a destinar en el
proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de 2014 recursos para pro-
yectos en Tonila, Cihuatlán, Guachinango, Valle de Guadalupe, Tepatitlán de Mo-
relos y Valle de Juárez, Jalisco, presentadas por el senador José María Martínez
Martínez, PAN. Se remiten a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS -
CODIGO PENAL FEDERAL

Oficio de la Cámara de Senadores, con la que remite proposición con punto de
acuerdo por el que se solicita a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Pú-
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blico, de Transparencia y Anticorrupción, y de Justicia de la Cámara de Diputados
que resuelvan la minuta con proyecto de decreto que expide la Ley Federal de Re-
muneraciones de los Servidores Públicos, Reglamentaria de los Artículos 75 y 127
de la Constitución Política de los Estados Unidos, y que adiciona el capítulo V Bis
al título décimo, libro segundo, del Código Penal Federal, presentada por la sena-
dora Luisa María Calderón Hinojosa, PAN. Se remite las Comisiones de Hacien-
da y Crédito Público, de Transparencia y Anticorrupción y de Justicia, para su co-
nocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona los artículos 2 a 4, 5-A y 19 de la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios, para establecer un gravamen especial a la
comida chatarra, presentada por el senador Armando Ríos Piter, PRD. Se turna a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL SOBRE METROLOGIA Y NORMALIZACION - 
LEY DE COMERCIO EXTERIOR - LEY ADUANERA - LEY GENERAL
DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL AMBIENTE - 
LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMATICO - LEY GENERAL PARA LA
PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS RESIDUOS - LEY DE 
LOS IMPUESTOS GENERALES DE IMPORTACION Y DE EXPORTACION

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma y adiciona diversas disposiciones de las Leyes Federal sobre
Metrología y Normalización, de Comercio Exterior, Aduanera, General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, General de Cambio Climático, Ge-
neral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, y de los Impuestos
Generales de Importación y de Exportación, presentada por los senadores Silvia
Guadalupe Garza Galván, Luis Fernando Salazar Fernández y Daniel Avila Ruiz,
PAN. Se turna a las Comisiones Unidas de Economía y de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen, y a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAS BASICAS PARA EL DESARROLLO DE LA DISCUSION Y
VOTACION DE LOS DICTAMENES DEL PAQUETE ECONOMICO 2014

Acuerdo de la Mesa Directiva, por el que se proponen las reglas básicas para el
desarrollo de la discusión y votación de los dictámenes con proyecto de decreto
que expide, reforman, adicionan y derogan diversos ordenamientos legales que in-
tegran el paquete económico 2014. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión intervienen los diputados:

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, en contra, y presenta una modificación
que se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Monreal Ávila, en contra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Ricardo Mejía Berdeja, en contra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado. Comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Se recibe del diputado Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 55, 82, 91 y 95 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constituciona-
les, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAS BASICAS PARA EL DESARROLLO DE LA DISCUSION Y
VOTACION DE LOS DICTAMENES DEL PAQUETE ECONOMICO 2014

Desde su curul hacen comentarios sobre el acuerdo de la Junta de Coordinación
Política los diputados:

Alfredo Zamora García . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Mejía Berdeja . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY REGLAMENTARIA DEL ARTICULO 29 CONSTITUCIONAL, 
EN MATERIA DE SUSPENSION Y RESTRICCION DE DERECHOS

Se recibe de los diputados Arturo Escobar y Vega y Carlos Octavio Castellanos
Mijares iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley Reglamentaria del
Artículo 29 Constitucional, en materia de Suspensión y Restricción de Derechos.
Se turna a las Comisiones Unidas de Derechos Humanos y de Justicia, para dicta-
men; y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.. . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS -
LEY GENERAL PARA LA PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS - LEY DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

Se recibe del diputado Ernesto Núñez Aguilar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y de las Leyes Generales para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos, y del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente. Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Se recibe del diputado Ernesto Núñez Aguilar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . 
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LEY SOBRE INDICACIONES GEOGRAFICAS Y DENOMINACIONES DE
ORIGEN

El diputado Abel Octavio Salgado Peña presenta iniciativa con proyecto de decre-
to que expide la Ley sobre Indicaciones Geográficas y Denominaciones de Ori-
gen. Se turna a la Comisión de Economía para dictamen, y a la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

CODIGO PENAL FEDERAL

Se recibe del diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código Penal Federal.
Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS ARQUEOLOGICOS, 
ARTISTICOS E HISTORICOS

El diputado J. Jesús Oviedo Herrera presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 7o. y 8o. de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos. Se turna a las Comisiones Unidas de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos y de Cultura y Cinematografía, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y
PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

La diputada Lizbeth Eugenia Rosas Montero presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 106 y adiciona el 355 Bis al Código Federal de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales. Se turna a la Comisión de Gobernación,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

El diputado Ernesto Núñez Aguilar presenta iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 3o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AUSTERIDAD PARA SERVIDORES PUBLICOS DE LOS ENTES
PUBLICOS DE LA FEDERACION

La diputada Luisa María Alcalde Luján presenta iniciativa con proyecto de decre-
to que expide la Ley de Austeridad para Servidores Públicos de los Entes Públicos
de la Federación. Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Públi-
co y de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Néstor Octavio Gordillo Castillo solicita sumarse a la
iniciativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS -
LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS - REGLAMENTO DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

La diputada Lilia Aguilar Gil presenta iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos y del Reglamento de la Cámara de Diputados. Se turna a las Co-
misiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Régimen, Reglamentos y Prác-
ticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LA INFRAESTRUCTURA FISICA EDUCATIVA

La diputada Sonia Rincón Chanona presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 19 de la Ley General de la Infraestructura Física Educati-
va. Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS ARQUEOLOGICOS, 
ARTISTICOS E HISTORICOS

La diputada Dulce María Muñiz Martínez presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 16 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Ar-
queológicos, Artísticos e Históricos. Se turna a las Comisiones Unidas de Educa-
ción Pública y Servicios Educativos y de Cultura y Cinematografía, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE - LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS

El diputado Xavier Azuara Zúñiga presenta iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de las Leyes Generales del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, y de Asentamientos Humanos. Se turna a
las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Desarrollo
Urbano y Ordenamiento Territorial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 2o., 6o., 7o., 27, 28 
Y 105 CONSTITUCIONALES, EN MATERIA DE DERECHOS 
AL LIBRE ACCESO A LA INFORMACION, LAS TECNOLOGIAS 
DE LA INFORMACION Y LA COMUNICACION Y LOS SERVICIOS 
PUBLICOS DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSION

La diputada Purificación Carpinteyro Calderón presenta iniciativa con proyecto de
decreto que expide la Ley Reglamentaria de los Artículos 2o., 6o., 7o., 27, 28 y
105 Constitucionales, en materia de Derechos al Libre Acceso a la Información,
las Tecnologías de la Información y la Comunicación y los Servicios Públicos de
Telecomunicaciones y Radiodifusión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Desde su curul hacen comentarios sobre la reforma en telecomunicaciones, los di-
putados:

Homero Ricardo Niño de Rivera Vela . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Verónica Beatriz Juárez Piña . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se turna a las Comisiones Unidas de Comunicaciones y de Radio y Televisión,
para dictamen; y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . 

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Salud, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones de los Títulos Tercero Bis y Décimo Octavo de la Ley General de
Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE COORDINACION FISCAL - LEY GENERAL DE CONTABILIDAD
GUBERNAMENTAL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal y de la Ley General
de Contabilidad Gubernamental. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO - 
LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS -
LEY FEDERAL DE DERECHOS - LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor Agregado,
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la Ley Federal
de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE COORDINACION FISCAL - LEY GENERAL DE CONTABILIDAD
GUBERNAMENTAL

Discusión del dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Co-
ordinación Fiscal y de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. . . . . . . . 

Fundamenta el dictamen el diputado José Arturo Salinas Garza. . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar posición de sus grupos parlamentarios intervienen los diputados:

Dora María Talamante Lemas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Lilia Aguilar Gil . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Manuel Jorrín Lozano . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

David Pérez Tejada Padilla . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jhonatan Jardines Fraire . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Enrique Alejandro Flores Flores . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Benito Caballero Garza . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión intervienen los diputados:

Ricardo Mejía Berdeja, en contra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Karen Quiroga Anguiano, en pro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, Ricardo Mejía Berdeja hace comentarios . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, en contra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carlos Augusto Morales López, en pro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Alfonso Durazo Montaño, en contra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fernando Belaunzarán Méndez, en pro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Monreal Ávila, en contra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobados en lo general y en lo particular los artículos no reservados. . . . . . . . . 

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara propone modificación al ar-
tículo 2o., párrafo primero, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Magdalena del Socorro Núñez Monreal propone modificación al artí-
culo 4o., párrafo octavo, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Ricardo Mejía Berdeja propone modificación al artículo 26, párrafo
primero, fracción IV, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara propone modificación al ar-
tículo 4o., párrafo octavo, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Héctor Hugo Roblero Gordillo propone modificación al artículo 49,
párrafo segundo, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto, pasa al Senado
para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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VOLUMEN III

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyecto de decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RECESO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Discusión del dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con pro-
yecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposicio-
nes de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. . . . . . . . . . 

Fundamenta el dictamen el diputado José Sergio Manzur Quiroga. . . . . . . . . . . . 

La diputada Zuleyma Huidobro González fija la posición del Grupo Parlamenta-
rios Movimiento Ciudadano . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto, pasa al Senado
para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REFORMA HACENDARIA

Interviene sobre el tema, desde su curul, la diputada Rocío Esmeralda Reza Ga-
llegos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO - 
LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS -
LEY FEDERAL DE DERECHOS - LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Discusión del dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con pro-
yecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios, de la Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto
sobre la Renta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar posición de sus grupos parlamentarios intervienen los diputados:

René Ricardo Fujiwara Montelongo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Monreal Ávila . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lilia Aguilar Gil . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Tomás Torres Mercado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Javier Salinas Narváez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jorge Iván Villalobos Seáñez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jorge Herrera Delgado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar posición de sus grupos parlamentarios intervienen los diputados:

Ricardo Mejía Berdeja, en contra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Alejandro Cuevas Mena, a favor . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rubén Camarillo Ortega, en contra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Javier Treviño Cantú, a favor . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, en contra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arturo Escobar y Vega, a favor . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rubén Camarillo Ortega, responde alusiones personales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arturo Escobar y Vega, responde alusiones personales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rubén Camarillo Ortega, desde su curul, hace comentarios . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arturo Escobar y Vega, desde su curul, hace comentarios . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lilia Aguilar Gil, para rectificación de hechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fernando Belaunzarán Méndez, a favor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobados en lo general y en lo particular los artículos no reservados. . . . . . . . . 

Presentan reservas a la Ley del Impuesto al Valor Agregado los diputados:

Graciela Saldaña Fraire a los artículos 1o., fracciones IV, V y VI; y 2o., párrafos
quinto y último, se rechazan.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Bonilla Valdez al artículo 1-C, segundo párrafo, fracciones IV, V y VI, se
rechaza.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, Roberto López González hace comentarios . . . . . . . . . . . . . . . . 

David Pérez Tejada Padilla a los artículos 1-C, fracciones IX, IV y VI; 2o., 2-A,
quinto párrafo, se rechazan.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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David Cuauhtémoc Galindo Delgado a los artículos 1-C, fracciones IV, V y VI;
2o., 2-A y 5o., se rechazan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, Jorge Francisco Sotomayor Chávez hace comentarios . . . . . . . . 

Andrés de la Rosa Anaya a los artículos 1-C, fracciones IX, X, XI; 2-A, 5o. y eli-
minar el artículo 2o., se rechazan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Martha Beatriz Córdova Bernal al artículo 2o., último párrafo, se rechaza. . . . . . 

Desde su curul, Alfredo Zamora García hace comentarios . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lorenia Iveth Valles Sampedro al artículo 2o., se rechaza.. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Miguel Carrillo Huerta al artículo 2o., se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan Jesús Aquino Calvo al artículo 2o., se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Pelayo Covarrubias al artículo 2o., se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Luis Muñoz Soria al artículo 2-A, fracción I, inciso a) y eliminar el numeral
6 del inciso b), se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Merilyn Gómez Pozos al artículo 2-A, fracción I, inciso b), numeral 6, se rechaza.

Adriana González Carrillo al artículo 2 A, eliminar el numeral 6 del inciso b), frac-
ción I, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Graciela Saldaña Fraire al artículo 2o., se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Roberto Carlos Reyes Gámiz al artículo 2o. A, inciso b), numeral 6, se rechaza.

María del Socorro Ceseñas Chapa al artículo 2-C, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . 

Leonor Romero Sevilla eliminar la fracción V del artículo 15, se rechaza.. . . . . . 

Carlos Fernando Angulo Parra a los artículos 9o., fracción IX, 28-A, párrafo pri-
mero, y segundo transitorio, fracción III, se rechazan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Glafiro Salinas Mendiola a los artículos 24, 25, fracciones I y IX y 28, y eliminar
los artículos 28-A y 30, segundo párrafo, se rechazan.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, Juan Manuel Gastélum Buenrostro hace comentarios . . . . . . . . . 

Francisco Coronato Rodríguez al artículo 25, fracción I, párrafo segundo. . . . . . 

Desde sus curules, hacen comentarios sobre el modo de votación de las reservas
los diputados:

Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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David Cuauhtémoc Galindo Delgado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Consuelo Argüelles Loya . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El presidente hace moción de aclaración. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobados en lo particular los artículos reservados de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Presentan reservas a la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios
los diputados:

Víctor Manuel Jorrín Lozano al artículo 1o., fracción I, se rechaza.. . . . . . . . . . . 

Lorena Méndez Denis al artículo 2o., fracción I, inciso a), numeral 1, se rechaza.

José Luis Valle Magaña al artículo 2o., fracción I, inciso a), numeral 3, se recha-
za. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Yazmín de los Ángeles Copete Zapot al artículo 2o., fracción I, inciso g), se re-
chaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Magdalena del Socorro Núñez Monreal al artículo 2o., fracción I, inciso g), se re-
chaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Soto Martínez al artículo 2o., fracción I, inciso g), se rechaza.. . . . . . . . . . . 

Juan Bueno Torio al artículo 2o., fracción I, inciso g), se rechaza. . . . . . . . . . . . . 

María del Carmen Martínez Santillán al artículo 2o., fracción I, inciso h), se re-
chaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Serralde Martínez al artículo 2o., fracción I, inciso i); y eliminar el inciso
g). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Marina Garay Cabada, desde su curul, responde alusiones personales. . . . . . . . . 

Fernando Zárate Salgado responde alusiones personales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Serralde Martínez responde alusiones personales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Rubén Escajeda Jiménez responde alusiones personales. . . . . . . . . . . . . . . . 

Consuelo Argüelles Loya, desde su curul, hace moción de ilustración. . . . . . . . . 

El presidente responde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul hacen comentarios los diputados:

Jorge Iván Villalobos Seáñez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Juan Bueno Torio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Alfonso Durazo Montaño . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se rechaza la reserva del diputado Víctor Serralde Martínez.. . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Emanuel Díaz Palacios al artículo 2o., fracción I, incisos g) y j). . . . . . . . 

Tomás Torres Mercado, desde su curul, hace moción de ilustración. . . . . . . . . . . 

El presidente responde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Serralde Martínez responde alusiones personales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Emanuel Díaz Palacios responde alusiones personales.. . . . . . . . . . . . . . . 

Cesario Padilla Navarro responde alusiones personales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se rechazan las reservas del diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios. . . . . . . . . . 

Desde su curul, Isaías Cortés Berumen hace comentarios . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Mejía Berdeja al artículo 2-A, fracción II, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . 

Javier Orihuela García al artículo 5o,, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Juan Bueno Torio hace comentarios sobre el modo de
votación de las reservas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobados en lo particular los artículos reservados de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Presentan reservas a la Ley Federal de Derechos los diputados:

Delfina Elizabeth Guzmán Díaz al artículo 239, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Roberto Carlos Reyes Gámiz al artículo 244-G, tabla B, se rechaza. . . . . . . . . . . 

Juan Pablo Adame Alemán al artículo 244-H, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Eligio Cuitláhuac González Farías al artículo 244-H, se acepta. . . . . . . . . . . . . . 

Roberto Carlos Reyes Gámiz, desde su curul, hace moción de ilustración. . . . . . 

El presidente responde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Marcelo de Jesús Torres Cofiño a los artículos 268 y 270, se rechazan. . . . . . . . . 

Zuleyma Huidobro González al artículo 275, se rechaza.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Desde su curul, el diputado Roberto Carlos Reyes Gámiz hace comentarios sobre
el modo de votación de las reservas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobados en lo particular los artículos reservados de la Ley Federal de Derechos.

Presentan reservas a la Ley del Impuesto sobre la Renta los diputados:

Víctor Manuel Jorrín Lozano al artículo 9o., fracción II, párrafo tercero, se recha-
za. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fernando Cuéllar Reyes a los artículos 15 y 101, se aceptan. . . . . . . . . . . . . . . . 

José Arturo Salinas Garza al artículo 17, fracción III, se rechaza. . . . . . . . . . . . . 

Catalino Duarte Ortuño al artículo 25, fracción V, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . 

Nelly del Carmen Vargas Pérez al artículo 27, fracción III, párrafo tercero, se re-
chaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Soto Martínez al artículo 28, fracción XV. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Antonio Rojo García de Alba, desde su curul, hace una pregunta al orador. . 

El diputado José Soto Martínez responde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se rechaza la reserva del diputado José Soto Martínez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Luis Valle Magaña al artículo 28, fracción XX, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . 

José Luis Muñoz Soria a los artículos 28, fracción XX, y 36, fracción II, se re-
chazan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Elizabeth Vargas Martín del Campo al artículo 28, fracción XX, se rechaza. . . . . 

Ricardo Monreal Ávila al artículo 28, fracción XXX, se rechaza. . . . . . . . . . . . . 

José Ángel González Serna al artículo 28, fracción XXX, se rechaza. . . . . . . . . . 

Carlos Fernando Angulo Parra a los artículos 28, fracción XXX, 181, 182 y 183,
se rechazan.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María de la Paloma Villaseñor Vargas al artículo 28, fracción XXXII.. . . . . . . . . 

Margarita Licea González al artículo 28, fracción XXXII.. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rosa Elba Pérez Hernández, desde su curul, hace comentarios . . . . . . . . . . . . . . 

Se acepta la modificación al artículo 28, fracción XXXII, a propuesta de las dipu-
tadas María de la Paloma Villaseñor Vargas y Margarita Licea González. . . . . . . 
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Marcelo de Jesús Torres Cofiño al artículo 33, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Diego Sinhué Rodríguez Vallejo al artículo 34, fracción I, se rechaza.. . . . . . . . . 

Silvano Blanco Deaquino a los artículos 56 a 70, se rechazan. . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Villarreal García al artículo 35, fracción XV, en votación nominal se re-
chaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María del Socorro Ceseñas Chapa para eliminar los artículos 56 a 70 y 152, se re-
chaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fernando Belaunzarán Méndez al artículo 64, fracción V, se rechaza. . . . . . . . . . 

Luisa María Alcalde Luján a los artículos 59; eliminar del 56 a 70 –el Capítulo
Sexto, Título Segundo–; y 64, fracción II, inciso b), se rechazan. . . . . . . . . . . . . 

El diputado Gerardo Villanueva Albarrán al artículo 64, fracción V, se rechaza. . 

Roberto López Rosado al artículo 73, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María Beatriz Zavala Peniche a los artículos 79, fracción X, y 82, fracción I, se re-
chazan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Felipe de Jesús Muñoz Kapamas la adición de una fracción XXVI al artículo 79,
se acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Loretta Ortiz Ahlf al artículo 93, fracción XIX, inciso a). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Zuleyma Huidobro González al artículo 96, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Monreal Ávila al artículo 96, párrafo primero, se rechaza. . . . . . . . . . . . 

Aída Fabiola Valencia Ramírez al artículo 109, párrafo cuarto, se rechaza. . . . . . 

José Luis Valle Magaña al artículo 109, último párrafo, se rechaza.. . . . . . . . . . . 

Javier Treviño Cantú al artículo 129, se acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Claudia Elizabeth Bojórquez Javier al artículo 129, se rechaza.. . . . . . . . . . . . . . 

La Secretaría lee una fe erratas a la fracción IV del artículo 151 que presenta la
Comisión de Hacienda y Crédito Público. En votación económica se acepta. . . . 

Ricardo Mejía Berdeja al artículo 151, último párrafo, se rechaza. . . . . . . . . . . . 

Carlos de Jesús Alejandro al artículo 151, último párrafo, se rechaza. . . . . . . . . . 

Víctor Oswaldo Fuentes Solís al artículo 151, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Purificación Carpinteyro Calderón, desde su curul, hace comentarios . . . . . . . . . 

Aurora de la Luz Aguilar Rodríguez al artículo 152, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . 

El diputado José Angelino Caamal Mena al artículo 186, se acepta. . . . . . . . . . . 

El diputado Fernando Bibriesca Sahagún al artículo 194, se rechaza. . . . . . . . . . 

Alliet Mariana Bautista Bravo la adición de un Capítulo Séptimo al Título Sépti-
mo –artículos 194 y 195–, se acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Sánchez Ruiz la adición de un segundo párrafo al artículo noveno transito-
rio, se rechaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Regina Vázquez Saut al artículo noveno transitorio, fracción XIV. . . . . . . . . . . . 

Ricardo Monreal Ávila, en contra.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se acepta la modificación propuesta por la diputada Regina Vázquez Saut. . . . . . 

Fernando Rodríguez Doval al artículo noveno transitorio, fracción XXVI, se re-
chaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, la diputada Margarita Licea González hace comentarios sobre el
modo de votación de las reservas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobados en lo particular los artículos reservados de la Ley Federal del Impues-
to sobre la Renta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto, pasa al Senado
para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN IV

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE TRABAJOS. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION . . . . . . . . . . . . . 

VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el Reglamento de la Cámara de Diputados, se
publican las votaciones de los dictámenes:

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal y de la
Ley General de Contabilidad Gubernamental (en lo general y en particular los ar-
tículos no reservados).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal y de la
Ley General de Contabilidad Gubernamental (en lo particular los artículos 2o., pá-
rrafo primero; 4o., párrafo octavo; 4o.-B, párrafo cuarto; 6o., párrafo primero; 26-
A, párrafo primero, fracción IV; y 49, párrafo segundo, de la Ley de Coordinación
Fiscal, reservados, en sus términos). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyecto de decreto por el
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (en lo general y en particular). . . . . . 

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la
Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta (en lo ge-
neral y en particular los artículos no reservados). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la
Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta (en lo
particular, si se admiten a discusión las modificaciones a los artículos 1o., frac-
ciones IV, V y VI; y 2o., párrafos quinto y último, de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, propuestas por la diputada Graciela Saldaña Fraire). . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la
Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta (en lo
particular, si se admite a discusión la modificación al artículo 1o.-C, segundo pá-
rrafo, fracciones IV, V y VI, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, propuesta
por el diputado Jaime Bonilla Valdez). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la
Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta (en lo
particular, si se acepta votar por separado los artículos reservados de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la
Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta (en lo
particular los artículos reservados de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y sus
disposiciones transitorias, en los términos del dictamen). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor
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Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la
Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta (en lo
particular, si se acepta votar por separado el artículo 2o., fracción I, inciso g), de
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios).. . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la
Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta (en lo
particular los artículos reservados de la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios y sus disposiciones transitorias, en los términos del dictamen). . 

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la
Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta (En lo
particular los artículos reservados de la Ley Federal de Derechos y sus disposi-
ciones transitorias, en los términos del dictamen; y la modificación al artículo 244-
H propuesta por el diputado Eligio Cuitláhuac González Farías y aceptada por la
asamblea). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la
Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta (en lo
particular, si se admite a discusión la modificación al artículo 35, fracción XV, de
la Ley del Impuesto sobre la Renta, propuesta por el diputado Ricardo Villarreal
García). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la
Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta (En lo
particular los artículos reservados de la Ley del Impuesto sobre la Renta, sus dis-
posiciones de vigencia temporal y sus disposiciones transitorias, con las modifi-
caciones aceptadas por la asamblea o en los términos del dictamen, según corres-
ponda). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LISTA DE ASISTENCIA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CORRESPON-
DIENTE A LA PRESENTE SESION . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ANEXO I

Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que reforma, adicio-
na y deroga diversas disposiciones de los Títulos Tercero Bis y Décimo Octavo de
la Ley General de Salud
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ANEXO II

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fis-
cal y de la Ley General de Contabilidad Gubernamental 

ANEXOS III A VII

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decre-
to que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto
al Valor Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios,
de la Ley Federal de Derechos y se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta

ANEXOS VIII A X

Reservas retiradas o desechadas al dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal y de la Ley General de Contabilidad Guberna-
mental

Reservas retiradas o desechadas  al dictamen de la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dis-
posiciones de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios, de la Ley Federal de Derechos y se expide la
Ley del Impuesto sobre la Renta

ANEXO XI

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a la iniciativa con proyecto de de-
creto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
jueves 17 de octubre de 2013, de conformidad con el artículo 100, numeral 1, y
102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados 
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Presidencia del diputado 
Ricardo Anaya Cortés

ASISTENCIA

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Pido a la
Secretaría que haga del conocimiento de esta Presidencia el
resultado del cómputo de asistencia de diputadas y diputa-
dos.

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: Se informa a la Presidencia que existen registra-
dos previamente 464 diputadas y diputados, por tanto, hay
quórum, presidente.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés (a las
12:01 horas): Se abre la sesión. 

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Consul-
te la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectura del
orden del día, en virtud de que se encuentra publicada en la
Gaceta Parlamentaria.

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la asamblea si se dispensa la lec-
tura del orden del día. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y
los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa.  Se dis-
pensa la lectura.

«Primer periodo de sesiones ordinarias.— Segundo año de
ejercicio.— LXII Legislatura.

Orden del día 

Jueves 17 de octubre de 2013

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

De la Junta de Coordinación Política.

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con la que remite la información relativa al pago de las
participaciones a las entidades federativas correspondien-
tes al mes de septiembre de 2013, desagregada por tipo de
fondo, efectuando la comparación correspondiente al mes
de septiembre de 2012.

De la Secretaría de Gobernación

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados para que se publique el
nuevo Reglamento de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia.

De la Cámara de Senadores

Proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública a que en el
análisis y discusión del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal 2014, se asigne una partida
presupuestal para el Instituto Tecnológico de Sonora.

Siete Proposiciones con puntos de acuerdo por los que ex-
horta a la Cámara de Diputados a que en el proyecto de
Presupuesto de Egresos de la Federación 2014, se destinen
recursos para el desarrollo de proyectos en los municipios
de: Tonila, Cihuatlán, Guachinango, Valle de Guadalupe, ,
Tepatitlán de Morelos y Valle de Juárez, en el Estado de Ja-
lisco, presentadas por el Senador José María Martínez
Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

Proposición con Punto de acuerdo por el que se solicita a
las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público, de
Transparencia y Anticorrupción y de Justicia de la Cámara
de Diputados para que resuelvan la Minuta con proyecto de
decreto que Expide la Ley Federal de Remuneraciones de
los Servidores Públicos, Reglamentaria de los artículos 75
y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos y
adiciona un Capítulo V Bis al Título Décimo, Libro Se-
gundo, al Código Penal Federal, presentada por la Senado-
ra Luisa María Calderón Hinojosa, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional.

Iniciativas de senadores

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 2o., 3o., 4o., 5o.-A y 19 de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, para establecer un gra-
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vamen especial a la comida chatarra, presentada por el Sen.
Armando Ríos Piter, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de las Leyes: Federal sobre Metrología y Nor-
malización, de Comercio Exterior, Aduanera, General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, General
de Cambio Climático, General para la Prevención y Gestión
Integral de los Residuos, y de los Impuestos Generales de
Importación y de Exportación, presentada por los senadores
Silvia Guadalupe Garza Galván, Luis Fernando Salazar Fer-
nández y Daniel Ávila Ruiz, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Propuestas de acuerdo de los órganos de gobierno 

De la Mesa Directiva

Por el que se proponen las reglas básicas para el desarrollo
de la discusión y votación de los dictámenes con proyecto
de decreto que Expide, reforman, adicionan y derogan di-
versos ordenamientos legales que integran el paquete eco-
nómico 2014. (Votación)

Declaratoria de publicidad de los dictámenes

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que refor-
ma, adiciona y deroga diversas disposiciones de los Títulos
Tercero Bis y Décimo Octavo de la Ley General de Salud.

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley de Coordinación Fiscal y de la Ley Gene-
ral de Contabilidad Gubernamental.

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con pro-
yecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, de
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios,
de la Ley Federal de Derechos y se Expide la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta.

Dictámenes a discusión 

De leyes y decretos

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que reforma y adiciona el artículo 32 Bis de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal. 

De la Comisión de Cambio Climático, con proyecto de de-
creto que reforma la fracción XI del artículo 7o. de la Ley
General de Cambio Climático. 

De la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, con
proyecto de decreto que adiciona la fracción XXI Bis al ar-
tículo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos. 

De la Comisión de Derechos de la Niñez, con proyecto de
decreto que reforma el artículo 16 de la Ley para la Pro-
tección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

Dictámenes a discusión 

De puntos de acuerdo

De la Comisión de Igualdad de Género, con puntos de
acuerdo por los que se exhorta al Ejecutivo federal y a las
autoridades del Estado de Veracruz, a respetar y garantizar
los derechos políticos de las mujeres y la no violencia con-
tra ellas.

De la Comisión de Recursos Hidráulicos, con punto de
acuerdo por el que se exhorta a los titulares de la Comisión
Nacional del Agua y de Banobras, a fin de dar seguimien-
to al proyecto hidráulico Monterrey VI.

De la Comisión del Distrito Federal, con punto de acuerdo
por el que se exhorta al Jefe de Gobierno del DF, para que
instale las alertas sísmicas restantes, objeto del contrato
OM/DGA/DRMSG/CA-020-2010.

De la Comisión del Distrito Federal, con punto de acuerdo
por el que se exhorta al Jefe de Gobierno del DF, a destinar
los recursos para los planes de manejo de barrancas en la
Delegación Álvaro Obregón.

De las Comisiones Unidas de Economía y de Agricultura y
Sistemas de Riego, con puntos de acuerdo por los que se
exhorta al Ejecutivo federal implementar las acciones co-
rrespondientes a atender la problemática de la Agroindus-
tria Azucarera Nacional.

De la Comisión de Economía, con punto de acuerdo por el
que se exhorta a los Congresos de las Entidades Federati-
vas, a incorporar en sus agendas de discusión el tema de las
acciones para detectar la enajenación de objetos robados
que se llevan a las casas de empeño.



De la Comisión de Economía, con punto de acuerdo por el
que se exhorta al Ejecutivo federal y a la Cámara de Sena-
dores, para que realicen una inmediata revisión del
TLCAN, en su Capítulo VII, relativo al campo.

De la Comisión de Asuntos Migratorios, con punto de
acuerdo por el que se exhorta al titular de la Secretaría de
Gobernación, para que suscriba los acuerdos necesarios
con los gobiernos de las entidades federativas y sus muni-
cipios, con el Instituto Nacional de Migración y con orga-
nizaciones civiles encargadas de atender el tema migrato-
rio, a efecto de crear un banco de datos especializado en el
que se integren las políticas y programas que implementan
a favor de los migrantes, así como los principales proble-
mas y delitos que se cometen contra ellos.

De la Comisión de Igualdad de Género, con punto de acuer-
do por el que se exhorta a los Congresos de los estados de
Durango, Jalisco, Estado de México y San Luis Potosí a re-
visar, con perspectiva de género, sus legislaciones en mate-
ria penal y en su caso deroguen los delitos de adulterio.

De la Comisión de Igualdad de Género, con puntos de
acuerdo relativos a la celebración de ceremonias cívicas
para conmemorar los 60 años del reconocimiento del dere-
cho de las mujeres al voto en México.

De la Comisión de Igualdad de Género, con puntos de
acuerdo relativo a la realización de actividades para con-
memorar los 60 años del reconocimiento del derecho de las
mujeres al voto en México.

Dictámenes a discusión 

Negativos de iniciativas

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo por el que
se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que adi-
ciona un Capítulo II Bis al Título Décimo Segundo y re-
forma el artículo 307 de la Ley General de Salud.

De la Comisión de Pesca, con puntos de acuerdo por los
que desecha la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 7o. de la Ley General de Pesca y Acua-
cultura Sustentables.

Iniciativas

Que reforma los artículos 55, 82, 91, 95 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del

diputado Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Sólo Turno a Co-
misión)

Que expide la Ley Reglamentaria del artículo 29 Constitu-
cional, en materia de Suspensión y Restricción de Dere-
chos, suscrita por los diputados Arturo Escobar y Vega y
Carlos Octavio Castellanos Mijares, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México. (Sólo Turno
a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos y de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, a cargo del diputado Ernesto Nú-
ñez Aguilar, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México y suscrita por diputados integrantes
de la Comisión de Desarrollo Municipal. (Sólo Turno a Co-
misión)

Que reforma el artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Er-
nesto Núñez Aguilar, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México y suscrita por diputados inte-
grantes de la Comisión de Desarrollo Municipal. (Sólo
Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 7o. y 8o. de la Ley Federal So-
bre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e His-
tóricos, a cargo del diputado J. Jesús Oviedo Herrera, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma el artículo 33 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Andrés de la Rosa Anaya, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma el artículo 31 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, a cargo del diputado Alberto
Coronado Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente y de la Ley General de Asentamientos Humanos, a
cargo del diputado Xavier Azuara Zúñiga, del Grupo Par-
lamentario Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)
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Que reforma los artículos 25, 26, 27 y 28 de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, a cargo de la diputada Alejandra López
Noriega, y suscrita por los diputados José Enrique Reina
Lizárraga y Damián Zepeda Vidales, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 212 de la Ley Federal del Derecho
de Autor, a cargo de la diputada Elizabeth Vargas Martín
del Campo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, de la Ley
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación,
de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Esta-
do, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Cons-
titucional, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, y del Có-
digo Fiscal de la Federación, a cargo del diputado Juan
Bueno Torio, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley Federal para la Prevención, Tratamien-
to y Mitigación de la Diabetes, a cargo de la diputada Mar-
garita Saldaña Hernández, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 2o., 26 y 31, y adiciona un artí-
culo 43 Bis a la Ley del Servicio Público de Energía Eléc-
trica, a cargo del diputado Andrés de la Rosa Anaya, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la
Ley de Expropiación y del Código Civil Federal, a cargo
del diputado J. Jesús Oviedo Herrera, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 106 y adiciona un artículo 355 Bis
al Código Federal de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, a cargo de la diputada Lizbeth Eugenia Rosas Mon-
tero, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley Reglamentaria de los artículos 2o., 6o.,
7o., 27, 28 y 105 Constitucionales, en materia de Derechos
al Libre Acceso a la Información, las Tecnologías de la In-
formación y la Comunicación y los Servicios Públicos de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo de la dipu-

tada Purificación Carpinteyro Calderón, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Que reforma el artículo 3º de La Ley General de Cambio
Climático, a cargo de la diputada Yesenia Nolasco Ramí-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma artículos 2o., 27, 28 y 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Teresa de Jesús Mojica Morga, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Que expide el Reglamento Interior de la Unidad de Eva-
luación y Control de la Comisión de Vigilancia de la Audi-
toria Superior de la Federación de la Cámara de Diputados,
a cargo del diputado José Luis Muñoz Soria, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática y
suscrita por diputados integrantes de la Comisión de Vigi-
lancia de la Auditoría Superior de la Federación. (Turno a
Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito, a cargo del
diputado Carlos Alberto García González, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, a cargo de la diputada Martha Leticia Sosa
Govea, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

Que adiciona un artículo 259 Ter al Código Penal Federal,
a cargo de la diputada Martha Leticia Sosa Govea, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público, a cargo de la diputada Elizabeth Oswelia
Yáñez Robles, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)Que reforma los artículos 3o.
y 92 de la Ley General de Vida Silvestre, a cargo del dipu-
tado Silvano Aureoles Conejo, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comi-
sión)



Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo del diputado Fernando Belaun-
zarán Méndez, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 62 de la Ley del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
a cargo de la diputada Yesenia Nolasco Ramírez, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Cinematografía, a cargo de la diputada Purificación
Carpinteyro Calderón y suscrita por el diputado José Valen-
tín Maldonado Salgado, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 90 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada
Adriana González Carrillo, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Civil Federal, a cargo de la diputada Karina Labastida So-
telo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 7o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Silva-
no Aureoles Conejo, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 26, 27 y 29 de la Ley para la Pro-
tección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y
Periodistas, a cargo del diputado José Everardo Nava Gó-
mez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 60 de la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones, a cargo del diputado José Soto Martínez, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a
Comisión)

Que reforma los artículos 59, 62, 63 y 63 Bis de la Ley de
Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, a cargo del
diputado William Renán Sosa Altamira y suscrita por el
diputado Felipe de Jesús Muñoz Kapamas, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. (Tur-
no a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Instituciones de Crédito y de la Ley de Protección y De-
fensa al Usuario de Servicios Financieros, a cargo del dipu-
tado Juan Isidro Del Bosque Márquez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Que expide la Ley de Austeridad para Servidores Públicos
de los Entes Públicos de la Federación, a cargo de la dipu-
tada Luisa María Alcalde Luján y suscrita por la diputada
Merilyn Gómez Pozos, del Grupo Parlamentario Movi-
miento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, a cargo del diputado Víctor Emanuel Díaz
Palacios y suscrita por la diputada María del Carmen Gar-
cía de la Cadena Romero, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 25 de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo del diputado Genaro Ca-
rreño Muro, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 12, 57 y 58 de la Ley de Seguri-
dad Nacional, a cargo del diputado Domitilo Posadas Her-
nández, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a Comisión)

Que adiciona un artículo 51 Bis a la Ley General de Desa-
rrollo Social, a cargo del diputado Fernando Alejandro La-
rrazabal Bretón, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales y del Código Federal de Procedimientos Civiles, a
cargo de la diputada Alfa Eliana González Magallanes y
suscrita por el diputado Luis Ángel Xariel Espinosa Chá-
zaro, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 353-D de la Ley Federal del Tra-
bajo, a cargo de la diputada Lorena Méndez Denis, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a
Comisión)

Que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo del diputado Car-
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los de Jesús Alejandro, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 19 de la Ley General de la Infraes-
tructura Física Educativa, a cargo de la diputada Sonia Rin-
cón Chanona, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza.
(Turno a Comisión)

Que reforma el Capítulo Quinto y el artículo 21 de la Ley
para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, a cargo de la diputada Rocío Adriana Abreu Ar-
tiñano, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 130 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Enri-
que Alejandro Flores Flores, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Pesca y Acuacultura Sustentables, a cargo de la
diputada Angélica Rocío Melchor Vásquez, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 58-2 de la Ley Federal de Procedi-
miento Contencioso Administrativo, a cargo del diputado
Ricardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ricardo
Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciu-
dadano. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y del Reglamento de la Cámara de Diputados,
a cargo de la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 167 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado José Alfredo Botello
Montes, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
los Sistemas de Ahorro para el Retiro, a cargo de la dipu-
tada María del Socorro Ceseñas Chapa, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Que reforma el artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Glafi-
ro Salinas Mendiola, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Javier
Orihuela García, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 1o. y 3o. de la Ley de Asocia-
ciones Religiosas y Culto Público, a cargo de la diputada
Esther Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 41 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, 110 del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales y 34 Bis de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, a cargo de la diputada Esther Quintana Salinas,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 26 y 27 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Sebastián Alfonso de la Rosa Peláez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a
Comisión)

Que reforma el artículo 9o. de la Ley de Aguas Nacionales,
a cargo del diputado Fernando Alejandro Larrazabal Bre-
tón, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Inversión Extranjera y de la Ley del Mercado de Valores, a
cargo del diputado Victor Manuel Bautista López, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado Marcelo de Jesús
Torres Cofiño, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Rodimiro Barrera Estrada, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)



Que expide la Ley Sobre Indicaciones Geográficas y De-
nominaciones de Origen, a cargo del diputado Abel Octa-
vio Salgado Peña, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 16 de la Ley Federal Sobre Monu-
mentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, a
cargo de la diputada Dulce María Muñiz Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 81 y 82 de la Ley General de
Cambio Climático, a cargo del diputado Ramón Antonio
Sampayo Ortiz y suscrita por el diputado Sergio Augusto
Chan Lugo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, a cargo del diputado José
Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 3º de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, a cargo del diputado Ernesto Núñez Aguilar, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico y suscrita por diputados integrantes de la Comisión de
Desarrollo Municipal. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 102 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ri-
cardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ricardo
Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciu-
dadano. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 38 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ma.
del Carmen Martínez Santillán, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 32 Bis de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, a cargo de la diputada
Cristina Olvera Barrios, del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 381 del Código Penal Federal, a
cargo del diputado Javier Filiberto Guevara González, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 107 de la Ley General de Cambio
Climático, a cargo del diputado Ramón Antonio Sampayo
Ortíz y suscrita por el diputado Sergio Augusto Chan Lu-
go, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 23 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo de la dipu-
tada Nelly del Carmen Vargas Pérez, del Grupo Parlamen-
tario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 47 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Héctor Hugo Roblero Gordillo,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a
Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo y de la Ley General de Salud, a cargo
de la diputada Alma Marina Vitela Rodríguez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 26 de la Ley de Fomento para la
Lectura y el Libro, a cargo del diputado Rodolfo Dorador
Pérez Gavilán, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Aí-
da Fabiola Valencia Ramírez, del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 25 Bis y 128 Ter de la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor, a cargo del diputado
Alfonso Inzunza Montoya, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 429 del Código Penal Federal y
86 Bis de la Ley Federal del Derecho de Autor, a cargo del
diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado
Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movi-
miento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 52 de la Ley del Servicio Profesio-
nal de Carrera en la Administración Pública Federal, a car-
go de la diputada Maricela Velázquez Sánchez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)
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Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, a cargo del diputado Jo-
sé Francisco Coronato Rodríguez, del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Proposiciones calificadas por el pleno de urgente u ob-
via resolución

Con punto de acuerdo relativo a la problemática actual que
presenta el cultivo del café, a cargo del diputado Héctor
Narcia Alvarez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. (Urgente Resolución)

Con punto de acuerdo relativo a la condonación de multas
a productores y concesionarios de pozos agropecuarios del
estado de Zacatecas, a cargo del diputado Ricardo Monre-
al Ávila y suscrita por el diputado Ricardo Mejía Berdeja,
del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. (Urgen-
te Resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los poderes
Ejecutivo federal, del estado de Oaxaca y del municipio de
San Felipe Jalapa de Díaz, de esa entidad, para que garanti-
cen a la población servicios públicos oportunos y de calidad;
y se garantice a la C. Irma López Aurelio y su hijo recién na-
cido, justicia pronta y expedita, la reparación de daños y per-
juicios, así como protección, seguridad y certeza jurídica,
haciendo caer todo el peso de la ley contra quien o quienes
resulten responsables, suscrito por las diputadas Lourdes Eu-
lalia Quiñones Canales e Irma Elizondo Ramírez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. (Ur-
gente Resolución)

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los titulares de
la Sener y de la Secretaría de Economía, a impulsar la pro-
ducción de generadores de energía eólica, a cargo del dipu-
tado Fernando Zamora Morales, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SHCP y a la
Segob, para que finiquiten a los trabajadores migratorios
braceros de los años de 1942 a 1964, a cargo del diputado
Gerardo Gaudiano Rovirosa, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que emita el Reglamento de la Ley General de
Protección Civil, suscrito por los diputados Ricardo Mejía

Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamenta-
rio Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Conago,
para que a través de su Presidente, se establezca la preven-
ción, atención, combate y sanción de la trata de personas
como acciones prioritarias en su agenda de trabajo, suscri-
to por diputados integrantes de la Comisión Especial de
Lucha Contra la Trata de Personas. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaria
de Salud, para que emprenda una campaña para informar a
la población, sobre la situación que prevalece respecto de
los contagios de cólera, los posibles alcances, riesgos y me-
didas de prevención que deben tomarse para evitar su con-
tagio, a cargo del diputado Julio César Flemate Ramírez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Conagua y
otras autoridades, para que se considere el aprovechamien-
to sustentable de plantas acuáticas como factor de compe-
titividad y conservación de recursos hídricos, a cargo del
diputado Gerardo Gaudiano Rovirosa, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo relativo a la responsabilidad de di-
versas autoridades, por los daños causados por los fenóme-
nos meteorológicos Ingrid y Manuel, a cargo del diputado
Victor Manuel Jorrín Lozano, del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público de esta Soberanía, para que
mantenga el Régimen de Pequeños Contribuyentes en la
aprobación del dictamen a la reforma fiscal para el ejerci-
cio fiscal 2014, a cargo del diputado Gerardo Gaudiano
Rovirosa, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Turno a Comisión).»

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara
(desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Sonido
en la curul del diputado Huerta Ladrón de Guevara. Díga-
me, señor diputado, ¿con qué objeto?

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara
(desde la curul): Mire, señor presidente, usted acaba de ser



muy aplaudido de un discurso que dio y que habla de la le-
galidad, y que habla de que no hay que hacer chicanadas
jurídicas, que no hay que hacer cálculos políticos, y que no
hay que ser retrógradas. Y estoy muy de acuerdo con usted.
Pero hoy me sorprende que en el orden del día —publica-
do ayer hasta la noche— no había lo que hoy ya aparece de
orden del día, donde se incluye un acuerdo especial que
propone la Mesa Directiva.

Estoy pidiendo desde ahorita que no puede ocurrir que con
chicanadas de la Mesa Directiva se quiera sorprender a los
diputados y, obviamente, a los ciudadanos con lo que hoy
sabemos que pretenden debatir en términos del aumento de
impuestos.

Por tanto, en relación al orden del día, pido que se lea el de
ayer y que se nos explique en dado caso cómo se funda-
menta el cambio que ustedes proponen, porque desde mi
punto de vista es totalmente improcedente desde este mo-
mento.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Con to-
do gusto, diputado. Como lo establece el Reglamento, la
obligación es publicar un día antes el proyecto. Sin embar-
go, el día de la sesión de pleno, en reunión de Mesa Direc-
tiva, estando representados todos los grupos parlamenta-
rios, el día de hoy a las ocho de la mañana se votó el orden
del día definitivo, que efectivamente incluye ese acuerdo
que va a ser abierto a discusión aquí en esta Cámara de Di-
putados y, en su caso, de ser aprobado aplicaría.

El objeto del acuerdo, diputado, no es otro que normar un
debate que sin duda será complejo y muy largo, respecto
del paquete hacendario. No persigue objeto alguno distinto
a ése.

Llegaremos al punto del orden del día que corresponda, lo
abriremos a discusión, por supuesto usted podrá hacer uso
de la palabra, y nos ajustaremos a lo que decida el pleno.

INICIATIVA QUE MODIFICA EL ARTICULO 1o. 
DE LA CONSTITUCION, RELACIONADA CON EL

DERECHO A LA VIDA DESDE LA CONCEPCION

El diputado Roberto López Suárez (desde la curul): Pre-
sidente.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Sonido
en la curul del diputado Roberto López. Dígame, diputado,
¿con qué objeto?

El diputado Roberto López Suárez (desde la curul): Pre-
sidente, solamente para preguntar, ¿cuál fue la resolución
de la Mesa Directiva respecto a la solicitud de la Junta Di-
rectiva de la Comisión de Derechos Humanos para que se
nos pudiera turnar para dictamen la iniciativa del diputado
Sotomayor?

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: La Mesa
Directiva acordó, por mayoría de votos, que sean las dos
comisiones las que dictaminen, en los términos en que ha-
bía sido solicitado.

El diputado Víctor Manuel Jorrín Lozano (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Sonido
en la curul del diputado Jorrín. Dígame, diputado, ¿con qué
objeto?

El diputado Víctor Manuel Jorrín Lozano (desde la cu-
rul): Gracias, señor presidente. Solamente para solicitarle
que se cite a comparecer al secretario de Hacienda y al de
Fonden, con el objeto de tener con claridad qué cantidades
están destinadas para cada uno de los estados y que nos
pueda presentar una relación muy puntual de los gastos que
ya se han realizado y cuánto más se le va a asignar a cada
uno de los estados por concepto del Fonden, así como los
gastos que no incluyen en el Fonden y que sean los gastos
que está realizando Sedesol y otras dependencias. Es cuan-
to, señor presidente.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Con to-
do gusto, diputado Jorrín. Esperamos su solicitud por es-
crito y le daremos el trámite que corresponde de acuerdo al
Reglamento.

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: El si-
guiente punto del orden del día es la lectura del acta de la
sesión anterior. Pido a la Secretaría que consulte a la asam-
blea si se le dispensa la lectura, tomando en consideración
que ha sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.
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El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se pregunta si se dispensa la lectura, dado
que ha sido publicada en la Gaceta Parlamentaria. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa. Se dispensa la lectura. 

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el miércoles dieciséis de octubre
de dos mil trece, correspondiente al Primer Periodo de Se-
siones Ordinarias del Segundo Año de Ejercicio de la Se-
xagésima Segunda Legislatura.

Presidencia del diputado
Ricardo Anaya Cortés

En el Palacio Legislativo de San Lázaro en la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Honorable Congreso de la Unión, con una asisten-
cia de doscientos setenta y nueve diputadas y diputados, a
las once horas con diecinueve minutos del miércoles dieci-
séis de octubre de dos mil trece, el Presidente declara
abierta la sesión.

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día, en virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria; acto seguido, se somete a discusión el Acta
de la Sesión anterior, y no habiendo oradores registrados,
en votación económica se aprueba.

Se da cuenta con Comunicaciones Oficiales:

a) De la Junta de Coordinación Política, en relación a cam-
bios de integrantes de Comisiones Ordinarias y Especiales.
De enterado. Comuníquese.

b) Del Instituto Nacional de Migración, con la que remite
el informe de los avances financieros de los programas de
protección a migrantes, así como el acumulado correspon-
diente al tercer trimestre de dos mil trece. Se remite a las
Comisiones de Asuntos Migratorios, y de Presupuesto y
Cuenta Pública, para su conocimiento.

Desde su curul el diputado Gerardo Francisco Liceaga Ar-
teaga, del Partido Revolucionario Institucional, solicita a la
Presidencia un minuto de aplausos para la selección de bas-
quetbol de niños Triqui de Oaxaca, que ganaron un título
en Argentina y que representan un orgullo para México. El

Presidente concede dicha solicitud e invita a la Asamblea
ponerse de pie.

Realizan comentarios sobre diversos temas legislativos,
desde sus respectivas curules, los diputados: Manuel Ra-
fael Huerta Ladrón de Guevara, del Partido del Trabajo;
Martha Lucía Mícher Camarena, Roberto López Suárez, y
Carlos de Jesús Alejandro, ambos del Partido de la Revo-
lución Democrática, y Víctor Manuel Jorrín Lozano, de
Movimiento Ciudadano. El Presidente hace aclaraciones.

Se concede el uso de la palabra para presentar iniciativas
con proyecto de decreto a los diputados:

• Patricia Guadalupe Peña Recio, a nombre propio y del
diputado Luis Armando Córdova Díaz, del Partido Re-
volucionario Institucional, para inscribir con letras de
oro en el Muro de Honor del Salón de Sesiones del Pa-
lacio Legislativo de San Lázaro, el nombre de “Octavio
Paz Lozano”. Se turna a la Comisión de Régimen, Re-
glamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

• Carlos Humberto Castaños Valenzuela, del Partido Ac-
ción Nacional, que reforma los artículos quinto y sépti-
mo de la Ley del Servicio Militar. Se turna a las Comi-
siones Unidas de Defensa Nacional, y de Protección
Civil, para dictamen; y a la Comisión de Marina, para
opinión.

• Marino Miranda Salgado, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma los artículos tercero y ciento
once de la Ley de Migración. Se turna a la Comisión de
Asuntos Migratorios, para dictamen.

• Mario Francisco Guillén Guillén, del Partido Verde
Ecologista de México, que reforma el artículo tercero de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.

• José Francisco Coronato Rodríguez, de Movimiento
Ciudadano, que expide la Ley General de Salud Mental.
Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

• René Ricardo Fujiwara Montelongo, de Nueva Alian-
za, que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Código Penal Federal. Se turna a las Comisiones Unidas
de Justicia, y de Igualdad de Género, para dictamen.



• María del Carmen Martínez Santillán, del Partido del
Trabajo, que reforma el artículo ciento dos de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

• Emilse Miranda Munive, a nombre propio y de los di-
putados Leobardo Alcalá Padilla y Martha Gutiérrez
Manrique, del Partido Revolucionario Institucional, que
reforma el artículo ciento ochenta y nueve del Código
Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para
dictamen.

A las doce horas con treinta y tres minutos, por instruccio-
nes de la Presidencia, se cierra el sistema electrónico de
asistencia con un registro de cuatrocientos sesenta y un di-
putadas y diputados.

• Flor de María Pedraza Aguilera, del Partido Acción
Nacional, que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal. Se turna a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen, y a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.

• Catalino Duarte Ortuño, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales, para dictamen.

Se recibe iniciativa con proyecto de decreto del diputado
José Humberto Vega Vázquez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma el artículo tercero de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen.

Se someten a discusión los dictámenes con proyecto de de-
creto de las Comisiones:

a) De Transportes, que adiciona los artículos cuarenta y
cinco Bis, cuarenta y cinco Bis Uno, cincuenta y cinco Bis,
cincuenta y cinco Bis Uno, y cincuenta y cinco Bis Dos a
la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. Se
concede el uso de la palabra para fundamentar el dictamen
en nombre de la Comisión al diputado Fernando Alfredo
Maldonado Hernández.

Presidencia del diputado
José González Morfín

Para fijar postura de sus respectivos grupos parlamentarios
intervienen los diputados: José Angelino Caamal Mena, de
Nueva Alianza; Ricardo Cantú Garza, del Partido del Tra-
bajo; José Soto Martínez, de Movimiento Ciudadano; Er-
nesto Núñez Aguilar, del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico; Luis Manuel Arias Pallares, del Partido de la
Revolución Democrática; Juan Carlos Muñoz Márquez,
del Partido Acción Nacional; y Juan Manuel Carbajal Her-
nández, del Partido Revolucionario Institucional. Sin ora-
dores registrados, ni artículos reservados, en votación no-
minal por unanimidad de cuatrocientos diecinueve votos,
se aprueba en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que adiciona los artículos cuarenta y cinco Bis,
cuarenta y cinco Bis Uno, cincuenta y cinco bis, cincuenta
y cinco Bis Uno, y cincuenta y cinco Bis Dos a la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. Pasa al Sena-
do, para sus efectos constitucionales.

b) De Seguridad Pública, que reforma el artículo doce de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.
Se concede el uso de la palabra para fundamentar el dicta-
men en nombre de la Comisión al diputado Rafael Mical-
co Méndez. Para fijar postura de sus respectivos grupos
parlamentarios intervienen los diputados: Fernando Bri-
biesca Sahagún, de Nueva Alianza; Lilia Aguilar Gil, del
Partido del Trabajo; José Francisco Coronato Rodríguez,
de Movimiento Ciudadano; Felipe Arturo Camarena Gar-
cía, del Partido Verde Ecologista de México; Catalino
Duarte Ortuño, del Partido de la Revolución Democrática;
Víctor Serralde Martínez, del Partido Acción Nacional; y
María del Carmen García de la Cadena Romero, del Parti-
do Revolucionario Institucional. Se somete a discusión en
lo general e interviene en pro el diputado Ricardo Mejía
Berdeja, de Movimiento Ciudadano. Sin más oradores re-
gistrados, en votación nominal por unanimidad de cuatro-
cientos treinta votos se aprueba en lo general y en lo parti-
cular el proyecto de decreto que reforma el artículo doce de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.
Pasa al Senado, para sus efectos constitucionales.

c) De Asuntos Migratorios, que adiciona una fracción sex-
ta al artículo cuarenta y ocho de la Ley de Migración. Se
concede el uso de la palabra para fundamentar el dictamen
en nombre de la Comisión a la diputada Amalia Dolores
García Medina. Para fijar postura de sus respectivos grupos
parlamentarios intervienen los diputados: Lucila Garfias
Gutiérrez, de Nueva Alianza; Loretta Ortíz Ahlf, del Parti-
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do del Trabajo; Lorena Méndez Denis, de Movimiento
Ciudadano; Gabriela Medrano Galindo, del Partido Verde
Ecologista de México; Lorenia Iveth Valles Sampedro, del
Partido de la Revolución Democrática; Néstor Octavio
Gordillo Castillo, del Partido Acción Nacional; y María
Carmen López Segura, del Partido Revolucionario Institu-
cional. Se somete a discusión en lo general e interviene en
pro del dictamen la diputada María Fernanda Schroeder
Verdugo, del Partido Revolucionario Institucional. Sin más
oradores registrados, y no habiendo artículos reservados,
en votación nominal por unanimidad de cuatrocientos
veinticinco votos, se aprueba en lo general y en lo particu-
lar el proyecto de decreto que adiciona una fracción sexta
al artículo cuarenta y ocho de la Ley de Migración. Pasa al
Senado, para sus efectos constitucionales. 

El siguiente punto del Orden del Día es la discusión de dic-
támenes en sentido negativo relativos a las siguientes ini-
ciativas con proyecto de decreto de las Comisiones:

a) Unidas de Trabajo y Previsión Social, y de Seguridad
Social, que reforma los artículos ochenta y cuatro, y mil de
la Ley Federal del Trabajo y veintisiete de la Ley del Se-
guro Social.

b) De Radio y Televisión:

• Que adiciona una fracción sexta al artículo cincuenta y
nueve Ter de la Ley Federal de Radio y Televisión.

• Que reforma los artículos once, fracción sexta, ochen-
ta y cuatro, ochenta y cinco, ochenta y seis, y ochenta y
nueve de la Ley Federal de Radio y Televisión.

Sin oradores registrados, en votación económica se aprue-
ban en conjunto los puntos de acuerdo. Archívense los ex-
pedientes como asuntos totalmente concluidos.

Se da cuenta con acuerdos de la Junta de Coordinación Po-
lítica:

• Por el que se crea un Grupo de Amistad México-Co-
lombia.

• Por el que informa cambios de integrantes y de Mesa
Directiva en Grupos de Amistad.

En votación económica se aprueban. Comuníquense.

Se reciben iniciativas con proyecto de decreto de los dipu-
tados:

• Aleida Alavez Ruiz, del Partido de la Revolución De-
mocrática, que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de Ley Federal de Derechos, de la Ley del Impues-
to al Valor Agregado, de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta y de la Ley de Coordinación Fiscal; y abroga la
Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única y la Ley del
Impuesto a los Depósitos en Efectivo. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

• Edilberto Algredo Jaramillo, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma el artículo cincuenta y
uno Bis Seis de la Ley del Instituto del Fondo Nacional
de la Vivienda para los Trabajadores. Se turna a la Co-
misión de Vivienda, para dictamen.

De conformidad con el artículo cien y ciento dos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, las siguientes inicia-
tivas y proposiciones registradas en el Orden del Día de es-
ta sesión serán turnadas a las comisiones que
correspondan, publicándose el turno en la Gaceta Parla-
mentaria de los siguientes diputados:

a) Iniciativas con proyecto de decreto:

• Carlos Augusto Morales López, del Partido de la Re-
volución Democrática, que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal. Se tur-
na a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

• José Valentín Maldonado Salgado, del Partido de la
Revolución Democrática, que reforma el artículo seten-
ta y ocho de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales, para dictamen.  

• Carlos Augusto Morales López, del Partido de la Re-
volución Democrática, que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal. Se tur-
na a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

• Yesenia Nolasco Ramírez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma los artículos treinta y
dos, setenta y nueve, y ochenta y uno de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen. 



• Carol Antonio Altamirano, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma el artículo setenta y sie-
te Bis trece de la Ley General de Salud. Se turna a la Co-
misión de Salud, para dictamen. 

• Carol Antonio Altamirano, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma el artículo diecinueve de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria. Se turna a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública, para dictamen. 

b) Proposiciones con puntos de acuerdo:

• Francisco Grajales Palacios, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, por el que se exhorta al titular de la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes, para que im-
plemente las medidas necesarias para otorgar la
exención o en su caso, un descuento especial, en el pa-
go de la tarifa del Tren Suburbano, a los trabajadores
pensionados y jubilados de Ferrocarriles Nacionales de
México en Liquidación. Se turna a la Comisión de
Transportes, para dictamen. 

• Lizbeth Eugenia Rosas Montero, del Partido de la Re-
volución Democrática, por el que se exhorta a los titula-
res de la Secretaría de Gobernación, de la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes y de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, para que en la glosa del Pri-
mer Informe de Gobierno, integren el tema de la vulne-
rabilidad satelital de México. Se turna a la Comisión de
Comunicaciones, para dictamen. 

• Miriam Cárdenas Cantú, del Partido Revolucionario
Institucional, por el que se exhorta a la Administración
Pública Federal, para que a través de las dependencias
competentes, se firme y se dé continuidad al procedi-
miento correspondiente para que el Estado Mexicano
sea parte del Protocolo Facultativo del Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Se
turna a la Comisión de Relaciones Exteriores, para dic-
tamen.

Agotados los asuntos del orden del día, el Presidente cita a
la sesión solemne con motivo del sexagésimo aniversario
del voto femenino en México, que tendrá lugar el día de
mañana jueves diecisiete de octubre de dos mil trece, a las
diez horas y a la sesión ordinaria que dará inicio al térmi-
no de la misma. Se levanta la sesión a las quince horas con
treinta y cinco minutos.»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Proceda
la Secretaría a poner a discusión el acta.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Está a
discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la pala-
bra, en votación económica se pregunta si se aprueba. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Aproba-
da el acta.

Pasamos al siguiente asunto.

CAMBIOS EN COMISIONES 
ORDINARIAS Y ESPECIALES

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— LXII Le-
gislatura.— Cámara de Diputados.— Junta de Coordina-
ción Política.

Diputado Ricardo Anaya Cortés, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34, inciso c),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le pido atentamente que se sometan a
consideración del pleno de la Cámara de Diputados los si-
guientes movimientos:

• Que la diputada Francisca Elena Corrales Corrales
cause alta como integrante en la Comisión Especial de
Minería.

• Que la diputada Eva Diego Cruz cause alta como inte-
grante en la Comisión Especial de Minería.

• Que la diputada María Rebeca Terán Guevara cause al-
ta como integrante en la Comisión Especial para el aná-
lisis de la agroindustria azucarera.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, le reitero a usted, mi más alta y distin-
guida consideración.
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Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Diputado
Silvano Aureoles Conejo (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
LXII Legislatura.— Cámara de Diputados.— Junta de
Coordinación Política.

Diputado Ricardo Anaya Cortés, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34, inciso c),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le pido atentamente que se sometan a
consideración del pleno de la Cámara de Diputados los si-
guientes movimientos solicitados por el Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano:

• Que el diputado Ricardo Mejía Berdeja cause baja co-
mo integrante de la Comisión de Competitividad.

• Que el diputado Ricardo Monreal Ávila cause baja co-
mo secretario de la Comisión de Vigilancia de la Audi-
toria Superior de la Federación.

• Que el diputado Ricardo Mejía Berdeja cause alta co-
mo secretario en la Comisión de Vigilancia de la Audi-
toria Superior de la Federación.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, le reitero a usted mi más alta y distin-
guida consideración.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Diputado
Silvano Aureoles Conejo (rúbrica), Presidente.»

No habiendo quien haga uso de la palabra, en votación eco-
nómica se pregunta si se aprueban. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afir-
mativa.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Aproba-
das. Comuníquense. Pasamos al siguiente asunto.

PAGO DE LAS PARTICIPACIONES A LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS 

CORRESPONDIENTES A SEPTIEMBRE DE 2013

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Hacienda y Crédito Público.

Diputado Ricardo Anaya Cortés, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión.— Presente.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo señalado en el
artículo 107, tercer párrafo, de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, me permito anexar
la información relativa al pago de las participaciones a las
entidades federativas correspondiente al mes de septiembre
de 2013, desagregada por tipo de fondo de acuerdo con lo
establecido en la Ley de Coordinación Fiscal y por entidad
federativa, efectuando la comparación correspondiente al
mes de septiembre de 2012.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Doctor Fernando Aportela Ro-
dríguez (rúbrica), subsecretario de Hacienda y Crédito Público.»
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El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Remíta-
se a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público y de
Presupuesto y Cuenta Pública para su conocimiento.

Pasamos al siguiente asunto.

REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL
DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA

VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 62-II-1-1174, sig-
nado por el diputado José González Morfín, vicepresidente
de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me permito
remitir para los fines procedentes, copia del similar núme-
ro UGAJ/578/2013 suscrito por el maestro David Arellano
Cuan, titular de la Unidad General de Asuntos Jurídicos de
esta secretaría, mediante el cual responde el punto de
acuerdo relativo a la publicación del nuevo Reglamento de
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.



México, DF, a 10 de octubre de 2013.— Licenciado Felipe Solís Ace-
ro (rúbrica), subsecretario.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Licenciado Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Le-
gislativo y Acuerdos Políticos.— Presente.

Hago referencia a su oficio número SEL300/1418/13, del
jueves 3 de octubre de 2013, mediante el cual remite a esta
Unidad el oficio número D.G.P.L. 62-II-1-1174 por el que
el Vicepresidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, comunica a
esta secretaría el punto de acuerdo aprobado por el pleno de
ese órgano legislativo, en sesión celebrada el 2 del presen-
te, relativo a publicar “el nuevo Reglamento de la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia”.

Sobre el particular, con fundamento en el artículo 63 del
Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación, me
permito exponer las acciones que se han llevado a cabo por
esta Unidad durante el proceso de revisión y emisión del
proyecto de Reglamento que nos ocupa:

• Mediante oficio CNPEVM/0763/2012, del 28 de no-
viembre de 2012, la comisionada nacional de la Comi-
sión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia
contra las Mujeres (Conavim), remitió para revisión,
análisis y aprobación, la propuesta de reformas al Re-
glamento de la Ley General de Acceso a las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia (anteproyecto).

• Mediante oficio UAJ/027/13, del 23 de enero de 2013,
esta Unidad respondió a la Conavim enviando el cuadro
comparativo con las observaciones y comentarios al An-
teproyecto, entre los que destacan solicitar la opinión de
la Oficina del Comisionado Nacional de Seguridad.

• Lo anterior fue necesario toda vez que, derivado de las
reformas a la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal publicadas en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 2 de enero de 2013, fue fusionada la extinta Se-
cretaría de Seguridad Pública con la Secretaría de
Gobernación.

• Posteriormente, la Conavim informó a esta Unidad que
el Anteproyecto había sido enviado a la Oficina del Co-
misionado Nacional de Seguridad para su opinión.

• Con la finalidad de dar continuidad a los trabajos para
la revisión del Anteproyecto, el12 de febrero del 2013,
se llevó a cabo una reunión con los representantes de la
Conavim, de la entonces Subsecretaría de Asuntos Jurí-
dicos y Derechos Humanos, así como de esta Unidad de
Asuntos Jurídicos, en las que se abordaron cuestiones
específicas del Reglamento como lo fueron el Banco
Nacional de Datos e Información sobre Casos de Vio-
lencia contra las Mujeres (Banavim) y la justicia restau-
rativa.

• Los acuerdos adoptados en la reunión mencionada fue-
ron atendidos por esta Unidad y por la Conavim.

• Mediante oficio CNPEVM/0151/2013, del 4 de abril,
la Conavim remitió a esta Unidad, para su análisis, las
observaciones realizadas al anteproyecto por el comisio-
nado nacional de Seguridad. Como resultado, mediante
oficio DGAAC/142/13, esta Unidad remitió a la Cona-
vim su opinión sobre las observaciones propuestas por la
Oficina del Comisionado Nacional de Seguridad.

• En respuesta a los comentarios, arriba citados~ me-
diante oficio CNPEVM/DGAAJ/015/2013, del 29 de
abril de 2013, la Conavim envió a esta unidad una ver-
sión del anteproyecto que contenía las observaciones en
comento, con la finalidad de continuar con los trámites
tendientes a la formalización del mismo.

• Mediante oficio DGAAC/249/13, del 27 de mayo de
20J 3, esta unidad solicitó a la Conavim el visto bueno
del Instituto Nacional de las Mujeres, por ser una de las
áreas con mayor participación en la implementación del
Anteproyecto, solicitud que fue reiterada mediante ofi-
cio DGAAC/332/13, del 14 de junio de 2013.

• Como resultado de las peticiones arriba citadas, me-
diante oficio SDH/900/455/2013, del 18 de junio de
2013, la Subsecretaría de Derechos Humanos, remitió a
esta unidad la versión del anteproyecto con las observa-
ciones tanto de la Conavim como del Instituto Nacional
de las Mujeres, Inmujeres.

• Posteriormente esta unidad procedió a recabar la opi-
nión jurídica respecto del Anteproyecto de aquellas de-
pendencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral que por su ámbito de competencia intervinieran en
la ejecución del anteproyecto, de conformidad con el
acuerdo por el que se emiten los lineamientos para la
elaboración, revisión y trámite de Reglamentos del Eje-
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cutivo federal emitido por la Consejería Jurídica del Eje-
cutivo federal.

• En atención a lo anterior, el 19 de junio de 2013, esta
unidad envió para opinión o visto bueno, el Anteproyec-
to referido a las dependencias y entidades siguientes:
Comisionado Nacional de Seguridad, Consejo Nacional
para Prevenir la Discriminación, Sistema Nacional para
el Desarrollo Integral de la Familia, Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social, Secretaría de Educación Públi-
ca, Secretaría de Salud, Secretaría de Desarrollo Social,
Procuraduría General de la República. Asimismo, el 9 de
julio de 2013, se solicitó la opinión o visto bueno del
Instituto Nacional de las Mujeres.

• Las citadas dependencias y entidades competentes en
la implementación del anteproyecto, emitieron sus opi-
niones, las cuales fueron consideradas e integradas al
texto del anteproyecto por esta Unidad, teniendo como
consecuencia, una versión cuyo contenido fue modifica-
do sustancialmente, por lo que fue necesario enviar de
nueva cuenta a opinión mediante oficios con fecha 7 de
agosto. Se estableció como plazo límite para la recep-
ción de las opiniones el 14 de agosto de 2013.

• Una vez recibidas las observaciones, esta Unidad inte-
gró al anteproyecto aquellas que se consideraron jurídi-
camente viables, teniendo una versión final del mismo,
por lo que, con la finalidad de continuar con el procedi-
miento correspondiente para su formalización, esta uni-
dad sometió dicha versión’ a consideración de la Cona-
vim, mediante oficio UGAJ/GDCCC/342/13, del 28 de
agosto de 2013.

• Derivado de lo anterior, la Conavim, mediante oficio
CNPEVM/390/2013, del 29 de agosto de 2013, envió a
esta unidad el Anteproyecto debidamente validado.

• Cabe señalar que con fecha 5 de septiembre de 2013,
el Inmujeres emitió observaciones al anteproyecto, que
fueron incorporadas, y sometidas nuevamente a consi-
deración de la Conavim. El 11 de septiembre del pre-
sente, la encargada del despacho de Conavim, mediante
correo electrónico, validó la versión del anteproyecto a
fin de continuar con las gestiones para su formalización.

• Como parte del proceso de elaboración del antepro-
yecto, esta unidad tiene conocimiento que el Inmujeres
sostuvo reuniones con diversas organizaciones de la so-

ciedad civil quienes emitieron observaciones y comenta-
rios al anteproyecto, que una vez analizadas y en caso de
considerarse procedentes, fueron integradas.

• El 11 de septiembre de 2013, mediante oficio
UAGJ/DGCCC/399/2013, esta unidad solicitó al oficial
mayor de esta dependencia, la tramitación de la mani-
festación de impacto regulatorio de la Comisión Federal
de Mejora Regulatoria respecto del anteproyecto. Asi-
mismo, se solicitó a la Dirección General de Programa-
ción y Presupuesto de esta dependencia, la tramitación
de la evaluación del impacto presupuestario tanto de esa
dirección, así como de las dependencias y entidades en
las que el anteproyecto incide en el ámbito de sus com-
petencias.

• Mediante oficio OM/DGPYP/1667/13, del 27 de sep-
tiembre de 2013, la Dirección General de Programación
y Presupuesto, por instrucciones del oficial mayor, envió
a esta unidad el dictamen favorable que la Comisión Fe-
deral de Mejora Regulatoria realizó al anteproyecto.

• Es necesario mencionar que las evaluaciones de im-
pacto presupuestario de las dependencias  y entidades en
las que el anteproyecto incide en el ámbito de sus com-
petencias, se encuentran en trámite.

• En consecuencia, una vez que sean remitidas en su to-
talidad las evaluaciones de impacto presupuestario a es-
ta Unidad, se procederá a continuar con las gestiones ne-
cesarias para la formalización y publicación del
Anteproyecto. La siguiente etapa consiste en enviar el
documento a dictamen de impacto presupuestario de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y finalmente,
su envío a la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal
para la consideración y firma del Presidente de la Repú-
blica.

Lo anterior, a fin de hacer de su conocimiento la informa-
ción señalada para que en el ámbito de sus atribuciones de-
cida si es necesario comunicarla a la Comisión de Igualdad
de Género de la honorable Cámara de Diputados.

Sin otro particular, le envío un cordial saludo.

Atentamente 

México, DF, a 9 de octubre de 2013.— Maestro David Arellano Cuan
(rúbrica), titular de la Unidad General de Asuntos Jurídicos.»



El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Remíta-
se a la Comisión de Igualdad de Género, para su cono-
cimiento.

INSTITUTO TECNOLOGICO DE SONORA

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada en
esta fecha, el senador Francisco Búrquez Valenzuela, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó proposición con punto de acuerdo que exhorta a la Cá-
mara de Diputados a que en el proceso de análisis, discu-
sión y aprobación del Presupuesto de Egresos de la
Federación para 2014 se asigne una partida presupuestal de
320,523,380.00 pesos en el Ramo 11, dentro del rubro de
subsidios al Instituto Tecnológico de Sonora.

La Presidencia, con fundamento en los artículos 66, párra-
fo 1, inciso a), y 67, párrafo 1, inciso b), de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
y 276, párrafo 2, del Reglamento del Senado, dispuso que
dicho punto de acuerdo, mismo que se anexa, se turnara a
la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia Herrera
Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta.»

«Francisco Búrquez Valenzuela, senador de la República
de la LXII Legislatura e integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 8, numeral 1, fracción II, y 276 del
Reglamento del Senado de la República, somete a conside-
ración del pleno de esta soberanía punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica con opinión de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos de la Cámara de Diputados, para que
en el proceso de análisis, discusión y aprobación del Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal del año 2014 se asigne una partida presupuestal de
320,523,380.00 pesos en el ramo 11, dentro del rubro de

subsidios al Instituto Tecnológico de Sonora, lo anterior al
tenor de las siguientes

Consideraciones

La educación es reconocida como el medio fundamental
para adquirir, transmitir y desarrollar el conocimiento y la
cultura, entre otras.

Actualmente, la educación se considera como la actividad
estratégica para generar los cambios que demanda la reali-
dad económica y cultural de la sociedad mundial.

Al respecto, la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos señala en su artículo 3o. que 

Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Esta-
do –federación, estados, Distrito Federal y municipios– im-
partirá educación preescolar, primaria, secundaria y media
superior. La educación preescolar, primaria y secundaria
conforman la educación básica; ésta y la media superior se-
rán obligatorias.

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar
armónicamente, todas las facultades del ser humano y fo-
mentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a los
derechos humanos y la conciencia de la solidaridad inter-
nacional, en la independencia y en la justicia.

Por su parte, el artículo 4o. de la Ley de Educación del Es-
tado de Sonora establece “que todo individuo tiene derecho
a recibir educación y, por lo tanto, todos los habitantes de
la Entidad tienen las mismas oportunidades de acceso al
sistema educativo, con sólo satisfacer los requisitos que es-
tablezcan las disposiciones generales aplicables”.

Además, establece que “la educación es el medio funda-
mental para adquirir, transmitir y acrecentar la cultura, y es
el proceso permanente que contribuye al desarrollo del in-
dividuo y a la transformación de la sociedad sin duda algu-
na, es un factor determinante para la adquisición de cono-
cimientos y para formar al hombre de manera tal que tenga
sentido de solidaridad social”.

Cabe señalar que el Instituto Tecnológico de Sonora es una
institución que nace de la iniciativa de la sociedad caje-
mense, de la necesidad de formar y preservar nuevas gene-
raciones con mentalidad de progreso y superación, para
mantener y transmitir lo más valioso de la sociedad a la que
se sirve.
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Dicha institución se distingue por ocupar el primer lugar
nacional en el porcentaje de profesores con posgrado entre
las universidades públicas estatales, por tener el segundo
lugar nacional en el porcentaje de profesores con perfil de-
seable Promep ello en consecuencia de que el 85 por cien-
to de sus estudiantes están en programas de calidad según
el reconocimiento otorgado por la Secretaria de Educación
Pública en el año 2012 y por ser un potencia deportiva re-
conocida a nivel nacional.

Cabe señalar que en la actualidad, el Instituto Tecnológico
de Sonora, cuenta con una matrícula de veinte mil personas
de los cuales más de dieciséis mil quinientos son alumnos.

Es así que para que el Instituto Tecnológico de Sonora pue-
da continuar ofreciendo la educación superior de calidad
que ha venido brindando a su alumnado con la obligación
y compromiso que ya es característico de esta institución en
donde a pesar que en últimos años ha recibido uno de los
subsidios más bajos por estudiante entre las universidades
públicas estatales, se requiere de recursos extraordinarios
que permitan mejorar su infraestructura, disminuir su rela-
ción alumno/docente que es una de las más altas de la re-
gión noroeste, y desarrollar los proyectos que le permitan
seguir contribuyendo con calidad al desarrollo social de la
comunidad.

Aunado a lo anterior y con el propósito de que el Instituto
Tecnológico de Sonora continúe ofertando una educación
de calidad a los sonorenses es importante que en la aproba-
ción para el presupuesto de Egresos de la Federación del
año 2014, se consideren recursos que permitan atender de
manera específica el incrementar el número de becas que
posibiliten a los estudiantes de bajos recursos acceder a la
Educación Superior, incrementar la matrícula para que el
estado de Sonora siga ocupando los primeros lugares en co-
bertura universitaria y proporcionar a dicha institución la
infraestructura necesaria para que continúe cumpliendo con
calidad las funciones sustantivas de educación, investiga-
ción y difusión de la ciencia y la cultura en beneficio de los
sonorenses. 

Por lo anteriormente señalado, es que se debe considerar al
Instituto Tecnológico de Sonora para que en el ejercicio fis-
cal del 2014 se le asignen los recursos económicos que le
permitan tener una mayor y mejor infraestructura educati-
va, pues lo que permitirá contribuir con la formación inte-
gral de los estudiantes y mejorar los rendimientos académi-
cos.

Por lo expuesto y fundando, someto a consideración de es-
ta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública con opinión de la Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos de la Cámara de Diputados para que
en el proceso de análisis, discusión y aprobación del Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
del año 2014 se asigne una partida presupuestal de
320,523,380.00 pesos en el ramo 11, dentro del rubro de
subsidios, al Instituto Tecnológico de Sonora.

Salón de sesiones del Senado de la República, a 15 de octubre de
2013.— Senador Francisco Búrquez Valenzuela (rúbrica).»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Se remi-
te a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
su atención.

TONILA, CIHUATLAN, GUACHINANGO, 
VALLE DE GUADALUPE, TEPATITLAN 

DE MORELOS Y VALLE DE JUAREZ, JALISCO

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada en
esta fecha, el senador José María Martínez Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó proposición con punto de acuerdo que exhorta a la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados a destinar recursos suficientes para el desarrollo
de diversos proyectos en materia de infraestructura del mu-
nicipio de Tonila, Jalisco, en el marco de la aprobación del
Presupuesto de Egresos de la Federación para 2014.

La Presidencia, con fundamento en los artículos 66, párra-
fo 1, inciso a) y 67, párrafo 1, inciso b) de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y
276, párrafo 2 del Reglamento del Senado, dispuso que di-
cho punto de acuerdo, mismo que se anexa, se turnara a la
Cámara de Diputados.



Atentamente

México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia Herrera
Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta.»

«José María Martínez Martínez, senador de la República
en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 8, nume-
ral 1, fracción II, 276 y demás aplicables del Reglamento
del Senado de la República, somete a la consideración del
pleno de esta soberanía, la proposición con punto de acuer-
do para exhortar a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública de la Cámara de Diputados a destinar recursos su-
ficientes para el desarrollo de diversos proyectos en mate-
ria de infraestructura del Municipio de Tonila, Jalisco, en el
marco de la aprobación del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2014, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

La construcción de carreteras debe enfocarse no como una
inversión con fines de generación de empleos. Debe conce-
birse como una estrategia de inversión de largo plazo, co-
mo parte de la infraestructura de un país, misma que re-
quiere de inversión para su mejoría y mantenimiento.

Los pavimentos de concreto, a diferencia de aquellos he-
chos con asfalto, ofrecen beneficios, tales como mayor du-
rabilidad, disminución de costos a lo largo del ciclo de vi-
da de la obra, reducción de temperatura y mayor seguridad.
Debido a su rigidez, el pavimento de concreto ofrece menor
resistencia al rodado de los neumáticos. El término pavi-
mento puede referirse a una capa durable colocada sobre
caminos, calles, banquetas o al interior de construcciones a
fin de caminar o transportarse fácilmente por esas superfi-
cies. Los materiales más comunes para pavimentar son as-
falto, losa, piedra, ladrillos, azulejos, etcétera.

El asfalto, particularmente, es el hidrocarburo más pesado
obtenido en la destilación de petróleo crudo. Esta sustancia
espesa, impermeable y de color negro es utilizada para fa-
bricar cemento asfáltico, la mezcla con la que se pavimentan
carreteras, avenidas, pistas de aeropuertos y estacionamien-
tos. Dependiendo de su utilización puede ser mezclado con
hormigón, arena natural o grava triturada para darle una re-
sistencia o flexibilidad.

El municipio de Tonila, requiere de la asignación presu-
puestal para concretar los proyectos para la pavimentación
de la vialidad en la Esperanza; del acceso principal a la lo-
calidad de San Marcos, y el acceso principal a la cabecera
municipal, vialidades que beneficiarán de manera directa a
los habitantes de este municipio, ya que, tendrán calles idó-
neas que facilitarán el tránsito vehicular y peatonal. De
apoyarse estos proyectos se permitirá reducir los tiempos
de traslados, facilitando el acceso y comunicación con otras
localidades de mayor seguridad.

Es importante mencionar que la durabilidad de estos cami-
nos es mayor que otras superficies y benéficos para los ha-
bitantes de las comunidades, inclusive existen empedrados
que sin mantenimiento alguno han resistido por décadas.
Por tal motivo, se solicita la asignación de recursos para la
construcción de vialidades que les permitan mejorar las
condiciones de acceso a las comunidades.

La inversión en infraestructura permitirá rediseñar el futu-
ro y una calidad de vida digna para los habitantes del mu-
nicipio. Por tal razón, es muy importante apoyar las obras
de construcción de huellas de concreto, empedrado ahoga-
do en cemento, construcción de caminos y carreteras, entre
otras obras indispensables para este municipio.

Por todo lo anterior, se exhorta respetuosamente para in-
crementar la asignación de recursos públicos respectivos
para el municipio de Tonila, Jalisco, para que la autoridad
competente cuente con los recursos suficientes para poder
atender las necesidades de los ciudadanos.

Compañeros legisladores: por lo anteriormente expuesto, el
suscrito solicita su respaldo y somete a consideración de es-
ta honorable asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la Cámara de Diputados a destinar recursos
suficientes para la pavimentación de vialidad en la Espe-
ranza de Tonila, Jalisco, con una inversión total de 1 millón
764 mil pesos, en el marco de la aprobación del Presupues-
to de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2014.

Segundo. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la Cámara de Diputados a destinar recursos
suficientes para el desarrollo de la pavimentación del acce-
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so principal a la localidad de San Marcos con una inversión
total de 2 millones 675 mil pesos, en el marco de la apro-
bación del Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2014.

Tercero. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la Cámara de Diputados a destinar recursos
suficientes para el desarrollo de la pavimentación del acce-
so principal a la cabecera municipal con una inversión total
de 1 millón 589 mil de pesos, en el marco de la aprobación
del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal de 2014.

Senado de la República, a 15 de octubre de 2013.— Senador José Ma-
ría Martínez Martínez (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada en
esta fecha, el senador José María Martínez Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó proposición con punto de acuerdo que exhorta a la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados a destinar recursos suficientes para el desarrollo
de diversos proyectos en materia de infraestructura depor-
tiva del municipio de Cihuatlán, Jalisco, en el marco de la
aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federación
para 2014.

La Presidencia, con fundamento en los artículos 66, párra-
fo 1, inciso a) y 67, párrafo 1, inciso b) de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y
276, párrafo 2 del Reglamento del Senado, dispuso que di-
cho punto de acuerdo, que se anexa, se turnara a la Cáma-
ra de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia Herrera
Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta.»

«José María Martínez Martínez, senador de la República
en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 8, numeral

1, fracción II, 276 y demás aplicables del Reglamento del
Senado de la República, somete a la consideración del ple-
no de esta soberanía, la proposición con punto de acuerdo
para exhortar a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica de la honorable Cámara de Diputados a destinar los
recursos suficientes para el desarrollo de diversos proyec-
tos en materia de infraestructura deportiva del municipio
de Cihuatlán, Jalisco, en el marco de la aprobación del Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal de 2014, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El deporte se puede experimentar al menos de dos maneras
por un lado como parte de una actividad física practicándo-
lo con mayor o menor regularidad y por otro lado, como es-
pectáculo asistiendo a eventos deportivos como espectador.

Las cifras más recientes de la Encuesta Nacional sobre el
Uso del Tiempo, 2009, permiten apreciar algunos aspectos
sobre cómo se relacionan los mexicanos como el deporte.
En primer lugar, es una minoría la que realiza algún depor-
te o actividad física: 1 de cada 4 personas. De ellos, el pro-
medio de tiempo que dedican a dicho deporte o actividad es
de 4 horas y 36 minutos a la semana lo que representa 40
minutos al día, en promedio.

El deporte se fomenta especialmente entre los jóvenes, in-
cluso desde la infancia, por sus efectos beneficios en la sa-
lud, pero también por lo que aporta al aprendizaje y cum-
plimiento de reglas y a la convivencia. En México, según la
Encuesta Nacional de Juventud, casi el 40 por ciento de los
jóvenes de entre 12 a 29 años de edad realizan alguna acti-
vidad física. Entre los hombres es mayor la proporción de
quienes llevan a cabo una actividad física. Entre los hom-
bres es mayor la proporción de quienes llevan a cabo una
actividad física que entre las mujeres: mientras que la mi-
tad (50.1 por ciento) de los hombres de estas edades afirma
que si realiza alguna actividad física, solo una de cada tres
mujeres (29.8 por ciento) manifiesta lo mismo.

La mayoría de los jóvenes, uno de cada tres (36.6 por cien-
to) realiza actividad física tres veces por semana, en tanto
que una proporción similar de ellos (32.7 por ciento), la lle-
va a cabo una vez a la semana y uno de cada cuatro (23.6
por ciento) la practica todos los días. Las diferencias entre
sexos muestra que si bien es mayor la proporción de hom-
bres (24.8 por ciento) que de de mujeres (21.6 por ciento)
que realiza alguna actividad física todos los días, es signi-



ficativamente inferior la proporción de hombres (31.7 por
ciento) que de mujeres (44.5 por ciento) que la llevan a
cabo tres veces por semana.

Por tal motivo, es indispensable rehabilitar espacios públi-
cos que permitan desarrollar actividades deportivas, es el
caso de las unidades deportivas: “El Bicentenario” y “El
Llanito” de Cihuatlan, Jalisco, que requieren de cerco peri-
metral, alumbrado público, jardinería, canchas, colocación
de arcilla y la integración de juegos infantiles. Esta acción
brindará a los habitantes del municipio un sitio donde pue-
dan practicar diversos deportes y realizar actividades de es-
parcimiento.

Es una prioridad, contar con nuevas y mejores instalaciones
para atender la demanda de deportes, con la finalidad de dar
la mejor atención a niños y jóvenes de colonias vulnerables
de este municipio; también poder detectar a deportistas e
integrarlos a los equipos representativos del municipio y
con ello lograr una mejor calidad de los habitantes del mis-
mo al contar con una instalación adecuada y permita coad-
yuvar en el abatimiento de la obesidad y fomento de la re-
creación deportiva.

El efecto benéfico o incidencia regional de la ejecución del
programa o proyecto es contar: con instalaciones de alto ni-
vel para poder organizar o recibir competencias de carácter
regional, nacional o internacional. Por tal motivo, las insta-
laciones deben de ser de primer nivel, y detonar el talento
deportivo en la localidad.

Por tanto, se debe incrementar la asignación de recursos pú-
blicos a la partida para el municipio de Cihuatlán, para que
la autoridad competente cuente con los recursos suficientes
para atender las necesidades de los ciudadanos. Compañe-
ros legisladores: por lo anteriormente expuesto, el suscrito
solicito el respaldo y someto a consideración de esta hono-
rable asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la honorable Cámara de Diputados a destinar
recursos suficientes para la rehabilitación de unidad depor-
tiva “El Llanito” de Cihuatlán, Jalisco con una inversión to-
tal de 2 millones 926 mil pesos, en el marco de la aproba-
ción del Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2014.

Segundo. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la honorable Cámara de Diputados a destinar
recursos suficientes para la rehabilitación de la unidad de-
portiva “Bicentenario” de Cihuatlán, Jalisco con una inver-
sión total de 1 millón 970 mil de pesos en el marco de la
aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 2014.

Salón de sesiones del honorable Senado de la República, a los quince
días del mes de octubre del 2013.— Senador José María Martínez Mar-
tínez (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, el senador José María Martínez Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó proposición con punto de acuerdo que exhorta a la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados a destinar recursos suficientes para el desarrollo
de diversos proyectos en materia de infraestructura del mu-
nicipio de Guachinango, Jalisco, en el marco de la aproba-
ción del Presupuesto de Egresos de la Federación para
2014.

La Presidencia, con fundamento en los artículos 66, párra-
fo 1, inciso a), y 67, párrafo 1, inciso b), de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
y 276, párrafo 2, del Reglamento del Senado, dispuso que
dicho punto de acuerdo, mismo que se anexa, se turnara a
la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia Herrera
Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta.»

«José María Martínez Martínez, senador de la república en
la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 8, numeral 1,
fracción II, 276 y demás aplicables del Reglamento del Se-
nado de la República, someto a consideración del pleno de
esta soberanía, la proposición con punto de acuerdo para
exhortar a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de
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la H. Cámara de Diputados a destinar recursos suficientes
para el desarrollo de diversos proyectos en materia de in-
fraestructura del municipio de Guachinango, Jalisco en el
marco de la aprobación del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal 2014, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

La construcción de carreteras debe enfocarse no como una
inversión con fines de generación de empleos. Debe conce-
birse como una estrategia de inversión de largo plazo, co-
mo parte de la infraestructura del país para promover la
competitividad económica de este último.

Los empedrados ahogados de concreto, a diferencia de
aquellos hechos con asfalto, ofrecen muchos beneficios, ta-
les como: mayor durabilidad, disminución de costos a lo
largo del ciclo de vida de la obra, reducción de temperatu-
ra y mayor seguridad. Debido a su rigidez, el pavimento de
concreto ofrece mucha menor resistencia al rodado de los
neumáticos. En consecuencia, el pavimento de concreto
permite que el consumo de combustible, en vehículos que
se trasladan a más de 30 Kilómetros por hora, sea menor en
comparación con otros pavimentos como los hechos con
asfalto.

El municipio de guachinango, requiere del apoyo de la
asignación presupuestal para concretar los proyectos para
la pavimentación de la vialidad en la esperanza; del acceso
principal a la localidad de San Marcos, y el acceso princi-
pal a la cabecera municipal, con estas obras se beneficiará
de manera directa a los habitantes de este municipio, ya
que, tendrán calles idóneas que facilitarán el tránsito vehi-
cular y peatonal. De apoyarse estos proyectos se permitirá
reducir los tiempos de traslados, facilitando el acceso y co-
municación con otras localidades de mayor seguridad.

Es importante mencionar, que la durabilidad de estos cami-
nos es mucho mayor que otras superficies y son benéficos
para los habitantes de las comunidades, inclusive existen
empedrados que sin mantenimiento alguno, han resistido
por décadas. Por tal motivo, se solicita la asignación de re-
cursos para la construcción de vialidades que les permitan
mejorar las condiciones de acceso a las comunidades.

La inversión en infraestructura permitirá rediseñar el futu-
ro y una calidad de vida digna para los habitantes del mu-
nicipio. Por tal razón, es muy importante apoyar las obras
de construcción de huellas de concreto, empedrado ahoga-

do en cemento con los recursos, construcción de caminos y
carreteras, entre otras obras indispensables para este muni-
cipio.

Por todo lo anterior, se exhorta respetuosamente para in-
crementar la asignación de recursos públicos respectivos
para el municipio de Guachinango, Jalisco, para que la au-
toridad competente cuente con los recursos suficientes pa-
ra poder atender las necesidades de los ciudadanos. Com-
pañeros legisladores: por lo anteriormente expuesto, el
suscrito solicito el respaldo y someto a consideración de es-
ta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la honorable Cámara de Diputados a destinar
recursos suficientes para la construcción de empedrado
ahogado en concreto de calles anexas a la plaza del lugar de
Guachinango, Jalisco con una inversión total de 830 mil
822 pesos, en el marco de la aprobación del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal, 2014.

Segundo. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la honorable Cámara de Diputados a destinar
recursos suficientes para el desarrollo de la construcción de
empedrado ahogado en concreto de la calle principal (El
Ranchito) de Guachinango, Jalisco, con una inversión total
de 1 millón 259 mil pesos, en el marco de la aprobación del
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal, 2014.

Tercero. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta. Pública de la honorable Cámara de Diputados a destinar
recursos suficientes para el desarrollo de .la construcción
de empedrado ahogado en concreto de la calle principal (La
Tarasca) de Guachinango, Jalisco con una inversión total de
804 mil pesos, en el marco de la aprobación del Presupues-
to de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal,
2014.

Cuarto. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la honorable Cámara de Diputados a destinar
recursos suficientes para el desarrollo de la construcción de
empedrado ahogado en concreto de la calle principal (Lla-
no de Grande) de Guachinango, Jalisco con una inversión
total de 1 millón 583 mil pesos, en el marco de la aproba-
ción del Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal, 2014.



Quinta. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la honorable Cámara de Diputados a destinar
recursos suficientes para el desarrollo de la construcción de
empedrado ahogado en concreto de la calle López Mateos
(Amajaquillo) de Guachinango, Jalisco con una inversión
total de 866 mil pesos, en el marco de la aprobación del
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal, 2014.

Salón de sesiones del honorable Senado de la República a los quince
días del mes de octubre de 2013.—Senador José María Martínez Mar-
tínez (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada en
esta fecha, el senador José María Martínez Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó proposición con punto de acuerdo que exhorta a la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados a destinar recursos suficientes para el desarrollo
de diversos proyectos en materia de infraestructura de Va-
lle de Guadalupe, Jalisco, en el marco de la aprobación del
Presupuesto de Egresos de la Federación de 2014.

La Presidencia, con fundamento en los artículos 66, párra-
fo 1, inciso a), y 67, párrafo 1, inciso b), de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos;
y 276, párrafo 2, del Reglamento del Senado, dispuso que
dicho punto de acuerdo, que se anexa, se turnara a la Cá-
mara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia Herrera
Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta.»

«José María Martínez Martínez, senador de la república en
la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 8, numeral 1,
fracción II, 276 y demás aplicables del Reglamento del Se-
nado de la República, somete a consideración del pleno de
esta soberanía proposición con punto de acuerdo para ex-
hortar a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la

Cámara de Diputados a destinar recursos suficientes para el
desarrollo de diversos proyectos en materia de infraestruc-
tura de Valle de Guadalupe, Jalisco, en el marco de la apro-
bación del Presupuesto de Egresos de la Federación de
2014, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La construcción de carreteras debe concebirse no como una
inversión con fines de generación de empleos sino como
una estrategia de inversión de largo plazo, como parte de la
infraestructura de un país y promueva la competitividad
económica de este último.

Los pavimentos de concreto, a diferencia de los hechos con
asfalto, ofrecen muchos beneficios, como mayor durabili-
dad, disminución de costos a lo largo del ciclo de vida de la
obra, reducción de temperatura y mayor seguridad. Debido
a su rigidez, el pavimento de concreto ofrece mucho menor
resistencia al rodado de los neumáticos. En consecuencia,
el pavimento de concreto permite que el consumo de com-
bustible, en vehículos que se trasladan a más de 30 kilóme-
tros por hora sea menor en comparación con otros pavi-
mentos, como los hechos con asfalto.

El término pavimento puede referirse a una capa durable
colocada sobre caminos, calles, banquetas o en construc-
ciones a fin de caminar o transportarse fácilmente por esas
superficies. Los materiales más comunes para pavimentar
son asfalto, losa, piedra, ladrillos y azulejos.

El asfalto, particularmente, es el hidrocarburo más pesado
obtenido en la destilación de petróleo crudo. Esta sustancia
espesa, impermeable y de color negro es utilizada para fa-
bricar cemento asfáltico, la mezcla con la que se pavimen-
tan carreteras, avenidas, pistas de aeropuertos y estaciona-
mientos. Dependiendo de su utilización puede ser
mezclado con hormigón, arena natural o grava triturada pa-
ra darle resistencia o flexibilidad.

Valle de Guadalupe requiere el apoyo de la asignación pre-
supuestal para la pavimentación de varias calles en la cabe-
cera municipal, lo cual beneficiará de manera directa el tu-
rismo de la región, mejorando las vías de comunicación en
la cabecera municipal de Valle de Guadalupe, aumentando
con ello la cantidad de turismo que visite esta parte del es-
tado, haciendo del recorrido una experiencia más agradable
y sobre todo de un recorrido más corto a la colonia San
Juan Bosco con la zona centro. Con la pavimentación de es-
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tas calles se detonará la economía de esta parte de la región
debido a la gran cantidad de visitantes, mexicanos e inter-
nacionales, con que contará el municipio.

Es indispensable concretar este proyecto con la finalidad de
que pueda mejorar la calidad de vida de las personas al en-
contrarse adoquinadas estas calles ayudara a mejorar las di-
ferentes actividades de la comunidad como es el comercio,
educación, salud, vialidad pública y particular.

En cuestión de acceso y vialidad se evitaran riesgos en la
circulación peatonal y vehicular, ya que la zona en la que se
localizan estas calles gran afluencia peatonal, sobre todo de
niños que van a clases. También se mejorará el tiempo de
recorrido vehicular público y privado. Además de lograr
una mejor comercialización de productos que los habitan-
tes de las comunidades cosechan o producen en el munici-
pio, por tener mejores vías de acceso.

La durabilidad de estos caminos es mucho mayor que otras
superficies, inclusive existen empedrados que sin manteni-
miento alguno, han resistido por décadas. Por tal motivo se
solicita la asignación de recursos para la construcción de
vialidades que les permitan mejorar las condiciones de ac-
ceso a las comunidades.

La inversión en infraestructura permitirá rediseñar el futu-
ro y una calidad de vida digna para los habitantes del mu-
nicipio. Por tal razón, es muy importante apoyar las obras
de construcción de huellas de concreto, empedrado ahoga-
do en cemento con los recursos, construcción de caminos y
carreteras, entre otras obras son indispensables para este
municipio.

Por todo lo anterior se exhorta respetuosamente a incre-
mentar la asignación de recursos públicos respectivos para
Valle de Guadalupe, Jalisco, a fin de que la autoridad com-
petente cuente con recursos suficientes para atender las ne-
cesidades de los ciudadanos.

Compañeros legisladores: por lo expuesto, el suscrito soli-
cita el respaldo y somete a consideración de esta asamblea
el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública de la Cámara de Diputados a destinar recursos su-
ficientes para la pavimentación de varias calles de la cabe-
cera municipal de Valle de Guadalupe, Jalisco, con una in-

versión total de 5 millones 637 mil 315 pesos, en el marco
de la aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción de 2014.

Salón de sesiones del Senado de la República, a 15 de octubre de
2013.— Senador José María Martínez Martínez (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, el senador José María Martínez Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó proposición con punto de acuerdo que exhorta a la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados a destinar los recursos necesarios para la rehabi-
litación y adecuación del curato en museo municipal en el
municipio de Valle de Guadalupe, Jalisco, en el marco de la
aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federación
para 2014.

La Presidencia, con fundamento en los artículos 66, párra-
fo 1, inciso a), y 67, párrafo 1, inciso b), de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
y 276, párrafo 2 del Reglamento del Senado, dispuso que
dicho punto de acuerdo, mismo que se anexa, se turnara a
la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia Herrera
Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta.»

«José María Martínez Martínez, Senador de la República
en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 8, nume-
ral 1, fracción II, 276 y demás aplicables del Reglamento
del Senado de la República, someto a la consideración del
pleno de esta soberanía, la proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública de la honorable Cámara de Diputados a
destinar los recursos necesarios para la rehabilitación y
adecuación del curato en museo municipal en Valle de
Guadalupe, en el marco de la aprobación del Presupuesto
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014,
al tenor de las siguientes:



Consideraciones

La riqueza cultural de nuestro país es una de nuestras ma-
yores fortalezas y uno de nuestros recursos más importan-
tes para hacer frente a los nuevos retos del siglo XXI, el
principal de ellos es transformar a México. El desarrollo de
la infraestructura cultural, se plantea como una de las con-
diciones básicas para el desarrollo cultural, para contar con
más y mejor infraestructura; cumplir con los principios de
igualdad de acceso a los bienes y servicios.

La construcción de la historia nacional se basó, en el estu-
dio de objetos y monumentos de la historia colonial y en su
preservación y exaltación como testimonios de esa historia.
Sin embargo, a diferencia de los objetos prehispánicos, la
valoración del pasado colonial tenía una carga particular
por tratarse de símbolos del régimen derrocado.

De acuerdo con la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos, los monumentos
históricos son aquellos bienes vinculados con la historia de
la nación, a partir del establecimiento de la cultura hispáni-
ca en el país, en los términos de la declaratoria respectiva o
por determinación de la Ley. Se trata de inmuebles cons-
truidos en los siglos XVI, destinados a templos y sus ane-
xos (arzobispados, obispados, casas rurales, seminarios, cu-
ratos, conventos, etcétera); así como a la educación y a la
enseñanza, a fines asistenciales o benéficos; al servicio y
ornato público y al uso de las autoridades civiles y milita-
res. La Ley, también incluye los muebles, documentos, ex-
pedientes, archivos, manuscritos, libros, folletos, impresos
y colecciones científicas y técnicas que se encuentren o ha-
yan encontrado en dichos inmuebles.

Estos espacios por su historia y belleza, se han convertido en
referencias directas de lo que representa el municipio. Es por
tal motivo, que es importante rescatar estos espacios y acon-
dicionarlos para la realización de actividades de carácter cul-
tural, y con esto crear un lugar de sano esparcimiento en
donde la familia pueda convivir y pasar un rato agradable.

Una de las condiciones necesarias para el desarrollo cultu-
ral es contar con espacios suficiente, adecuados y distri-
buirlos en todo el territorio nacional para la realización de
actividades y programas culturales. En un país como el
nuestro que se ha caracterizado históricamente por des-
equilibrios regionales en infraestructura cultural, y ante una
nueva política que ha propuesto: la descentralización, el fe-
deralismo y el impulso al desarrollo cultural municipal co-

mo ejes, se necesita apoyar el desarrollo de proyectos que
detonen la posibilidad de crecimiento del municipio.

En el municipio de Valle de Guadalupe necesita un lugar
adecuado tener piezas arqueológicas encontradas en los al-
rededores que se encuentran ubicadas actualmente en la
Presidencia, en donde pueda acudir toda la familia y pasar
un momento de convivencia agradable, además de salir de
la rutina diaria, crear un espacio adecuado para incentivar
la cultura general.

El desarrollo y fomento de la cultura; será el reflejo de los
ciudadanos de un gobierno con calidad y eficiencia, me-
diante una actitud resolutiva, transparente y honesta, propi-
ciando el desarrollo integral de sus habitantes. Profundizar
en los procesos, explorar alternativas, y promover un ejer-
cicio totalizador de los recursos públicos es la respuesta
frontal a las carencias sociales, por lo que la aplicación de
los recursos debidos, debe ser el instrumento de mayor uti-
lidad para el gobierno y, consecuentemente, para los ciuda-
danos.

Compañeros legisladores: por lo anteriormente expuesto, el
suscrito solicito el respaldo y someto a consideración de es-
ta Honorable Asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública de la honorable Cámara de Diputados a destinar los
recursos suficientes para el proyecto de rehabilitación y
adecuación del curato en museo municipal con una inver-
sión de 16 millones 482 mil pesos, dentro del Presupuesto
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2014.

Salón de sesiones del honorable Senado de la República, a los quince
días del mes de octubre de 2013.— Senador José María Martínez Mar-
tínez (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada en
esta fecha, el senador José María Martínez Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
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tó proposición con punto de acuerdo que exhorta a la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados a destinar recursos suficientes para el desarrollo
de diversos proyectos en materia de infraestructura hidráu-
lica de Cihuatlán, Jalisco, en el marco de la aprobación del
Presupuesto de Egresos de la Federación de 2014.

La Presidencia, con fundamento en los artículos 66, párra-
fo 1, inciso a), y 67, párrafo 1, inciso b), de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos;
y 276, párrafo 2, del Reglamento del Senado, dispuso que
dicho punto de acuerdo, que se anexa, se turnara a la Cá-
mara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia Herrera
Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta.»

«José María Martínez Martínez, senador de la república en
la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 8, numeral 1,
fracción II, 276 y demás aplicables del Reglamento del Se-
nado de la República, somete a consideración del pleno de
esta soberanía proposición con puntos de acuerdo para ex-
hortar a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la
Cámara de Diputados a destinar recursos suficientes para el
desarrollo de diversos proyectos en materia de infraestruc-
tura hidráulica de Cihuatlán, Jalisco, en el marco de la apro-
bación del Presupuesto de Egresos de la Federación de
2014, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Cihuatlán es un pueblo y municipio de la Costa Sur de Ja-
lisco, México. Se encuentra aproximadamente a 201 kiló-
metros al suroeste de Guadalajara. Según el segundo Con-
teo de Población y Vivienda de 2005, el municipio tiene 30
mil 241 habitantes. Entre sus principales problemas se en-
cuentran el abastecimiento y saneamiento del agua en el
municipio, debido a la explotación racional y, a la falta de
visión integral sobre el manejo del recurso. Por ejemplo, en
la cabecera municipal se sigue luchando para proveer de
agua a la población.

No debemos olvidar que el trabajo de conservar y utilizar
de forma razonable el agua, no es de una sola persona, ni
un solo gobierno, sino que requiere del esfuerzo de todos y
cada uno de los miembros de nuestra sociedad. Así pues,

necesitamos trabajar unidos en la preservación de los re-
cursos naturales del estado.

En materia de la industria agrícola se ha ido tecnificando el
uso del agua para la agricultura, pues de las tierras dedica-
das a la producción de hortalizas, 90 por ciento utiliza tec-
nología para la irrigación de sus plantíos, mediante moder-
nos sistemas de irrigación por microaspersión o goteo, lo
que significa reducción de manera significativa para la ex-
plotación de los mantos acuíferos.

Por tal motivo es indispensable que se realicen esfuerzos
para que les sean asignados recursos que contribuyan a la
definición de acciones concretas a corto plazo, que atiendan
los problemas descritos y, con ello, evitar una crisis de can-
tidad y calidad del agua.

Cihuatlán necesita de un adecuado sistema de distribución
y saneamiento, que le permita detonar la economía local
mediante el fortalecimiento de actividades estratégicas sus-
tentables e innovadoras.

Por tal razón es muy importante apoyar la formación de
proyecto de enfoque como lo son construcción de la obra
de drenaje potable en la localidad de Cuastecomate; planta
de tratamiento en la cabecera municipal; y saneamiento y
desazolve de la Laguna de Tule de Cihuatlán, Jalisco en el
marco de la aprobación del Presupuesto de Egresos de la
Federación de 2014.

La inversión en infraestructura permitirá rediseñar el futu-
ro y una calidad de vida digna para los habitantes del mu-
nicipio. Por ello, considero muy importante apoyar las
obras de infraestructura hidráulica, para beneficiar a esta
comunidad.

Dado todo lo anterior se exhorta respetuosamente para in-
crementar la asignación de recursos públicos respectivos
para Cihuatlán, Jalisco, para que la autoridad competente
cuente con los recursos suficientes para poder atender las
necesidades de los ciudadanos.

Compañeros legisladores: por lo expuesto, el suscrito soli-
cita el respaldo y somete a consideración de esta asamblea
los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la Cámara de Diputados a destinar recursos



suficientes para la construcción de la obra de drenaje pota-
ble en la localidad de Cuastecomate con una inversión total
de 10 millones 800 mil pesos, en el marco de la aprobación
del Presupuesto de Egresos de la Federación de 2014.

Segundo. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la Cámara de Diputados a destinar recursos
suficientes para la construcción de la planta de tratamiento
en la cabecera municipal con una inversión total de 24 mi-
llones, en el marco de la aprobación del Presupuesto de
Egresos de la Federación de 2014.

Tercero. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública de la Cámara de Diputados a destinar recursos
suficientes para el saneamiento y desazolve de la Laguna
de Tule con una inversión total de 12 millones 500 mil pe-
sos en el marco de la aprobación del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación de 2014.

Salón de sesiones del Senado de la República, a 15 de octubre de
2013.— Senador José María Martínez Martínez (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, el senador José María Martínez Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó proposición con punto de acuerdo que exhorta a la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados a destinar los recursos necesarios para la remo-
delación de la Casa de Cultura de Cihuatlán, Jalisco, en el
marco de la aprobación del Presupuesto de Egresos de la
Federación para 2014.

La Presidencia, con fundamento en los artículos 66, párra-
fo 1, inciso a), y 67, párrafo 1, inciso b), de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
y 276, párrafo 2 del Reglamento del Senado, dispuso que
dicho punto de acuerdo, mismo que se anexa, se turnara a
la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia Herrera
Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta.»

«José María Martínez Martínez, senador de la república en
la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 8, numeral 1,
fracción II, 276 y demás aplicables del Reglamento del Se-
nado de la República, someto a la consideración del pleno
de esta soberanía, la proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública de la honorable Cámara de Diputados a destinar los
recursos necesarios para la remodelación de la Casa de Cul-
tura de Cihuatlán, Jalisco, en el marco de la aprobación del
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal 2014, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La riqueza cultural de nuestro país es una de nuestras ma-
yores fortalezas y uno de nuestros recursos más importan-
tes para hacer frente a los nuevos retos del siglo XXI, el
principal de ellos es transformar a México. El desarrollo de
la infraestructura cultural, se plantea como una de las con-
diciones básicas para el desarrollo cultural, para contar con
más y mejor infraestructura; cumplir con los principios de
igualdad de acceso a los bienes y servicios.

Una de las condiciones necesarias para el desarrollo cultu-
ral es contar con espacios suficientes, adecuados y distri-
buidos en todo el territorio nacional para la realización de
actividades y programas culturales. En un país como el
nuestro, mismo que se ha caracterizado históricamente por
desequilibrios regionales en infraestructura cultural, y ante
una nueva política que ha propuesto: la descentralización,
el federalismo y el impulso al desarrollo cultural municipal
como ejes, se necesita el apoyar el desarrollo de proyectos
que detonen la posibilidad de crecimiento del municipio.

El desarrollo y fomento de la cultura en beneficio de los ve-
cinos, la concertación de proyectos, construcciones, remo-
delaciones, equipamientos, etc., que se realizan en la co-
munidad, es con el fin último de mejorar los servicios y
beneficiar a la población en general. Luego entonces, la in-
versión que representan estas obras será el reflejo de los
ciudadanos de un gobierno con calidad y eficiencia, me-
diante una actitud resolutiva, transparente y honesta, propi-
ciando el desarrollo integral de sus habitantes.

Profundizar en los procesos, explotar alternativas, y pro-
mover un ejercicio totalizador de los recursos públicos co-
mo la respuesta frontal a las carencias sociales, por lo que
la aplicación de los recursos debidos es el instrumento de
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mayor utilidad para el gobierno y, consecuentemente, para
los ciudadanos.

Es por ello que se exhorta respetuosamente para incremen-
tar la asignación de recursos públicos respectivos para el
municipio de Cihuatlán, Jalisco, para la remodelación de la
Casa de Cultura del municipio. Compañeros legisladores:
por lo anteriormente expuesto, el suscrito solicito el respal-
do y someto a consideración de esta honorable asamblea el
siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública de la honorable Cámara de Diputados a destinar re-
cursos suficientes para el proyecto denominado “remodela-
ción de la Casa de Cultura de Cihuatlán, Jalisco,” con una
inversión total de 2 millones de pesos dentro del Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2014.

Salón de sesiones del honorable Senado de la República, a los quince
días del mes de octubre del 2013.— Senador José María Martínez Mar-
tínez (rúbrica).»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Se remi-
ten a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, pa-
ra su atención.

LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES 
DE LOS SERVIDORES PUBLICOS - 

CODIGO PENAL FEDERAL

La Secretaria diputada Angelina Carreño Mijares: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada en
esta fecha, la senadora Luisa María Calderón Hinojosa pre-
sentó solicitud de excitativa a comisiones, en relación con
el proyecto de decreto por el que se expide la Ley Federal
de Remuneraciones de los Servidores Públicos, aprobada
por el pleno de la Cámara de Senadores el 8 de noviembre
de 2011.

La Presidencia acordó formular excitativa a la Cámara de
Diputados a fin de que presente el dictamen que corres-
ponda.

Atentamente

México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia Herrera
Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta.»

«La suscrita, Luisa María de Guadalupe Calderón Hinojo-
sa, senadora integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional de la LXII Legislatura del Congreso de
la Unión, con fundamento en el artículo 67, numeral 1, in-
ciso g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, artículo 21, fracción XVI, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 8, numeral
1, fracción III, 214 y 216 del Reglamento del Senado de la
República, someto a esta honorable soberanía la presente
solicitud de excitativa, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Los empleos públicos pertenecen al Estado; 
no son patrimonio de particulares. 

Ninguno que no tenga probidad, aptitudes 
y merecimientos es digno de ellos.

Simón Bolívar

Históricamente, México ha sido uno de los países con ma-
yor desigualdad en el contexto internacional, medido a tra-
vés del índice de Gini. Este índice es una medida de des-
igualdad económica utilizada a escala mundial, que toma el
valor cero cuando hay perfecta igualdad en la distribución
de los ingresos y uno cuando hay perfecta desigualdad
(Cortés y Rubalcaba, 1982).

De acuerdo con el índice de Gini, México presenta un nivel
de desigualdad en el ingreso similar al de otras economías
latinoamericanas, pero mayor al de países industrializados
como Canadá, España, Estados Unidos, e incluso mayor
que otras economías en desarrollo, como Turquía.

Asimismo, si bien se han mostrado avances hacia una dis-
tribución del ingreso más equitativa entre 1992 y 2010,
también es cierto que ha persistido una enorme desigual-
dad, aun considerando distintos indicadores, y según el Co-
neval de entre los indicadores de la pobreza en México, los



cargos públicos son los puestos con mayor estabilidad y ge-
nerador de capacidad de ingreso en nuestro país.

Luego, la actividad política es vista no como una vocación
profesional sino como una oportunidad para subir de clase
socioeconómica, generando incentivos perversos en su
quehacer, pues los funcionarios lejos de tener aptitudes pa-
ra el servicio público simplemente buscan la obtención de
una fuente segura de ingresos.

Ante la discrecionalidad en la política de sueldos en el Es-
tado mexicano, carente ésta de criterios que ordenen un sis-
tema de percepciones adecuado a la realidad económica y
las finanzas públicas del país, de ahí que sea indispensable
impulsar un esquema completo de remuneración de los ser-
vidores públicos y una política de sueldos de carácter na-
cional a la que deban someterse todos los entes públicos fe-
derales y también estados y municipios.

Con esta inquietud el entonces diputado Felipe Calderón
Hinojosa el 20 de febrero de 2002 presentó una iniciativa
de reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos en materia de remuneraciones de los servidores
públicos, en especial dotando de facultades para legislar al
respecto al Congreso de la Unión.

Después d, un largo trámite se logró su aprobación y poste-
rior publicación en el Diario Oficial de la Federación el 24
de agosto de 2009.

Para dotar de vigencia a los preceptos constitucionales, el
Senado de la República aprobó el 8 de noviembre de 2011
el proyecto de decreto por el que se expide la Ley Federal
de Remuneraciones de los Servidores Públicos, misma que
fue turnada como minuta a la Cámara de Diputados, tur-
nándose el día 10 de noviembre de 2011 a la otrora Comi-
sión Legislativa de la Función Pública; lamentablemente no
ha sido impulsada por aquella Cámara Revisora.

Es de vital importancia retomar la mencionada minuta pues
establece los parámetros que definen la remuneración má-
xima, tomando de referencia el cargo de presidente de la
República.

Otra de las bondades de la minuta es que se da una defini-
ción amplia de los servidores públicos a quienes aplica la
regulación y el derecho de los mismos a la remuneración
adecuada por la prestación de sus servicios. Así como las
reglas para la determinación de la remuneración de los ser-
vidores públicos en los presupuestos de egresos correspon-

dientes de la federación, las entidades federativas y los mu-
nicipios.

Previene la equidad salarial ya que ningún servidor público
podrá tener una remuneración igual o mayor que su supe-
rior jerárquico, salvo las propias excepciones que la ley se-
ñala.

En suma, la reforma constitucional determinó que la remu-
neración de los servidores públicos sea proporcional a sus
responsabilidades y se determine anual y equitativamente
en tabuladores sin embargo es impostergable la aprobación
de la legislación secundaría para que tenga validez y vi-
gencia dichos preceptos.

A pesar de la relevancia de la normativa mencionada, la mi-
nuta enviada a la Cámara de Diputados a permanecido in-
móvil y en momentos hasta olvidada.

Las comisiones del Congreso son el espacio procesal de-
signado para la construcción del consenso y los acerca-
mientos entre fuerzas políticas.

Hoy, en las comisiones se analiza, se investiga, se valora, se
discute, se define, se consensa, se suscribe y se rediseña el
futuro del país; por ello, en un contexto de gobernabilidad
democrática las comisiones adquieren el peso y la relevan-
cia que les corresponde. La comisión legislativa tiene la fi-
nalidad de poner a consideración los proyectos de ley pre-
sentados en el pleno y turnados por la Mesa Directiva para
su análisis y discusión.

Uno de los aspectos de mayor relevancia dentro del proce-
so legislativo es el de dictaminación que deben llevar a ca-
bo las comisiones ordinarias, a las cuales se turnan las mi-
nutas aprobadas por alguna de las Cámaras, pues si éstas no
se pronuncian positiva o negativamente en cada caso, las
propuestas quedan en un estado de incertidumbre o indeci-
sión a lo que comúnmente se le ha dado en llamar “conge-
ladora”, es decir quedan congeladas por no existir interés
político o condiciones para ser resueltas.

Si bien es cierto que hoy día se presenta un cúmulo de ini-
ciativas que se han venido rezagando de una Legislatura a
otra, independientemente de la importancia que tengan o
pudieran tener la sociedad. De tal manera, que el funciona-
miento de la Comisiones del Congreso y concretamente en
la Cámara de Diputados, hayan sido objeto de muchos co-
mentarios negativos relacionados con su funcionamiento y
productividad.
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Las comisiones parlamentarias en –todos los sistemas– son
órganos determinantes en el proceso legislativo y de con-
trol. Asimismo se observa que estos órganos tienen por ob-
jeto eficientar la labor de los Parlamentos, mediante el prin-
cipio elemental de la organización social, que es la división
del trabajo en grupos especializados y menos numerosos.

Pese a la importancia de eficientar el trabajo de las comi-
siones legislativas, resulta que las Comisiones Unidas de
Hacienda y Crédito Público, Transparencia y Anticorrup-
ción y de Justicia de la Cámara de Diputados, no han abor-
dado el tema en cuestión y mantienen “congelada” la mi-
nuta que regula los salarios máximos de los funcionarios
públicos.

Por lo anteriormente expuesto le solicito de la manera más
atenta dé trámite a la siguiente

Excitativa

Único. En los términos de lo dispuesto por el artículo 67
numeral 1 inciso g) de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 21, frac-
ción XVI del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, artí-
culo 8 numeral 1 fracción III, 214 y 216 del Reglamento del
Senado de la República y artículo 95 del Reglamento de
Cámara de Diputados, se emite excitativa a las Comisiones
Unidas de Hacienda y Crédito Público, Transparencia y An-
ticorrupción y de Justicia de la Cámara de Diputados, para
que, en ejercicio de sus atribuciones, presenten el dictamen
de la minuta que contiene proyecto de decreto por el que se
expide la Ley Federal de Remuneraciones de los Servido-
res Públicos, Reglamentaria de los artículos 75 y 127 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
se adiciona el Código Penal Federal.

Salón de sesiones del Senado de la República, a 9 de octubre de
2013.— Senadora Luisa María de Guadalupe Calderón Hinojosa (rú-
brica).»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Remíta-
se a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público, de
Transparencia y Anticorrupción y de Justicia, para su
conocimiento.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL
SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

La Secretaria diputada Angelina Carreño Mijares:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada en
esta fecha, el senador Armando Ríos Piter, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática, pre-
sentó iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan los artículos 2 a 4, 5-A y 19 de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, para
establecer un gravamen especial a la comida chatarra.

La Presidencia, con fundamento en los artículos 66, párra-
fo 1, inciso a), y 67, párrafo 1, inciso b), de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos;
y 174, 175, párrafo 1, 176, 177, párrafo 1, y 178 del Regla-
mento del Senado, dispuso que dicha iniciativa, que se ane-
xa, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 15 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia Herrera
Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta.»

«Quien suscribe, senador Armando Ríos Piter, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 8o.,
numeral 1, fracción I, 164, numeral 1, 169 y 172 del Re-
glamento del Senado de la República, somete a considera-
ción de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto
por el que se establece un gravamen especial a la comida
chatarra, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la protección de la salud implica la responsa-
bilidad del Estado para desarrollar una serie de acciones
impositivas que busquen resguardar la salud de su pobla-
ción, o bien, repararla cuando ha sido afectada.

La obligación del Estado de cubrir a través del gasto públi-
co lo vinculado con la protección de la salud constituye una
tarea esencial y rectora de toda discusión fiscal. Por ello, la



necesidad de establecer contribuciones que generen los in-
gresos públicos que permitan solventar tales gastos y, de
manera paralela, que inhiban conductas nocivas a la salud,
es una herramienta fundamental.

Una de las obligaciones más importantes del legislador es
velar por la protección de los niños y las niñas y garantizar
a través de las políticas públicas su acceso a la salud y a una
vida sana. Sin embargo, igual que la pandemia de la desnu-
trición que asuela las regiones más pobres del país, la obe-
sidad y el sobrepeso se ha convertido en otra amenaza para
nuestra sociedad, afectando principalmente a nuestros hijos
y la posibilidad de garantizar una vida saludable en su fu-
turo.

De acuerdo con la Segunda Encuesta Nacional de Nutrición
(1999), se encontró una alta prevalencia de sobrepeso en ni-
ños de 10-17 años de edad. Conforme a los criterios de eva-
luación internacionales propuestos por la International
Obesity Task Force (IOTF), un total de 18.8 por ciento de
niños y 22.3 de niñas tuvieron sobrepeso, así como 9.0 de
niños y 8.2 de niñas presentaron obesidad. La prevalencia
de sobrepeso para la población adolescente (12 a 19 años),
en el sexo femenino fue de 23.3 por ciento, mientras que en
el sexo masculino fue de 21.2. Esta prevalencia ha aumen-
tado, sin importar el nivel socioeconómico, como se ha do-
cumentado en las encuestas nacionales de 1988, 1999 y
2006. Por ejemplo, en niñas en edad escolar (5 a 11 años),
el sobrepeso aumentó 27 por ciento y la obesidad 47 en só-
lo 7 años (de 1999 a 2006), mientras que en mujeres ado-
lescentes, en el mismo periodo, se observó un incremento
de 7.8 para sobrepeso y 33.3 para obesidad.

Asimismo, la SEP también señaló que de 1988 a 2006 se
observó un aumento en la prevalencia de sobrepeso y obe-
sidad en niños de 2 a 4 años de 6.8 por ciento, usando el sis-
tema de clasificación del IOTF. El aumento en sobrepeso
entre 1988 y 2006, usando las nuevas normas de la OMS
publicadas en 2006, es de 23 por ciento. La Academia Me-
xicana de Pediatría, AC, y la Academia Nacional de Medi-
cina de México, AC, indican que casi 70 por ciento de los
adultos mayores de 30 años y 26 por ciento de los niños en
edad preescolar sufren de sobrepeso y obesidad, pero so-
bresale que la tasa de sobrepeso y obesidad en niños meno-
res de 5 años se mantuvo cerca de 16 por ciento entre 1998
y 2006.

La transición nutricional que experimenta el país tiene co-
mo características una occidentalización de la dieta, en la
cual: aumenta la disponibilidad a bajo costo de alimentos

procesados adicionados con altas cantidades de grasas, azú-
car y sal; un aumento en el consumo de comida rápida y co-
mida preparada fuera de casa para un sector creciente de la
población; disminuye el tiempo disponible para la prepara-
ción de alimentos; aumenta la exposición a publicidad so-
bre alimentos industrializados y productos que facilitan las
tareas cotidianas y el trabajo de las personas, disminuyen-
do su gasto energético; aumenta la oferta de alimentos in-
dustrializados en general y disminuye la actividad física de
la población.

Además del aumento en la densidad energética y del sodio
en la dieta, el consumo de bebidas calóricas ha aumentado
en los últimos años. México se ha convertido en el mayor
consumidor de refrescos en el mundo, rebasando a los Es-
tados Unidos con un consumo mayor a los 163 litros por
persona al año.

México supera ya en 40 por ciento a Estados Unidos en el
consumo de refrescos por persona y nuestra población in-
fantil ya rebasa en sobrepeso y obesidad a la estadouniden-
se. El consumo de bebidas carbonatadas en México es la
principal fuente de calorías, cerca de una cuarta parte pro-
vienen de los refrescos. La Secretaría de Salud ha señalado
que el alto consumo de energía a través de los refrescos es
una de las causas principales de la epidemia de sobrepeso y
obesidad. La falta de acceso a agua potable gratuita en es-
cuelas y espacios públicos ha sido el más efectivo meca-
nismo de promoción del consumo de bebidas altas en calo-
rías. De acuerdo con el Banco Interamericano y del
Instituto Nacional de Evaluación para la Educación, 37 por
ciento de las escuelas primarias rurales en México no tiene
agua potable y 44 por ciento no cuenta con baños.

En el contexto escolar los alumnos tienen acceso de ali-
mentos y bebidas con valor nutrimental que no son acordes
con sus requerimientos. La Encuesta Nacional de Salud en
Escolares (ENSE) 2008 señala que los alimentos y produc-
tos con mayor disponibilidad en las primarias son 81.2 por
ciento dulces, 78.8 botanas industrializadas y 77.1 tortas y
sándwiches. En secundaria, 87.9 por ciento son refrescos.
De los alimentos que se comercializan al interior de las es-
cuelas, 71 por ciento es de tipo industrializado, mientras
que 29 por ciento son preparaciones de tipo artesanal. Asi-
mismo, hay un uso excesivo de grasa en los alimentos pre-
parados y 90 por ciento de las escuelas ofrece bebidas con
alto contenido de azúcar.

Todos estos elementos favorecen el desarrollo de los pro-
blemas actuales de sobrepeso y obesidad. La urbanización
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junto con los cambios sociales, tecnológicos y económicos
ha implicado modificaciones importantes en los patrones
de actividad física en el entorno laboral y en los momentos
de esparcimiento.

La última Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (Ensa-
nut, 2012) encontró prevalencia de peso excesivo de 73 por
ciento en mujeres y 69.4 en hombres adultos, 35.8 en ado-
lescentes de sexo femenino, 34.1 en adolescentes varones y
32 en las niñas y 36.9 en niños en edad escolar.

De acuerdo con el libro Obesidad en México. Recomenda-
ciones para una política de Estado, durante el lapso de 24
años estudiado, entre 1988 y 2012, la prevalencia combina-
da de sobrepeso y obesidad tuvo un aumento sostenido en
mujeres adultas y en adolescentes. Desde el primer periodo
de encuestas la velocidad de aumento ha ido decreciendo,
hasta llegar a la menor tasa de aumento, observada de 2006
a 2012. En suma, actualmente alrededor de 7 de cada 10
adultos (más de 49 millones) y 1 de cada tres niños de 5-19
años (alrededor de 12 millones) presentan peso excesivo
(sobrepeso u obesidad).

La epidemia de la obesidad es una causa de múltiples en-
fermedades, por lo que su alta prevalencia incrementa la
demanda que se genera sobre los ya de por sí saturados ser-
vicios de salud.

La obesidad tuvo un costo fiscal en salud alrededor de 67
mil millones de pesos en 2008 generados por las enferme-
dades crónicas no transmisibles atribuidas al exceso de pe-
so, y de continuar con la tendencia para 2017 se proyecta
un costo de 151 mil millones de pesos.

En los últimos 40 años, el país ha sufrido un cambio tras-
cendental en su perfil epidemiológico de enfrentar de for-
ma masiva los problemas de desnutrición y enfermedades
infecciosas, hemos pasado a los problemas del “mundo mo-
derno” donde las enfermedades crónicas no transmisibles,
derivadas de problemas de nutrición, se han apoderado del
cuadro de problemas de la salud de la población mexicana,
entre las cuales se encuentran la obesidad, la diabetes y las
enfermedades cardiovasculares, todas ellas altamente rela-
cionadas con la dieta y costumbres del afectado.

En México ha sido posible documentar un rápido incre-
mento en la prevalencia del sobrepeso y la obesidad en la
población infantil y juvenil, y efectos adversos. En un aná-
lisis sobre la carga de enfermedad en México, utilizando
datos de 2004, 75 por ciento de todas las muertes ocurridas

en el país estuvieron causadas por enfermedades crónicas
no transmisibles.

Las principales causas de mortalidad fueron diabetes melli-
tus, enfermedad isquémica del corazón y enfermedad cere-
brovascular. Los principales factores de riesgo responsa-
bles de la mortalidad fueron el sobrepeso y la obesidad, las
concentraciones elevadas de glucosa en sangre, el consumo
de alcohol y el tabaquismo. Únicamente el sobrepeso, la
obesidad y la glucosa elevada explicaron 25.3 por ciento
del total de las muertes en el país. Diversos estudios nacio-
nales e internacionales ubican a México dentro de los pri-
meros lugares en obesidad infantil a nivel mundial, pues
33.6 por ciento de la población infantil menor de 5 años pa-
dece de sobrepeso u obesidad, esta proporción se mantiene
casi igual para los niños de entre 5 y 11 años de edad, pues
alcanza 32.0 por ciento.

El sector salud e investigaciones especializadas han docu-
mentado y difundido ampliamente las consecuencias en la
salud de las personas con obesidad y sobrepeso, pues con-
tribuyen a incrementar la mortalidad por enfermedades car-
diovasculares, diabetes mellitus, alteraciones esqueléticas,
hipertensión arterial, hipercolesterolemia e inadaptación
psicosocial, entre las más importantes. El alto porcentaje de
la población, de todos los sectores sociales, con obesidad y
sobrepeso se debe entre otras cosas al consumo irracional y
generalizado de productos, comida y bebida chatarra, que
es sumamente alta en calorías y carbohidrato s negativos
para salud.

Para el país, resulta impostergable arrancar una política
efectiva de combate a la obesidad que explore distintas al-
ternativas y opciones diversas para modificar la estructura
de incentivos alrededor del consumo de alimentos y bebi-
das chatarra. Se requiere recuperar las experiencias exitosas
en el resto del mundo.

Sin embargo, no podemos postergar más la toma de deci-
siones en este sentido, por lo que se propone incrementar la
carga impositiva de estos productos.

Aunque las causas son multifactoriales como pueden ser i)
la transición nutricional que experimenta el país tiene como
características una occidentalización de la dieta, en la cual
aumenta la disponibilidad a bajo costo de alimentos proce-
sados adicionados con altas cantidades de grasas, azúcar y
sal; ii) se presenta un aumento en el consumo de comida rá-
pida y comida preparada fuera de casa para un sector cre-
ciente de la población; iii) disminuye el tiempo disponible



para la preparación de alimentos; iv) aumenta la exposición
a publicidad sobre alimentos industrializados y productos
que facilitan las tareas cotidianas y el trabajo de las perso-
nas, disminuyendo su gasto energético; v) se incrementa el
poder adquisitivo de la población; vi) crece la oferta de ali-
mentos industrializados en general; y vii) disminuye la ac-
tividad física de la población.

Hay tres antecedentes para fundamentar la propuesta que
hoy se presenta ante el pleno de la Cámara de Senadores:

a) Decreto presidencial del 23 de agosto de 2010 por
el que establece un acuerdo mediante el cual se estable-
cen los lineamientos generales para el expendio o distri-
bución de alimentos y bebidas en los establecimientos
de consumo escolar de los planteles de educación bási-
ca, el pasado Lunes. Los lineamientos generó amplias
expectativas en cuanto a un efectivo control de alimen-
tos chatarra en los espacios públicos donde estudian los
niños y los adolescentes, sin embargo, las expectativas
se han visto seriamente defraudadas porque los linea-
mientos son de una obligatoriedad relativa, dado que los
alimentos prohibidos serán definidos por los comités es-
colares y porque cada vez en mayor medida se incluyen
nuevos productos chatarra a la lista de alimentos reco-
mendados en la sección de anexos del acuerdo presiden-
cial.

b) Prohibición constitucional de comida chatarra, di-
ciembre de 2012. El Congreso de la Unión, en la última
reforma constitucional en materia de calidad educativa,
aprobó prohibir la comida que no favorezca a la salud de
los educandos. Los alimentos que se proveerán tendrán
que cumplir las normas oficiales de la Secretaría de Sa-
lud. Esta disposición significa que por mandato consti-
tucional prohibir la comida chatarra en las escuelas.

c) Reforma fiscal de 2014, que establece un IEPS de
1 peso a bebidas azucaradas, 8 de septiembre de
2013. El pasado 8 de septiembre de 2013 el Ejecutivo
Federal propuso el establecimiento a nivel de productor
e importador de una cuota específica de 1 peso por litro
a las bebidas saborizadas, así como a los concentrados,
polvos, jarabes, esencias o extractos de sabores, depen-
diendo del rendimiento, que al diluirse permitan obtener
bebidas saborizadas, que contengan cualquier tipo de
azúcares añadidas. Se considera que la propuesta tiene
un potencial de recaudación estimada en más de 12 mil
455 mdp (0.07 por ciento del PIB).

En este sentido, la propuesta del Ejecutivo de establecer en
la reforma fiscal una cuota de 1 peso por litro a las bebidas
saborizadas, así como a los concentrados, polvos, jarabes
esencias o extractos de sabores que al diluirse permitan ob-
tener bebidas saborizadas que contengan cualquier tipo
azúcares añadidas, es una propuesta que avanza dentro de
las políticas más progresistas a nivel internacional en mate-
ria fiscal en el combate de la obesidad.

Por otro lado, el artículo 73, fracción VII, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé la fa-
cultad del Congreso de la Unión para imponer las contribu-
ciones necesarias para cubrir el gasto público,1 con base en
la cual se estableció el tributo por la enajenación e. impor-
tación de los bienes señalados en la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios. Ahora bien, mediante
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el
27 de diciembre de 2006, el legislador estableció una tasa
impositiva mayor para los tabacos labrados a granel en re-
lación con otros productos, con la finalidad de desalentar su
consumo, es decir, con la indicada medida no atendió al
propósito de todo impuesto de contribuir al gasto público,
sino al fin extrafiscal consistente en desincentivar el consu-
mo de un producto nocivo para la salud, lo cual es distinto
e independiente de la facultad del Congreso de la Unión pa-
ra imponer el tributo respectivo, pues si bien el impuesto
especial sobre producción y servicios tiene un fin recauda-
torio, éste es distinto del hecho de que pretenda desincenti-
varse el consumo de la comida chatarra, lo que se logra me-
diante la imposición de una tasa alta, no por el tributo en sí.

Los antecedentes presentados permiten al legislador razo-
nar y que establecer un gravamen a una bebida de alto con-
tenido de azúcar y poco valor nutricional, perfectamente se
justifica un impuesto al “resto de los alimentos” con alto
contenido de carbohidrato s, grasas y sodio y con nulo o es-
caso valor nutricional, denominados “comida chatarra”.

La presente iniciativa de ley establece:

• Un impuesto especial ad valórem de 8 por ciento sobre
el precio de venta al público de alimentos chatarra.

• La Secretaría de Salud está facultada para establecer
aquellos alimentos de alto contenido de carbohidrato s,
grasas y sodio y con nulo o escaso valor nutricional, de-
nominados comida chatarra, por los cuales por su com-
posición reiterada y sin consciencia del consumidor con-
tribuyen a fomentar el sobrepeso, obesidad, diabetes
mellitus, alteraciones esqueléticas, hipertensión arterial,
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hipercolesterolemia e inadaptación psicosocial, entre
otras enfermedades que afecten y encarecen los sistemas
de salud pública.

La propuesta tiene un potencial de recaudación estimada en
más de 20 mil millones de pesos (mdp), que representan
0.10 por ciento del PIB, 3.81 del aumento en la recaudación
esperada de 523 mil 593 mdp y 0.44 de la recaudación 4
479 954.2 mdp. Esta recaudación potencial ayudaría a dis-
minuir el subsidio implícito que el Estado mexicano otorga
a las empresas productoras de productos chatarra, debido a
que, el sistema de salud gasta en atender las enfermedades
asociadas a las externalidades negativas producidas por es-
tas empresas y comercializadoras, y junto con una política
pública de combate a la obesidad, permitirá reducir la de-
manda de comida chatarra y mejorar la producción y acce-
so a comida más saludable.

Sin embargo, para el legislador, esta propuesta fiscal debe
estar acompañada de una política pública que garantice el
derecho de los niños y las niñas a una vida saludable, a me-
jorar la educación y la prevención de la obesidad como una
política de Estado, una oportunidad de diálogo con el sec-
tor privado y padres de familia que garantice en todo mo-
mento el acceso y dotación de agua potable en lugares pú-
blicos, una correcta alimentación y deporte que de manera
integral vele por el interés superior del niño.

El Senado de la República está con condiciones de propo-
ner una ley reglamentaria que prohíba la venta de alimen-
tos en las escuelas, pero que también establezca las bases
de cooperación con el sector privado para acelerar la tran-
sición hacia productos más saludables. Por ello, en próxi-
mos días, ante la necesidad de establecer una política pú-
blica en esta materia, se propondrá a esta soberanía una
iniciativa de ley para prevención y combate de la obesidad
infantil.

En virtud de estos antecedentes presentamos en el marco
del debate de la reforma fiscal la iniciativa con proyecto de
decreto para gravar la comida chatarra en México, al tenor
del siguiente proyecto de

Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios

Artículo Único. Se reforman los artículos 2o., fracción l,
inciso G), fracción II, inciso A), 4, segundo y cuarto párra-

fos, 5-A, primer párrafo, y 19, fracciones II, primer y tercer
párrafo, VIII primer párrafo, X, XI Y XIII; se adiciona el
artículo 2o., fracción l, inciso l); artículo 3, fracción XVIII,
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios, para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

I. …

Incisos A) a F) …

G. Alimentos y bebidas con alto contenido de car-
bohidratos, azucares, grasas y sodio y con nulo o
escaso valor nutricional  . . . . . . . . . .8 por ciento

II. …

A) Comisión, mediación, agencia, representación,
correduría, consignación y distribución, con motivo
de la enajenación de los bienes señalados en los in-
cisos A), B), C), F) y G) de la fracción I de este artí-
culo. En estos casos, la tasa aplicable será la que le
corresponda a la enajenación en territorio nacional
del bien de que se trate en los términos que para tal
efecto dispone esta ley. No se pagará el impuesto
cuando los servicios a que se refiere este inciso, se-
an con motivo de las enajenaciones de bienes por los
que no se esté obligado al pago de este impuesto en
los términos del artículo 8o. de la misma.

Incisos B) a C)

Artículo 3. …

I. a XVII. …

XVIII. Alimentos y bebidas con alto contenido de
proteínas de origen animal, aditivos como conser-
vantes, colorantes y potenciadores del sabor, abun-
dante cantidad de azucares simples, grasas satura-
das, colesterol y sodio, y bajo o nulo de fibras y
vitaminas o elevado aporte calórico por in gesta, de-
nominados comida chatarra.

La Secretaría de Salud clasificará los alimentos que
excedan de las siguientes cantidades de azúcares,
grasas saturadas, ácidos grasos trans (AGT) y sal,
con base en los siguientes criterios:



I. Cantidad total de azúcares: <5,0 g/100 g de ali-
mento sólido o <2,5 g/100 ml de bebida;

II. Grasas saturadas: <1,5 g/100 g de alimento sólido
o >0,75 g/100 ml de bebida;

III. Ácidos grasos trans: 0,09/100 g de alimento sóli-
do o 100 ml de bebida;

IV. Sal <300 mg/l00 g de alimento sólido o 100 ml de
bebida.

Artículo 4. …
…

Únicamente procederá el acreditamiento del impuesto tras-
ladado al contribuyente por la adquisición de los bienes a
que se refieren los inciso s A), F)y G), de la fracción 1 del
artículo 2o. de esta Ley, así como el pagado por el propio
contribuyente en la importación de los bienes a que se re-
fieren los incisos A), C), D), E), F) y G) de dicha fracción,
siempre que sea acreditable en los términos de la citada ley.

…

El acreditamiento consiste en restar el impuesto acredita-
ble, de la cantidad que resulte de aplicar a los valores seña-
lados en esta Ley, las tasas a que se refiere la fracción I, in-
cisos A), F) y G) del artículo 2o. de la misma, o de la que
resulte de aplicar las cuotas a que se refieren los artículos
2o., fracción I, inciso C), segundo y tercer párrafos y 2o.-C
de esta ley. Se entiende por impuesto acreditable, un mon-
to equivalente al del impuesto especial sobre producción y
servicios efectivamente trasladado al contribuyente o el
propio impuesto que él hubiese pagado con motivo de la
importación, exclusivamente en los supuestos a que se re-
fiere el segundo párrafo de este artículo, en el mes al que
corresponda.

…

I. a V. …

…

…

…

…

Artículo 5-A. Los fabricantes, productores, envasadores o
importadores, que a través de comisionistas, mediadores,
agentes, representantes, corredores, consignatario s o distri-
buidores, enajenen los bienes a que se refieren los incisos
A), B), C) y G) de la fracción I del artículo 2o. de esta ley,
estarán obligados a retener el impuesto sobre la contrapres-
tación que a éstos correspondan y enterarlo mediante de-
claración que presentarán ante las oficinas autorizadas, de
conformidad con lo dispuesto en el primer párrafo del ar-
tículo 5o. de esta ley. Cuando las contraprestaciones se
incluyan en el valor de la enajenación por las que se pague
este impuesto, no se efectuará la retención y no se conside-
rarán contribuyentes de este impuesto por dichas activida-
des.

…

Artículo 19. …

…

II. Expedir comprobantes sin el traslado en forma ex-
presa y por separado del impuesto establecido en esta
Ley, salvo tratándose de la enajenación de los bienes a
que se refieren los incisos A), F) y G) de la fracción I del
artículo 2o. de esta ley, siempre que el adquirente sea a
su vez contribuyente de este impuesto por dichos bienes
y así lo solicite.

…

Los contribuyentes que enajenen los bienes a que se re-
fieren los inciso s A), F) y G) de la fracción I del artícu-
lo 2o. de esta Ley, que trasladen en forma expresa y por
separado el impuesto establecido en la misma, deberán
asegurarse de que los datos relativos al nombre, deno-
minación o razón social de la persona a favor de quien
se expiden, corresponde con el registro con el que dicha
persona acredite que es contribuyente del impuesto es-
pecial sobre producción y servicios respecto de dichos
bienes. Asimismo, los citados contribuyentes deberán
proporcionar al Servicio de Administración Tributaria
en forma trimestral, en los meses de abril, julio, octu-
bre y enero, del año que corresponda, la relación de las
personas a las que en el trimestre anterior al que se de-
clara les hubiere trasladado el impuesto especial sobre
producción y servicios en forma expresa y por separado
en los términos de esta fracción, así como el monto del
impuesto trasladado en dichas operaciones y la infor-
mación y documentación que mediante reglas de carác-
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ter general señale el Servicio de Administración Tribu-
taria.

…

…

III. a VII. …

VIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refieren
los incisos A), B), C), F) y G), de la fracción I del artí-
culo 2o. de esta ley, obligados al pago del impuesto es-
pecial sobre producción y servicios a que se refiere la
misma, deberán proporcionar al Servicio de Administra-
ción Tributaria, trimestralmente, en los meses de abril,
julio, octubre y enero, del año que corresponda, la infor-
mación sobre sus 50 principales clientes y proveedores
del trimestre inmediato anterior al de su declaración, res-
pecto de dichos bienes. Tratándose de contribuyentes
que enajenen o importen vinos de mesa, deberán cum-
plir con esta obligación de manera semestral, en los me-
ses de enero y julio de cada año.

…

…

IX. …

X. Los fabricantes, productores o. envasadores, de alco-
hol, alcohol desnaturalizado y mieles incrista1izab1es,
de bebidas con contenido alcohólico, cerveza, tabacos
labrados, bebidas energetizantes, concentrados, polvos y
jarabes para preparar bebidas energetizantes y alimen-
tos con alto contenido de carbohidratos, grasas y so-
dio y con nulo o escaso valor nutricional, deberán lle-
var un control físico del volumen fabricado, producido o
envasado, según corresponda, así como reportar trimes-
tralmente, en los meses de abril, julio, octubre y enero,
del año que corresponda, la lectura mensual de los re-
gistros de cada uno de los dispositivos que se utilicen
para llevar el citado control en el trimestre inmediato an-
terior al de su declaración.

…

XI. Los importadores o exportadores de los bienes a que
se refieren los inciso s A), B), C), F) y G) de la fracción
I del artículo 2o. de esta ley, deberán estar inscritos en el
padrón de importadores y exportadores sectorial, según

sea el caso, a cargo de la Secretaria de Hacienda y Cré-
dito Público.

XII. …

XIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refieren
los incisos A), F) y G) de la fracción I del artículo 2o. de
esta ley, obligados al pago del impuesto especial sobre
producción y servicios, deberán proporcionar al Servicio
de Administración Tributaría, trimestralmente, en los
meses de abril, julio, octubre y enero, del año que co-
rresponda, el precio de enajenación de cada producto,
valor y volumen de los mismos, efectuado en el trimes-
tre inmediato anterior.

…

XIV. a XXII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Salud publicará en un plazo no
mayor de 30 días naturales a la publicación en el Diario
Oficial de la Federación de la presente disposición y con-
forme a lo establecido en la reforma constitucional en ma-
teria de calidad educativa, la clasificación de alimentos de
bajo contenido proteínico y alto contenido de azúcar, sales
y grasas.

Tercero. Los alimentos que componen a la canasta básica
están exentos de la presente disposición.

Cuarto. El Congreso de la Unión contará con un plazo de
180 días hábiles para establecer un ley reglamentaria que
siente las bases generales de una política pública de pre-
vención y combate a la obesidad infantil, que garantice el
dialogo con el sector social y privado a fin de garantizar el
acceso de agua potable en las escuelas y de alimentos sanos
en los niveles preescolar, escolar, media superior y supe-
rior.

Quinto. El Congreso de la Unión a través del Presupuesto
de Egresos de la Federación fortalecerá las políticas públi-
cas de prevención y atención de enfermedades crónicas de-
generativas asociadas al sobrepeso y a la obesidad, así co-
mo un programa especial para garantizar el acceso de



alimentos sanos a niños y niñas con sobrepeso y desnutri-
ción.

Nota:

1 De igual forma, resultan aplicables, igualmente por analogía, las tesis
que enseguida se transcriben, por resultar ilustrativas: “Contribuciones.
Fines extra fiscales. Además del propósito recaudatorio que para sufra-
gar el gasto público de la Federación, Estados y Municipios tienen las
contribuciones, éstas pueden servir accesoriamente como instrumentos
eficaces de la política financiera, económica y social que el Estado ten-
ga interés en impulsar, orientando, encauzando, alentando o desalen-
tando ciertas actividades o usos sociales, según sean considerados úti-
les o no, para el desarrollo armónico del país, mientras no se violen los
principios constitucionales rectores de los tributos. Contribuciones. Los
fines extrafiscales no pueden justificar la violación al artículo 31, frac-
ción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Lo existencia de un fin extrafiscal, entendido éste como un objetivo dis-
tinto al recaudatorio que se pretende alcanzar con el establecimiento de
una determinada contribución no puede convertirse en un elemento ais-
lado que justifique la violación a los principios de legalidad, propor-
cionalidad, equidad y destino al gasto público consagrados par el artí-
culo 31, fracción IV de la Ley Fundamental. Los fines extrafiscales son
exclusivamente otros elementos que debe analizar el órgano de control
para determinar la constitucionalidad o no de un determinado precepto.
“De donde se desprende la facultad del legislador para establecer con-
tribuciones y expedir, entre otras, las leyes que resulten indispensables
para encauzar y fomentar el desarrollo económico del país, así como
para lograr una más justa distribución de la riqueza.

Cabe precisar que los fines extrafiscales se alcanzan no únicamente me-
diante el establecimiento de contribuciones, sino también con las exen-
ciones. En efecto, el fin extrafiscal perseguido y que justifica el esta-
blecimiento del gravamen que más adelante se propone, es lograr una
reducción en el consumo de alimentos chatarra, por tanto, de todos los
costos públicos que en materia de salud se asocian a éste.

Salón de sesiones del Senado de la República, a 15 de octubre de
2013.— Senadores: Armando Ríos Piter, Miguel Barbosa Huerta, Ale-
jandro Encinas Rodríguez, Angélica de la Peña Gómez, Dolores Pa-
dierna Luna, Mario Delgado Carrillo, Zoé Robledo, Rabindranath Sa-
lazar Solorio, Luz María Beristáin Navarrete, Benjamín Robles
Montoya (rúbricas).»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Túrnese
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

LEY FEDERAL SOBRE METROLOGIA Y
NORMALIZACION - 

LEY DE COMERCIO EXTERIOR - LEY ADUANERA -
LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO 

Y LA PROTECCION AL AMBIENTE - 
LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMATICO - 
LEY GENERAL PARA LA PREVENCION Y

GESTION INTEGRAL DE LOS RESIDUOS - 
LEY DE LOS IMPUESTOS GENERALES 

DE IMPORTACION Y DE EXPORTACION

La Secretaria diputada Angélica Carreño Mijares: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Hago de su conocimiento que se recibió de los senadores
Silvia Guadalupe Garza Galván, Luis Fernando Salazar
Fernández y Daniel Ávila Ruiz, la iniciativa con proyecto
de decreto que adiciona y reforma diversos ordenamientos
legales en materia de competitividad, medio ambiente,
cambio climático y aplicación de aranceles relativos al co-
mercio exterior.

El Presidente de la Mesa Directiva, acordó asignar turno di-
recto de la referida iniciativa a la Cámara de Diputados, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 163.2 y 176 del
Reglamento del Senado.

Atentamente

México, DF, a 16 de octubre de 2013.— Senadora Ana Lilia Herrera
Anzaldo (rúbrica), vicepresidenta.»

«Silvia Guadalupe Garza Galván, Luis Fernando Salazar
Fernandez y Daniel Ávila Ruiz, senadores integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXII Legislatura; con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 71 fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; así como por los artículos 8,
fracción I, 164, 169, 172 del Reglamento del Senado de la
República, someto a consideración de esta Cámara la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona y
reforma diversos ordenamientos legales en materia de
competitividad, medio ambiente, cambio climático y apli-
cación de aranceles relativos al comercio exterior.
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Exposición de Motivos

En reconocimiento a la necesidad imperante de todos los
países del mundo, por reducir las emisiones de gases de
efecto invernadero causantes del cambio climático, y de los
que nos encontramos en vías de desarrollo, por erradicar la
pobreza como prioridad en las decisiones de política públi-
ca de los gobiernos, además de la estrecha relación que tie-
nen con el uso racional de los recursos naturales, con la ca-
pacidad de las sociedades para mejorar el bienestar de las
personas y promover el desarrollo, se habla de la economía
verde en el contexto del desarrollo sostenible.

Mantendrán los recursos naturales, resalta al menos dos te-
mas. Primero, que no se puede hablar de economía verde
independientemente de acciones directamente ligadas a
atender las necesidades de los grupos más vulnerables; y
segundo, que no puede existir una economía verde si los
patrones de consumo y producción no garantizan la mejora
en el ambiente, la reducción de las emisiones de gases de
efecto invernadero y que los beneficios sociales estén pre-
sentes en corto, mediano y largo plazo.

Bajo estas premisas entonces, la economía verde es la que
mejora el bienestar del ser humano y la equidad social, a la
vez que reduce significativamente los riesgos ambientales y
la depresión ecológica. Se convierte en una herramienta
fundamental para transitar a un desarrollo económico de
baja huella de carbono así como un mecanismo que utiliza
los recursos de forma eficiente siendo además es social-
mente incluyente.

Es de suma importancia remarcar que el concepto de “eco-
nomía verde”, creado por la Organización de la Naciones
Unidas (ONU) en el año 2008, ante la crisis económica
mundial, no sustituye al de “desarrollo sostenible”, sino
que es una ruta a tomar para alcanzarlo. El camino concre-
to no es igual para todos los países, sino que depende de la
situación y perspectivas específicas de cada uno.

La falsa creencia de que los recursos naturales no tienen lí-
mites es la falta de reconocimiento de que la sociedad dis-
pones de bienes y servicios naturales para promover su
bienestar (como agua de ríos, lagos y el subsuelo, benefi-
cios de los ecosistemas agrícolas que resultan en la produc-
ción de alimentos, aire limpio; y una infinidad más) pero
que no retribuye a la naturaleza, ni la provee de los medios
y tiempos necesarios para recuperar o regenerar eso que to-
mó.

Para corregir esta práctica errónea y las consecuencias que
ha provocado, es necesario comprender la importancia de
los bienes y servicios que provee la naturaleza, y el hecho
de que muchos de esos bienes y servicios entran en una di-
námica de mercado que no ha incorporado el costo ni el be-
neficio que tienen para la sociedad el asegurar que la natu-
raleza pueda seguir proporcionando dichos bienes y
servicios.

Reconociendo que los países tienen una gama muy variada
de condiciones sociales, ambientales, económicas y cultu-
rales, resulta evidente que no es posible aplicar un mismo
conjunto de estrategias para lograr transformar una econo-
mía hacia una más respetuosa con el medio ambiente, baja
en emisiones de carbono e incluyente socialmente hablan-
do. Es labor de los gobiernos establecer las condiciones que
consideren necesarias que permitan a su país asegurar en el
corto, mediano y largo plazos, la erradicación de la pobre-
za, la mejora de las condiciones de vida y la conservación
de la naturaleza.

Igualmente, es responsabilidad de los estados definir, apli-
car, promover y coordinar las acciones necesarias dentro
del contexto específico de su país, para llevarlo hacia un
desarrollo sostenible en el plazo más corto posible.

La transición a una economía verde no es un obstáculo pa-
ra el desarrollo y la industrialización, generando condicio-
nes que los puedan atrasar. Por el contrario, una economía
verde está destinada a promover la industrialización basada
en la eficiencia de recursos, asegurando un acceso fiable,
local y asequible a la energía y la tecnología, así como me-
jorar la .eficiencia en el uso de los recursos que podría me-
jorar la competitividad.

Aunque el concepto de economía verde aún no ha sido
adoptado al cien por ciento en sus políticas públicas, Méxi-
co es uno de los países más avanzados en la materia, ase-
guran expertos1. “El gobierno ha hecho muy bien la tarea
de poner en la mesa el tema y de llevarlo a todos los foros
internacionales en los que participa y también de generar
marcos regulatorios y políticas públicas”. “Por otro lado,
las empresas ya han aterrizado esfuerzos muy significativos
y han sido una especie de motor de las iniciativas en la ma-
teria, eso ha hecho que México esté muy adelantado en el
tema, incluso más que naciones desarrolladas y otros países
emergentes”. La vinculación que se ha dado entre el sector
público, privado y las organizaciones no gubernamentales
ha sido fundamental en este proceso.



En función de lo anterior, es que México ha promulgado en
los últimos años diversos ordenamientos legales que preci-
san el cumplimiento de regulaciones en materia ambiental
como la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección
al Ambiente, Ley General de Cambio Climático, Ley Ge-
neral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos,
Ley Federal de Responsabilidad Ambiental entre muchas
otras leyes aplicables a todos los sectores de producción na-
cional de manufacturas. Adicionalmente, se han implemen-
tado diversos Acuerdos Internacionales como el de Basilea
(eliminación de bifenilos policlorados), Estocolmo (elimi-
nación de Compuestos orgánico persistentes, incluyendo a
los bifenilos policlorados), Montreal (eliminación de los
clorofluorocarbonos) y el Protocolo de Kioto (emisiones a
la atmósfera), logrando los objetivos a través de la emisión
y cumplimiento de normas oficiales mexicanas que se deri-
van de estos compromisos internacionales asumidos. Ejem-
plo de esto es que el país ha logrado que en el caso de las
emisiones de gases de efecto invernadero, el promedio
mundial de 4.7 ton C02/per cápita sea 27 por ciento supe-
rior al promedio mexicano de 3.7 ton C02/per cápita2. Hay
países desarrollados como Estados Unidos, Canadá o Aus-
tralia que emiten de 4 a 5 veces más C02/per cápita al año.
México está por debajo de la meta a la que muchos países
desarrollados aspiran para el año 20503.

De acuerdo con lo establecido en el Protocolo de Kioto, por
ser México un país en vías de desarrollo no está obligado a
reducir sus emisiones de bióxido de carbono y sin embargo
contamos hoy con una Ley General de Cambio Climático y
una propuesta de impuestos verdes al consumo de todos los
combustibles fósiles convirtiéndonos en punta de lanza res-
pecto del resto de los países de mundo. Lo anterior ha teni-
do un costo para el país, por ejemplo, el esfuerzo realizado
por la industria ante una política energética basada en el uso
del gas natural representa hoy la importación del 30 por
ciento del volumen de consumo nacional con pérdida de di-
visas por mil 216 millones de dólares en 20124 así como,
paros productivos en la industria nacional ante la falta de un
abasto de gas natural, derivado del incremento de la de-
manda del mismo, siendo esta cifra muy cercana al monto
que se estima recaudar como resultado de la propuesta de
creación del impuesto verde, aún y cuando México es un
país que aporta únicamente el 1.6 por ciento de las emisio-
nes de Gases Efecto Invernadero (GEI) a nivel mundial5.
Adicionalmente la falta de infraestructura para la distribu-
ción del gas natural ha afectado la competitividad e incre-
mentado las emisiones atmosféricas, por la ineficiente dis-
tribución vía terrestre, tal es el caso que solo en el estado de
Texas en los Estados Unidos existe una red de distribución

de 600 mil kilómetros, cuando en nuestro país es de apro-
ximadamente 9 mil kilómetros. La creación de infraestruc-
tura para incrementar políticas de eficiencia energética es
fundamental aportando desarrollo económico y generación
de empleos.

Es indispensable mencionar que las disposiciones me-
dioambientales nacionales no exigen su cumplimiento a los
productos que se importan de otros países y que ingresan al
mercado mexicano. Estamos permitiendo el daño a la salud
del planeta e imponiendo obligaciones a nuestro sector in-
dustrial, pero dejando de lado aquellos países que generan
la mayor cantidad de emisiones de carbono o que no se han
sumado a compromisos internacionales en materia ambien-
tal.

Al momento, México ha firmado doce tratados de libre co-
mercio con 44 países, aunque la mayor presencia tanto en
importaciones como en exportaciones la mantiene con los
Estados Unidos de América. La política comercial mexica-
na combina la apertura unilateral con acuerdos comerciales
preferenciales con socios estratégicos.

México ha tenido grandes beneficios con el comercio exte-
rior, pues ha incidido en prácticamente todas las activida-
des económicas, en la disponibilidad de bienes y servicios
para productores y consumidores, en la variedad y calidad
de las mercancías, y por supuesto, en los precios de los pro-
ductos. También tiene una importante influencia en el em-
pleo, los salarios, la inversión, la productividad y la trans-
ferencia tecnológica. Una virtud adicional del comercio
exterior es que nos obliga a ser más competitivos y a inno-
var permanentemente para estar a la vanguardia. Sin em-
bargo, la participación de nuestro país en el comercio mun-
dial se ha visto afectado por condiciones de poca equidad
en el tratamiento que reciben nuestros exportadores con
respecto a los importadores.

La orientación al comercio exterior fue seguida también
por la mayoría de las naciones, destacando China quien en
noviembre del 2001 fue aceptada como miembro por la Or-
ganización Mundial del Comercio (OMC), y solamente 11
años después, en 2012, exportó a EUA 425.6 mil millones
de dólares.

China, junto con Brasil, Rusia e India, conforman el llama-
do BRIC, que son naciones que han tenido un crecimiento
notable en su economía y en su nivel competitivo en el co-
mercio internacional. Han intensificado sus exportaciones,
a través de instrumentos legales que favorecen las condi-
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ciones para el crecimiento, lo que ha provocado el fortale-
cimiento de sus industrias nacionales.

México venía exportando principalmente manufacturas (75
por ciento), seguidas por combustibles y productos de la
minería (17 por ciento) y productos agropecuarios (6 por
ciento). Estados Unidos continúa siendo el principal inter-
locutor comercial de México, ya que absorbe alrededor de
80 por ciento de sus exportaciones. Otros socios comercia-
les relevantes son la Unión Europea (5 por ciento), Canadá
(4 por ciento), Japón (2 por ciento), China (1 por ciento) y
Brasil (1 por ciento).

Sin embargo, las condiciones económicas mundiales han
venido cambiando de manera relevante en los últimos años,
y las políticas de exportación de países desarrollados y en
vías de desarrollo, como los BRIC, han creado condiciones
de competencia inequitativa, llevando a México a conver-
tirse en país exportador de materias primas e importador de
manufacturas, situación que ha deteriorado la participación
de la producción industrial en el producto interno bruto
(PIB), pasando de 20 por ciento en el 2000 a 17.8 por cien-
to en 2012, mermando así, la capacidad de generar emple-
os.

En los países desarrollados la participación de la industria
como porcentaje del PIB es de 24 por ciento en Japón, 27
por ciento en Brasil, 28 por ciento en Alemania, 37 por
ciento en Rusia y 47 por ciento en China. Cifras muy supe-
riores a las nuestras y a las que debemos aspirar. La pre-
sente iniciativa tiene la convicción de que el libre comercio
y la competencia son buenos para la economía mexicana, al
alentar su productividad y vocación exportadora. México
debe mantener e incrementar su presencia en los mercados
internacionales y también permitir la competencia en el
mercado nacional.

El desarrollo industrial es de trascendente importancia en la
solución de los grandes problemas nacionales y bajo una
visión sustentable es mayormente trascendente; unos de los
principales problemas para México, es la generación de
empleo y son precisamente las industrias, las que según da-
tos de la Secretaría de Economía, aportan 7 de cada 10; es
también en la industria donde se pagan los más altos sala-
rios a trabajadores; se dan los empleos con mayor perma-
nencia, dando el mayor porcentaje de pensionados; se asi-
mila y genera tecnología, aspecto esencial para la mejora en
competitividad y la transición hacia una economía verde; se
da valor agregado a los recursos naturales y es base del cre-
cimiento del consumo nacional interno. México es un país

que necesita crecer a tasas del 6 por ciento para lograr la ge-
neración de empleos que se requieren así como para mejo-
rar sus indicadores nacionales de prosperidad para sus ha-
bitantes.

Muy a pesar de los atributos y cualidades de la industria na-
cional, de las cuales la sociedad mexicana es la receptora de
los beneficios generados, los productores nacionales deben
enfrentar el desafío de las importaciones con elementos co-
mo la calidad de sus productos, sus avances en mejora-
miento del desempeño ambiental tanto desde el punto de
vista de producción como de consumo de productos con
cualidades ambientales que indiquen una disminución en la
huella de carbono a lo largo de su ciclo de vida; pero tam-
bién es preciso señalar que deben tener la garantía de que
se desenvolverán en un mercado con reglas justas.

Recientemente la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
(SHCP), ha emitido una propuesta de Reforma Hacendaria
que incluye la implementación de Bonos de Carbón, a tra-
vés del impuesto a ,la enajenación de ,los combustibles fó-
siles. Establecer impuestos verdes es de suma importancia
para el bienestar de las sociedades, sin embargo es preciso
reconocer el gran esfuerzo de nuestra industria para con-
vertir a México en punta de lanza en el cuidado del am-
biente.

Para lograr lo anterior, la presente Iniciativa propone incluir
a nivel de Ley medidas que permitan una competencia
equitativa entre los productos nacionales y los importados.
Así, proponemos el establecimiento de una arancel verde a
las importaciones, que representa una opción recaudatoria
de ingresos para el Gobierno y que puedan estar direccio-
nados a resolver los grandes rezagos de sustentabilidad en
las poblaciones más vulnerables o marginadas del país; que
permita destinar recursos a los gobiernos locales para reali-
zar acciones de remediación de selvas y bosques, apoyo a
la silvicultura; en general al fortalecimiento de las institu-
ciones responsables de garantizar el derecho a un medio
ambiente sano, que finalmente se traducirá en bienestar so-
cial como lo solicita la reciente reforma al artículo 40 Cons-
titucional en materia de derechos humanos. Se estima que
este arancel verde puede lograr que se alcancen niveles re-
caudatorios equiparables al impuesto verde por el consumo
de los combustibles, dependiendo de las ramas del sector
industrial que se atiendan en materia de competitividad tan-
to ambiental como económica.

México indudablemente ha puesto a trabajar a su industria
en materia ambiental, la creación de todo un marco regula-



torio, no ha sido en vano, por lo que como principio de
equidad, las importaciones con México que no cumplan
con las mismos estándares ambientales para la comerciali-
zación de productos manufacturados en el país, deben ser
gravados con el arancel verde, diferente a las importaciones
que si cumplan con las Normas Oficiales Mexicanas
(NOM) que para el caso expida la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales (Semarnat).

La presente iniciativa considera que la Semarnat debe de
actuar en coordinación con la Secretaría de Economía para
atender las solicitudes de la industria sobre las normas que
deberán de ser integradas al acuerdo que identifica las frac-
ciones arancelarias de la tarifa de la Ley de los Impuestos
Generales de Importación y de Exportación en las que se
clasifican las mercancías sujetas al cumplimiento de las
normas oficiales mexicanas en el punto de su entrada al pa-
ís, y en el de su salida (Identificado normalmente como
Acuerdo de Normas), emitido por esta última dependencia
y requeridas para propiciar la equidad de las importaciones.
Dichas normas podrán referirse a las especificaciones que
deberán de cumplir tanto los productos como los procesos
de transformación.

Como bien se sabe, la normas son un elemento importante
para rediseñar los mecanismos que garanticen la equidad en
el intercambio comercial internacional, tanto las volunta-
rias (NMX) como obligatorias (NOM), mismas que al apli-
carse garantizan la competencia en igualdad de circunstan-
cias, incluyendo temas de calidad del producto y cuidado al
medio ambiente.

Las NOM son regulaciones técnicas de observancia obliga-
toria expedidas por las dependencias normalizadoras com-
petentes, aplicables tantos a los productos nacionales que se
comercializan en el país como los de procedencia extranje-
ra.

Las NOM, las NMX así como otras medidas de diferente
índole permiten impulsar el desarrollo de la economía na-
cional y consecuentemente la generación de empleos así
como alentar un comercio exterior más equitativo, fomen-
tar la protección del medio ambiente y promover que la
competencia en el comercio internacional sea con los mis-
mos estímulos y restricciones para todos.

Aun cuando al día de hoy, la legislación comercial en Mé-
xico especifica en su Ley Federal de Metrología y Norma-
lización (Artículo 53) que cuando un producto o servicio
deba cumplir una determinada norma oficial mexicana, sus

similares a importarse también deberán cumplir las especi-
ficaciones establecidas en dicha norma, es importante des-
tacar que para dar cabal cumplimiento a dicho artículo de-
be iniciarse un procedimiento de modificación a leyes que
propicien el principio de equidad, que además dentro del
esquema de desarrollo económico sustentable, se identifica
un área de oportunidad para obtener recursos bajo un prin-
cipio de fomento y promoción al cuidado de los recursos
naturales y del capital natural que cada país debe salva-
guardar.

La norma una vez incluida en el acuerdo de normas, repre-
senta el instrumento a través de cual se establecen los re-
quisitos ambientales a cumplir por los productos que pre-
tenden ingresarse al país.

Con fundamento en los elementos hasta ahora expuestos, se
realizó un análisis respecto de los aranceles promedio vi-
gentes a las importaciones, relativo a los diferentes sectores
industriales, encontrando la siguiente relación6:
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Como puede apreciarse en la tabla anterior, los alimentos se
consideran estratégicos para la seguridad alimentaria de
nuestra población, asimismo debe ser de carácter estratégi-
co el establecimiento de aranceles a las importaciones co-
mo medio de compensación a las externalidades ambienta-
les derivadas del consumo nacional no generadas en
México.

Estos aranceles, deben de compensar aquellos costos aso-
ciados al cuidado ambiental y legislación a la’ que están su-



jetas las ramas industriales naciona1es; que han invertido
en modernización, son eficiente, competitivas, dan valor
agregado a los recursos naturales y/o participan de forma
importante en la cadena de valor generando crecimiento
económico, empleos, impuestos y evitando la pérdida de
divisas.

Respecto de los aranceles contenidos por sector en la tabla
inmediata anterior, se deduce también que hay sectores in-
dustriales muy vulnerables a las importaciones de produc-
tos similares a los suyos. Revisando cada uno de ellos y sin
dejar de comentar que la presente iniciativa pretende que en
un futuro cercano todos estos sectores vulnerables mues-
tren su nivel de desempeño ambiental frente a sus similares
extranjeros a efecto de ser considerados para la inclusión de
un arancel verde, consideramos que el sector fundición,
hierro, acero y manufacturas, resulta muy relevante del
acuerdo con los siguientes aspectos:

1. El nivel de industrialización de un país se mide por el
nivel de producción de acero. El consumo de acero en
Kilogramos por habitante es de 180, siendo México de
los más bajos a nivel mundial y debiendo alcanzar nive-
les de 400 Kg per cápita en el 2030 como se encuentran
los países desarrollados.

2. La importancia del sector siderúrgico en México den-
tro de la actividad económica se refleja en una partici-
pación promedio del 2.4 por ciento respecto del PIS Na-
cional, con un comportamiento cíclico directamente
proporcional al crecimiento de este indicador. Por otro
lado, la siderurgia contribuye con 7.7 por ciento del PIS
Industrial.

3. Por lo que se refiere a la Industria Manufacturera, en
ocho años el PIS siderúrgico creció nueve puntos por-
centuales del PIS manufacturero, para representar en
2008 un 17.6 por ciento de ese indicador. Situación que
cambió radicalmente a partir de la crisis del 2008-2009,
hasta ubicarse en 2012 en 15.2 por ciento con una recu-
peración cíclica que va en promedio de 0.4 por ciento de
crecimiento anual post-crisis. El consumo de acero se
encuentra en desaceleración al contrario de la tendencia
de las importaciones por ejemplo de China que continú-
an creciendo.

4. Estimación de evasión fiscal. Durante el periodo ene-
ro-agosto de 2013 se importaron (definitiva y temporal-
mente) 42 mil toneladas de productos de acero en un 30
por ciento por debajo del precio de alerta (hasta sep-

tiembre 2013), lo cual representa un valor total posible-
mente no declarado 11 millones de dólares, estimando
así una evasión de IV A e IGI de 27 millones de pesos
contra el fisco, a lo cual se debe sumar el no pago de las
cuotas compensatorias7.

5. El precio del acero ha tenido una caída del 30 por
ciento en el precio en los últimos dos años, esta dismi-
nución no se ha visto reflejada en los precios de las ma-
nufacturas como carros y electrodomésticos. El acero
solo afecta al 1.6 por ciento de la canasta básica.

6. Es un sector estratégico a nivel nacional, básicamen-
te por ser el pilar del desarrollo económico nacional y
regional y el inicio de múltiples cadenas productivas.

7. Canacero estima que la industria metálica básica y de
productos metálicos genera más de 120 mil empleos di-
rectos y 600 mil indirectos, que son empleos bien remu-
nerados, muy por encima de la media manufacturera de
salarios promedio mensuales.

8. La industria siderúrgica tiene presencia prácticamen-
te en todo el país y en 11 estados de la República se pro-
duce acero líquido, destacando: Coahuila, Michoacán,
Nuevo León, Guanajuato y Veracruz cuya producción
combinada representa 80.5 por ciento del total nacional.

9. El acero ha tenido avances tecnológicos importantes
como es la invención de tecnología propia Como el pro-
ceso HYL patentado en México y que entre otros facto-
res, permite reducir las emisiones lo cual comparado con
el resto del mundo:

10. La industria siderúrgica mexicana ha invertido más
de 12 mil millones de dólares en modernización y cum-
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plimiento de los estándares ambientales, reduciendo en
un 22 por ciento el consumo de energía por tonelada pro-
ducida.

11. La Siderurgia emite solo el 3 por ciento del bióxido
de carbono del país. Las emisiones promedio por tone-
lada producida a nivel mundial son 39 por ciento mayo-
res que el promedio nacional.

12. Los procesos siderúrgicos optimizan su consumo
energético a través de procesos de reciclado de chatarra.
El acero es el material más reciclado del planeta, con
una tasa promedio de reciclaje de un 34 por ciento, se-
gún las estadísticas del 1151 (lnternational Iron and Ste-
el Institute). No sólo sus productos se reciclan, sino que
también los residuos sólidos se procesan para poder re-
cuperar otros metales como el zinc. Además, millones de
toneladas de hierro y de acero son retiradas del flujo de
residuos, debido a las características magnéticas del ace-
ro, haciendo más fácil su separación.

13. Cifras de la Canacero, señalan que el 37 por ciento
de la producción nacional de acero se realiza a través del
reciclaje de chatarra, monto superior al promedio mun-
dial (26.7 por ciento), lo que reduce el consumo de ma-
terias primas y energía. Por cada tonelada de acero usa-
do reciclado, se ahorra una tonelada y media de mineral
de hierro y unos 500 kilogramos del carbón que se em-
plea para hacer el coque siderúrgico, que es el combus-
tible utilizado en la fabricación de este metal, el consu-
mo de energía disminuye en un 70 por ciento y el uso del
agua, otro recurso natural se reduce en un 40 por ciento.

14. Cabe señalar que más del 90 por ciento de las emi-
siones totales de la industria, siderúrgica mundial son
generadas por los siguientes países: Brasil, China, UE,
India, Japón, Corea; Rusia, Ucrania y Estados Unidos.
De los cuales, Estados Unidos, Japón, Corea y China es-
tán entre los 7 principales exportadores de acero a Mé-
xico.

15. De igual forma, los países del Acuerdo Asia Pacífi-
co (APP: Australia, Canadá, China, India, Japón, Corea
y Estados Unidos) generan más del 50 por ciento de las
emisiones totales de la industria siderúrgica en el Mun-
do, de sus países integrantes Canadá, China, Japón, Co-
rea y Estados Unidos están entre los 7 principales ex-
portadores a México.

Fundamentado en las anteriores premisas, se agrega una
propuesta que reforma a la Ley de los Impuestos Generales
de Importación y de Exportación, a efecto de imponer un
Arancel Verde de 13 por ciento a las importaciones de los
productos contenidos en los capítulos 72 y 73 del artículo 1
de la misma. Este Arancel Verde aplicado únicamente a es-
te sector, generaría recursos por 20 mil millones de pesos
aproximadamente y será referente para iniciar con un pro-
ceso de erradicación de la inequidad de varios productos
mexicanos que hoy en día compiten con importaciones de
baja calidad y alta huella ecológica, por supuesto; indepen-
dientemente de aquellos países con los que tenemos suscri-
tos Tratados de Libre Comercio.

Los productos que provienen de otros países que pretenden
ingresar al mercado nacional, podrán hacerlo previa de-
mostración del cumplimiento de cualquiera de los siguien-
tes numerales y el pago del arancel de 13 por ciento a aque-
llos productos contenidos en las tablas de los capítulos 72 y
73:

I. El país de origen del producto a importarse esté sus-
crito a los Acuerdos Internacionales de Basilea referen-
te a la eliminación de bifenilos policlorados, Estocolmo
referente a la eliminación de compuestos orgánico per-
sistentes, incluyendo a los bifenilos policlorados, Mon-
treal referente a la eliminación de los clorofluorocarbo-
nos y Protocolo de Kioto referente al establecimiento de
límites máximos de emisiones atmósferas durante los
procesos de manufactura, 

II. El país de origen del producto a importarse, tenga a
esta fecha suscrita un TLC con México.

III. El producto a importarse cumpla con los mismos es-
tándares ambientales que la industria nacional, como el
pago al carbón, derivados de convenios o acuerdos in-
ternacionales listados en la fracción I y contenidos en las
normas oficiales mexicanas correspondientes.

En aquellos casos en que un producto cumpla con 19s tres
numerales, se pague impuesto al carbono en su país de ori-
gen, equivalente o mayor al pagado en México y comprue-
be que las emisiones de C02 por tonelada de acero produ-
cida sea igualo menor al nacional, no aplicará el pago de
éste arancel.

Esto permitirá a México contribuir a la responsabilidad que
cada uno de los países en el mundo debe de asumir frente a
estos temas ambientales internacionales tan relevantes.



Para cuantificar el Arancel Verde del 13 por ciento, se uti-
lizó el precio del bono de carbono en el mercado interna-
cional, utilizado también en la propuesta de impuestos a los
combustibles en México de la Reforma Hacendaria equiva-
lente 3.06 U$rron C02. El Anexo técnico de la presente Ini-
ciativa, ilustra el cálculo a través del cual se determinó el
arancel verde para las .importaciones a los productos de
acero.

Es necesario insistir, que el sector siderúrgico se utiliza co-
mo primer ejemplo en materia de impuesto verde por su
compromiso ambiental, reducción de emisiones frente a sus
similares internacionales ya que el promedio internacional
de emisiones es 40 por ciento mayor que el promedio me-
xicano, lo que por sí mismo provoca una importante vulne-
rabilidad frente al comercio internacional; por lo anterior,
entraremos al estudio y revisión de otros sectores para con-
siderar la posibilidad de imponer su propio impuesto verde
bajo las circunstancias específicas de sus competidores en
el exterior.

Adicionalmente, la presente iniciativa propone reformar los
artículos 52 y 53 de la Ley Federal de Metrología y Nor-
malización para que las importaciones cumplan con las
NOM o normas mexicanas que correspondan; además,
cuando no exista NOM, requerir que cumplan con las nor-
mas mexicanas o internacionales a las que están sujetos los
productores nacionales.

Por otra parte, la presente propuesta modifica la fracción V
del artículo 5 de la Ley de Comercio Exterior con el objeto
de otorgar atribuciones a la Secretaría de Economía para es-
tablecer avisos automáticos. Se trata de atribuciones que es-
tando reguladas en la Ley darán seguridad jurídica y garan-
tizarán su permanencia.

Además, propone adicionar a la Ley de Comercio Exterior
dos artículos, el 22 BIS Y 22 Bis 1. El primer artículo pre-
vé la definición de aviso automático como instrumento de
derecho público para fines de registro de las operaciones de
comercio exterior; el segundo párrafo de este numeral dis-
pone que no se pueda realizar trámite de importación y ex-
portación sin el cumplimiento de este requisito; y el tercer
párrafo refiere a la información que deberán contener los
avisos automáticos, con el objeto de dar seguridad jurídica
al particular interesado.

Por su parte, el artículo 22 Bis 1 regula las causales de can-
celación de los avisos automáticos y de los permisos, ya
que en la práctica comercial mexicana se ha podido consta-

tar la realización recurrente y frecuente de conductas que
constituyen fraudes como la indebida clasificación arance-
laria de las mercancías, la evasión fiscal, subvaluación y la
triangulación del origen, entre otras, que afectan el comer-
cio exterior, la economía del país y la estabilidad de la pro-
ducción nacional, por lo que es necesario que la Secretaría
de Economía efectúe una revisión permanente y sistemáti-
ca que con efectividad se aplican  se propone establecer un
certificado especial por el que se demuestre de manera fe-
hacinet de la estadística comercial relativa a mercancías de
los sectores más sensibles y estratégicos.

Para ello, se considera que la revisión estadística se admi-
nistre a través de un aviso automático de importación y que
opere de manera transparente y ágil, según lo establece el
Acuerdo sobre Procedimientos para el Trámite de Licencias
de Importación de la Organización Mundial del Comercio
(GATT de 1994), publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 30 de diciembre de 1994.

Mediante la modificación al artículo 66 de la Ley de Co-
mercio Exterior se propone establecer un certificado espe-
cial por el que se demuestre de manera fehaciente el origen
y procedencia de las mercancías que no deben pagar cuotas
compensatorias y al mismo tiempo evitar que se ‘evada su
puntual cumplimiento, salvo lo previsto en tratados comer-
ciales suscritos por México. Esto, sin menoscabo de que las
autoridades puedan fiscalizar si las mercancías califican pa-
ra ser declaradas como originarias del país mencionado.

Asimismo, se adiciona una fracción XIII al artículo 94 de
la Ley de Comercio Exterior para garantizar el derecho a
presentar el recurso de revocación ante la cancelación de
permisos previos y avisos automáticos.

En congruencia con lo anterior, se adiciona una fracción
XIII al artículo 2 de la Ley Aduanera para definir qué se en-
tiende por aviso automático; además, se propone modificar
la fracción 11 del artículo 44 de la misma Ley, para que la
autoridad aduanera se cerciore del cumplimiento de los avi-
sos automáticos, permisos de importación y certificados es-
peciales en materia de cuotas compensatorias, para hacer
efectivas las modificaciones sustantivas que se proponen a
la Ley de Comercio Exterior. Esta medida probablemente
tenga su mayor impacto con los países que no se tiene un
Tratado de Libre Comercio.

Por otra parte, la presente iniciativa propone reformas a la
Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, a la Ley General de Cambio Climático y a la
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Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos para precisar que los productos a importarse de-
berán de cumplir la regulación en materia ambiental apli-
cable a materias primas, productos, residuos y sus corres-
pondientes procesos de transformación; adicionalmente, se
complementa esta propuesta otorgando las facultades nece-
sarias para su ejercicio a la Semarnat y su coordinación in-
dispensable con Secretaría de Economía para desarrollar la
gestión o proceso de inclusión en el Acuerdo de Normas de
ésta última dependencia. Ambas dependencias deberán de
emitir un procedimiento a través del cual reciba y procese
las solicitudes de la industria, respecto de las normas que
deberán de integrarse al Acuerdo de Normas que propicien
la equidad en las importaciones.

A continuación, se muestra una tabla comparativa de
los ordenamientos que se propone a esta Cámara, mo-
dificar para dar cauce a esta iniciativa:

1. Ley Federal de Metrología y Normalzación

2. Ley de Comercio Exterior
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3. Ley Aduanera

4. Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
del Ambiente
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5. Ley General de Cambio Climático

6. Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos
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El objetivo es beneficiar a los ecosistemas, los recursos na-
turales y a la industria que haya cumplido con los estánda-
res nacionales e internacionales de cuidado al ambiente.

Por lo antes expuesto, se proponen las siguientes:

Iniciativas

Primero. Se reforman, el artículo 52 primer párrafo; y, el
artículo 53 tercer párrafo, ambos de la Ley Federal de Me-
trología y Normalización, para quedar de la siguiente ma-
nera:

Artículo 52. Todos los productos, procesos, métodos, ins-
talaciones, servicios o actividades deberán cumplir con las
normas oficiales mexicanas o normas mexicanas cuando
aplique.

Articulo 53.

…

Cuando no exista norma oficial mexicana, las dependencias
competentes deberán requerir que los productos o servi-
cios a importarse cumplan con las normas mexicanas o
internacionales que les apliquen a los productores na-
cionales.

Cuando en otro país requieran el cumplimiento de nor-
mas o estándares a los productos mexicanos, las autori-
dades nacionales solicitarán el cumplimiento de esos
mismos estándares a los productos a importarse, a tra-
vés de normas oficiales mexicanas.

Segundo. Se reforman, la fracción V del artículo 5; y el pri-
mer párrafo del artículo 66. Además, se adicionan, los artí-
culos 22 Bis y 22 Bis 1, en la sección segunda del capítulo
II; un segundo párrafo al artículo 66; y una fracción XIII al
artículo 94, todos de la Ley de Comercio Exterior, para
quedar de la siguiente manera:

Artículo 50. Son facultades de la Secretaría:

I. a IV. ...

V. Otorgar permisos previos y establecer avisos auto-
máticos y asignar cupos de exportación e importación;

Capítulo II

Sección segunda
Permisos previos, avisos automáticos, 

cupos y marcado de país de origen

22 Bis. Se entiende por avisos automáticos la constancia
o licencia por virtud de la cual las importaciones y ex-
portaciones se sujetan a determinados requisitos e in-
formación, con el objeto de llevar un registro de las ope-
raciones de comercio exterior.

Sin este requisito no se podrán realizar operaciones de
comercio exterior o cuando se actualice lo previsto en el
artículo 22 Bis 1.

Los avisos automáticos podrán contener información
relativa a la fabricación, producción, procesamiento,
uso y calidad de los productos de que se trate, que me-
diante certificaciones expidan las personas físicas o mo-
rales acreditadas para ello, conforme lo dispuesto en es-
ta Ley y las disposiciones reglamentarias aplicables.

22 Bis 1. La Secretaría podrá cancelar los permisos y
avisos automáticos de importación o de exportación en
los siguientes supuestos:

I. Cuando el particular, con motivo del trámite del
permiso previo o aviso automático, presente ante la
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Secretaría documentos o datos falsos, diferentes a los
reales o no reconocidos por su emisor;

II. Cuando el particular no presente ante la Secreta-
ría la información o documentación requerida rela-
cionada con el trámite del permiso previo o aviso au-
tomático otorgados;

III. Cuando se destine la mercancía objeto del per-
miso o aviso automático a un uso o fin distinto de
aquél para el cual se otorgó el permiso previo o aviso
automático de importación o de exportación;

IV. Cuando la Secretaría identifique que las condi-
ciones de la planta o instalaciones del beneficiario del
permiso previo o aviso automático no son las que mo-
tivaron su otorgamiento;

V. Cuando el particular no cumpla con los requisitos
de las normas aplicables que requiere la mercancía
objeto del permiso previo o aviso automático; y

VI. Cuando la Secretaría identifique que en el domi-
cilio de la planta o instalaciones del beneficiario éste
no sea localizado.

En caso de proceder la cancelación de los permisos pre-
vios y avisos automáticos, la Secretaría informará por
medios electrónicos de esta circunstancia a las autori-
dades aduaneras y a los particulares por los medios ofi-
ciales que considere adecuados.

Artículo 66.

Los importadores de una mercancía idéntica o similar a
aquélla por la que deba pagarse una cuota compensatoria
provisional o definitiva no estarán obligados a pagarla si
prueban de manera fehaciente que el país de origen o pro-
cedencia es distinto al de las mercancías sujetas a cuota
compensatoria, mediante un certificado de país de origen
y/o los documentos comerciales que así lo acrediten.

Para los efectos de este artículo la prueba fehaciente del
origen o procedencia de la mercancía se hará mediante
la exhibición de certificados especiales ante la aduana
del despacho que corresponda y conforme a los requisi-
tos previstos en Reglamento o mediante reglas genera-
les, salvo lo previsto en tratados comerciales suscritos
por México.

Artículo 94. El recurso administrativo de revocación podrá
ser interpuesto contra las resoluciones:

I-XII…

XIII. Que cancelen los permisos previos y avisos auto-
máticos de importación o de exportación a que se refie-
re el arto 22 Bis 1.

Tercero. Se adiciona la fracción XIII del artículo 2; y se re-
forma la fracción II del artículo 144 de la Ley Aduanera,
para quedar como sigue:

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se considera:

XIII. Aviso automático, constancia o licencia por vir-
tud de la cual las importaciones y exportaciones se
sujetan a determinados requisitos e información, con
el objeto de llevar un registro de las operaciones de
comercio exterior.

Articulo 144. La Secretaría tendrá, además de las conferi-
das por el Código Fiscal de la Federación y por otras leyes,
las siguientes facultades:

I.

II. Comprobar que en la importación y exportación de
mercancías, la verificación de la exactitud de los datos
contenidos en los avisos automáticos, permisos previos,
certificados especiales en materia de cuotas compensa-
torias, los pedimentos, declaraciones o manifestaciones,
el pago correcto de las contribuciones y aprovechamien-
tos y el cumplimiento de las regulaciones y restricciones
no arancelarias, se realicen conforme a lo establecido en
esta ley.

Cuarto. Se adicionan, una fracción XXII, una fracción
XXIII y se recorre la actual fracción XXII a la fracción
XXIV del artículo 5; y una fracción XVIII al artículo 15; y
se agregan los transitorios correspondientes de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente,
para quedar de la siguiente manera:

Artículo 5o. Son facultades de la federación:

…

XXII. Regular en coordinación con la Secretaría de
Economía, la equidad en las transacciones comercia-
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les internacionales de recursos naturales y manufac-
turas, tanto para los productos como los procesos de
transformación correspondientes así como emitir las
normas ambientales necesarias que propicien la
mencionada equidad. En todo caso, atender las soli-
citudes específicas que en la materia manifieste la in-
dustria.

XXIII. La Secretaría se coordinará con la Secretaría
de Economía para introducir en el acuerdo de normas
emitido por esta última dependencia, las normas ofi-
ciales mexicanas que se derivan del cumplimiento de
los convenios internacionales en materia de bifenilos
policlorados, clorofluorocarbonos y emisiones atmos-
féricas, a efecto de vigilar su cumplimiento en los pun-
tos de ingreso de productos al mercado nacional.

XXIV. Las demás que esta ley u otras disposiciones
legales atribuyan a la federación.

Artículo 15. Para la formulación y conducción de la
política ambiental y la expedición de normas oficiales
mexicanas y demás instrumentos previstos en esta
ley, en materia de preservación y restauración del
equilibrio ecológico y protección al ambiente, el Eje-
cutivo federal observará los siguientes principios:

I. ...

XVIII. Asegurar que los convenios o acuerdos inter-
nacionales establecidos, así como la regulación en
materia ambiental aplicable a materias primas, pro-
ductos, residuos y sus correspondientes procesos de
transformación se cumplan en las transacciones de-
rivadas del comercio internacional.

Transitorios

Primero. La Secretaria en coordinación con la Secreta-
ría de Economía, emitirán el procedimiento señalado en
la fracción XXII del artículo 5, en un plazo máximo de
6 meses siguientes a la publicación de este decreto en el
Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Secretaría deberá de realizar las acciones
necesarias para que en caso de que normas oficiales me-
xicanas relativas al cumplimiento de los convenios in-
ternacionales que hayan perdido vigencia o salido del
catálogo de normas vigentes, puedan regresar al catálo-
go, previo a su inclusión en el Acuerdo de Normas.

Tercero. La Secretaría emitirá convocatoria a unidades
de verificación, laboratorios de pruebas. y organismos
de certificación para realizar la evaluación de la confor-
midad de las normas oficiales mexicanas, que se deriven
de la aplicación de los Convenios Internacionales, así
como desarrollar las gestiones necesarias para estable-
cer los procedimientos de reconocimiento mutuo, de
conformidad con la Ley Federal de Metrología y Nor-
malización.

Quinto. Se adiciona la fracción XXVIII, la fracción XXIX
y se recorre la actual fracción XXVIII a la fracción XXX,
del artículo 7, así como se agregan los transitorios corres-
pondientes, de la Ley General de Cambio Climático, para
quedar de la siguiente manera:

Artículo 7o. Son atribuciones de la federación las si-
guientes:

I. a XXVII. ...

XXVIII. Regular en coordinación con la Secretaría
de Economía, la equidad en las transacciones comer-
ciales internacionales de recursos naturales y manu-
facturas, tanto para los productos como los procesos
de transformación correspondientes así como emitir
las normas ambientales necesarias que propicien la
mencionada equidad. En todo caso, atender las soli-
citudes específicas que en la materia manifieste la in-
dustria.

XXIX. La Secretaría se coordinará con la Secretaría
de Economía para introducir en el Acuerdo de Nor-
mas emitido por esta última dependencia, las normas
oficiales mexicanas que se derivan del cumplimiento
de los convenios internacionales en materia de bifeni-
los policlorados, clorofluorocarbonos y emisiones at-
mosféricas, a efecto de vigilar su cumplimiento en los
puntos de ingreso de productos al mercado nacional.

XXX. Las demás que esta ley y otras leyes le atribu-
yan a la Federación.

Transitorios

Primero. La Secretaria en coordinación con la Secreta-
ría de Economía, emitirán el procedimiento señalado en
la fracción XXII del artículo 5, en un plazo máximo de
6 meses siguientes a la publicación de este Decreto en el
Diario Oficial de la Federación.
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Segundo. La Secretaría deberá de realizar las acciones
necesarias para que en caso de que normas oficiales me-
xicanas relativas al cumplimiento de los convenios in-
ternacionales que hayan perdido vigencia o salido del
catálogo de normas vigentes, puedan regresar al catálo-
go, previo a su inclusión en el Acuerdo de Normas.

Tercero. La Secretaría emitirá convocatoria a unidades
de verificación, laboratorios de pruebas y organismos
de certificación para realizar la evaluación de la confor-
midad de las normas oficiales mexicanas, que se deriven
de la aplicación de los Convenios Internacionales, así
como iniciar las gestiones necesarias para establecer los
procedimientos de reconocimiento mutuo, de conformi-
dad con la Ley Federal de Metrología y Normalización.

Sexto. Se reforma la fracción XIII y XIV del artículo 7, y
se agregan los artículos transitorios correspondientes, de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de Resi-
duos, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 7. Son facultades de la Federación:

XIII. Autorizar la importación, exportación o tránsi-
to de residuos peligrosos por el territorio nacional, de
acuerdo con lo previsto en esta Ley así como regular
en coordinación con la Secretaría de Economía, la
equidad en las transacciones comerciales internacio-
nales de recursos naturales y manufacturas, tanto
para los productos como los procesos de transforma-
ción correspondientes así como emitir las normas
ambientales necesarias que propicien la mencionada
equidad. En todo caso, atender las solicitudes especí-
ficas que en la materia manifieste la industria.

Transitorios

XIV. La Secretaría se coordinará con la Secretaría de
Economía para introducir en el Acuerdo de Normas
emitido por esta última dependencia, las normas ofi-
ciales mexicanas que se derivan del cumplimiento de
los convenios internacionales en materia de bifenilos
policlorados, clorofluorocarbonos y emisiones atmos-
féricas, a efecto de vigilar su cumplimiento en los
puntos de ingreso de productos al mercado nacional.

Transitorios

Primero. La Secretaria en coordinación con la Secreta-
ría de Economía, emitirán el procedimiento señalado en

la fracción XXII del artículo 5, en un plazo máximo de
6 meses siguientes a la publicación de este Decreto en el
Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Secretaría deberá de realizar las acciones
necesarias para que en caso de que normas oficiales me-
xicanas relativas al cumplimiento de los convenios in-
ternacionales que hayan perdido vigencia o salido del
catálogo de normas vigentes, puedan regresar al catálo-
go, previo a su inclusión en el Acuerdo de Normas.

Tercero. La Secretaría emitirá convocatoria a. unidades
de verificación, laboratorios de pruebas y organismos
de certificación para realizar la evaluación de la confor-
midad de las normas oficiales mexicanas, que se deriven
de la aplicación de los Convenios Internacionales. Así
como iniciar las gestiones necesarias para establecer los
procedimientos de reconocimiento mutuo, de conformi-
dad con la Ley Federal de Metrología y Normalización.

Séptimo. Se modifican los capítulos 72 y 73 del artículo I
de la Ley de los Impuestos Generales de Importación y de
Exportación, relativos a la fundición hierro y acero, a efec-
to de imponer un arancel del 13 por ciento a los productos
indicados en dichos capítulos.

Artículo 1. ...

Los productos que provienen de otros países que pre-
tenden ingresar al mercado nacional, podrán hacerlo
previa demostración del cumplimiento de cualquiera de
los siguientes numerales y el pago del arancel de 13 por
ciento a aquellos productos contenidos en las tablas de
los capítulos 72 y 73:

IV. El país de origen del producto a importarse esté
suscrito a los Acuerdos Internacionales de Basilea re-
ferente a la eliminación de bifenilos policlorados, Es-
tocolmo referente a la eliminación de Compuestos or-
gánico persistentes, incluyendo a los bifenilos
policlorados, Montreal referente a la eliminación de
los clorofluorocarbonos y Protocolo de Kioto referen-
te al establecimiento de límites máximos de emisiones
atmósferas durante los procesos de manufactura,

V. El país de origen del producto a importarse, tenga
a esta fecha suscrito un TLC con México.

VI. El producto a importarse cumpla con los mis-
mos estándares ambientales que la industria nacio-
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nal, como el pago al carbón, derivados de convenios
o acuerdos internacionales listados en la fracción I y
contenidos en las normas oficiales mexicanas corres-
pondientes. 

En aquellos casos en que un producto cumpla con los
tres numerales, se pague impuesto al carbono en su país
de origen, equivalente o mayor al pagado en México y
compruebe que las emisiones de CO2 por tonelada de
acero producida sea igual o menor al nacional, no apli-
cará el pago de éste arancel.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1. PNUMA, 2013

2. U.S. Department of Energy, 2012 

3. U.S. Department of Energy, 2012

4. Anuario Estadístico PEMEX 2013

5. Quinta Comunicación, Semarnat 2012.

6. Ley de los impuestos Generales de Importación y de Exportación

7. Cámara Nacional de la Industria del Hierro y del Acero (CANACE-
RO), perfil de la industria siderúrgica 2012

Dado en el salón de sesiones, a 17 de octubre de 2013.— Senadores:
Silvia Guadalupe Garza Galván, Luis Fernando Salazar Fernández,
Daniel Ávila Ruiz (rúbricas).»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Túrnese
a las Comisiones Unidas de Economía y de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen, y a la Comisión de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, para opinión.

Pido a la Secretaría dar lectura a los resolutivos del acuer-
do de la Mesa Directiva, por el que se proponen las reglas
básicas para el desarrollo de la discusión y votación de los
dictámenes con proyecto de decreto que expide, reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones legales que in-
tegran el paquete económico 2014.

REGLAS BASICAS PARA EL DESARROLLO 
DE LA DISCUSION Y VOTACION DE LOS 

DICTAMENES DEL PAQUETE ECONOMICO 2014

La Secretaria diputada Angélica Carreño Mijares: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— LXII
Legislatura.— Cámara de Diputados.— Mesa Directiva

Acuerdo de la Mesa Directiva por el que se proponen las
reglas básicas para el desarrollo de la discusión y votación
de los dictámenes con proyecto de decreto que expide, re-
forman, adicionan y derogan diversos ordenamientos lega-
les que integran el Paquete Económico 2014.

En el marco de lo dispuesto por los artículos 20 numerales
1 y 2 incisos a), b) y d) de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; y 104, 109,
110, 111 y 112 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
y

Considerando

I. Que en el marco de lo establecido en el artículo 74 frac-
ción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, el 8 de septiembre del año en curso, el Ejecu-
tivo federal presentó el conjunto de proyectos e iniciativas
que integran el Paquete Económico para el Ejercicio Fiscal
2014.

II. Que las Comisiones de Hacienda y Crédito Público, de
Presupuesto y Cuenta Pública, y de Salud, se avocaron al
análisis y estudio de los proyectos e iniciativas que fueron
turnadas con objeto de emitir los dictámenes correspon-
dientes y remitirlos con oportunidad al Pleno de la Cáma-
ra, para que éste cumpla con los términos que refiere el ar-
tículo 42 fracción IV de Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, para lo cual realizaron los
trabajos técnicos y obtuvieron los consensos necesarios
tanto con las autoridades hacendarias como con los gru-
pos parlamentarios, para aprobar diversos proyectos de
decreto.

III. Que este órgano de gobierno, considerando lo anterior,
así como la importancia que reviste para el país la aproba-
ción de las normas que regularán el marco económico para
el año fiscal 2014, estima pertinente que en el ámbito de
sus atribuciones así como en lo dispuesto en la normativi-
dad invocada relativa a las discusiones y votaciones en el
Pleno, se promueva un método de debate dinámico y ágil
que permita las mejores condiciones para su desahogo.
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IV. Que derivado de lo anterior, esta Mesa Directiva reali-
zó las consultas necesarias con la Junta de Coordinación
Política a fin de contar con su anuencia para establecer las
normas que regulen la discusión de los dictámenes en co-
mento, misma que fue obsequiada.

Por lo antes expuesto, se somete a consideración del Pleno,
la aprobación de las siguientes:

Reglas básicas para el desarrollo de la discusión y vota-
ción de los dictámenes con proyecto de decreto que ex-
pide, reforman, adicionan y derogan diversos ordena-
mientos legales que integran el Paquete Económico
2014.

Primero. El objeto único de las presentes reglas es normar
el desarrollo de la discusión y votación de los dictámenes
con proyecto de decreto que expide, reforman, adicionan y
derogan diversos ordenamientos legales que integran el
Paquete Económico de 2014.

Segundo. Los dictámenes serán del conocimiento del Ple-
no en el momento que sean publicados en las pantallas
electrónicas de las curules en el salón de sesiones así como
en la versión de Internet de la Gaceta Parlamentaria, y po-
drán ser incorporados al orden del día de la sesión en que
se presente, recibir dispensa de trámites y someterse a dis-
cusión y votación de inmediato.

Si hubiere voto particular, se estará a lo dispuesto en los ar-
tículos 90 y 91 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Tercero. En caso de que la Mesa Directiva reciba los dic-
támenes y el Pleno no se encuentre sesionando, dispondrá
su publicación inmediata en la Gaceta Parlamentaria y su
difusión en la página de Internet de la Cámara Diputados,
lo cual surtirá efectos de declaratoria de publicidad.

Cuarto. La discusión en lo general y en lo particular se
desarrollará de la siguiente manera:

1 Para fundamentar el dictamen a nombre de la comi-
sión dictaminadora, hará uso de la palabra hasta por diez
minutos el presidente de la misma o quien dicho órgano
designe.

II. Un integrante de cada grupo parlamentario, en orden
ascendente, podrá disponer de hasta cinco minutos para
exponer su postura. El orador no podrá ser interrumpido
por moción de cuestionamiento.

III. Posteriormente, el presidente integrará una lista de
oradores para hablar en contra o en pro, hasta por tres
minutos cada intervención, pudiendo registrar hasta tres
oradores en cada sentido.

Al concluir, el presidente consultará si se encuentra su-
ficientemente discutido, para pasar a la votación en lo
general de los artículos no impugnados.

En caso de no estar suficientemente discutido, podrá ha-
blar un orador en contra y otro en pro, posteriormente se
repetirá la consulta y así sucesivamente.

Al término de la discusión se procederá a votar el dicta-
men en lo general.

IV. Una vez aprobado el dictamen en lo general, se dará
paso a la discusión en lo particular.

V. Las reservas tendrán que presentarse exclusivamente
por escrito ante la Secretaría de la Mesa Directiva du-
rante la discusión del dictamen en lo general, que ini-
ciará cuando la comisión presente su fundamentación y
concluirá al término de la fijación de posiciones de los
grupos parlamentarios; después de este momento no se
recibirá reserva alguna.

VI. Todas las propuestas de modificación o de adición
a los artículos considerados en el proyecto de decreto
deberán entregarse a la Mesa Directiva en hoja mem-
bretada, sin tachaduras ni enmendaduras, firmadas por
su autor o autora. De ninguna manera se admitirán re-
servas manuscritas o en fotocopia de la Gaceta Parla-
mentaria.

El autor o autora deberá entregar la reserva de manera
individual, precisando lo siguiente:

a. Artículo del decreto que se reserva.

b. Ley a que se refiere.

c. El artículo, párrafo, fracción y/o inciso que se mo-
difica.

d. En los casos en que la ley reservada se encuentre re-
ferida en otro artículo del decreto, se deberá señalar
con toda claridad si tiene o no, impacto correlativo.
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De preferencia cada reserva deberá señalar el texto
contenido en el dictamen así como el texto propuesto
(a manera de cuadro comparativo).

VII. La Mesa Directiva únicamente registrará para su
discusión las reservas integradas debidamente y deberá
rechazar el registro de las que no satisfagan lo estable-
cido en el presente acuerdo.

VIII. La presentación, discusión y votación de las reser-
vas, se organizará como lo defina la Mesa Directiva in-
formando al Pleno de su resolución, y se desahogarán de
la siguiente manera:

1. Para presentar la reserva, el proponente hará uso de
la palabra hasta por tres minutos, concluida la presen-
tación, el presidente consultará en votación económica
a la Asamblea si se admite a discusión.

a. En caso negativo se tendrá por desechada.

b. En caso de aceptarse, podrán hablar un orador a fa-
vor y otro en contra, hasta tres minutos por interven-
ción.

Una vez concluidas las intervenciones correspon-
dientes, la Presidencia consultará al Pleno, en vota-
ción económica, si se acepta la reserva; si la respues-
ta fuera negativa, se tendrá por desechada, pero si
fuera afirmativa, se tendrá por aceptada.

2. Al finalizar la discusión de las reservas correspon-
dientes, la Mesa Directiva determinará los momentos
en que se realizará la votación nominal en conjunto de
los artículos correspondientes, tanto modificados por
la Asamblea como en los términos del dictamen, así
hasta terminar con todas las reservas.

3. Cuando hubiere duda fundada sobre el resultado de
una votación económica, a juicio de la Presidencia, se
procederá a votación nominal.

Quinto. En el desarrollo de la sesión, la Mesa Directiva
podrá determinar las formas que puedan adaptarse en los
debates, discusiones y deliberaciones para el adecuado de-
sarrollo de la sesión.

Sexto. Concluida la discusión en lo general y lo particular,
la Mesa Directiva instruirá la aplicación del artículo 93 del
citado Reglamento, a efecto de garantizar en el texto de las

minutas que se remitan al Senado de la República quede
plasmada la voluntad del Pleno.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 17 días de octubre de 2013.—
Diputados:  Ricardo Anaya Cortés, Presidente; José González Morfín,
Francisco Agustín Arroyo Vieyra, Aleida Alavez Ruiz, Maricela Veláz-
quez Sánchez, vicepresidentes; Angelina Carreño Mijares, Xavier
Azuara Zúñiga, Ángel Cedillo Hernández, Javier Orozco Gómez, Me-
rilyn Gómez Pozos, Magdalena del Socorro Núñez  Monreal, Fernan-
do Bribiesca Sahagún, secretarios (rúbricas).»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Muchas
gracias. Está a discusión. Tiene el uso de la palabra el se-
ñor diputado Manuel Huerta Ladrón de Guevara, para ha-
blar en contra.

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Gueva-
ra: Hoy es muy importante lo que vamos a debatir, por eso
no le veo el caso a las chicanadas legislativas.

Miren, conforme al artículo 20 de la Ley Orgánica del Con-
greso de los Estados Unidos Mexicanos la Mesa Directiva
conduce las sesiones de la Cámara —subrayo— garanti-
zando que los trabajos legislativos prevalezcan en lo dis-
puesto en la Constitución y la ley.

En el acuerdo que se propone se establecen requisitos for-
males adicionales para la presentación de reservas —punto
cuarto, fracción VI, del acuerdo que se presenta y que ya
aquí leyeron— donde las reservas tendrán que presentarse
exclusivamente por escrito ante la Secretaría y todas las
propuestas de modificación deberán entregarse en hoja
membretada, etcétera, etcétera.

Formalismo que no tiene otra finalidad que la de obstruir
nuestro derecho a opinar sobre el dictamen que se presen-
ta. Se apresura el procedimiento para la dispensa de trámi-
tes y se obstruye el derecho para reservar disposiciones que
no atendieron a los principios básicos de publicidad, para
el conocimiento de los mismos.

Se violenta la publicidad que señala el artículo 97 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, publicación en la
Gaceta a más tardar a las 22 horas del día anterior.

Aún más, en el artículo 109, párrafo tres, del Reglamento
se establece el derecho para presentar reservas durante la
discusión del dictamen que se presentó como resultado de
la modificación al orden del día, que fue publicado el día
de ayer en la Gaceta Parlamentaria.
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Pediría a la Presidencia que en una moción de ilustración,
se diera lectura al párrafo tres del artículo 109 del Regla-
mento de la Cámara, por favor.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Proceda
la Secretaría, en los términos en que lo solicita el diputado
Huerta Ladrón de Guevara.

La Secretaria diputada Angelina Carreño Mijares: Las
reservas tendrán que presentarse por escrito antes del inicio
de la discusión del dictamen y se registrarán ante la Secre-
taría, salvo que se discuta un dictamen como resultado de
la modificación al orden del día, en cuyo caso las reservas
se presentarán en el transcurso de la discusión en lo parti-
cular.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Gracias.

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Gueva-
ra: Chicana. Al aprobar hoy en el orden del día, que no fue
publicado con antelación que refiere al Reglamento, esto es
su publicación a las 22 horas del día anterior.

En consecuencia, la inclusión de las leyes del paquete pre-
supuestal o fiscal debe considerarse, para efectos de las re-
servas, en los términos del artículo 109, párrafo tres. Esto
es, admitir las reservas durante la discusión del dictamen
que se presenta sobre leyes que hoy mismo se conocen.

Con ello se violenta el derecho de los diputados que pre-
tendan ejercer su derecho para opinar a través de la reser-
va. Derechos contenidos en el artículo 6, fracciones II y X
del mismo Reglamento.

Artículo 6 —y nada más voy a leer la fracción X—: Parti-
cipar en los debates, votaciones y cualquier otro procedi-
miento parlamentario para el que se encuentre facultado.

La Mesa Directiva violenta el artículo 285 del Reglamento
de esta Cámara. Se modifica una disposición del Regla-
mento que requiere la aprobación de la mayoría calificada.
Reglas de procedimiento contenidas en el Reglamento que
no pueden modificarse a través de acuerdo parlamentario.

Ya no voy a pedir que lo lean, porque sabemos un poco la
tendencia que está ocurriendo el día de hoy, de cómo los
arreglaron a partir del Pacto por México para votar o, en el
mejor de los casos, abstenerse para aprobar estos impues-
tos tan lesivos a toda la población de México.

Porque sabemos que la prisa por aprobar el paquete fiscal
por encima de los principios constitucionales en materia de
impuestos no solo violenta las reglas de esta Cámara, sino
que exhibe la demagogia de los discursos de legalidad y
democracia que ustedes presentan en esta tribuna.

El discurso que pronuncian no puede engañar a más mexi-
canos. Exijo congruencia a la Mesa Directiva y, en conse-
cuencia, el retiro del procedimiento legislativo sumario y
ex profeso que se presenta a este pleno, y acatar lo dis-
puesto en el Reglamento de esta Cámara. Dejo en la Se-
cretaría mi propuesta para que se vote y, evidentemente,
decirles que ojalá regresen a la legalidad.

Señor presidente, estoy muy de acuerdo con usted que no
necesitamos cálculo político y hacer chicanadas para ser
retrógradas en lo que le vamos a hacer, ustedes, los que van
a votar a favor de estas leyes en contra del pueblo de Mé-
xico, y que ustedes mismos en corto, por ahí andan dicien-
do que ni están de acuerdo. Pero la política de la línea que
se impone en este país por el presidente que está lastiman-
do a los mexicanos ustedes la van a acatar. Y a los que se
las han llevado con el dichoso pacto contra México, aun-
que demagógicamente los del PAN digan que no están de
acuerdo, en el fondo saben que es disciplina, porque lo que
les urge es aprobar la reforma energética.

Por eso aquí van a ser omisos, no le van a querer entrar al
debate. Van a pensar que no es, pero si lo hacen van a estar
actuando contra la ley. Por eso pido que se rectifique y de-
jen que los mexicanos ya no piensen que este Congreso es
un mercado, es un vodevil, es un tianguis, es un antro, co-
mo dicen por ahí.

Voy a culminar. Porque ustedes dicen: sí, los mexicanos,
afuera, en la calle, dicen que esto es un antro, es un vode-
vil, es un mercado, es un tianguis. Ahí van y se venden los
diputados al mejor postor. Dicen que no hay cabilderos, no
se puede ni entrar, hay la voracidad de los que están atrás
de ustedes cilindrándolos para cobrar impuestos en contra
del pueblo de México.

Pido que mi propuesta se vote y eliminen la fracción VI,
VII y VIII del punto cuarto de la propuesta que ustedes es-
tán haciendo. Es cuanto.

Ojalá el día de hoy se actúe con dignidad en este Congreso
y usted, presidente, que es tan joven, se ciña a lo que dice
la ley. Es cuanto.
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El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Gracias,
diputado Huerta. Consulte la Secretaría a la asamblea, en
votación económica, si se acepta a discusión la modifica-
ción presentada por el diputado Manuel Huerta Ladrón de
Guevara.

La Secretaria diputada Angelina Carreño Mijares: En
votación económica se pregunta si se acepta a discusión la
modificación presentada por el diputado Manuel Huerta
Ladrón de Guevara. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y
los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Señor presidente, mayoría por la negativa.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: No se
admite a discusión. Tiene el uso de la palabra, también pa-
ra hablar en contra, el señor diputado Ricardo Monreal
Ávila.

El diputado Ricardo Monreal Ávila: Ciudadano presi-
dente, ciudadanos legisladores, el día de ahora, el día de
hoy, será una larga discusión. Nosotros estamos preparados
con argumentos y razones, para demostrarles que las dis-
posiciones que están por aprobar caminarán en detrimento
de la población, en perjuicio de la nación, del pueblo. Nos
bastan razones. Y por eso, en un clima de seriedad, quere-
mos hacerlo.

Nos parece que el discurso del estado de derecho y de la le-
galidad suena hueco, es vacío, cuando se cometen este tipo
de tropelías en la Cámara, como el contenido en la pro-
puesta de acuerdo de los órganos de gobierno sobre el di-
seño y el funcionamiento de esta sesión.

Quiero expresarles que simple y sencillamente con este
acuerdo se viola la Ley Orgánica y se viola el Reglamento.
No se puede permitir. Lo único que estamos pidiendo es
que se observe el Reglamento, que se aplique el Regla-
mento. Porque, solo les voy a mencionar tres artículos, el
97, el 104 y el 109 del Reglamento. En cada uno de ellos
se establece un mecanismo de discusión en el caso de que
haya modificaciones o discusiones en contra del proyecto
de dictamen que en ese momento se está deliberando, y en
reservas también hay un mecanismo que establece el Re-
glamento.

Les pregunto, ¿por qué tenemos que inventar? ¿Por qué te-
nemos que aprobar reglas especiales para esta sesión, cuan-
do el Reglamento las previene? No hay que inventar. Pero,

además, en materia de jerarquía de leyes, el acuerdo que
ustedes pueden aprobar está por debajo del Reglamento y
está por debajo de la Ley Orgánica y, por supuesto, de la
Constitución. No queremos otra cosa más que se respete la
ley, se respete el ordenamiento.

Porque miren, en este mecanismo que se está proponiendo
para aprobación de esta Cámara se disminuye el tiempo de
discusión de cinco a tres minutos y se disminuye el tiempo
y el número de oradores en contra y también en las reser-
vas. Pero, en todo caso, aunque ustedes aprobaran este me-
canismo extraordinario, me sometería cuando me toque ha-
cer uso de la palabra a lo que establece el Reglamento y el
presidente no podrá evitar que exija que se aplique el Re-
glamento; porque —repito— en materia de jerarquía de le-
yes, un acuerdo está por debajo del Reglamento.

Los acuerdos normalmente se aprueban cuando hay ausen-
cia de regulación jurídica. En este caso no hay ausencia de
regulación jurídica, lo único que se intenta hacer de mane-
ra —lo digo con toda seriedad— absurda es restringir al
número de oradores y restringir el tiempo para poder argu-
mentar nuestras razones por las cuales no estamos a favor
de una determinada ley o de un determinado artículo.

Por esa razón, hago un llamado a los legisladores simple y
sencillamente para respetar el Reglamento. No hagamos
cosas que aparentemente son buenas pero que resultan con-
tradictorias con la ley. Puede ser impugnada la ley al no ob-
servarse estrictamente el principio de legalidad al que to-
dos debemos sujetarnos.

Será una larga travesía, una noche prolongada y quisiera
que todos pudiésemos respetar la ley. Porque nosotros lo
hemos dicho, no estamos en favor de este atraco fiscal y
queremos argumentar con razones suficientes porqué esta-
mos en esta posición. Presidente, por su tolerancia, muchas
gracias.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Gracias
a usted, señor diputado, don Ricardo Monreal Ávila. Tam-
bién para hablar en contra tiene el uso de la palabra el se-
ñor diputado Ricardo Mejía Berdeja.

El diputado Ricardo Mejía Berdeja: Presidente, si algo
tenemos que reconocer en su conducción parlamentaria ha
sido que es una gente escrupulosa del derecho, que es una
gente tolerante, que es una gente que ha sabido dar cauce a
la pluralidad legislativa. Nos llama la atención que ahora
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cuando se discute un tema de esta relevancia, que es el pa-
quete fiscal —la mal llamada reforma hacendaria— venga
un retroceso de este tamaño.

Un acuerdo que parece inocente, pero que en realidad es
poner una camisa de fuerza a la deliberación parlamentaria.
Por eso estamos en contra, porque además va a contrapelo
de lo que establece el Reglamento.

El artículo 104 permite que la discusión en lo particular sea
de seis oradores en pro y seis en contra y que cada quien fi-
je su posición hasta cinco minutos. Y aquí se reduce el
tiempo a tres minutos y se establecen únicamente tres ora-
dores. Las reservas, en los artículos 109 y 110, son de cin-
co minutos y pueden inscribirse hasta tres oradores en un
sentido o en otro. Y aquí se está dejando solamente uno a
favor y otro en contra.

Desde el origen de la tributación, particularmente en Nor-
teamérica, el tema de la representación parlamentaria está
ligado al tema de los impuestos. Decían los representantes
de las 13 colonias —que al final se emanciparon de la co-
rona inglesa— que no hay impuestos sin representación. Y
la representación no puede estar sujeta a una camisa de
fuerza, que además tienda a la ilegalidad.

Por eso, presidente, le hacemos un llamado a que haya una
reconsideración. Que se retire este proyecto y que nos va-
yamos directamente a lo que disponen el Reglamento y la
Ley Orgánica del Congreso. No necesitamos este tipo de li-
mitaciones, este tipo de cerraduras, este tipo de murallas
para la discusión parlamentaria.

¿A qué se teme? ¿A que haya un debate prolongado en
cuanto a la reforma hacendaria? ¿A qué se teme? ¿A que se
discuta cada uno de los dictámenes a fondo? Son impues-
tos para los ciudadanos y nosotros, en Movimiento Ciuda-
dano, reiteramos: Vamos en contra de esta reforma hacen-
daria que es abusiva, que es terrorista y que daña a millones
de mexicanos.

Queremos decir cada uno de nuestros argumentos. No que-
remos limitaciones. Si nos va a dar aquí todo el día y toda
la noche y el día de mañana, nos va a seguir dando, porque
defender a millones de mexicanos no es un asunto de com-
placencias, no es un asunto de comodidades, no es un asun-
to de agendas personales, no es un asunto de itinerarios.

Por eso le pedimos respetuosamente, presidente, que siga
haciendo honor a esta conducción atinada que ha tenido y

este proyecto se retire y demos paso a la discusión con las
dos herramientas que tenemos el Reglamento y la Ley Or-
gánica del Congreso. Es cuanto.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Muchas
gracias, señor diputado don Ricardo Mejía Berdeja. Agota-
da la lista de oradores, consulte la Secretaría a la asamblea,
en votación económica, si es de aprobarse.

La Secretaria diputada Angelina Carreño Mijares: En
votación económica se pregunta a la asamblea si se aprue-
ba. Las diputadas y diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y diputados que estén
por la negativa. Señor presidente, mayoría por la afirmati-
va.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Aproba-
do. Comuníquese. 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Ini-
ciativa que reforma los artículos 55, 82, 91 y 95 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar, del Grupo
Parlamentario del PAN

Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar, diputado de la LXII Le-
gislatura del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, en ejercicio de la facultad conferida en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 6o., fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno de esta soberanía, la iniciativa con proyecto de
decreto por virtud del cual se reforma los artículos 55, 82,
91, 95 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos,  a fin de hacer obligatorio el requisito de la
prueba de antidoping para cargos de elección popular, con
base en la siguiente

Exposición de Motivos

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se establece en su artículo 39 que: “la soberanía nacio-
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nal reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo po-
der público dimana del pueblo y se instituye para beneficio
de éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable dere-
cho de alterar o modificar la forma de su gobierno”.

La soberanía etimológicamente significa lo que está por en-
cima o sobre todas las cosas, de super-sobre y omnia-todo,
esto es, el poder que esta sobre todos los demás poderes.1

La soberanía en razón de su naturaleza debe ser depositada
en una persona o en un grupo de personas, para la cual, pre-
viamente y para ser designados  depositarios de la misma,
se hace necesario recurrir al sufragio o elecciones.2

El pueblo delega ese poder soberano en sus representantes-
diputados y senadores- ante la imposibilidad práctica de
que él mismo lo realice para beneficio de sus integrantes, a
estos representantes se les debe de exigir toda la responsa-
bilidad que adquieren.

Por lo que entonces si el país está a cargo de estos deposi-
tarios de la soberanía para llevar a cabo las riendas del pa-
ís, y que por tanto deciden el futuro de México, por ende,
no puede recaer en personas que no cuenten con las aptitu-
des necesarias para asumir el cargo que ocupan, que padez-
can de una adicción que les imposibilite cumplir de mane-
ra adecuada con esta gran responsabilidad.

Es por esta razón, que se hace imperativa la necesidad de
supervisar el estado mental de quienes ocupen estos cargos,
debe de existir compromiso y responsabilidad en su actuar,
situación que no se logra cuando una persona padece de una
adicción a las drogas.

Según datos de la Comisión Nacional contra las Adiccio-
nes, la enfermedad de la adicción representa un problema
cuyo control va mas allá de la simple voluntad de dejar de
consumir, modifica el comportamiento de los enfermos y
los predispone a la inadecuada toma de decisiones en dife-
rentes áreas de su vida.3

Desde la perspectiva psicológica y neurológica, la adicción
es un trastorno de una cognición alterada. Las regiones y
los procesos cerebrales que se involucran en el consumo de
sustancias, se traslapan de forma extensiva con aquellos
que se encuentran involucrados con las funciones cogniti-
vas esenciales como son el aprendizaje, la memoria, aten-
ción, razonamiento y el control de impulsos 

Por lo tanto, no es posible que una persona que padezca es-
te tipo de consecuencias físicas y cognoscitivas y que aspi-
ra a un cargo de elección popular, pueda llevar a cabo la
responsabilidad que le fue asignada en el desempeño del
cargo que ocupa, con el compromiso, comportamiento, y
capacidad de decisión adecuada para la comunidad que de-
sea representar.

A nivel nacional, Baja California y Sonora han incluido en
su legislación esta medida preventiva:

En Baja California, el artículo 5 de la Constitución Política
del Estado Libre y Soberano de Baja California, establece
en su Apartado A en el párrafo sexto lo siguiente: “los can-
didatos a ocupar un cargo de elección popular, deberán pre-
sentar ante el Instituto Electoral y de Participación Ciuda-
dana, por lo menos con quince días de anticipación a la
celebración de la jornada electoral, los resultados del exa-
men para la detección de drogas de abuso, que deberán
practicarse dentro de los treinta días anteriores a su presen-
tación; para efectos de su posterior consulta por cualquier
interesado”.

En Sonora, en su Código Electoral del Estado de Sonora, en
su artículo 201, fracción VIII, establece lo siguiente: “Exa-
men toxicológico que certifique que no es adicto al consu-
mo de drogas prohibidas”.

Asimismo, en el artículo 202 del citado Código, establece
en su fracción V, lo siguiente: “el requisito establecido en la
fracción VIII del artículo anterior, deberá acreditarse con
resultados recientes de exámenes toxicológico”.

Por lo que resulta necesario que la legislación se actualice
y regule este aspecto referente al poder público, para res-
tringir que este tipo de candidatos a contender a un cargo de
elección popular no se encuentre bajo los efectos nocivos
de las drogas.

Asimismo de conformidad con el artículo 133 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, estable-
ce que los tratados internacionales suscritos por el presi-
dente y ratificados por el Senado, forman parte del sistema
jurídico nacional, por lo que me permito mencionar lo que
establece el artículo 23 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos en relación a los derechos políticos,
dispone lo siguiente:

Artículo 23. Convención Americana sobre Derechos
Humanos:
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1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes
derechos y oportunidades:

a) De participar en la dirección de los asuntos públicos,
directamente o por medio de representantes libremente
elegidos;

b) De votar y ser elegidos en elecciones periódicas au-
ténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por
voto secreto que garantice la libre expresión de la vo-
luntad de los electores; y

c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a
las funciones públicas de su país.

2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos
y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, ex-
clusivamente por razones de edad, nacionalidad, resi-
dencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o
condena, por juez competente, en proceso penal.

De acuerdo al artículo 133 constitucional, la Constitución y
las leyes federales así como los tratados internacionales son
ley suprema de la Unión, lo cual implica que tiene validez
en todo el territorio del país y deben ser acatados por todas
las autoridades, sin importar si son federales, estatales, o
municipales.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, órgano en-
cargado de la aplicación e interpretación de la Convención
Americana, ha estimado que:4

“La aplicación y previsión de requisitos para ejercitar
los derechos políticos consagrados en el artículo 23 de la
Convención Americana no constituyen, perse, una res-
tricción indebida a los derechos políticos. Estos dere-
chos no son absolutos y pueden estar sujetos a limita-
ciones.

Las restricciones deben encontrarse prevista en una ley,
no ser discriminatoria, basarse en criterios razonables,
atender a un propósito útil y oportuno que la torne nece-
saria para satisfacer un interés público imperativo, y ser
proporcional a ese objetivo”.

En consecuencia, se propone un nuevo requisito de elegibi-
lidad que consiste en evitar el acceso a aspirantes a los car-
gos de elección popular que estén sujetos algún tipo de
adicción, al inicio del proceso electoral federal correspon-
diente.

La implantación de estas medidas como requisito obligato-
rio, contribuiría a dar mayor certeza que quienes ocupen es-
tos cargos de elección popular, lo hagan atendiendo a su
compromiso con la ciudadanía y no ha grupos delictivos.

Ya que como sabemos, en muchas ocasiones al ser, estos
candidatos, adictos a las drogas llegan a tener vínculos con
la delincuencia organizada, quienes son los que los prove-
en de estas sustancias, estos grupos de delincuencia organi-
zada han aprovechado y han utilizado la corrupción en este
sector como instrumento para transgredir nuestras institu-
ciones y quebrantar nuestro estado de derecho.

La infiltración de la delincuencia organizada en estos sec-
tores públicos se produce cuando los órganos de delincuen-
cia organizada logran participar en precampañas o en cam-
pañas políticas financiando ó apoyando a través de los
medios de comunicación o comprando votos y corrompien-
do los procesos electorales democráticos. También logran
influir coaccionando (mediante sobornos, amenazas o
chantajes) a los políticos para obtener su apoyo gracias a
los lazos familiares de estos o a la existencia de “deudas”
con algunos miembros de la delincuencia organizada. Las
alianzas con estas figuras políticas tienden a legitimar las
actividades del grupo delictivo.5

La infiltración de este nivel puede llegar a tal grado que la
delincuencia organizada controle al Estado en sus decisio-
nes más importantes, lo que equivale a comprar sus políti-
cas públicas.6

Luchar contra este tipo de prácticas es una condición nece-
saria si en verdad se pretende alcanzar  un desarrollo polí-
tico y económico que permita combatir este sector de co-
rrupción y combatir la pobreza y las marcadas diferencias
sociales.

Los candidatos a estos puestos de elección popular deben
de recaer en personas que puedan desempeñar su labor con
eficiencia, compromiso, capacidad y con la salud mental
suficiente para desempeñar el cargo.

Con esta iniciativa, se pretende dar mayor certeza a los ciu-
dadanos que la persona por la que están votando va a re-
presentar adecuadamente sus intereses.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, propongo
iniciativa con proyecto de
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Decreto

Único. Se adiciona una fracción VIII al artículo 55, se adi-
ciona una fracción VIII al artículo 82, se reforma el párra-
fo primero del artículo 91, se adiciona una fracción VIII al
artículo 95, todos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 55. …

I. a VII. …

VIII. No tener adicción sobre drogas u otras sustancias
prohibidas por la ley, para acreditarlo deberá presentar
los resultados de un examen practicado por una institu-
ción pública de salud ante el Instituto Federal Electoral.

…

Artículo 82. …

I. a VII. …

VIII. No tener adicción sobre drogas u otras sustancias
prohibidas por la ley, para acreditarlo deberá presentar
los resultados de un examen practicado por una institu-
ción pública de salud ante el Instituto Federal Electoral.

…

Artículo 91. Para ser secretario del despacho se requiere:
ser ciudadano mexicano por nacimiento, estar en ejercicio
de sus derechos y tener treinta años cumplidos y no tener
adicción sobre drogas u otras sustancias prohibidas por la
Ley, para acreditarlo deberá presentar los resultados de un
examen practicado por una institución pública de salud.

Artículo 95. …

I. a VI. …

VII. No tener adicción sobre drogas u otras sustancias
prohibidas por la ley, para acreditarlo deberá presentar
los resultados de un examen practicado por una institu-
ción pública de salud.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá adecuar la legis-
lación aplicable conforme a lo dispuesto en este decreto, a
más tardar en tres meses a partir de su entrada en vigor.

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Notas:

1. Guerrero González, Joel, El concepto de soberanía en nuestra histo-

ria constitucional, Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas de la UNAM.

2 Ibídem.

3 Actualidades en Adicciones 2012, Avances en la comprensión del fe-

nómeno de las adicciones, Libro 1, Comisión Nacional contra las Adic-
ciones, de la Secretaria de Salud.

4 Restricciones al ejercicio de los derechos político-electorales: los es-
tándares internacionales de derechos humanos como criterios para su
interpretación, Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas de la UNAM.

5. Buscaglia, Edgardo, González Ruiz Samuel y Prieto Palma, Cesar,
Causas y Consecuencias del vínculo entre la delincuencia organizada

y la corrupción a altos niveles del Estado: Mejores prácticas para su

combate, Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas de la UNAM.

6. Ibídem.

Palacio Legislativo, en la Ciudad de México, DF, a 17 de octubre de
2013.— Diputado Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar (rúbrica).»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Túrnese
a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

Pasamos al siguiente asunto.
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REGLAS BASICAS PARA EL DESARROLLO 
DE LA DISCUSION Y VOTACION DE LOS 

DICTAMENES DEL PAQUETE ECONOMICO 2014

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Sonido
en la curul del señor diputado Alfredo Zamora. Dígame, se-
ñor diputado ¿con qué objeto?

El diputado Alfredo Zamora García (desde la curul):
Presidente, muchas gracias. Primero, reconocerle la pru-
dencia, la tolerancia con la que está usted conduciendo es-
tas sesiones. Pero también me parece que tiene que haber
mayor espacio a la discusión y me parece que ahí los coor-
dinadores de las diferentes bancadas debieran ser mucho
más tolerantes.

Requerimos que este pleno realmente sea un espacio de
análisis, de discusión de las ideas, donde los diputados sí
con orden, sí con método pero que finalmente sí podamos
discutir los temas que a la gente le van a impactar en la ca-
lle, en su bolsillo, en su familia. Creo que esto es impor-
tante y me parece que no es una cuestión menor. Solamen-
te para dejar eso asentado, presidente y agradezco el
espacio.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Gracias
a usted, señor diputado. Quedan registradas sus palabras en
el Diario de los Debates. Sonido en la curul del señor dipu-
tado Ricardo Mejía Berdeja. Dígame, diputado ¿con qué
objeto?

El diputado Ricardo Mejía Berdeja (desde la curul): Pre-
sidente, al momento de levantar la votación no quedó cla-
ro el sentido de la votación. Ya aquí se han repetido vota-
ciones cuando un punto de acuerdo de urgente resolución.
Le pedimos respetuosamente que vuelva a someter la vota-
ción de este acuerdo de la Mesa Directiva para limitar la
discusión del paquete hacendario.

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Dipu-
tado, no solamente ya se llevó a cabo la votación, ya se de-
claró el resultado. Y para la Mesa Directiva fue evidente la
mayoría. Pasamos al siguiente asunto.

LEY REGLAMENTARIA DEL ARTICULO 
29 CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE 

SUSPENSION Y RESTRICCION DE DERECHOS

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Ini-
ciativa que expide la Ley Reglamentaria del Artículo 29
Constitucional, en materia de Suspensión y Restricción de
Derechos, suscrita por los diputados Arturo Escobar y Ve-
ga y Carlos Octavio Castellanos Mijares, del Grupo Parla-
mentario del PVEM

Quienes suscriben, Arturo Escobar y Vega, y Carlos Octa-
vio Castellanos Mijares, con el carácter de diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México en la LXII Legislatura, someten a
consideración de la Cámara de Diputados, con fundamento
en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto mediante el cual se expide
la Ley Reglamentaria del Artículo 29, en Materia de Sus-
pensión y Restricción de Derechos al siguiente tenor

Planteamiento del problema

Desde la instauración de la figura de suspensión de dere-
chos, en la Constitución de 1857, no ha existido una dispo-
sición reguladora de la institución, dejando de este modo
latente la aplicación de imposiciones en perjuicio de los
ciudadanos.

Con lo anterior se deja ver la situación de incumplimiento
en la cual se halla el Congreso mexicano, circunstancia que
se agravó más a partir del 10 de junio de 2011, fecha en la
cual se expidió un relevante decreto de modificación cons-
titucional.

En aquél acto se determinó, en el artículo cuarto transitorio,
la obligación del Congreso de la Unión de emitir una ley re-
glamentaria en el tema de la suspensión y restricción de de-
rechos, circunstancia sin cumplir hasta el momento.

Por estas razones se presenta la siguiente iniciativa de ley
con base en la siguiente

Argumentación

La limitación de los derechos de las personas dentro de un
contexto de la legalidad se empezó a regular constitucio-
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nalmente a razón de 1857 continuando, posteriormente en
la norma suprema de 1917.

El texto de la constitución de 1857 se hallaba, al igual que
ahora, en el artículo 29. La redacción era la siguiente:

Constitución de 1857: “Artículo 29. En los casos de inva-
sión, perturbación grave de la paz pública, o cualesquiera
otros que pongan a la sociedad en grande peligro o conflic-
to, solamente el presidente de la República, de acuerdo con
el consejo de ministros y con aprobación del Congreso de
la Unión, y en los recesos de éste, de la diputación perma-
nente, puede suspender las garantías otorgadas en esta
constitución, con excepción de las que aseguran la vida del
hombre; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por
medio de prevenciones generales, y sin que la supresión
pueda contraerse a determinado individuo.

Si la suspensión tuviere lugar hallándose el Congreso reu-
nido, éste concederá las autorizaciones que estime necesa-
rias para que el Ejecutivo haga frente a la situación.

Si la suspensión se verificare en tiempo de receso, la dipu-
tación permanente convocará sin demora al Congreso para
que las acuerde. ”

Por su parte, la redacción original del artículo 29, del texto
supremo del orden jurídico mexicano de 1917 se plasmó de
la siguiente manera:

“En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pú-
blica, o de cualquier otro que ponga a la sociedad en gran-
de peligro o conflicto, solamente el presidente de la Repú-
blica mexicana, de acuerdo con el consejo de ministros, y
con aprobación del Congreso de la Unión, y en los recesos
de éste, de la Comisión Permanente, podrán suspender en
todo el país, o en lugar determinado las garantías que fue-
sen obstáculo para hacer frente, rápida y fácilmente, a la si-
tuación; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por
medio de prevenciones generales y sin que la suspensión se
contraiga a determinado individuo. Si la suspensión tuvie-
se lugar hallándose el Congreso reunido, éste concederá las
autorizaciones que estime necesarias para que el Ejecutivo
haga frente a la situación. Si la suspensión se verificase en
tiempo de receso, se convocará sin demora al Congreso pa-
ra que las acuerde.

En resumen, un análisis comparativo demuestra diferencias
considerables entre una postura y otra 

En ambos supuestos, incluso con los cambios sufridos an-
tes del decreto de 10 de junio de 2011, se plasmaron siem-
pre dos características comunes en ambas constituciones, a)
el carácter de acto discrecional y, b) naturaleza política.

Al ser un acto discrecional, la autoridad encargada de llevar
a cabo la suspensión no obedecía regla alguna para efec-
tuarla, de esta manera solamente se conducía con base a su
buen criterio; es decir, en una subjetividad que no propicia-
ba garantía alguna.

Por otro lado, la suspensión de derechos fue sin duda un ac-
to político derivado de su falta de control judicial, en este
sentido, nadie podría revisar el acto de autoridad imperan-
te hacia la sociedad, dejando con ello la puerta abierta para
poder cometerse una serie de improperios en perjuicio de la
población.

Lo anterior siempre generó una molestia trascendental en-
tre los estudiosos del tema, pero más grave resultaba la po-
sible utilización de la institución sin la posibilidad de la re-
visión judicial, de este modo siempre quedó latente el
peligro de vulnerar la esfera de los gobernados.

Otro aspecto controversial generador de molestia y angus-
tia jurídica radicaba en los límites de la suspensión o res-
tricción a los derechos, ya que los antecedentes en México
dejaban mucho qué desear, por ejemplo, cuando se emitió
la Ley de Prevenciones Generales Relativa a la Suspensión
de Garantías Establecidas por el decreto del primero de ju-
nio de 1942, se apreciaron las garantías –Derechos funda-
mentales- que se suspendían, pero era tan amplía su des-
cripción que no puede decirse de modo determinante cuáles
eran sus límites2. 

Sin embargo, todo cambio drásticamente a razón del decre-
to de reforma constitucional publicado el 10 de junio de
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2011. Dicho cambio fue radical para el constitucionalismo
del país por las siguientes razones:

Primero, se estableció un régimen de protección hacia
los derechos humanos, esto quiere decir que la defensa
no se constriñe solamente sobre las prerrogativas positi-
vadas en el orden jurídico mexicano, sino también sobre
los derechos hallados en dispositivos internacionales;

Segundo, se reconoció, que a nivel internacional, los tra-
tados cuyo objeto central de desarrollo fueran los dere-
chos humanos, serían ley suprema, colocándolos al mis-
mo nivel que la Constitución.

Tercero, se estableció la figura de restricción de dere-
chos humanos y se precisó la suspensión sobre la misma
materia, pero además, se legisló para que dejara de ser
discrecional la instauración de la suspensión y/o restric-
ción; asimismo, se fundó, sobre la materia, un control
constitucional para que durante el tiempo de la restric-
ción o suspensión, todo decreto del ejecutivo sea revisa-
do de oficio e inmediatamente por la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, la que deberá pronunciarse con la
mayor prontitud sobre su constitucionalidad y validez.
De esta manera se fundó un nuevo medio de control de
la constitucionalidad en nuestro país;

Cuarto. Como resultado directo, se fundó en el sistema
judicial mexicano la décima época, reconociéndose con
el decreto que estamos comentando, un cambio de para-
digma consistente en la ampliación de las esferas de pro-
tección de derechos humanos.

En este sentido, es indudable la exigencia de contar con una
norma reguladora de la suspensión de derechos, para ello es
imperioso tener en cuenta las obligaciones nacientes de la
convencionalidad, pues la legislación y la práctica interna-
cional obligan a respetar todo aquello suscrito por el Esta-
do mexicano, en este sentido, los artículos 27 de la Con-
vención Americana de Derechos Humanos y el 4 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, se ocupan
del tema, los cuales respectivamente están redactados del
siguiente modo:

Convención Americana de Derechos Humanos

Artículo 27

Suspensión de Garantías

1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emer-
gencia que amenace la independencia o seguridad del
estado parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la
medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exi-
gencias de la situación, suspendan las obligaciones con-
traídas en virtud de esta convención, siempre que tales
disposiciones no sean incompatibles con las demás obli-
gaciones que les impone el derecho internacional y no
entrañen discriminación alguna fundada en motivos de
raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.

2. La disposición precedente no autoriza la suspensión
de los derechos determinados en los siguientes artículos:
3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurí-
dica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la Integridad
Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidum-
bre); 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12
(Libertad de Conciencia y de Religión); 17 (Protección
a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del
Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Derechos
Políticos), ni de las garantías judiciales indispensables
para la protección de tales derechos.

3. Todo estado parte que haga uso del derecho de sus-
pensión deberá informar inmediatamente a los demás es-
tados partes en la presente convención, por conducto del
secretario general de la Organización de los Estados
Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya
suspendido, de los motivos que hayan suscitado la sus-
pensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal
suspensión.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

Artículo 4

1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro
la vida de la nación y cuya existencia haya sido procla-
mada oficialmente, los estados partes en el presente pac-
to podrán adoptar disposiciones que, en la medida es-
trictamente limitada a las exigencias de la situación,
suspendan las obligaciones contraídas en virtud de este
pacto, siempre que tales disposiciones no sean incompa-
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tibles con las demás obligaciones que les impone el de-
recho internacional y no entrañen discriminación alguna
fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo,
idioma, religión u origen social.

2. La disposición precedente no autoriza suspensión al-
guna de los artículos 6, 7, 8 (párrafos 1 y 2), 11, 15, 16
y 183.

3. Todo estado parte del presente pacto que haga uso del
derecho de suspensión deberá informar inmediatamente
a los demás estados parte en el presente pacto, por con-
ducto del secretario general de las Naciones Unidas, de
las disposiciones cuya aplicación haya suspendido y de
los motivos que hayan suscitado la suspensión. Se hará
una nueva comunicación por el mismo conducto en la
fecha en que se haya dado por terminada tal suspensión.
Observación general sobre su aplicación.

En resumen, la suspensión o restricción de Derechos es un
tema preponderante, la sociedad exige la vigencia de una
norma de este tipo y precisamente para proveerles la segu-
ridad jurídica deseada es que se presenta esta iniciativa re-
glamentaria del artículo 29 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Por consiguiente, la iniciativa pretende regular retos deri-
vados de la actual redacción de la Constitución, como por
ejemplo, dar la cara por primera ocasión a Derechos Hu-
manos, los cuales tradicionalmente en la historia del artícu-
lo 29 fueron asimilados a garantías, siendo ello algo impro-
pio, pues esta última idea está más enfocada a los medios
de protección de los Derechos Humanos; en este mismo te-
nor, bajo el cariz ideológico creemos propio referirnos a
Derechos Fundamentales para el caso de los Derechos Hu-
manos positivados en el orden constitucional y Derechos
Humanos para el caso de las prerrogativas humanas reco-
nocidas a través de los tratados internacionales.

De esta manera abordamos los tópicos aludidos como cau-
sas generadoras de la suspensión, como son la invasión, la
perturbación grave de la paz pública y otros que pongan en
peligro a la sociedad, reconociendo a todos los supuestos
como una situación de emergencia, propiciatorias del lla-
mado estado de excepción.

Caso de suspensión o restricción: Invasión. 

En qué consiste: Invasión de un estado extranjero.

Caso de suspensión o restricción: Perturbación grave
de la paz pública. 

En qué consiste: Revuelta interna, cuartelazo, revolu-
ción.

Caso de suspensión o restricción: Cualquier otro que
ponga en peligro a la sociedad (conflicto). En qué con-
siste: Terremoto, inundaciones, epidemias, hambruna,
entre otras.

En la iniciativa se consideran los principios establecidos en
la Constitución, como el de la proporcionalidad al peligro,
legalidad, racionalidad, proclamación, publicidad y no dis-
criminación; pero de igual manera se toman en considera-
ción algunas máximas como:

• La declaración de excepción será un acto administrati-
vo generador del estado de suspensión o restricción de
derechos;

• La suspensión no deberá proceder y será calificada de
ilegal si atenta en contra del estado democrático;

• La labor de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
de llevar a cabo un control constitucional ex officio;

• En ningún caso, después de concluir el estado de ex-
cepción, podrán extinguirse los derechos suspendidos o
restringidos;

• Las medidas impuestas en un estado de excepción se-
rán notificadas, en términos de la convencionalidad, a la
comunidad internacional;

• Por ningún motivo, las disposiciones nacionales esta-
rán en contra de las disposiciones internacionales apro-
badas por el Estado mexicano;

• No podrá aplicarse tortura.

Por último, el texto de la iniciativa se relaciona sistemáti-
camente con los artículos 49 y 131 constitucionales, los
cuales son las facultades extraordinarias para legislar que
en este tipo de lapsos se le concede al presidente de acuer-
do al texto constitucional.
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Contenido y explicación de la ley

La propuesta estipula cuatro objetivos a la disposición, en-
tre los cuales se halla regular los supuestos para la proce-
dencia de una suspensión o restricción de derechos funda-
mentales o humanos; especificar el modo competencial de
los órganos de poder público para la suspensión o restric-
ción de derechos, pues reconocemos, en estos casos, un ré-
gimen de excepción a las operaciones normales de los ór-
ganos públicos; asimismo, se describe, de un modo
sistemático, todos los procesos para asegurar el cumpli-
miento de todas las condiciones legales impuestas por los
artículos constitucionales en la materia; y por último, se
proveen reglas indecidibles, las cuales serán observadas por
el estado con la única finalidad asegurar un estado de cosas
similar al acontecido antes de la causa generadora del esta-
do de excepción.

Para poder cumplir con todos y cada uno de los objetivos se
desarrolla en la pretensión del articulado un aparato crítico,
es decir definiciones sobre las cuales versa el contenido
sustancial de la norma reglamentaria, en este caso se alude
a expresiones discursivas del tema como lo son: 

El acuerdo facultativo, referido a las facultades extraordi-
narias del presidente de la República para legislar respecto
al aumento, disminución, creación o supresión de cuotas
arancelarias, con la única finalidad de apoyar al comercio.
Este acuerdo deberá emitirlo el Congreso de la Unión, el
cual deberá contar por lo menos con la aprobación de las
dos terceras partes de los individuos presentes de cada Cá-
mara. Dicho acuerdo facultativo será distinto la autoriza-
ción legislativa de suspensión o restricción de derechos.

El acuerdo secretarial de suspensión o restricción: será el
medio por virtud del cual la mayoría de los secretarios de
estado, incluido el procurador general de la República dan
a conocer su autorización, por mayoría simple y de modo
razonado, a la suspensión o restricción de derechos. En es-
te sentido se pensó en una mayoría simple pues, aunque lo
conveniente sin duda sería la aprobación unánime de todos
los involucrados, también es cierto que las circunstancias
extraordinarias del hecho pudieran contribuir a que nunca
pudieran reunirse la totalidad de los Secretarios, en conse-
cuencia y previendo una pronta respuesta del Estado, es que
se propone, como un medio de pronta respuesta ante los
conflictos, sesionar y autorizar con la mayoría de los invo-
lucrados.

La autorización legislativa será el documento legislativo
por el cual el Congreso de la Unión, o la Comisión Perma-
nente, si aquél no estuviera reunido, aprueba el decreto de
suspensión o restricción de derechos del presidente.

Se especifican las causas generadoras del estado de excep-
ción y a su vez se define como una declaración del Ejecu-
tivo, proveniente por una invasión, perturbación grave a la
paz pública o cualquiera otra que ponga a la sociedad en
grave peligro, y las mismas a su vez debe atentar contra: el
orden público, entendiendo a éste como el conjunto de los
servicios y funciones públicas siguientes: la educación pú-
blica, la alimentación integral del pueblo, la demografía na-
cional, la seguridad pública y la planeación nacional; los
derechos y libertades de los mexicanos; los servicios públi-
cos esenciales para la comunidad; el ejercicio de las potes-
tades ordinarias del presidente de la República y su admi-
nistración, los órganos legislativos y judiciales.

La definición de garantía atiende a considerar esta voz co-
mo todos los medios procesales, por virtud del cual se pue-
dan proteger específicamente, en los órganos jurisdicciona-
les, los derechos humanos y fundamentales, basándonos
para obtener la presente definición en la siguiente jurispru-
dencia.

No. Registro: 199,492; Jurisprudencia; Materia(s): Co-
mún; Novena Época

Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Fede-
ración y su Gaceta; V, Enero de 1997; Tesis: P./J. 2/97;
Página: 5; Genealogía: Novena Época, Tomo V, febrero
1, 1997, página 30.

Agravios inoperantes. lo son los que sostienen que los
juzgadores de amparo violan garantias individuales,
solamente en ese aspecto.

Históricamente las garantías individuales se han re-
putado como aquellos elementos jurídicos que se tra-
ducen en medios de salvaguarda de las prerrogativas
fundamentales que el ser humano debe tener para el
cabal desenvolvimiento de su personalidad frente al
poder público. Son derechos públicos subjetivos con-
signados en favor de todo habitante de la República
que dan a sus titulares la potestad de exigirlos jurídi-
camente a través de la verdadera garantía de los de-
rechos públicos fundamentales del hombre que la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
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nos consigna, esto es, la acción constitucional de am-
paro. …

Contradicción de tesis 14/94. Entre las sustentadas por
el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa
del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en
Materia Administrativa del Primer Circuito, entre otros.
14 de noviembre de 1996. Unanimidad de diez votos.
Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: Humber-
to Román Palacios, en su ausencia hizo suyo el proyec-
to el Ministro Genaro David Góngora Pimentel. Secre-
tario: Manuel Rojas Fonseca.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el trece
de enero en curso, aprobó, con el número 2/1997, la tesis
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a
trece de enero de mil novecientos noventa y siete.

La invasión se cataloga como algún acto proveniente de al-
gún sujeto de derecho internacional público cuya finalidad
sea amenazar, generar cualquier modo de insurrección, o
fuerza, contra la soberanía o independencia del país, así co-
mo contra su integridad territorial.

Por peligro se atiende a la definición dada por la fracción
XXXVI del artículo 2, de la Ley General de Protección Ci-
vil, es decir, la probabilidad de ocurrencia de un agente per-
turbador potencialmente dañino de cierta intensidad, duran-
te un cierto periodo y en un sitio determinado.

En este mismo tenor, esta exposición debe dejar en claro
que la presente ley reglamentaria del artículo 29 solamente
será utilizada si no es posible hacer frente a la circunstan-
cia generadora del estado de excepción por las vías norma-
les del estado, entendiéndose esta como las leyes de pro-
tección civil de la federación y de las entidades federativas.

Se define a la perturbación grave de la paz pública, catalo-
gándola como todo acto de insurrección derivado de con-
gregaciones de nacionales o grupos de extranjeros, tenien-
do como consecuencia el impedimento del orden
constitucional en condiciones de normalidad.

Las prevenciones generales son catalogadas como el acto
emitido por el presidente de la República, en términos de
los artículos 29 y 49 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos. A través de las prevenciones ge-
nerales se proveerán las disposiciones aplicables a todo o
sólo parte del territorio nacional, por un lapso determinado
de vigencia para poder concretizar una suspensión o res-

tricción de derechos. Las prevenciones indicarán los límites
de operación de los órganos de poder público y el modo de
cómo asegurará el estado los derechos insuspendibles.

Asimismo, se clarifican los principios de no discrimina-
ción, proporcionalidad al peligro, racionalidad, publicidad,
publicidad internacional.

Se contempla en la ley el término restricción para especifi-
car que los derechos no solamente pueden suspenderse si-
no también restringirse. La diferencia entre la suspensión y
la restricción radica, en que en la primera, existe una veda
total sobre los derechos (a excepción de aquellos que no
pueden suspenderse por enunciación constitucional); en
cambio, la restricción se cataloga como la limitación par-
cial de los derechos, en este sentido, no puede existir la sus-
pensión total de los mismos.

El Sistema Nacional de Protección Civil se encuentra en el
capítulo de las definiciones, aclarando que éste es el mismo
aludido en la Ley General de Protección Civil. Se incluye
en la ley porque se reconoce a este sistema como la institu-
ción con experiencia en el procesamiento de los sucesos
considerados como peligrosos.

Se establece que los decretos suspensivos o restrictivos de
derechos podrán ser controvertidos ante la Suprema Corte
de Justicia de la Nación por vulneración a los principios de
proporcionalidad al peligro, racionalidad y publicidad, te-
niendo derecho a ejercer la acción respectiva todo ciudada-
no mexicano. En este sentido, es evidente que solamente
podrá incoar lo correspondiente quien demuestre un interés
jurídico sobre su persona, su familia, posesiones y propie-
dades y jamás por la restricción de los Derechos difusos o
por Derechos derivados del funcionamiento de cualquier
autoridad pública en virtud de que se entiende que los mis-
mos no operarán con normalidad en los términos de las pre-
venciones generales, bajo esta lógica, la Ley Federal de
Responsabilidad Patrimonial del Estado recibe de inmedia-
to una inaplicación bajo estas circunstancias.

Por otra parte, se recuerda que por regla general y de acuer-
do al proyecto de articulado presentado los actos suspensi-
vos o restrictivos de derechos no afectarán el fondo de nin-
gún procedimiento legislativo, administrativo, judicial, o
cualquiera llevado a cabo por organismos autónomos cons-
titucionales.

Asimismo se prevé, en caso de que tenga que alterarse por
cuestiones del estado de excepción los términos de los
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asuntos judiciales, que el Poder Judicial de la Federación, a
través del Consejo de la Judicatura Federal emitirá un
acuerdo para establecer todas las reglas pertinentes del ca-
so.

Se estipula como máxima que la suspensión o restricción
de derechos; así como la duración de los mismos, serán las
estrictamente indispensables para asegurar el restableci-
miento de la normalidad. Su aplicación se realizará en for-
ma proporcionada a las circunstancias. Todo lo anterior es
consecuencia de la existencia de un proceso anormal, y por
ende la lógica de restringir o suspender solamente lo indis-
pensable. Todo lo anterior será objeto de valoración consti-
tucional de modo oficioso por los ministros de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación para asegurar el cumpli-
miento constitucional y en ningún instante se permita o di-
lucide un uso faccioso de la institución consignada en el ar-
tículo 29 constitucional.

Para seguridad de los gobernados, se prevé que los actos y
disposiciones de la administración pública adoptados du-
rante la vigencia de la suspensión o restricción de derechos
serán impugnables en vía jurisdiccional de conformidad
con lo dispuesto en las leyes

En atención a los compromisos internacionales y en con-
creto a los interamericanos se contempla que el presidente
de la República, una vez aprobado el estado de excepción,
instruya a la Secretaría de Relaciones Exteriores para cum-
plir con el objetivo de informar, a la comunidad internacio-
nal, en términos de los compromisos internacionales sus-
critos por México, así como las condiciones generadoras
del estado de excepción.

Se detallan en el articulado todos los elementos mínimos
con los cuales debe de contar todo decreto suspensivo, los
cuales debe ser establecidos con toda precisión, pues estos
actos administrativos serán la base de análisis por parte de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación para decretar la
constitucionalidad o no de la suspensión o restricción de
derechos.

En el tema del decreto suspensivo, la iniciativa aborda un
caso singular, parecido al supuesto de la aprobación de los
secretarios de estado para decretar la autorización a la sus-
pensión o restricción. En este supuesto, creemos que la ley
presentada solamente será utilizada ante un evento de con-
sideraciones desproporcionadas, que desborde los causes
establecidos por la protección civil, siendo así no es ajeno

pensar que el evento generador del estado de excepción
pueda impedir la reunión del pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, en consecuencia, se deben de buscar
fórmulas que sin minar la calidad de órgano colegiado del
máximo tribunal hagan un pronto y detallado análisis de to-
das las determinaciones emitidas administrativa y legislati-
vamente, por lo cual se propone la fórmula de reunir al ple-
no con al menos nueve de sus once integrantes, sólo en caso
de no poderse integrar de modo completo. En el supuesto
de que no puedan reunirse nueve ministros podrá dispen-
sarse su presencia sin que el número de éstos sea inferior a
siete.

Por las consideraciones vertidas presentamos a esta asam-
blea el siguiente

Decreto por el cual se expide la Ley Reglamentaria del
Artículo 29 Constitucional en Materia de Suspensión de
Derechos Humanos

Título Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1. Esta ley es reglamentaria del artículo 29 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en
Materia de Suspensión y Restricción  de Derechos Huma-
nos, es de orden público e interés general, sus objetivos
son, primero, regular los supuestos para la procedencia de
una suspensión o restricción de Derechos Fundamentales o
Humanos; segundo, especificar el modo competencial de
los órganos de poder público para la suspensión o restric-
ción de Derechos; tercero, establecer las disposiciones su-
ficientes para configurar el pleno ejercicio de todos los De-
rechos reconocidos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y los Tratados Internacionales
suscritos por México y; cuarto, asegurar, una vez concluido
el estado de excepción, la restauración de la normalidad de
la actuación de todas las instituciones del Estado y Dere-
chos de las personas previos a la suspensión o restricción.

Artículo 2. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. Acuerdo facultativo: Autorización emitida por el Con-
greso de la Unión el cual deberá contar por lo menos con
la aprobación de las dos terceras partes de los individuos
presentes de cada Cámara, por virtud del cual le autori-
za al presidente de la República hacer uso de las facul-
tad descrita en el segundo párrafo del artículo 131 cons-
titucional.
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II. Acuerdo secretarial de suspensión o restricción: Acto
formal y materialmente administrativo, por virtud del
cual, los titulares de las secretarías de estado y el de la
Procuraduría General de la República emiten, por ma-
yoría simple, de modo razonado, la conformidad o no a
la suspensión o restricción de derechos propuesta por el
presidente de la República.

III. Autorización legislativa. Acto formalmente legisla-
tivo, pero materialmente ejecutivo, por el cual, el Con-
greso de la Unión, o la Comisión Permanente, si aquél
no estuviera reunido, aprueba, de modo fundado y moti-
vado el decreto de suspensión o restricción de derechos
dado por el presidente de la República.

IV. Derechos Asociados: Los derechos fundamentales
que los ciudadanos tendrán limitados como consecuen-
cia lógica de la suspensión o restricción de derechos fun-
damentales o humanos.

V. Derechos Fundamentales: Todos los derechos huma-
nos reconocidos en el texto de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y en las leyes del or-
den jurídico mexicano.

VI. Derechos Humanos: Todos los derechos de protec-
ción al género humano reconocidos en los tratados in-
ternacionales suscritos por México.

VII. Estado de excepción: Declaración del Ejecutivo,
proveniente por una invasión, perturbación grave a la
paz pública o cualquier otra circunstancia que ponga a la
sociedad en grave peligro, y las mismas, a su vez deben
ser atentatorias en contra de:

a) El orden público;

b) Los derechos y libertades de los mexicanos;

c) Los servicios públicos esenciales para la comuni-
dad; o

d) El ejercicio de las potestades ordinarias de los po-
deres públicos.

VIII. Garantía: Medio procesal nacional, a través del
cual se protegerán, por los órganos jurisdiccionales, los
derechos humanos y fundamentales.

IX. Invasión: Actos provenientes de algún estado, con-
federación o sujetos de derecho internacional público
cuya finalidad sea amenazar, generar cualquier modo de
insurrección, o fuerza, contra la soberanía o indepen-
dencia del país, así como contra su integridad territorial.

X. Peligro: Probabilidad de ocurrencia de un agente per-
turbador potencialmente dañino de cierta intensidad du-
rante un cierto período y en un sitio bien determinado.

XI. Perturbación grave de la paz pública: Todo acto de
insurrección derivado de congregaciones de nacionales
o grupos de extranjeros teniendo como consecuencia el
impedimento del orden constitucional en condiciones de
normalidad.

XII. Prevenciones Generales: Acto formal y material-
mente ejecutivo emitido en términos de los artículos 29
y 49 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, por virtud de los cuales se provén disposi-
ciones aplicables a todo o sólo parte del territorio nacio-
nal, por un lapso determinado de vigencia para poder
concretizar una suspensión o restricción de Derechos.
Las prevenciones indicarán los límites de operación de
los órganos de poder público y el modo de cómo asegu-
rará el estado los derechos insuspendibles.

XIII. Principio de No Discriminación: Atención al ple-
no respeto de los derechos humanos para evitar y supri-
mir cualquier distinción en trato motivada por origen ét-
nico o nacional, el género, la edad, las capacidades
diferentes, la condición social, las condiciones de salud,
la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil
o cualquier otra acontecida contra la dignidad humana
cuyo objeto sea anular o menoscabar las prerrogativas o
libertades de las personas en la aplicación de la suspen-
sión o restricción de derechos.

XIV. Principio de Proporcionalidad al Peligro: Estipula-
ción plasmada siempre en el decreto suspensivo o res-
trictivo de derechos, por virtud del cual, la Constitución
Política obliga al Presidente de la República, a optar só-
lo por aquellas medidas cualitativa y cuantitativamente
adecuadas al fin.

XV. Principio de Racionalidad: Con base a datos objeti-
vos y medibles emitir las determinaciones adecuadas pa-
ra hacer frente a los supuestos del artículo 29 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
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siempre en la inteligencia de generar el menor de los
agravios y restricción de Derechos. 

XVI. Publicidad: La obligación del gobierno y de los ór-
ganos legislativos, de dar a conocer a través de sus me-
dios de difusión, tales como el Diario Oficial de la Fe-
deración, y sus sitios electrónicos, los avisos y
disposiciones legales vinculados con la suspensión o
restricción de derechos, así como la conclusión del pe-
riodo de suspensión de los mismos.

XVII. Publicidad Internacional: La obligación del Esta-
do mexicano de dar a conocer a la comunidad interna-
cional, en términos de la Convención Americana de De-
rechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, la declaración del estado de excep-
ción, así como los motivos que hayan suscitado el mis-
mo.

XVIII. Restricción: Acto por virtud del cual, el presi-
dente de la República, previo alguno de los supuestos re-
conocidos en el artículo 29 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los titu-
lares de las Secretarías de Estado y la Procuraduría Ge-
neral de la República y con la aprobación del Congreso
de la Unión o de la Comisión Permanente cuando aquél
no estuviere reunido, limite parcialmente el ejercicio de
todos o algunos de los derechos fundamentales o huma-
nos suscritos por México. Los derechos que no podrán
limitarse en ningún caso son, los de no discriminación;
al reconocimiento de la personalidad jurídica; a la vida;
a la integridad personal; a la protección a la familia; al
nombre; a la nacionalidad; los derechos de la niñez; los
derechos políticos; las libertades de pensamiento; con-
ciencia y de profesar cualquier creencia religiosa; el
principio de legalidad y retroactividad; la prohibición de
la pena de muerte; la prohibición de la esclavitud y la
servidumbre; la prohibición de la desaparición forzada y
la tortura; ni las garantías judiciales indispensables para
la protección de tales derechos.

XIX. Sistema Nacional de Protección Civil: A la institu-
ción llamada Sistema Nacional de Protección Civil a la
que hace referencia la Ley General de Protección Civil.

XX. Suspensión: Acto por virtud del cual, el presidente
de la República, previo alguno de los supuestos recono-
cidos en el artículo 29 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y con base al correspondien-
te acuerdo secretarial, los titulares de las secretarías de

estado y la Procuraduría General de la República y con
la aprobación del Congreso de la Unión o de la Comi-
sión Permanente cuando aquél no estuviere reunido, a
través de la correspondiente autorización legislativa, in-
terrumpa de pleno, los derechos fundamentales o huma-
nos. En ningún caso podrán suspenderse los derechos de
no discriminación; al reconocimiento de la personalidad
jurídica; a la vida; a la integridad personal; a la protec-
ción a la familia; al nombre; a la nacionalidad; los dere-
chos de la niñez; los derechos políticos; las libertades de
pensamiento; conciencia y de profesar cualquier creen-
cia religiosa; el principio de legalidad y retroactividad;
la prohibición de la pena de muerte; la prohibición de la
esclavitud y la servidumbre; la prohibición de la desapa-
rición forzada y la tortura; ni las garantías judiciales in-
dispensables para la protección de tales derechos.

Artículo 3. Los decretos suspensivos o restrictivos de de-
rechos podrán ser controvertidos ante la Suprema Corte de
Justicia de la Nación por vulneración a los principios de
proporcionalidad al peligro, racionalidad y publicidad, te-
niendo derecho al ejercicio de la acción respectiva todo ciu-
dadano mexicano.

Solamente podrá incoar lo correspondiente quien demues-
tre un interés jurídico sobre su persona, su familia, pose-
siones y propiedades y jamás por la restricción de los De-
rechos difusos.

Artículo 4. Los actos suspensivos o restrictivos de dere-
chos no afectarán el contenido de ningún procedimiento le-
gislativo, administrativo, judicial, o cualquiera llevado a
cabo por organismos autónomos constitucionales.

Artículo 5. Los actos suspensivos o restrictivos de dere-
chos no afectarán trámite, términos o plazo alguno dentro
de los procedimientos enunciados en el artículo anterior,
salvo que así se determine en las prevenciones generales,
derivado de la naturaleza propia del supuesto del artículo
29 constitucional enfrentado.

En caso de que tenga que alterarse por razones del estado
de excepción los términos de los asuntos judiciales, el Po-
der Judicial de la Federación, a través del Consejo de la Ju-
dicatura Federal, emitirá un acuerdo para establecer las re-
glas pertinentes del caso.

Artículo 6. La suspensión o restricción de derechos sola-
mente procederá si las condiciones propias del peligro de
que se trate hagan imposible enfrentarlas a través de las dis-
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posiciones contenidas en las leyes federales relativas a la
protección civil.

La situación de viabilidad o no, del párrafo anterior, debe-
rá plasmarse y razonarse en el correspondiente acuerdo se-
cretarial y en el suspensivo o restrictivo hecho por el presi-
dente; así como en las prevenciones generales.

Título Segundo
Limitación de Derechos

Artículo 7. Los derechos podrán ser, en términos del artí-
culo 29 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, suspendidos o restringidos.

La correspondiente suspensión o restricción podrá ser ejer-
cida en todo el territorio nacional o en lugar específico, de-
terminado ello en las prevenciones generales.

Artículo 8. Procederá decretar el estado de excepción y en
consecuencia la suspensión o restricción de derechos sola-
mente ante los casos de invasión, perturbación grave de la
paz pública, o de cualquier otra circunstancia que ponga a
la sociedad en grave peligro o conflicto.

Artículo 9. Las medidas a adoptar para la suspensión o res-
tricción de derechos; así como la duración de los mismos,
serán las estrictamente indispensables para asegurar el res-
tablecimiento de la normalidad. Su aplicación se realizará
en forma proporcionada a las circunstancias.

Las circunstancias del párrafo anterior serán objeto de va-
loración constitucional de modo oficioso por los ministros
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Artículo 10. La declaración de la suspensión o restricción
de derechos, no suspenderán, el funcionamiento de los po-
deres constitucionales del estado, excepto si las condicio-
nes propias al estado de excepción no permitieran su de-
sempeño fáctico.

Artículo 11. Quienes como consecuencia de la aplicación
de los actos y disposiciones adoptadas durante la vigencia
de la suspensión o restricción de derechos sufran, de forma
directa, o en su persona, derechos o bienes, daños o perjui-
cios por actos que no les sean imputables, tendrán derecho
a ser indemnizados, para ello, todo acto vulnerador de de-
rechos podrá controvertirse, de modo directo, ante la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación.

Los plazos para controvertir lo aludido en el párrafo ante-
rior serán desde la aplicación del acto y hasta un año natu-
ral, después de haber sido restituido el normal funciona-
miento de las instituciones del estado.

Todas las indemnizaciones derivadas por el aprovecha-
miento de bienes fungibles por parte de las fuerzas armadas
adquirirán el carácter de requisa por ello, previa comproba-
ción de que los hechos efectivamente acontecieron, el esta-
do deberá restituirlos en la misma cantidad, especie y cali-
dad.

Artículo 12. Los actos y disposiciones de la administración
pública adoptados durante la vigencia de la suspensión o
restricción de derechos serán impugnables en vía jurisdic-
cional de conformidad con lo dispuesto en las leyes, siem-
pre y cuando no lesionen algunos de los derechos mencio-
nados en el artículo anterior.

Título Tercero 
Las condiciones previas a la suspensión 
o restricción de derechos fundamentales

Artículo 13. El presidente de la República considerará pro-
cedente la suspensión o restricción de derechos cuando se
actualicen algunos de los siguientes supuestos, de modo ge-
neralizado en el país o en una localidad específica:

a) Una alteración grave al orden público que impida a
los ciudadanos ejercer su derecho a la salud, o a la edu-
cación;

b) La limitación, independientemente de su hecho gene-
rador, del libre ejercicio de los derechos y libertades de
los habitantes del país;

c) El impedimento del normal funcionamiento de las
instituciones democráticas;

d) El de la limitación de los servicios públicos indispen-
sables para el normal funcionamiento de la sociedad;

e) Ausencia de seguridad pública; El estado de cosas por
virtud de las cuales las autoridades de la federación o de
alguna entidad federativa demuestre, de modo constan-
te, indubitable y general su incapacidad para prevenir
delitos y llevar a cabo la seguridad de las personas en la
vía pública.
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Artículo 14. El acuerdo secretarial de suspensión o restric-
ción deberá estar firmado por la mayoría de los correspon-
dientes indicados en el artículo 29 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, estableciendo, de
modo indubitable, aprobación o no a la suspensión o res-
tricción de derechos, basando su razonamiento en criterios
de oportunidad, eficacia, disposiciones constitucionales y
de esta ley.

Artículo 15. Las facultades de los involucrados para firmar
el acuerdo secretarial de suspensión o restricción de dere-
chos no podrá ser delegado, ni los inferiores podrán asu-
mirla por ausencia.

Título Cuarto
La Suspensión de Derechos 

Artículo 16. Para que proceda la suspensión o restricción
de derechos el presidente de la República fundamentará y
motivará, de acuerdo a la Constitución y a esta ley regla-
mentaria, las circunstancias que considere extraordinarias y
por las cuales hicieran imposible el mantenimiento de la
normalidad constitucional mediante las instituciones ordi-
narias de las autoridades competentes.

Artículo 17. La suspensión o restricción de derechos sola-
mente surtirá efectos previa emisión de los acuerdos secre-
tariales; de autorización legislativa; declaración de excep-
ción; y prevenciones generales; todos publicados en el
Diario Oficial de la Federación.

Artículo 18. Una vez superados los hechos generadores del
estado de excepción, o en caso de decretarse la inconstitu-
cionalidad por parte de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación a través de un decreto revocatorio, dejarán de tener
efectos, en su eficacia, todas las competencias en materia
sancionadora y de actuación preventiva de cualquier auto-
ridad facultada por el Sistema Nacional de Protección Civil
correspondiente; así como también las medidas adoptadas
en base a la suspensión o restricción.

En caso de no acatarse las disposiciones del párrafo ante-
rior, los tribunales federales destituirán de su encargo al
servidor o funcionario público renuente y se estará a lo dis-
puesto por las leyes administrativas y penales.

En caso de ser militares quienes incurran en la falta descri-
ta en los dos párrafos anteriores, su actuación será juzgada
bajo las leyes de dicho fuero.

Artículo 19. La suspensión y/o restricción solamente será
aplicada en la parte del territorio a la cual se le aqueje el es-
tado de excepción o en su defecto, a las extensiones deter-
minadas por la mayoría del pleno del Consejo Nacional de
Protección Civil, para evitar la propagación del peligro.

Artículo 20. El presidente de la República, una vez apro-
bado el estado de excepción, instruirá a la Secretaría de Re-
laciones Exteriores para cumplir con el objetivo de infor-
mar a la comunidad internacional, en términos de los
compromisos internacionales suscritos por México, de la
declaratoria del estado de excepción, así como las condi-
ciones generadoras del mismo.

Capítulo Primero
De los Decretos

Artículo 21. El acuerdo secretarial; la autorización legisla-
tiva; así como las prevenciones generales deberán ser di-
fundidos sin demora en el Diario Oficial de la Federación,
así como en los demás medios de comunicación públicos
del estado, escritos o electrónicos, entrando éstos en vigor
desde el instante mismo de su publicación en el primero de
los medios aludidos.

Asimismo, también serán de difusión obligatoria todas las
otras disposiciones que la autoridad competente dicte du-
rante la vigencia de la restricción o suspensión de derechos.

Artículo 22. Los decretos deben tener:

I. La mención de ser un acto suspensivo o restrictivo de
derechos.

II. La especificación territorial en donde surtirá efectos
la suspensión o restricción de derechos

III. La especificación de duración del acto administrati-
vo de suspensión o restricción de derechos.

IV. Las circunstancias extraordinarias por las cuales de-
venga el decreto suspensivo o restrictivo de derechos.

V. Los artículos constitucionales y legales en los cuales
se funde la determinación de suspensión y/o restricción.

VI. Las razones de la proporcionalidad al peligro y có-
mo las medidas asumidas en la suspensión de derechos
colaborarán a eliminarlo.
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VII. El principio de racionalidad por el cual se expresa-
rá cómo se asegurará generar el mínimo de limitaciones
de derechos a las personas dependiendo del caso con-
creto sin hacer ninguna distinción en contra de grupo de-
terminado o cualquier otro elemento que pudiera catalo-
garse como discriminatorio.

VIII. Un razonamiento completo, fundado y motivado
por el cual se explique constitucionalmente por qué no
pudo combatirse el peligro a través de las leyes federa-
les relativas a la protección civil u otras de carácter or-
dinario.

Título Quinto
De la Actuación del Poder Judicial

Artículo 23. Los decretos expedidos por el Ejecutivo du-
rante la restricción o suspensión, serán revisados de oficio
e inmediatamente por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, la que deberá pronunciarse con la mayor prontitud
sobre su constitucionalidad y validez.

Artículo 24. La Corte, para los efectos del artículo anterior,
deberá reunirse en pleno con al menos nueve de sus once
integrantes, en caso de no poderse integrar de ese modo en
segunda convocatoria podrá dispensarse la presencia de los
ministros sin que el número de éstos sea inferior a siete.

Artículo 25. Los integrantes del pleno de la Corte deberán
reunirse a más tardar en un lapso de doce horas posteriores
a la emisión del decreto correspondiente constituyéndose
en sesión permanente para dictaminar la constitucionalidad
o no del decreto de suspensión.

Artículo 26. La labor de análisis de la Corte respecto de los
decretos se constreñirá exclusivamente a la declaración de
su constitucionalidad, sin adentrarse en el estudio de pre-
misas legales, salvo que la aplicación de las normas alter-
nas afecte la propia constitucionalidad del acto o hagan su-
jeto de nulidad la actuación del presidente de la República.

Artículo 27. En caso de decretarse inconstitucional el de-
creto en estudio, dejará de tener efectos éste, así como to-
das sus implicaciones. Para tal efecto, la Suprema Corte de
Justicia de la Nación emitirá un acuerdo revocatorio judi-
cial, el cual deberá darse a conocer a través del Diario Ofi-
cial de la Federación, en donde podrán consultarse las ra-
zones de constitucionalidad y la restauración al orden, así
como las medidas que en su caso deberán asumirse por el
presidente de la República.

Artículo 28. Si una vez emitido el decreto de revocación
judicial de la suspensión o revocación de derechos, éste no
fuera acatado por el presidente de la República será labor
del Poder Judicial de la Federación cumplir con lo estable-
cido en su propio decreto, atendiendo a lo expresado en el
artículo 18 de esta ley.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Los Poderes Legislativo y Judicial de la federa-
ción deberán sistematizar, al presente decreto, todas sus
disposiciones orgánicas e internas.

Tercero. Las legislaturas de las entidades federativas debe-
rán sistematizar su legislación para hacer coherente el pre-
sente decreto con la normatividad local.

Notas:

1. Existió un antecedente indebido, el cual aconteció cuando Benito
Juárez era presidente, y ministro de Gobernación Ignacio L. Vallarta, en
aquella ocasión el gobernador, en su entidad suspendió derechos. Con-

fere, Peniche López, Vicente, Garantías y Amparo, Poder Judicial de la
Federación, SCJN, México, 2006, Pág. 98.

2. http://www2.scjn.gob.mx/Leyes/ArchivosLeyes/00643087.pdf

3. 6 (La vida); 7 (prohibición de la tortura o tratos crueles); 8 (prohibi-
ción de la esclavitud); 11 (prohibición de ser encarcelado por el in-
cumplimiento de obligaciones contractuales); 15 (prohibición de impo-
ner condenas por actos no considerados como delictivos); 16
(personalidad jurídica); 17 (libertad de pensamiento, religión y con-
ciencia).

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de octubre de 2013.— Dipu-
tados: Arturo Escobar y Vega, Gabriela Medrano Galindo (rúbricas).»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Túrnese
a las Comisiones Unidas de Derechos Humanos y de
Justicia, para dictamen, y a la Comisión de Presupues-
to y Cuenta Pública, para opinión.
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CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS - LEY GENERAL PARA LA

PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS 
RESIDUOS - LEY DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO 

Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Ini-
ciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
de las Leyes Generales para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos, y del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, a cargo del diputado Ernesto Núñez
Aguilar, del Grupo Parlamentario del PVEM, y suscrita por
integrantes de la Comisión de Desarrollo Municipal

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72, 73, fracción XXIX F, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, 56 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los suscritos, integrantes de la
Comisión de Desarrollo Municipal en la honorable LXII
Legislatura del Congreso de la Unión, someten a conside-
ración de esta Comisión Permanente para que sea remitido
a las comisiones respectivas de la Cámara de Diputados ini-
ciativa con proyecto de decreto mediante el cual se refor-
man y adicionan diversas disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y de las Leyes
Generales para la Prevención y Gestión Integral de los Re-
siduos y del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente presenta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los municipios son el orden de gobierno más próximo a las
demandas de la ciudadanía y a pesar de que desde 1999 el
poder reformador de la Unión estableció la más profunda
transformación en su orden jurídico para dotarlos de una
mayor fortaleza en sus atribuciones y en sus capacidades fi-
nancieras, muchos de los problemas que enfrentan no sólo
permanecen en su falta de atención, sino que algunos otros,
se han agravado.

La obligación que hoy tienen los gobiernos municipales pa-
ra ejecutar una gestión integral de residuos sólidos urbanos,
que consisten en la recolección, traslado, tratamiento y su
disposición final se ve acompañada de una serie de proble-
mas de falta de infraestructura, equipo, mecanismos de re-
colección y tratamiento en su disposición final congruente
con las diferentes normas técnicas aplicables en la materia,

algunas de ellas resultado de las características propias de
los municipios, como la falta de espacios físicos o la debi-
lidad financiera de las propias administraciones municipa-
les.

De acuerdo con información dada a conocer en el Sistema
Nacional de Información Ambiental y de Recursos Natura-
les en nuestro país operan 238 rellenos sanitarios y 1,645 ti-
raderos a cielo abierto, si consideramos que en el país exis-
ten 2 mil 457 municipios, esto implica que los espacios
para la disposición final de residuos deben recibir desechos
de más de una municipalidad.

Adicionalmente a esta problemática y a pesar de que desde
el 20 de octubre de 2004 fue publicada la Norma Oficial
Mexicana NOM-083-SEMARNAT-2003, “Especificacio-
nes de protección ambiental para la selección del sitio, di-
seño, construcción, operación, monitoreo, clausura y obras
complementarias de un sitio de disposición final de resi-
duos sólidos urbanos y de manejo especial” y que a través
de los diferentes programas para la prevención y gestión in-
tegral de los residuos y el de remediación de sitios conta-
minados, así como de las diversas normas técnicas estatales
que al respecto se han emitido, los resultados en materia de
recolección separada de los residuos sigue siendo muy li-
mitada.

La lenta adopción de los sistemas de recolección separada
y sus consecuencias en la disposición y tratamiento final de
los residuos sólidos provoca la pérdida de oportunidades
relacionadas con el aprovechamiento de los mismos, de los
efectos contaminantes en el medio ambiente e, incluso, en
el caso de los municipios que han concesionado el servicio
de disposición final, el incremento en el costo por el trata-
miento de los altos volúmenes sin los beneficios de la se-
paración.

En nuestro país, apenas el 11 por ciento del total de los 86
mil 357 toneladas de residuos sólidos que diariamente se
recolectan en el país corresponden a una recolección sepa-
rada y 76 mil 985 toneladas se recolectan sin ser  seleccio-
nados al respecto.

No está por demás señalar que la alternancia en los gobier-
nos de los municipios ha provocado, en más de una oca-
sión, que los sistemas de recolección separados que se han
incorporado innovadoramente en algunas administraciones
municipales no siempre se conserven en los siguientes pe-
riodos de gobierno, lo que provoca que infraestructura co-
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mo plantas de separación, vehículos con contenedores para
su recolección selectiva y maquinaria para tal efecto sean
sub utilizados o no empleados para su correcto fin.

Mientras prevalezca el actual diseño constitucional en la
materia, las diferencias políticas, la ausencia de medidas de
largo plazo y el cálculo inmediato se impondrán provocan-
do que las inversiones públicas que se realizan en la mate-
ria, y que no son pocas, se desaprovechen en detrimento de
la calidad de vida de la población, pero además que perda-
mos tiempo que difícilmente podremos recuperar en esta
constante lucha por hacer efectivo el derecho humano a vi-
vir en un ambiente sano.

La propuesta que se somete a su consideración pretende ad-
vertir que la respuesta integral y de fondo al problema ge-
nerado por las deficiencias en el tratamiento y disposición
final de residuos sólidos urbanos, requiere políticas de es-
tado, con visiones regionales y metropolitanas, de largo
plazo, integrales, sistemáticas, con recursos económicos
suficientes, que aprovechen el uso de tecnología de punta y
la incorporación de procedimientos amables con el medio
ambiente y respondan a los compromisos internacionales
que nuestro país ha suscrito.

Acciones que los municipios, en el contexto actual de di-
versidad en sus fortalezas jurídicas, financieras y de capa-
cidades, no pueden enfrentar sino reproduciendo las accio-
nes deficitarias en la calidad de la prestación del servicio de
disposición final y tratamiento de los residuos sólidos.

Por  lo que se considera oportuno proponer las siguientes
reformas y adiciones a la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, a las Leyes Generales para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos y del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, con la finalidad de
establecer un modelo de responsabilidades complementa-
rias para que sean los gobiernos estatales quienes brinden
los servicios de tratamiento y disposición final de residuos
sólidos y para que partir de las facultades legales que ya les
son propias, muchas de las cuales se han contenido en las
normas técnicas estatales pero cuya aplicación es de nula o
muy bajo cumplimiento, determinen los criterios y caracte-
rísticas que los municipios deberán observar en la presta-
ción de los servicios de limpia, recolección y traslado de re-
siduos.

Cumplir con dichos estándares en la prestación del servicio
público efectivamente exigirá más responsabilidad a las au-
toridades municipales pero dicha obligación es, a todas lu-

ces, indispensable para preservar el derecho de las futuras
generaciones a un ambiente sano que debe pasar de la de-
claración formal del texto constitucional a un realidad ob-
jetiva y alcanzable con acciones diarias y verdaderas.

Sobre todo si consideramos que responder con mejores ni-
veles de gestión en el servicio público incorporando meca-
nismos de recolección de residuos con métodos de selec-
ción, si bien es cierto que requiere de la adopción de
medidas sustantivas como, por ejemplo, la adquisición de
vehículos con características muy específicas, también lo es
que la participación social, el ingenio y la creatividad de no
pocas administraciones municipales ha permitido que con
éxito y corresponsabilidad se adopten medidas alternativas
como la recolección diferencia por origen de los residuos
en diferentes días, entre otros mecanismos alternativos que
demuestran que con eficiencia y eficacia pueden revertirse
las grandes debilidades que las administraciones municipa-
les enfrentan.

Pero además, la adopción de las reformas que se someten a
la consideración de esta Asamblea, aliviará cargas econó-
micas, técnicas y hasta políticas, que afectan sobre todo a
gobiernos municipales que no cuentan en su territorio con
lugares para el confinamiento final de los residuos, provo-
cando controversias con los municipios circunvecinos, y
que no siempre están preparados para la adopción de méto-
dos sustentables en el tratamiento de los residuos, o que en
ocasiones propician el desperdicio y mal uso de inversiones
públicas pasadas por la falta de continuidad en la prestación
de este servicios público.

No está por demás señalar que esperamos que la asignación
de esta atribución a las autoridades estatales permita la
adopción de las alternativas tecnológicas de vanguardia que
incluso propicien la paulatina sustitución de los rellenos sa-
nitarios y el mayor aprovechamiento de los residuos. 

Decreto por el que se reforma el inciso c y adiciona un
párrafo segundo al inciso i, ambos de la fracción III del
artículo 115 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; se reforman los artículos 9 en su
fracción XX, 10 en su primer párrafo y sus fracciones
III a la V, IX y X, 99 en su primer párrafo y en sus frac-
ciones II y III; se adicionan a los artículos 9 las fraccio-
nes XXI a la XXVI recorriéndose la actual XXI para pa-
sar a ser la XXVII, al 99 una fracción IV los anteriores
de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos y se adiciona una fracción II Bis al artí-
culo 7 y se reforma la fracción IV del artículo 8 de la
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Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente

Artículo Primero. Se reforma el inciso c) y se adiciona un
párrafo segundo al inciso i), ambos de la fracción III del ar-
tículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 115. …

…

III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y
servicios públicos siguientes:

…

c) Limpia, recolección y traslado de residuos;

…

i)…

Los estados podrán transferir a los municipios la
prestación del servicio público de tratamiento y
disposición final de residuos  sólidos urbanos
siempre y cuando cuenten con un plan de largo
plazo autorizado por las legislaturas locales en los
términos que las leyes aplicables determinen, los
que deberán garantizar la calidad y nivel en la
prestación del mismo de tal forma que no resulte
regresivo.

Articulo Segundo. Se reforman los artículos 9 en su frac-
ción XX, 10 en su primer párrafo y sus fracciones III a la
V, IX y X, 99 en su primer párrafo y en sus fracciones II y
III; se adicionan a los artículos 9 las fracciones XXI a la
XXVI recorriéndose la actual XXI para pasar a ser la
XXVII, al 99 una fracción IV los anteriores de la Ley Ge-
neral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos
para quedar como sigue:

Artículo 9. Son facultades de las entidades federativas:

…

XX. Determinar los indicadores que permitan evaluar la
aplicación del presente ordenamiento, e integrar los re-

sultados al Sistema de Información Ambiental y de Re-
cursos Naturales,

XXI. Controlar, en su tratamiento y disposición final,
los residuos sólidos urbanos;

XXII. Prestar, por sí o a través de gestores, el servi-
cio público dentro del manejo integral de residuos só-
lidos urbanos y en lo que corresponde a las fases de
su tratamiento y disposición final, observando lo dis-
puesto por esta Ley y la legislación estatal en la ma-
teria;

XXIII. Otorgar las autorizaciones y concesiones para
la prestación del servicio de tratamiento y disposi-
ción de los residuos sólidos urbanos;

XXIV. Participar en el control de los residuos peli-
grosos generados o manejados por microgenerado-
res, así como imponer las sanciones que procedan, de
acuerdo con la normatividad aplicable, de conformi-
dad con lo establecido en esta ley;

XXV. Prevenir la contaminación de sitios con mate-
riales y residuos peligrosos y su remediación;

X. Efectuar el cobro por el pago de los servicios de
tratamiento y disposición final de residuos sólidos ur-
banos y destinar los ingresos a la operación y el for-
talecimiento de los mismos, y

XXVI. Las demás que se establezcan en esta ley, las
normas oficiales mexicanas y otros ordenamientos jurí-
dicos que resulten aplicables.

…

Artículo 10. Los municipios tienen a su cargo las funcio-
nes de manejo integral de residuos sólidos urbanos, que
consisten en la recolección y traslado, conforme a las si-
guientes facultades:

…

III. Controlar los residuos sólidos urbanos, en las fases
de limpia, recolección y traslado;

IV. Prestar, por sí o a través de gestores, el servicio pú-
blico de limpia, recolección y traslado de residuos só-
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lidos urbanos, observando lo dispuesto por esta ley y la
legislación estatal en la materia;

V. Otorgar las autorizaciones y concesiones de los ser-
vicios de limpia, recolección y traslado de los residuos
sólidos urbanos;

…

IX. Contribuir en la prevención de la contaminación de
sitios con materiales y residuos peligrosos y su remedia-
ción, observando las normas técnicas que al efecto se
emitan y sean aplicables en materia de limpia, reco-
lección y traslado de residuos sólidos urbanos;

X. Efectuar el cobro por el pago de los servicios de lim-
pia, recolección y traslado de residuos sólidos urbanos
y destinar los ingresos a la operación y el fortalecimien-
to de los mismos, 

…

Artículo 99. Los municipios, de conformidad con sus atri-
buciones constitucionales en la materia, las establecidas
en las leyes estatales y, de ser el caso, con las que asuma
como resultado de los convenios que al efecto suscriban
con las entidades federativas llevarán a cabo las acciones
necesarias para la prevención de la generación, valoriza-
ción y la gestión integral de los residuos sólidos urbanos
considerando:

I. Las obligaciones a las que se sujetarán los generado-
res de residuos sólidos urbanos;

II. Los requisitos para la prestación de los servicios de
limpia, recolección y traslado; y

III. Los ingresos que deberán obtener por brindar los
servicios de limpia, recolección y traslado.

IV. De ser el caso, los requisitos e ingresos por la pres-
tación de los servicios que asuman como resultado de
los convenios de asunción de funciones que para tal
efecto suscriban con las entidades federativas.

Artículo Tercero. Se adiciona una fracción II bis al artícu-
lo 7 y se reforma la fracción IV del artículo 8 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente,
para quedar de la siguiente manera:

Artículo 7o. Corresponden a los estados, de conformidad
con lo dispuesto en esta ley y las leyes locales en la mate-
ria, las siguientes facultades:

…

II Bis. La aplicación de las disposiciones jurídicas re-
lativas a la prevención y control de los efectos sobre
el ambiente ocasionados por el almacenamiento, ma-
nejo, tratamiento y disposición final de los residuos
sólidos e industriales que no estén considerados como
peligrosos, de conformidad con lo dispuesto por el ar-
tículo 137 de la presente ley;

…

Artículo 8o. Corresponden a los municipios, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en la
materia, las siguientes facultades:

…

IV. La aplicación de las disposiciones jurídicas relativas
a la prevención y control de los efectos sobre el ambien-
te ocasionados por la generación y transporte, de los re-
siduos sólidos e industriales que no estén considerados
como peligrosos, de conformidad con lo dispuesto por el
artículo 137 de la presente ley;

…

Artículos Transitorios

Artículo Primero.- Publíquese el presente Decreto en el
Diario Oficial de la Federación.

Artículo Segundo.- El presente decreto entrará en vigor a
los noventa días después de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Artículo Tercero. Los estados adecuarán sus disposiciones
legales en un plazo no mayor a los sesenta días desde su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Cuarto. Los municipios que administren y ope-
ren rellenos sanitarios y tiraderos a cielo abierto adoptarán
las disposiciones administrativas correspondientes para
transferir a los estados el servicio público de tratamiento y
disposición final, de los residuos sólidos urbanos.
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Artículo Quinto. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan a lo dispuesto en el presente decreto.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro. México, DF, a 17 de octu-
bre de 2013.— Diputados: Ernesto Núñez Aguilar (rúbrica), Víctor
Manuel Bautista López (rúbrica), Tanya Rellstab Carreto (rúbrica),
Abraham Montes Alvarado (rúbrica), María Fernanda Schroeder Ver-
dugo (rúbrica),  Enrique Alejandro  Flores Flores (rúbrica), Víctor Ra-
fael González Manríquez (rúbrica), Ramón Montalvo Hernández (rú-
brica), Lorena Méndez Denis, Tomás  Brito Lara, Jorge del Ángel
Acosta (rúbrica), Antonio De Jesús Díaz Athié, Arturo Escobar y Vega,
Josefina García Hernández,  Verónica García Reyes (rúbrica),   Noé
Hernández González,  Adriana Hernández Íñiguez,  Teresa de Jesús
Mojica Morga, Graciela Saldaña Fraire, Gabriela Medrano Galindo
(rúbrica).»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Túrnese
a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Ini-
ciativa que reforma el artículo 115 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Ernesto Núñez Aguilar, del Grupo Parlamentario del
PVEM, y suscrita por integrantes de la Comisión de Desa-
rrollo Municipal

Quien suscribe, Ernesto Núñez Aguilar, diputado integran-
te de la LXII Legislatura, perteneciente al Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, con fun-
damento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así
como los artículos 77 y 78, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someto a la consideración de esta asamblea,
la presente iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el politólogo Dieter Nohlen, la reelección
se entiende como el “derecho de un ciudadano (y no de un
partido) que ha sido elegido y ha ejercido una función pú-
blica con renovación periódica de postular y de ser elegido

una segunda vez o indefinidamente para el mismo cargo
(ejecutivo) o mandato (parlamentario).1 Es la posibilidad
jurídica de un individuo que haya desempeñado algún car-
go de elección popular, para contender nuevamente por el
mismo cargo al finalizar el período de su ejercicio.2

Se puede hablar de reelección inmediata o mediata, la pri-
mera basada: Del latín immediatus; de in, priv., y medium,
medio, adjetivo, contiguo o muy cercano a otra cosa, lo que
sucede en seguida sin tardanza para el mismo cargo y la se-
gunda basada: Del latín medi?tus, part. pas. de medi?re, ad-
jetivo, que en tiempo, lugar o grado está próximo a una co-
sa, mediando otra entre las dos,3 es decir, deberán
trascurrir uno o más periodos para postularse al mismo
puesto de elección. 

En México la reelección en sus diferentes modalidades y
significados, es parte de un proceso que ha evolucionado
desde los primeros textos jurídicos de los siglos XIX y XX
principalmente. Desde la Constitución de Cádiz hasta las
reformas de 1933 se ha definido su concepción e interpre-
tación, así como las diversas corrientes interpretativas y
doctrinarias derivadas de su contenido esencial, que a la fe-
cha siguen desarrollando esquemas de viabilidad y argu-
mentos en contra.

Al respecto, no se debe soslayar que el “contexto histórico”
ha sido muy importante para su evolución. No es lo mismo,
la discusión de la no reelección y reelección en los prime-
ros textos históricos como la Constitución de Cádiz o la
Constitución de Apatzingán en 1814, que en la Constitu-
ción Política de los Estos Unidos Mexicanos de 1917 o en
su caso en el procedimiento legislativo de las reformas de
1933 antireeleccionistas, impulsadas por el Partido Nacio-
nal Revolucionario, bajo la figura del D. Plutarco Elías Ca-
lles después de la muerte D. Álvaro Obregón.

En algunas fases históricas, se previó la reelección y en
otras se prohibió, de tal manera que en la actualidad preva-
lece el principio de no reelección inmediata para legislado-
res, presidentes municipales e integrantes de los ayunta-
mientos, así como la prohibición expresa y absoluta, en el
texto constitucional vigente, de la no reelección para Presi-
dente de los Estados Unidos Mexicanos y para Gobernador
de las entidades de la República Mexicana, a la par de una
concepción que alienta la reelección como porte del proce-
so de democratización mexicana del siglo XXI,

En ese orden de ideas, es importante considerar que el pro-
ducto histórico de la lucha revolucionaria que se inició en
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los albores de 1910 con las demandas político-sociales, en-
cabezadas por Francisco I. Madero, basadas en el principio
de la no reelección como un nuevo paradigma para la inte-
gración política del Estado mexicano fue la expresión que
prevaleció en todos los textos político y jurídicos, posterio-
res a la Revolución Mexicana.

“Antes de la Constitución de 1917, todas nuestras leyes
fundamentales admitieron el principio de la reelegibilidad
del presidente de la República, ya sea de forma inmediata o
mediata. Algunas establecieron la posibilidad de la reelec-
ción de manera explícita y otras de forma implícita, al no
prohibirla. De esta forma, D. Antonio López de Santa An-
na ocupo once veces la presidencia de la República; aun
cuando el tiempo total en que ocupó el cargo son poco me-
nos de seis años: D. Benito Juárez se reeligió en tres oca-
siones, y ocupó el cargo de 1858 a 1872, o sea catorce años,
habiendo fallecido en el ejercicio pleno de su funciones
presidenciales; D. Porfirio Díaz, se reeligió en ocho oca-
siones, y gobernó de 1876 a 1911, con excepción de cuatro
años (1880-1884) en que ocupó la presidencia el Gral. Ma-
nuel González, o sea treinta y un años […]”4

Los resabios de la era porfirista principalmente, los anhelos
democráticos de los mexicanos en el siglo XX y los intere-
ses para pasar de un gobierno de caudillos al de uno insti-
tuciones en la etapa posrevolucionaria, originaron una lu-
cha y una cultura política en contra de todo acto de
reeleccionista de las autoridades públicas, situación que a la
fecha prevalece en varios sectores de la población, no obs-
tante de las resistencias de doctrinarios y convencidos de la
necesidad de una reelección moderada como instrumento
para hacer eficiente, liberar y a su vez controlar el ejercicio
del poder político. 

Uno de los documentos que se pueden considerar funda-
mentales con los que consolidó y a su vez “finiquitó” el
principio de la no reelección en México en el constitucio-
nalismo mexicano, fue el discutido por la Convención Na-
cional Extraordinaria en Aguascalientes el 30 y 31 de octu-
bre de de1932, promovido por el entonces presidente del
Partido Nacional Revolucionario (PNR), Carlos Riva Pala-
cio y el Presidente de la República Plutarco Elías Calles.

El documento fue motivado por el contexto histórico en
que el Presidente Álvaro Obregón con sus afanes políticos
logró reelegirse en 1928 y ser el primero en hacerlo después
de la Revolución Mexicana de 1810. No obstante que no to-
mó protesta debido a que fue asesinado en 17 de julio del
mismo año, fue electo presidente al periodo inmediato y

puso en entredicho una de las demandas más sentidas del
proceso revolucionario en los albores del siglo XX.

Una vez presentado y aprobado dicho acuerdo por la Con-
vención Nacional Extraordinaria, el Comité Ejecutivo Na-
cional del PNR, lo presentó al Congreso una reforma cos-
ntitucional de siete puntos el 29 de abril de 1933 en casi
todos sus contenido impactando a varios artículos constitu-
cionales.5

1. Imposibilidad absoluta de reelección presidencial;

2. Imposibilidad de reelección para los gobernadores de
los estados;

3. Prohibición de los gobernadores para presentarse co-
mo candidatos a diputados y senadores;

4. La extensión de dos a tres años en el mandato de los
diputados al Congreso de la Unión;

5. La no-reelección inmediata para de los diputados o se-
nadores al Congreso de la Unión;

6. La extensión del mandato de cuatro a seis años de los
senadores, y

7. La renovación total de la Cámara de Senadores cada
seis años.

También se incluyó que los presidentes municipales, regi-
dores y síndicos de los ayuntamientos, electos popularmen-
te, no podrán ser reelectos para el periodo inmediato al
igual que los miembros de los consejos municipales o de
las juntas de administración civil.6

En el recuento histórico, la lucha por suprimir la reelección
del Sistema Jurídico Mexicano, se ha tornado importante en
la medida en que se busca controlar los anhelos desmedidos
por la continuación en el ejercicio del poder político. Los
casos de D. Antonio López de Santa Anna y en mayor me-
dida de D. Porfirio Díaz, son prototipitos y se encuentran en
el pensamiento de los mexicanos como los detonadores
principales. 

El caso de la reelección de D. Álvaro Obregón y posterior-
mente su asesinato antes de tomar el cargo de presidente re-
electo, fue paradigmático, fundó una gran reflexión para la
clase política mexicana de lo que podía o no ser un retro-
ceso de una de las demandadas y contenidos más impor-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 17 de octubre de 2013103



tantes de la Revolución Mexicana de 1910, el regreso al pa-
sado con la antítesis del Sufragio Efectivo y No reelección,
enarbolado por D. Francisco Indalecio Madero.

Desde otra mirada, a pesar de que D. Benito Juárez también
se reeligió en diversas ocasiones no provocó la imagen de
un mal gobernante aunque su ímpetu reeleccionista privó
hasta el final de sus días, con lo que se hace pertinente ana-
lizar el contexto en que se dieron los procesos de cambio
histórico, en los que la idea reeleccionista o antireeleccio-
nista en ocasiones se arraiga o deforma en la conducta de
quien gobierna y no en una fórmula para controlar o liberar
el poder político para su mejoramiento. 

Al respecto, no es recomendable generalizar en que los
contextos en los que prevaleció el reeleccionismo o antire-
eleccionismo son iguales, porque con seguridad se corre el
riesgo de que su similitud logre persuadirnos, aunque es ne-
cesario reconocer que en varios contextos prevalece la idea
de establecer incentivos positivos o negativos al presidente
de la República para el ejercicio del poder, lo que trascen-
dió injustamente en las mismas situaciones para la integra-
ción de poder legislativo y de los ayuntamientos.

Es importante considerar que el poder legislativo y los po-
deres de los municipios no se encuentran en las mismas
condiciones que el poder presidencial, el proceso de apren-
dizaje en las labores del encargo son de diferentes tipos y
en ambos se necesitan de habilidades obtenidas en la expe-
riencia e incentivos en condiciones completamente diferen-
tes. 

Un ejemplo de ello, es en el perfil de los diferentes candi-
datos  a los puestos de elección popular. En el caso presi-
dencial prevalece la figura de líder carismático y/o profe-
sionalizado, entre otros, y en los de presidentes
municipales, regidores y legisladores, predomina el lide-
razgo territorial y no necesariamente el liderazgo adminis-
trativo o en su caso legislativo. Sin embargo, en la cultura
política, la idea de reelección es a rajatabla lo mismo en to-
dos lo ordenes de gobierno, por la percepción que se tiene
de los gobernantes o de las ambiciones políticas desmedi-
das.

La imposibilidad de la reelección presidencial, es un tema
que aun pareciera antidemocrático y que se encuentra pro-
fundamente arraigado en el pensamiento y la cultura políti-
ca de los mexicanos, aun con la limitante de que fuera por
única vez, como en el caso más cercano, el de los Estados
Unidos de América. Sin embargo en el caso de la reelección

de legisladores y presidente municipales las opiniones son
diversas, algunas de ellas, se inclinan a la reelección para el
periodo inmediato.

A mediados del siglo pasado, comenzó nuevamente a evo-
lucionar la discusión a favor del principio de la reelección
inmediata, ésta solamente en el ámbito legislativo. Fue D.
Vicente Lombardo Toledano del Partido Popular Socialista
quien presentó el 13 de octubre de 2013, la primera Inicia-
tiva de Decreto en la Cámara de Diputados con la finalidad
de adicionar una fracción V al artículo 59 constitucional pa-
ra permitir la reelección de los diputados.7

No obstante que el proyecto legislativo tuvo éxito en la Cá-
mara de Diputados con el apoyo de los diputados Christlieb
Ibarrola del Partido Acción Nacional y Alfonso Martínez
Domínguez del Partido Revolucionario Institucional8 “en
la Cámara de Senadores, en las Comisiones Unidas, Prime-
ra de Gobernación y Segunda de Puntos Constitucionales
presentaron un dictamen en que se proponía no aprobar la
iniciativa de la colegisladora por lo que el proyecto fue des-
echado.”9

Con la misma orientación de promover la reelección de me-
rito, en 1976 el Diputado Héctor Ramírez Cuellar presentó
una Iniciativa a los artículos 55 y 59 de la Constitución pa-
ra permitir la elección inmediata e indefinida de los legis-
ladores. Posteriormente en 1982, el Diputado Sergio Ruiz
Pérez del Partido Popular Socialista presentó otra reforma
al artículo 59 constitucional.10

A partir de esas fechas, la discusión sobre la reelección le-
gislativa tomo nuevos aires en la polémica doctrinaria a fa-
vor y en contra. Se presentaron diversas iniciativas de de-
creto con argumentos a favor de la reelección inmediata
legislativa, en las que también se incluyó la reelección in-
mediata de autoridades de los ayuntamientos (presidentes
municipales, síndicos y regidores), lo que significó un
avance en la discusión y encontró nuevo argumentos en la
célula madre del régimen jurídico mexicano, el “Municipio
libre”.

Los argumentos para la defensa de este tipo de reelección
en los órdenes de gobierno municipal y legisladores, tanto
de los congreso locales como general de los Estados Uni-
dos Mexicanos se basan principalmente  en la profesionali-
zación y especialización, la rendición de cuentas, la demo-
cratización así como el fomento de relaciones políticas
democracia. 
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En el derecho comparado destacan principalmente en el
Continente Americano los casos de Paraguay, Colombia y
México, en los que se permite la reelección de los ayunta-
mientos. Brasil aprobó la reelección por una ocasión de sus
autoridades locales sólo por una ocasión.11

De acuerdo a los centros de investigaciones legislativas de
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, se han
presentado, de la LVIII a la LXII legislatura, 37 propuestas
de reforma y adición a la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para permitir la reelección inme-
diata legislativa y en algunos casos de autoridades munici-
pales.

• LVIII Legislatura 9 iniciativas (PAN, PRI, PRD, Con-
greso del Estado de Baja California)

• LIX Legislatura 10 iniciativas (Congreso de Jalisco,
Congreso de Nuevo León, PAN y PRI)

• LX Legislatura 9 iniciativas (PAN, PRI, PRD y Con-
greso del Estado de Baja California)

• LXI Legislatura  7 iniciativas (PAN, PRI, PT y Movi-
miento Ciudadano)

• LXII Legislatura 2 iniciativas (PAN y PVEM)

Los estudios que se han realizado sobre el tema son bastos,
tanto de instituciones académicas, como centros de investi-
gación legislativa, públicos y privados. En el mismo senti-
do, las agendas de varios partidos políticos han aceptado la
reelección como parte de la democratización en México,
principalmente en el ámbito legislativo y municipal

Por su parte, distinguidos constitucionalistas del Instituto
de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional
Autónoma de México, también han realizado aportaciones
importantes al tema de reelección, tanto en el ámbito legis-
lativo como municipal, destacan Diego Valadés y Miguel
Carbonell Miguel, entre otros, al considerar que: 

“... se vuelve muy urgente y necesaria la reforma a los
artículos 59 y 116 fracción II párrafo segundo constitu-
cionales, de tal manera que se haga posible la reelección
inmediata de los legisladores federales y locales. Y lo
mismo vale para el caso de los dispuesto en la fracción I
del artículo 115 constitucional en lo que respecta a las
autoridades municipales.” 12

En el universo de la polémica sobre la reelección inmedia-
ta legislativa, ha surgido el tema de la reelección del mismo
tipo de autoridades municipales, el cual es relativamente re-
ciente. Se ha presentado en algunas iniciativas que propo-
nen esta reelección en la Cámara de Diputados Federal y el
Senado de la República, aunque su limitación nace también
con la reforma constitucional de 1933.

La reelección inmediata de autoridades, objeto de la pre-
sente Iniciativa, ha sido una demanda de diversos sectores
de la sociedad mexicana que han propuesto también refor-
mas al artículo 115 en materia de ampliación de los perio-
dos de gobierno, formación municipalista, fiscal, política,
entre otros temas, así como una reforma integral en materia
de municipal, para establecer la autonomía de los ayunta-
mientos y fortalecer sus facultades constitucionales.

Destacan organismos que han tenido una labor constante
para avizorar cambios y un nuevo rumbo de los gobiernos
y administraciones municipales, como los son principal-
mente los siguientes:

- La Federación Nacional de Municipios de México.

- La Asociación de Autoridades Locales de México.

- La Federación de Desarrollo Municipal. 

- La Asociación Nacional de Alcaldes.

- El Programa de las Naciones Unidas para el Desarro-
llo.  

- El Programa Nacional de las Naciones Unidas  para los
Asentamientos Humanos.

El tema también ha sido parte de las agendas pública de di-
versas entidades federativas del la República Mexicana, así
como de polémicas en los órdenes jurisdiccionales del Es-
tado mexicanos, como en el Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación vale la pena recordar que:

“Durante la década de los noventa del siglo pasado los es-
tados de Coahuila, Chihuahua, Durango Guanajuato y Que-
rétaro permitieron la reelección para las autoridades del
ayuntamiento, mientras se tratase de un cargo distinto al
que se ocupaba. Es decir, un síndico o un regidor podían
postularse en el periodo inmediato para el cargo de Presi-
dente Municipal. Este mecanismo fue cancelado con dos
resoluciones del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
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Federación […] al dictaminarse que la posibilidad contem-
plada en esas legislaciones violan lo establecido en el artí-
culo 115 constitucional.”13

La reelección inmediata de autoridades municipales, es par-
te de una polémica de contenidos genuinos, no es lo mismo
plantear, la reelección presidencial, legislativa o municipal
en el mismo orden, ambos tienen consecuencias e implica-
ciones diferentes, son ámbitos de gobierno diferenciados
que merecen un análisis por separado.

La reelección de autoridades municipales es compleja, por
lo que es recomendable que se acompañe de una reforma
integral al artículo 115, para resolver las diferentes proble-
máticas. El hecho de que las autoridades, en un futuro pue-
dan reelegirse al periodo inmediato, no resolverá del todo
el problema, pero si contribuirá gradualmente  a fortalecer
la esfera de la administración pública local.

La prohibición constitucional de 1933, se estableció para
sucumbir a los gobiernos de caudillos y fortalecer al de las
instituciones, preocupación, en su momento legítima. No
obstante, la nueva visión del diseño de las instituciones se
orienta a consolidar el trabajo entre el gobierno y los go-
bernados, la calidad de vida del Municipio y el perfeccio-
namiento de la administración. Todo ello, con la búsqueda
e innovación de controles del ejercicio del poder político, el
respeto a los derechos humanos y ambientales.

Al respecto, la reelección municipalista inmediata se en-
cuentra con dos incentivos importantes, uno fincado en el
interés de los gobernantes para continuar en el encargo y la
posibilidad de que la ciudadanía, a través del sufragio deci-
da en la continuación o no de las autoridades y contar con
la posibilidad de aprovechar o desechar al buen o mal go-
bernante, respectivamente.

Todo proyecto de cambio tiene riesgos, muchos de ellos por
la implantación de las reglas no escritas que violentan el es-
tricto apego a la ley y el respeto a las instituciones, con-
ductas que subordinan la cultura de la legalidad por actos
unilaterales. Al respecto será recomendable combatir lo in-
vocado por varios especialistas en la materia.   

[…] la reelección provocaría nuevas prácticas perversas
para que los funcionarios se mantengan en sus encargos,
con la posibilidad del surgimiento de nuevas formas de
cacicazgo; que se provocarían problemas entre los parti-
dos políticos y sus miembros debido a la falta de movi-
lidad de los encargos derivada de la permanencia de los

funcionarios en los mismos; que lo funcionarios descui-
daran las tareas de su cargo para buscar la reelección y,
sobre todo, que se perdería la expectativa cambio obli-
gado en los ayuntamientos”14

Al respecto, el estudioso Fernando Dowark, establece co-
mo argumentos a favor y en contra, los siguientes: la redi-
ción de cuentas y responsabilidad de los cuadros políticos,
la profesionalización de los cuadros públicos y capacidad
institucional, así como la continuidad en la planeación y los
programas de gobierno, y por otra parte, reaparición o for-
talecimiento de cacicazgos, los partidos políticos y el con-
trol de los gobernadores y la filtración del narcotráfico y el
crimen organizado en los gobierno locales.15

Es pertinente mencionar que los riesgos se tendrán prever
en una reforma integral municipalista, que acompañe la re-
elección en éste ámbito de gobierno, para lo cual, se está
trabajando desde la presidencia de la Comisión de Desarro-
llo Municipal y al seno del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. Se trata principalmente, de agotar las posibilidades de
que prevalezca el caciquismo local que persiste, aún con re-
elección o sin reelección de autoridades municipales. 

Para avanzar en el camino del desarrollo integral munici-
palista, es recomendable comenzar con la reelección inme-
diata de los ayuntamientos, de manera gradual, suprimien-
do del texto constitucional de México los obstáculos, con la
finalidad de que los Estados de la República Mexicana,
congresos locales, con plena convicción federalista, juz-
guen lo conveniente, lo permitan o en consecuencia lo pro-
híban: serán ellos quienes lo decidan con pleno respeto a su
soberanía.

Para lograr avanzar en la consolidación de los ayuntamien-
tos, es necesario dotarlos de nuevas facultades, así como di-
señar nuevas formas de integración política, con pleno res-
peto a la diversidad, la pluriculturalidad, disminuyendo la
brecha entre municipios ricos y pobres, rurales, y metropo-
litanos, dotarlos de instrumentos para la formación de cua-
dros administrativos.

Para ello, se debe tomar en cuenta  que no obstante a los
avances logrados en los ámbitos locales, el Municipio
arrastra problemas de origen que a la fecha no han sido re-
sueltos. La complejidad es basta por el diseño normativo
propio del Sistema Jurídico Mexicano.

“En la doctrina mexicana ha sido criticada la formula-
ción original del artículo 115. En su momento clásico el
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maestro Tena Ramírez, señaló que el municipio libre in-
gresó a la Constitución con dos defectos sustanciales: no
señalar específicamente las fuentes impositivas que co-
rresponde al municipio y la forma de resolver los con-
flictos de éste con las autoridades estatales. Por su parte
el distinguido jurista Jorge Carpizo, señaló que al muni-
cipio `se le quería fuerte y sano, pero se le estructuró in-
deleble y enfermo; se le deseaba base de la división te-
rritorial y la base política y administrativa del estado
pero no se le dotó de instrumentos para lograrlo.”16

También se deben considerar que desde 1917 a la fecha se
han realizado reformas constitucionales representativas, es-
fuerzos que buscan fortalecer la actividad de Municipio
desde diferentes perspectivas, tanto en sus ámbitos de or-
ganización política, administrativa y jurídica, principal-
mente. 

Según la base documental de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, LXII Legislatura, el 20 de agosto de
1928 se realizó la primera reforma constitucional al artícu-
lo 115; seguido de ello, se han llevado a cabo 12 cambios
más a la misma disposición jurídica. El último fue el 24 de
agosto de 2009.

A la par de la reelección inmediata de las autoridades de
los ayuntamientos, la reforma municipal en México es
un gran desafío por resolver, debido a que el Municipio
representa “una forma de descentralización [y] se debe
ante todo, a que constituye una forma espontánea y pri-
maria de organización comunal que el Estado autocráti-
co puede pretender ahogar, pero que al Estado democrá-
tico sólo corresponde reconocerla e incorporarla a su
estructura.”17

En ese orden de ideas, es importante dejar claro que la pre-
sente iniciativa, al proponer la reelección inmediata de au-
toridades municipales, no pretende agotar la problemática y
soluciones que aquejan a los ayuntamientos, solamente
busca incentivar el mejor desempeño de las autoridades,
fortalecer la relación entre gobernantes y gobernados, así
como dar cauce a las demandas sociales en pro de la mejo-
ra de la administración y planeación del Ayuntamiento.

La presente iniciativa con la reelección municipal inmedia-
ta busca fortalecer a la célula madre de la división política
y territorial de México que se halla en la estructura y for-
mación del Municipio, a su organización e impacto en el
ejercicio del poder político que se encuentran en la base de
los pequeños territorios, en comunidades asentadas a lo lar-

go y ancho del país, caracterizadas por la diversidad de po-
blación, formas primigenias, modernas y genuinas de desa-
rrollo.

Se pretende contribuir a la mejora de Municipio que es par-
te de la estructura del Estado Federal Mexicano, concebido
en el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos de 1917, como base de la división terri-
torial y administrativa de los estados, al cual, el propio pre-
cepto constitucional le reconoce la calidad de libre.18

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la
consideración de esta asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto por el se reforma el artículo 115 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el párrafo tercero de la frac-
ción I del artículo 115 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 115. (…)

I. (…)

(…)

Los presidentes municipales, regidores y síndicos de
los ayuntamientos, electos popularmente por elección
directa, elección indirecta, nombramiento o designa-
ción, podrán ser reelectos exclusivamente por elec-
ción directa, sólo en una ocasión. 

(…)

(…)

(…)

II. (…) a X. (…)

Artículo Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en del Diario Oficial de la Federación.
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legislativa, México, Instituto de Investigaciones Legislativas “Belisario
Domínguez, Senado de la República, LXI Legislatura, 2010, p.133 a
143.

16 Cfr. Salvador Valencia Carmona,  “Constitución, Municipio y refor-
ma”, en Salvador Valencia Carmona (coordinador), El Municipio en

México y en el mundo, Primer Congreso Internacional Municipal, Mé-
xico, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 2005, p. 526. 

17 Tena Ramírez, Felipe, Derecho Constitucional Mexicano, México,
Editorial Porrúa, vigésima segunda edición, 1987, p. 147.

18 Cfr. Álvarez Montero, José Lorenzo, “La justicia municipal en el
Estado Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Valle” en Valen-
cia Carmona, Salvador, El Municipio en México y en el mundo, Méxi-
co, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 2005, p. 3.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 17 días del mes de octubre de
2013.— Diputados: Ernesto Núñez Aguilar, Tanya Rellstab Carreto,
Abraham Montes Alvarado (rúbrica), María Fernanda Schroeder Ver-
dugo (rúbrica) Enrique Alejandro Flores (rúbrica), Víctor Rafael Gon-
zález Manríquez, Víctor Manuel Bautista López (rúbrica), Ramón
Montalvo Hernández (rúbrica), Lorena Méndez Denis (rúbrica), Tomás
Brito Lara (rúbrica), Jorge del Ángel Acosta (rúbrica), Antonio de Je-
sús Díaz Ahité (rúbrica), Arturo Escobar y Vega, Josefina García Her-
nández (rúbrica), Verónica García Reyes (rúbrica), Noé Hernández
González (rúbrica), Adriana Hernández Íñiguez, Teresa de Jesús Moji-
ca Morga (rúbrica), Graciela Saldaña Fraire, Gabriela Medrano Galin-
do (rúbrica).»
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«Anexo

Texto vigente

Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen
interior, la forma de gobierno republicano, representati-
vo, popular, teniendo como base de su división territorial
y de su organización política y administrativa el Muni-
cipio Libre, conforme a las bases siguientes:

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento
de elección popular directa, integrado por un Presidente
Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley
determine. La competencia que esta Constitución otorga
al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento
de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia al-
guna entre éste y el gobierno del Estado.

Los presidentes municipales, regidores y síndicos de los
ayuntamientos, electos popularmente por elección direc-
ta, no podrán ser reelectos para el periodo inmediato.
Las personas que por elección indirecta, o por nombra-
miento o designación de alguna autoridad desempeñen
las funciones propias de esos cargos, cualquiera que sea
la denominación que se les dé, no podrán ser electas pa-
ra el periodo inmediato. Todos los funcionarios antes
mencionados, cuando tengan el carácter de propietarios,
no podrán ser electos para el periodo inmediato con el
carácter de suplentes, pero los que tengan el carácter de
suplentes sí podrán ser electos para el periodo inmedia-
to como propietarios a menos que hayan estado en ejer-
cicio.

(…)

(…)

(…)

II. (…) a X. (…)

Texto propuesto

Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen
interior, la forma de gobierno republicano, representati-
vo, popular, teniendo como base de su división territorial
y de su organización política y administrativa el Muni-
cipio Libre, conforme a las bases siguientes:

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento
de elección popular directa, integrado por un Presidente
Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley
determine. La competencia que esta Constitución otorga
al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento
de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia al-
guna entre éste y el gobierno del Estado.

Los presidentes municipales, regidores y síndicos de
los ayuntamientos, electos popularmente por elección
directa, elección indirecta, nombramiento o designa-
ción, podrán ser reelectos de manera inmediata, ex-
clusivamente por elección directa, sólo en una oca-
sión. 

(…)

(…)

(…)

II. (…) a X. (…).»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Túrnese
a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

LEY SOBRE INDICACIONES GEOGRAFICAS 
Y DENOMINACIONES DE ORIGEN

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Tiene la
palabra, hasta por 10 minutos, el diputado Abel Octavio
Salgado Peña, del Grupo Parlamentario del PRI, para pre-
sentar iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
sobre Indicaciones Geográficas y Denominaciones de Ori-
gen.

El diputado Abel Octavio Salgado Peña: Con el permiso
de la Presidencia. Compañeras y compañeros legisladores,
México es un país que tiene en sus manos la oportunidad
de darle valor agregado a todos aquellos productos que re-
cogen sus costumbres y sus tradiciones en los procesos de
elaboración y comercialización.

De forma invaluable dichos procesos se han inmortalizado
al legar oficios de generación en generación y sobretodo
atesorar los valores que provienen de nuestras culturas ori-
ginarias y autóctonas.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 17 de octubre de 2013109



En las variedades incontables de productos únicos con ca-
racterísticas agroindustriales, así como artesanales, encon-
tramos elementos que representan orgullosamente a los
mexicanos a nivel internacional. Ejemplo de ello es el ca-
so de éxito de la primera denominación de origen mexica-
na reconocida varios años atrás, el tequila, producto que
nos identifica dignamente en todo el mundo.

Hoy en día los productos que se encuentran protegidos ba-
jo denominaciones de origen emplean a más de 250 mil fa-
milias, que forman parte de la economía de 21 estados de
la República, por lo que el potencial económico como fac-
tor de desarrollo nacional es altamente significativo.

México ha reconocido esa condición privilegiada y actual-
mente es miembro del Arreglo de Madrid y del Arreglo de
Lisboa, a partir de los cuales ha registrado y protegido 14
productos bajo una denominación de origen. Por mencio-
nar algunos, el tequila, el mezcal, la talavera, el café de Ve-
racruz y el café de Chiapas y algunos otros más caracteri-
zados todos por su excelente calidad y por sus procesos
certificados de manufactura y comercialización.

Dichos productos no solo se identifican como originarios
de un lugar, sino que representan la posibilidad de detonar
el crecimiento económico de diversas regiones por contar
con diferenciadores únicos, tanto industriales como huma-
nos y en esa medida una oportunidad de nuevos empleos
para miles de mexicanos.

Existen instrumentos internacionales que protegen las indi-
caciones geográficas y denominaciones de origen. Desde
luego el más importante es el Arreglo de Lisboa. Algunos
países, entre ellos México, han desarrollado a partir de es-
te instrumento sus ordenamientos legales internos.

La legislación mexicana en la materia se compone —entre
otros— de los siguientes ordenamientos: la Ley para la
Propiedad Industrial, de 1991; el Reglamento de la Ley de
la Propiedad Industrial, de 1994; el Acuerdo de Libre Co-
mercio con América del Norte, de 1994; el Tratado de Li-
bre Comercio Unión Europea-México, del año 2000.

Adicionalmente existe gran diversidad de ordenamientos
de carácter reglamentario, como las normas oficiales mexi-
canas y otros acuerdos, que son —insistimos— el anda-
miaje jurídico de la protección de las denominaciones de
origen en el Estado mexicano.

Si bien a lo largo de los años se ha pretendido mejorar la
regulación de los bienes protegidos bajo una denominación
de origen dando mayores atribuciones a los consejos regu-
ladores y sancionando en mayor medida la producción ilí-
cita de bienes sin certificación alguna, esto se ha hecho
desde una visión un tanto estrecha, resolviendo problemas
particulares o de coyuntura de forma aislada y generando
al menos las siguientes consecuencias:

Primero. Se ha hecho mucho más compleja y cada vez más
desarticulada la regulación en la materia. En consecuencia,
los trámites para lograr la declaratoria, los mecanismos de
certificación y ejercer los medios de protección contra la
producción ilegal o pirata se han vuelto mucho más com-
plicados.

Segundo. Si bien el órgano rector en la materia es el Insti-
tuto Mexicano de la Propiedad Industrial, las atribuciones
que se le han dado a otros actores, como los consejos re-
guladores y la Asociación Nacional de Denominaciones de
Origen, pudieran traslaparse unas con otras generando en
este entramado de atribuciones más complicaciones para la
defensa de los bienes protegidos bajo una denominación de
origen.

Tercero. Al ser la protección de denominaciones de origen
un apéndice más en materia de protección industrial se ha
nulificado lo que debería ser una política proactiva desde el
gobierno para promover y fomentar la incorporación de
bienes al mercado de denominaciones de origen. Desde
luego, con todas las ventajas culturales, sociales y econó-
micas que tanto a nivel regional como a nivel internacional
se desprenderían de este hecho.

La problemática que hoy vivimos y venimos a señalar ra-
dica justamente en lo dispersa, y en cierta medida atomiza-
da, que está la normatividad en materia de protección de
productos bajo una denominación de origen, pero también
en la parálisis que se pudiera dar en lo que debiera ser una
prioridad para la agenda económica a nivel nacional y el
detonante del desarrollo económico de muchas regiones de
nuestro país.

Adicionalmente es oportuno comentarles que actualmente,
tanto consumidores como productores se enfrentan a cons-
tantes engaños, abusos y permanentes actos de competen-
cia desleal. Una mejor legislación debería proteger amplia-
mente a ambos grupos.
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La producción y comercialización al margen de la ley, o in-
cluso en contra de ella, pone en riesgo en primer lugar la
salud de los consumidores y, desde luego, la estabilidad en
las finanzas de los productores y los inversionistas que bus-
can incursionar en un mercado con productos de muy alta
calidad y con rigurosos procesos de manufactura.

Esta condición de vulnerabilidad hace que sea fundamental
para el país la protección y el desarrollo de mecanismos de
protección a las indicaciones geográficas y la denomina-
ción de origen.

Los modelos de éxito como el tequila nos muestran clara-
mente las oportunidades y necesidades de mejorar el siste-
ma de protección con el que hoy se cuenta. El papel de los
consejos reguladores es vital en esta tarea, en la que no so-
lo es necesario evaluar el rol desempeñado por el organis-
mo evaluador de la conformidad, sino también su promo-
ción a las denominaciones de origen en los planos nacional
e internacional.

La operatividad adecuada y la permanencia institucional de
los consejos reguladores como asociaciones civiles, es de-
cir, como entidades no lucrativas, debe ser garantizada da-
da su importancia como agentes promotores y operadores
de las indicaciones geográficas.

Por ello establecer lineamientos generales apegados a prin-
cipios y buenas prácticas de gobierno corporativo garanti-
zan su adecuada y transparente operación, facilitando el
desarrollo, el crecimiento y la consolidación de las deno-
minaciones de origen.

Con cambios como estos se fortalecerá a las denominacio-
nes de origen y, en general, a todas las indicaciones geo-
gráficas como patrimonio del Estado mexicano, activando
a la vez los motores de desarrollo económico que he men-
cionado anteriormente.

Compañeras y compañeros diputados, los bienes inmate-
riales o intangibles de una nación conforman una de las
partes cardinales de su patrimonio cultural y económico.
La propiedad intelectual, industrial y el reconocimiento de
la autenticidad de productos y servicios relacionados con
su origen —entre otras materias— deben ser la prioridad
en la lista de temas del Estado, principalmente por la nece-
sidad de proteger aquellos valores no palpables que acarre-
an un beneficio económico y social de un gran rubro.

La comprensión de las figuras jurídicas, materia de la ley
que hoy estamos presentando, debe alcanzar un nivel ópti-
mo de detalle para poder constituirse en el andamiaje que
efectivamente proteja y garantice un bienestar, desarrollo y
promoción de los bienes de cierta calidad producidos en al-
gunas regiones del territorio nacional.

Por una propuesta como la que exponemos mis compañe-
ros legisladores de Jalisco y un servidor será posible, no
solo una protección para fines comerciales de la figura ju-
rídica de la denominación de origen —como hemos expre-
sado anteriormente— ésta tiene una trascendencia que re-
basa cualquier conclusión económica, debido
principalmente a las tradiciones sociales y culturales que
constituyen su elaboración, producción y comercio.

Por ello someto a su consideración la presente iniciativa
con proyecto de decreto mediante el cual se crea la Ley so-
bre Indicaciones Geográficas y Denominaciones de Ori-
gen.

Insistimos, con esta ley se podrán establecer las bases para
que las indicaciones geográficas y las denominaciones de
origen tengan una protección legal adecuada, acorde al en-
torno y mercados actuales y, desde luego, al mejoramiento
de la calidad de productos mexicanos con mayor proyec-
ción en mercados nacionales y extranjeros. Muchas gra-
cias.

«Iniciativa que expide la Ley sobre Indicaciones Geográfi-
cas y Denominaciones de Origen, a cargo del diputado
Abel Octavio Salgado Peña, del Grupo Parlamentario del
PRI

El suscrito Abel Octavio Salgado Peña, diputado federal de
la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 71 fracción II y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 55 fracción II, 56, y demás
relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78  del Re-
glamento de la Cámara de Diputados someto a la conside-
ración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se crea la Ley sobre In-
dicaciones Geográficas Y Denominaciones de Origen, al
tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

México es un país que tiene en sus manos la oportunidad de
darle valor agregado a todos aquellos productos que reco-
gen sus costumbres y tradiciones en sus procesos de elabo-
ración y  comercialización. Invaluablemente dichos proce-
sos se han inmortalizado al legar oficios de generación en
generación y sobretodo hasta atesorar sus invaluables valo-
res que provienen de sus culturas autóctonas, en sus varie-
dades incontables de productos únicos con características
agroindustriales, así como artesanías, y otros tantos ele-
mentos que representan orgullosamente a los mexicanos.
Hoy podemos congratularnos de tener el gran ejemplo de
éxito de la primera denominación de origen, reconocida va-
rios años atrás, el Tequila, producto que identifica a todos
los mexicanos internacionalmente.

Dichos productos no sólo se identifican como originarios
de un lugar, sino que  representan la posibilidad de desa-
rrollo por contar con diferenciadores únicos, una oportuni-
dad de nuevos empleos para miles y miles de mexicanos. 

El actual el Título V de la Ley de la Propiedad Industrial
asimila la protección de las Denominaciones de Origen
atendiendo los criterios previstos por el Arreglo de Lisboa
relativo a la protección de las Denominaciones de Origen y
su registro internacional del 31 de octubre de 1958 (en lo
sucesivo “el Arreglo de Lisboa”) del cual México es parte.
Dicho ordenamiento define a las denominaciones de origen
en el artículo 156 como “…el nombre de una región geo-
gráfica del país que sirva para designar un producto origi-
nario de la misma, y cuya calidad o característica se deban
exclusivamente al medio geográfico, comprendido en éste
los factores naturales y los humanos”. En adición a lo ante-
rior, su artículo 157 señala que “La protección que esta Ley
concede a las Denominaciones de Origen se inicia con la
declaración que al efecto emita el Instituto. El uso ilegal de
la misma será sancionado, incluyendo los casos en que ven-
ga acompañada de indicaciones tales como “género”, “ti-
po”, “manera”, “imitación”, u otras similares que creen
confusión en el consumidor o impliquen competencia des-
leal”.

Las Denominaciones de Origen constituyen en sí mismas
una acepción estricta de las Indicaciones Geográficas; las
cuales son consideradas como el concepto en sentido am-
plio. Adicionando a lo antes mencionado,  la Organización
Mundial de la Propiedad Intelectual en el artículo [23] de
los acuerdos ADPIC (como se define más adelante) nos
aclara la diferencia estableciendo que “por Indicación Geo-

gráfica se entiende un signo utilizado para productos que
tienen un origen geográfico concreto y cuyas cualidades,
reputación y características se deben esencialmente a dicho
origen. Las Denominaciones de Origen son un tipo especial
de Indicación Geográfica”.

Existen mecanismos internacionales que protegen a las In-
dicaciones Geográficas y Denominaciones de Origen, sin
embargo algunos países han desarrollado sus ordenamien-
tos legales internos que permiten proteger ese tipo de ins-
trumentos a nivel local. En el caso de México existen di-
versos ordenamientos que establecen el marco legal entre
ellos destacan los siguientes:

• Ley de la Propiedad Industrial (1991)

• Reglamento de la Ley de Propiedad Industrial (1994)

• Acuerdo de Libre Comercio de América del Norte
(1994)

• Tratado de Libre Comercio Unión Europea-México
(200)

• Otros acuerdos comerciales.

• Normas oficiales mexicanas aplicables.

A nivel mundial se han desarrollado instrumentos legales
para proteger las Indicaciones Geográficas y Denominacio-
nes de Origen. Entre los más importantes destacan:

• Convención de París para la Protección de la Propiedad
Industrial (1883).

• Arreglo de Madrid  para la Represión de Falsas y En-
gañosas Indicaciones de Origen en Bienes (1891).

• Arreglo de Lisboa relativo a la Protección de las De-
nominaciones de Origen y su Registro Internacional
(1958)

• Acuerdo de los ADPIC (1994)

La problemática en estos menesteres radica principalmente
en que la hoy regulada protección a las Denominaciones de
Origen no es suficiente para satisfacer las demandas que la
realidad establece; limitándose a proteger que los productos
amparados por una Denominación de Origen cumplan con
los requisitos establecidos en Normas Oficiales Mexicanas
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emitidas por la Secretaría de Economía. Sin embargo, en el
mercado coexisten productos que no se encuentran regula-
dos por normas oficiales o respecto de los cuales es potes-
tativa la obligación a la cadena productiva de agruparse for-
malmente, o cumplir con requisitos mínimos para ser
reconocidos como Indicaciones Geográficas. 

Operar siempre bajo ese modelo puede ser muy costoso pa-
ra algunos  productores, excluyendo a muchos productos
mexicanos, de la posibilidad de tener una protección,  una
proyección y sobretodo un valor agregado. El País pierde
oportunidades de desarrollo al no tener una figura legal que
contemple a las Indicaciones Geográficas en su sentido am-
plio dejando sin lugar a otros productos que no necesaria-
mente pueden protegerse como Denominación de Origen.

Dichos esfuerzos serían sin duda convenientes debido a que
México tiene que ampliar su legislación en estos temas, por
el Arreglo de Lisboa, el Convenio de París y el Acuerdo so-
bre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual
(ADPIC) relacionados con el Comercio, México tiene la
obligación de instrumentar mayor protección.  

Los Acuerdos ADPIC analizados a la luz del marco legal de
la Organización Mundial del Comercio (en los sucesivo
“OMC”) señala en su artículo 22 que las Indicaciones Ge-
ográficas “…son las que identifiquen un producto como
originario del territorio de un Miembro o de una región o
localidad de ese territorio, cuando determinada calidad, re-
putación, u otra característica del producto sea imputable
fundamentalmente a su origen geográfico…”.

Ésta disposición continúa diciendo:

“….2. En relación con las Indicaciones Geográficas, los
Miembros arbitrarán los medios legales para que las par-
tes interesadas puedan impedir:

a) la utilización de cualquier medio que, en la designa-
ción o presentación del producto, indique o sugiera que
el producto de que se trate proviene de una región geo-
gráfica distinta del verdadero lugar de origen, de modo
que induzca al público a error en cuanto al origen geo-
gráfico del producto;

b) cualquier otra utilización que constituya un acto de
competencia desleal, en el sentido del artículo 10bis del
Convenio de París (1967).

3. Todo Miembro, de oficio si su legislación lo permite,
o a petición de una parte interesada, denegará o invali-
dará el registro de una marca de fábrica o de comercio
que contenga o consista en una Indicación Geográfica
respecto de productos no originarios del territorio indi-
cado, si el uso de tal indicación en la marca de fábrica o
de comercio para esos productos en ese Miembro es de
naturaleza tal que induzca al público a error en cuanto al
verdadero lugar de origen.

4. La protección prevista en los párrafos 1, 2 y 3 será
aplicable contra toda Indicación Geográfica que, aunque
literalmente verdadera en cuanto al territorio, región o
localidad de origen de los productos, dé al público una
idea falsa de que éstos se originan en otro territorio.”

México, tiene una signatura pendiente tratándose de Indi-
caciones Geográficas de los vinos y bebidas espirituosas,
(de las actuales Denominaciones de Origen al Tequila,
Mezcal, Charanda y Sotol). El artículo 23 de este tratado in-
ternacional prevé que:

“1. Cada Miembro establecerá los medios legales para
que las partes interesadas puedan impedir la utilización
de una Indicación Geográfica que identifique vinos para
productos de ese género que no sean originarios del lu-
gar designado por la Indicación Geográfica de que se
trate, o que identifique bebidas espirituosas para pro-
ductos de ese género que no sean originarios del lugar
designado por la Indicación Geográfica en cuestión, in-
cluso cuando se indique el verdadero origen del produc-
to o se utilice la Indicación Geográfica traducida o
acompañada de expresiones tales como “clase”, “tipo”,
“estilo”, “imitación” u otras análogas (Nota 10).

2. De oficio, si la legislación de un Miembro lo per-
mite, o a petición de una parte interesada, el registro
de toda marca de fábrica o de comercio para vinos
que contenga o consista en una Indicación Geográfi-
ca que identifique vinos, o para bebidas espirituosas
que contenga o consista en una Indicación Geográfi-
ca que identifique bebidas espirituosas, se denegará o
invalidará para los vinos o las bebidas espirituosas
que no tengan ese origen.

3. En el caso de Indicaciones Geográficas homónimas
para los vinos, la protección se concederá a cada indica-
ción con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 4 del artí-
culo 22. Cada Miembro establecerá las condiciones
prácticas en que se diferenciarán entre sí las indicacio-
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nes homónimas de que se trate, teniendo en cuenta la ne-
cesidad de asegurarse de que los productores interesados
reciban un trato equitativo y que los consumidores no
sean inducidos a error.

4. Para facilitar la protección de las Indicaciones Geo-
gráficas para los vinos, en el Consejo de los ADPIC se
entablarán negociaciones sobre el establecimiento de un
sistema multilateral de notificación y registro de las In-
dicaciones Geográficas de vinos que sean susceptibles
de protección en los miembros participantes en ese sis-
tema.”

Los consumidores se enfrentan a constantes engaños y abu-
sos, y los productores a permanentes actos de competencia
desleal. Una mejor legislación, protegería tanto a consumi-
dores como a productores mexicanos fomentando una fuen-
te de desarrollo económico y empleo.

La globalización de los mercados exige una amplia cober-
tura legal a nivel nacional con herramientas que permitan
fortalecer la protección internacionalmente. Las figuras le-
gales actuales han demostrado estar rebasadas por las ac-
ciones de piratería y competencia desleal.

El actual esquema de protección de Indicaciones Geográfi-
cas, se encuentra limitado a la sola inclusión de las Deno-
minaciones de Origen como una subespecie de Indicacio-
nes Geográficas pero en sentido estricto, dejando  de lado a
otros productos que podrían protegerse con una Indicación
Geográfica en sentido amplio, presenta adicionalmente la
limitante del reducido número de países suscriptores del
acuerdo de Lisboa (sólo veinticinco, lo cual en términos del
mercado global es insignificante). 

Debido a su diversidad cultural y geográfica México se en-
cuentra en una situación privilegiada para la producción de
bienes únicos en diversas zonas del país. Esta condición ha-
ce que sea fundamental para el país la protección y el desa-
rrollo de mecanismos de protección a las indicaciones geo-
gráficas y la denominación de origen. 

México ha reconocido esa condición privilegiada y actual-
mente es miembro del Arreglo de Madrid y del Arreglo de
Lisboa a partir de los cuales ha registrado y protegido 14
productos bajo una Denominación de Origen:

1. Tequila

2. Mezcal

3. Olinalá

4. Talavera

5. Café Veracruz

6. Bacanora

7. Ámbar de Chiapas

8. Sotol

9. Mango Ataulfo del Soconusco Chiapas

10. Charanda

11. Café Chiapas

12. Vainilla de Papantla

13. Chile habanero de la Península de Yucatán

14. Arroz del Estado de Morelos

Por otro lado, la administración de las denominaciones de
origen en México presenta limitantes que se traducen en
riesgos jurídicos inminentes para las mismas. La regulación
actual carece de precisión respecto de las atribuciones so-
bre la titularidad de las denominaciones de origen y, sobre-
todo, la determinación de cuál es la dependencia de la ad-
ministración pública federal que puede ejercer acciones
relacionadas con las denominaciones de origen. Nos en-
contramos en un caso que pudiera definirse como problema
práctico de “orfandad” respecto de las Denominaciones de
Origen. La solución a lo anterior no es cargar más costos y
estructura a la administración pública, cuando existen hoy
en día modelos estructurales que han probado funcionar de
forma más eficientes como son los Consejos Reguladores.

Lo anterior se suma a la falta de planeación en el principal
eslabón de la cadena productiva de los productos agroali-
mentarios. Es menester proveer de una regulación que or-
dene económicamente la producción y el suministro de la
materia prima proveniente del campo mexicano.

Los modelos de éxito como el Tequila nos muestran clara-
mente oportunidades y necesidades de mejorar el sistema
de protección de las indicaciones geográficas y las denomi-
naciones de origen. El papel de los Consejos Reguladores
es vital en esta tarea, en la que no solo es necesario evaluar
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el papel desempeñado por el Organismo Evaluador de la
Conformidad, sino también su promoción a las denomina-
ciones de origen en los planos nacional e internacional.

El comercio internacional rebasa la capacidad de los Esta-
dos de proteger la introducción de productos apócrifos y
violatorios de las indicaciones geográficas. Es imperativo
dotar al Estado Mexicano de herramientas para el combate
de la competencia desleal contra las denominaciones de
origen y en general contra toda Indicación Geográfica. Pa-
ra ello, se propone incluir la figura de las marcas de certifi-
cación de indicaciones geográficas que, como derecho pri-
vado de propiedad intelectual puede ser gestionado por los
Consejos Reguladores evitando la proliferación de signos
distintivos que sean motivo de actos de competencia desle-
al. Igualmente se propone incluir un capítulo relativo a los
actos y prácticas de competencia desleal y mecanismos de
difusión y promoción de las denominaciones de origen.

La creación de instituciones y figuras jurídicas que permi-
tan la generación  y retención de valor en los eslabones pri-
marios de las cadenas productivas de productos con Indica-
ción Geográfica resultan igualmente importantes, la
planeación estratégica a partir de la materia prima es impe-
rante para retener valor en el tiempo y en  beneficio de to-
dos los participantes.

Hasta ahora el marco legal mexicano en materia de deno-
minaciones de origen ha sido soportado en el pilar de la ca-
lidad y no tanto en el de la reputación. La legislación es
amplia tratándose de temas de normalización y evaluación
de la conformidad, pero nos hemos olvidado de hacer una
protección armónica. Razones por las cuales éste ordena-
miento que proponemos fortalece las instituciones legales
que protegen la reputación de las indicaciones geográficas.

Un elemento importante de protección que incorpora esta
iniciativa es que la protección a las denominaciones de ori-
gen será asegurada contra toda usurpación o imitación de
los términos alusivos a las indicaciones geográficas, cuya
protección haya sido declarada por el Instituto Mexicano de
la Propiedad Industrial; incluso si el verdadero origen geo-
gráfico del producto figura indicado en la información co-
mercial del mismo. También se encontrarán en éste supues-
to las denominaciones o razones sociales y marcas
comerciales que pretendan utilizarse de forma fraudulenta,
en perjuicio, confusión o descrédito de las Indicaciones Ge-
ográficas.

No podemos ignorar que los productos con denominacio-
nes de origen ingresan al mercado ostentando signos mar-
carios para distinguirse de otros de su misma clase, los pro-
ductos ya en el mercado se hacen diferentes frente al
consumidor por su marca. Los derechos marcarios, como
una forma de propiedad privada se contraponen a los dere-
chos directos sobre la titularidad de las denominaciones de
origen, los cuales son de naturaleza pública. En México, el
titular directo de las denominaciones de origen es el Estado
mexicano. Esto puede generar otro tipo implicaciones so-
ciales como la del sentimiento de “expropiación” entre
quienes tradicionalmente producen bienes que con el tiem-
po llegan a ser denominaciones de origen. Los productos
que eran de “ellos” ahora pasan a ser del Estado mexicano.

Por esos motivos es importante vincular el uso autorizado
de las indicaciones geográficas con el registro de marcas de
certificación de indicaciones geográficas, para tener un
puente que permita unir el beneficio de un bien público con
el uso de un bien privado; pero sin perder las atribuciones
propias de la indicación geográfica. 

Las marcas de certificación de indicaciones geográficas son
modelos utilizados en otros países para proteger las indica-
ciones geográficas (Estados Unidos, Sudáfrica, Australia,
Inglaterra, Canadá y China, entre otros).

Si bien el derecho que deviene por la autorización del uso
de una denominación de origen es ya de carácter privado,
resulta de utilidad pública la creación de figuras que per-
mitan derechos de explotación basados en los signos dis-
tintivos de aquellos artículos protegidos bajo una denomi-
nación de origen.

La implementación en nuestro sistema legal de figuras tales
como las marcas de certificación de indicaciones geográfi-
cas que hace este ordenamiento, permite vincular al control
de la evaluación de la conformidad con el otorgamiento de
derechos marcarios otorgados a los usuarios autorizados de
las indicaciones geográficas y eso daría grandes ventajas.
La Ley Federal sobre Metrología y Normalización contie-
ne una somera aproximación en este sentido al prever es-
cuetamente las marcas y contraseñas oficiales, de manera
que podemos decir que la ley mexicana contempla, de al-
guna forma, esta alternativa pero fuera de la legislación en
materia de propiedad intelectual.

El registro de las marcas de certificación de indicaciones
geográficas a favor de los Consejos Reguladores como
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usuarios administradores de éstas, permite, sin  modificar
ni afectar la titularidad del Estado mexicano sobre las mis-
mas, proteger a los productores autorizados del ingreso de
productos apócrifos al mercado que evidentemente daña la
reputación de las indicaciones geográficas, y además facili-
ta al instituto mexicano de la propiedad industrial el ejerci-
cio de sus atribuciones, al sólo otorgar registro de marcas a
los solicitantes cuyos productos estén certificados, cum-
pliendo así con los compromisos de reciprocidad interna-
cional. 

Consecuentemente, las acciones legales de protección bajo
esta ley serán ahora más eficaces, pues todo el sistema le-
gal y judicial tiene invaluables experiencias en el ámbito
marcario. Esto es así, ya que se contempla un derecho pri-
vado secundario a las indicaciones geográficas que desde el
ámbito del derecho privado permitiría a los Consejos Re-
guladores proteger activamente las indicaciones geográfi-
cas.

La operatividad adecuada y la permanencia institucional de
los Consejos Reguladores como asociaciones civiles (enti-
dades no lucrativas) debe ser garantizada dada la importan-
cia de ellos como agentes promotores y operadores de las
indicaciones geográficas. Por ello el establecer lineamien-
tos generales apegados a principios y buenas prácticas de
gobierno corporativo garantizan su adecuada y transparen-
te operación facilitando el desarrollo, el crecimiento y la
consolidación de las denominaciones de origen.

Otra figura importante que recoge esta ley es el derecho a
la oposición del registro marcario de signos distintivos que
en cualquier forma contengan o aludan a una indicación ge-
ográfica o denominación de origen. La ley vigente sólo per-
mite prevenir el registro de marcas violatorias de derechos
de tercero, a posteriori, mediante acciones de nulidad.

Las políticas públicas deben permitir realizar acciones que
los participantes de la cadena productiva, por si solos, no
pueden emprender. La difusión de las indicaciones geográ-
ficas en los principales mercados del mundo es importante
para impedir la generalización de los términos y el uso de
signos descriptivos.

Con cambios como estos se fortalecerá a las denominacio-
nes de origen y, en general, a todas las indicaciones geo-
gráficas como patrimonio del Estado mexicano, activando
a la vez motores de desarrollo económico.

Por otra parte, esta iniciativa, incluye la creación de un ti-
po penal para proteger a las indicaciones geográficas y las
denominaciones de origen. No obstante los esfuerzos del
legislador, las denominaciones de origen y sus industrias se
encuentran en una situación de riesgo elevado ante un mar-
co normativo que no cumple del todo con la función de pro-
tegerlas.

Como ejemplo hacemos alusión al Tequila, que es la pri-
mera denominación de origen reconocida por el Estado
mexicano, y que ha servido de modelo para el reconoci-
miento, en los últimos 10 años, de más de una decena de
denominaciones de origen en México. En virtud de ello, y
por lo acentuado de su problemática que enseguida expon-
dremos, constituye el ejemplo más claro para entender que
las denominaciones de origen se encuentran en una profun-
da crisis ante un marco jurídico deficiente.

Desde los años 70 el gobierno mexicano impulsó la protec-
ción del Tequila como un producto con características par-
ticulares derivadas de su origen geográfico. De este modo
fue que para 1974 se convirtió en la primera denominación
de origen en el país y en 1978 fue registrada internacional-
mente bajo el Sistema de Lisboa (OMPI). A pesar de la pro-
tección del Sistema de Lisboa y del propio TLCAN, en
otras partes del mundo se seguían comercializando tequilas
elaborados fuera de la región determinada. En Europa du-
rante la década de los 90 se vendieron cerca de 3.5 millo-
nes de litros de licores procedentes de azúcar y que eran
ilegalmente etiquetados como Tequila (OMPI). 

Lamentablemente, el propio éxito comercial que hasta aho-
ra ha alcanzado esta denominación de origen -lo que le pue-
de suceder a cualquier indicación geográfica-, ha desatado
un fenómeno ilegítimo consistente en la producción, venta
y exportación de tequila apócrifo, que está dañando seria-
mente a la denominación de origen Tequila, con implica-
ciones sumamente graves: un riesgo potencial a la salud an-
te la falta de regulación del producto, la imagen
desfavorable del tequila y el consecuente impacto negativo
al comercio del tequila, ocasionando con ello un severo en-
gaño al consumidor y la lesión premeditada en sus dere-
chos. Insistimos, lo anterior puede ser analógicamente apli-
cable para todas las denominaciones de origen existentes y
por existir.

Adicionalmente, siguiendo con el ejemplo del Tequila, las
acciones de vigilancia y verificación realizadas por la Pro-
curaduría Federal del Consumidor (Profeco) sobre el cum-
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plimiento de las normas oficiales mexicanas NOM-142-
SSA1-1995, Bienes y Servicios. Bebidas Alcohólicas. Es-
pecificaciones sanitarias. Etiquetado sanitario y comercial;
NOM-006-SCFI-2012 Bebidas alcohólicas-Tequila-Espe-
cificaciones, y; NOM-070-SCFI-1994 Bebidas alcohólicas-
Mezcal-Especificaciones, reportan que existe un significa-
tivo porcentaje de bebidas alcohólicas apócrifas
denominadas “destilados de agave” y que en su gran ma-
yoría se ofertan como Tequila.

Lo anterior demuestra cómo dichos productos representan
un potencial daño al bienestar de la población de acuerdo
con lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, al establecer que se
afecta o se puede afectar la economía de una colectividad
de consumidores cuando, en virtud de la comisión de con-
ductas o prácticas comerciales abusivas o por el incumpli-
miento de normas oficiales mexicanas, se perjudican los
derechos de los consumidores en forma generalizada.

En este ejemplo, el Consejo Regulador del Tequila, Asocia-
ción Civil acreditada y autorizada para evaluar la confor-
midad de la NOM-006-SCFI-2012 Bebidas alcohólicas-Te-
quila-Especificaciones, y las autoridades administrativas
tales como el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial,
la Dirección General de Normas, la Procuraduría Federal
del Consumidor, entre otras, han librado una batalla en con-
tra de este sector de producción ilegal. Las autoridades ju-
diciales, por su parte, no han podido ser un aliado impor-
tante de las administrativas, ante la falta de la tipificación
de un delito específico que sancione el uso indebido de la
denominación de origen Tequila.

La historia nos ha demostrado que las sanciones adminis-
trativas (multas, aseguramiento de producto y clausuras)
impuestas a las personas o empresas que dolosa e ilegal-
mente atentan contra la industria del tequila mediante ven-
ta, producción o exportación de tequila falso, no han sido
disuasivas de tales actividades por su rango de bajo impac-
to. Lo más grave es que el marco normativo actual no sólo
ha sido insuficiente para frenar el problema, sino que cada
día son más las personas que se suman al grupo de estafa-
dores, pues es muy fácil advertir todos los espacios de im-
punidad que permite la ley al que decide defraudar al con-
sumidor con seudotequila.

Consecuentemente, esta problemática jamás se podrá erra-
dicar en tanto no se modifique el esquema de sanciones ad-
ministrativas y el marco jurídico penal, y se sancione con

cárcel a quien afecte, de una u otra forma, a las denomina-
ciones de origen.

Esto, a pesar de que la Ley de Propiedad Industrial consi-
dera como delito la falsificación y el uso indebido de mar-
cas comerciales, del mismo modo que considera como de-
lito la reincidencia en infracciones administrativas, entre
las que se encuentran “…usar sin autorización o licencia
correspondiente una denominación de origen”.

Debe advertirse, sin embargo, que el delito de uso indebido
o falsificación de marcas, protege a éstas y no a las deno-
minaciones de origen; lo que quiere decir que el tequila fal-
so sin marca o con una marca no registrada, quedará fuera
de la hipótesis delictiva y sin posibilidad de que las autori-
dades encargadas de la procuración e impartición de justi-
cia puedan reaccionar y contrarrestar estos eventos.

Por lo que hace al delito de reincidencia de infracciones ad-
ministrativas, debe decirse que es una norma absolutamen-
te ineficaz, porque el Ministerio Público está “atado de ma-
nos” para combatir el uso sin licencia de la denominación
de origen, en tanto no se siga un procedimiento administra-
tivo en todas sus instancias, y recaiga una sanción adminis-
trativa que haya quedado firme. Pero aún en el supuesto de
una sanción administrativa, es muy sencillo evadir la san-
ción penal, pues simplemente se crea otra empresa que uti-
lice la denominación de origen sin autorización, para no
caer dentro del terreno de la reincidencia.

Existe otra razón de peso que hace ineficaz ese tipo penal;
puede darse el caso de que, una empresa o persona, cuente
con la autorización o licencia para usar una denominación
de origen y que, sin embargo, comercialice o exporte pro-
ducto adulterado o al margen de los requisitos de la norma
oficial correspondiente. Este sería un supuesto que caería
fuera de la norma penal comentada, porque la conducta es
atípica cuando se cuenta con licencia o autorización.

La Ley General de Salud ha sido todavía menos útil para
proteger a la industria tequilera. El Artículo 464 señala que
“a quien adultere, contamine, altere o permita la adultera-
ción, contaminación o alteración de alimentos, bebidas no
alcohólicas, bebidas alcohólicas, medicamentos o cualquier
otra substancia o producto de uso o consumo humanos, con
inminente peligro para la salud, se le aplicará de uno a nue-
ve años de prisión y multa equivalente de cien a mil días de
salario mínimo general vigente en la zona económica de
que se trate”.
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En muchas ocasiones no estamos en presencia de adultera-
ción de productos, porque lo que acontece es que determi-
nado producto, que no ha pasado por el proceso de verifi-
cación contenida en la norma oficial, es comercializado con
el nombre de la denominación de origen. Este es un ejem-
plo de producto falso (no adulterado) que constituye un uso
indebido y no autorizado de explotación comercial de una
denominación de origen, la cual, como ya hemos expuesto,
no es constitutiva de delito.

Elevar a rango delictivo el uso indebido o sin autorización
de una denominación de origen, no solo es necesario sino
obligatorio para el Congreso de la Unión, pues aquella con-
ducta atenta contra diversos bienes jurídicos que protegen
directamente las denominaciones de origen; es decir: la sa-
lud, la libre empresa, el derecho a la información, la eco-
nomía familiar, etcétera. Mientras que la falsificación de
marcas afecta normalmente a particulares, con consecuen-
cias que no van más allá de lo económico, el uso indebido
de una denominación de origen, afecta no sólo a la socie-
dad y a los involucrados en la cadena productiva de la de-
nominación de origen respectiva, sino al titular absoluto de
la denominación de origen: el Estado mexicano. De ahí
que, el bien jurídico “denominación de origen”, debería te-
ner igual o mayor protección jurídica que las “marcas co-
merciales”.

Por tanto, deviene incongruente que el uso indebido de
marcas sea considerado delito mientras que el uso sin auto-
rización de una denominación de origen se considere úni-
camente infracción administrativa.

Nuestro país al no proteger las denominaciones de origen
penalmente, está faltando al principio elemental de recipro-
cidad internacional respecto de aquellos países que sí pro-
tegen nuestras denominaciones de origen, incluyendo la
protección con tipos penales.

Por ello, podemos concluir que es manifiesta la necesidad de
una política pública y de un plan estratégico de Estado que
aterrice la implementación de acciones concretas tendientes
a proteger las indicaciones geográficas en distintos ámbitos
de la vida social. Un paso certero en esta dirección es la emi-
sión de una legislación que proteja a las indicaciones geo-
gráficas en México con mayores y mejores alcances.

Como ya lo hemos señalado, las indicaciones geográficas
son un motor de desarrollo que México ha desaprovechado.
Productos que por sí mismos se ostentarían frente a la eco-
nomía global como “mexicanos”, con sus respectivos dife-

renciadores naturales y esenciales que implican ventajas
competitivas y barreras de entrada para otros competidores
que no garanticen ni puedan igual la calidad ofrecida. 

Este mercado debe dejar de ser potencial, debe convertirse
en un mercado real, capaz de extraer ese valor hasta ahora
“invisible” para algunos actores públicos y de la propia ini-
ciativa privada que no respetan el buen nombre y la calidad
de las indicaciones geográficas y, desde luego, de las deno-
minaciones de origen.

El fortalecimiento de ambas figuras detonará, necesaria-
mente, mano de obra mexicana. “Hecho en México” volve-
rá a significar calidad total, a la vez que se traducirá en una
sostenida y creciente fuente de generación de empleos. Au-
toridades y representantes no debemos esperar más, todos
debemos coadyuvar desde nuestro ámbito de influencia.

Los bienes inmateriales o intangibles de una nación, con-
forman una de las partes cardinales de su patrimonio cultu-
ral y económico. La propiedad intelectual, industrial y el re-
conocimiento de la autenticidad de productos y servicios
relacionados con su origen, entre otras materias, deben ser
prioridad en la lista de temas que el todo Estado, principal-
mente, por la necesidad de proteger aquellos valores no pal-
pables que acarrean un beneficio económico y social de
gran rubor.  

La comprensión de las figuras jurídicas, materia de la ley
que estamos promoviendo, debe alcanzar una nivel óptimo
de detalle para poder constituirse en el andamiaje jurídico
que, efectivamente, proteja y garantice un bienestar, desa-
rrollo y promoción de los bienes de cierta calidad, produci-
dos en algunas regiones del territorio nacional. Con una
propuesta como la que ahora exponemos, será posible no
solo una protección para fines comerciales de la figura ju-
rídica de la denominación de origen. Como hemos expre-
sado anteriormente, ésta tiene una trascendencia que reba-
sa cualquier conclusión económica debido, principalmente,
a las tradiciones sociales y culturales que constituyen su
elaboración, producción y comercio. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a su
consideración la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto mediante el cual se crea la Ley sobre Indicacio-
nes Geográficas Denominaciones de Origen

Índice de la iniciativa de la Ley sobre Indicaciones Geo-
gráficas y Denominaciones de Origen:
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Título I. Disposiciones preliminares

Capítulo Primero. Disposiciones Generales.

Título II. De las Indicaciones Geográficas y las Denomi-
naciones de Origen.

Capítulo Primero. De la Protección de las Indicaciones
Geográficas y las Denominaciones de Origen.

Capítulo Segundo. De la autorización para su uso. 

Título III. De las Marcas usadas en Productos designados
con Indicaciones Geográficas.

Capítulo Primero. Del las Marcas de Certificación de In-
dicaciones Geográficas.

Capítulo Segundo. Del Registro y Cancelación de Marcas
relacionadas con Productos designados con una Indicación
Geográfica o Denominación de Origen.

Capítulo Tercero. Del Derecho de Oposición contra Soli-
citudes de Registro de Marcas de Productos o Servicios.

Título IV. De las Indicaciones Geográficas o Denomina-
ciones de Origen Extranjeras 

Capítulo Primero. Del Registro y reconocimiento de las
Indicaciones Geográficas o Denominaciones de Origen Ex-
tranjeras.

Título V. De la Protección Adicional de las Indicaciones
Geográficas o Denominaciones de Origen.

Capítulo Primero. De la Nulidad de Registros Marcarios
utilizados en Productos cuya Denominación se ha recono-
cido y registrados como Indicación Geográfica o Denomi-
nación de Origen.

Título VI. De los Consejos Reguladores.

Capítulo Primero. De la Forma de Constitución y su Au-
torización.

Capítulo Segundo. De las Asambleas.

Capítulo Tercero. De sus Órganos de Gobierno y Funcio-
narios.

Capítulo Cuarto. De sus Actividades Autorizadas.

Capítulo Quinto. De la Confidencialidad y de los Deberes
de los Miembros de los Órganos de Administración.

Título VII. De la Asociación Nacional de Denominaciones
de Origen.

Capítulo Primero. De su Constitución.

Capítulo Segundo. De su Reconocimiento.

Capítulo Tercero. De sus Estatutos Sociales.

Capítulo Cuarto. De sus Funciones.

Capítulo Quinto. De su Financiamiento.

Título VIII. De los Apoyos en la Producción de Bienes ba-
jo Indicación Geográfica o Denominación de Origen.

Capítulo Primero. De la Planeación Estratégica en el Su-
ministro de Insumos Necesarios para la Producción o Fa-
bricación de Productos designados con una Indicación Ge-
ográfica o Denominación de Origen.

Título IX. De la Protección de las Denominaciones de Ori-
gen e Indicaciones Geográficas en el Comercio.

Capítulo Primero. De los Actos de Competencia Desleal.

Título X. De las Sanciones Administrativas y Delitos.

Capítulo Primero. De la Imposición de Sanciones Admi-
nistrativas. 

Capítulo Segundo. De los Delitos

Título XI. De la Promoción, Difusión y Protección Inter-
nacional de las Indicaciones Geográficas.

Transitorios
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Ley sobre Indicaciones Geográficas 
y Denominaciones de Origen

Título I

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1o. Las disposiciones de esta ley son de orden pú-
blico y de aplicación en toda la República sin perjuicio de
lo establecido en los tratados internacionales de los que
México sea parte. Su aplicación administrativa correspon-
de al Ejecutivo federal por conducto del Instituto Mexica-
no de la Propiedad Industrial.

Artículo 2o. Esta Ley tiene por objeto desarrollar pro-
ductos mexicanos susceptibles de ser protegidos por una
Indicación Geográfica o una Denominación de Origen,
regulándolos en toda la cadena productiva, fomentar una
sana competencia de los competidores y regular lo si-
guiente:

I. Establecer las bases para que las Indicaciones Geo-
gráficas y las Denominaciones de Origen tengan una
protección legal adecuada, acorde al entorno y al merca-
do actuales;

II. Establecer las bases para brindar una estructura ade-
cuada a las Indicaciones Geográficas y Denominaciones
de Origen como motores de desarrollo económico;

III. Impulsar el mejoramiento de la calidad de productos
mexicanos con mayor proyección en los mercados na-
cionales  y extranjeros;

IV. Dotar de atribuciones adecuadas a las dependencias
de la Administración Pública Federal con relación a las
Indicaciones Geográficas y las Denominaciones de Ori-
gen y los sectores productivos relacionados con ellas;

V. Dotar de sanciones adecuadas para combatir la com-
petencia desleal frente a las Denominaciones de Origen
y las Indicaciones Geográficas;

VI. Regular la existencia y operación de los Consejos
Reguladores como coadyuvantes de la protección y fo-
mento de las Denominaciones de Origen, y

VII. Regular el registro de Marcas de Certificación de
Indicaciones Geográficas  y marcas alusivas a productos

designados por una Denominación de Origen o Indica-
ción Geográfica.

Artículo 3o.  Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

I. Asociación, a la Asociación Nacional de Denomina-
ciones de Origen que cuente con reconocimiento del Ins-
tituto de conformidad con lo previsto por el Título VII
de esta Ley; 

II. Clientes, a los adquirentes de los productos elabora-
dos por los productores autorizados para usar una Deno-
minación de Origen o Indicación Geográfica pudiendo
ser consumidores finales, o bien, distribuidores o co-
mercializadores de ellos;

III. Consejo Regulador, a las entidades referidas en el
Título VI de esta Ley;

IV. Consumidores, a los clientes finales que utilicen o
ingieran los Productos Protegidos;

V. Denominación de Origen, tendrá el significado referi-
do en el Artículo 10° de esta Ley;

VI. Denominación de Origen Genérica o Indicación Ge-
ográfica Genérica, aquellas que, aunque se refieran al lu-
gar o a la región donde se fabricó o comercializó ini-
cialmente el producto, designan el nombre común de un
producto en la Comunidad.

VII. Derecho de Oposición, al derecho a iniciar un pro-
cedimiento de oposición ante el Instituto. 

VIII. Diario Oficial, al Diario Oficial de la Federación;

IX. Gaceta, a la Gaceta de Propiedad Industrial, referida
en la Ley de la Propiedad Industrial.

X. Indicación de Procedencia, al signo utilizado para in-
dicar que un producto proviene de un país, de una región
o de un lugar determinado.

XI. Indicación Geográfica, tendrá el significado referido
en el Artículo 9° de esta Ley;

XII. Indicación Geográfica Extranjera, al signo utilizado
para productos que tienen un origen geográfico ajeno a
México y poseen cualidades o una reputación derivadas
específicamente de su lugar de origen.
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XIII. Instituto, al Instituto Mexicano de la Propiedad In-
dustrial o IMPI;

XIV. Ley, a la Ley sobre Indicaciones Geográficas y De-
nominaciones de Origen;

XV. Marca de Certificación, tendrá el significado referi-
do en el Artículo 37° de esta Ley;

XVI. Marcas de productos o servicios, a las marcas uti-
lizadas para distinguir a  productos protegidos por una
Indicación Geográfica o una Denominación de Origen;

XVII. Productos Protegidos, a los productos protegidos
por una Indicación Geográfica o una Denominación de
Origen;

XVIII. Proveedores, a las personas físicas o morales de
las que los productores autorizados para usar una Deno-
minación de Origen o Indicación Geográfica adquieran
cualquier artículo o insumo utilizado en el proceso de
producción o distribución;

XIX. Reciprocidad o Principio de Reciprocidad, a la
igualdad de derechos reconocidos por nuestras leyes a
favor de los extranjeros en materia de Indicaciones Ge-
ográficas y Denominaciones de Origen; 

XX. Sagarpa, a la Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación.

XXI. Secretaría, a la Secretaría de  Economía;

XXII. Tratados Internacionales, a los tratados interna-
cionales suscritos por e Estado mexicano en la materia; 

Artículo 4o.  Están sujetos a esta ley todos los productores
de materias primas usadas en productos con Denominación
de Origen o Indicación Geográfica, fabricantes, envasado-
res  comercializadores, distribuidores en cualquier forma de
productos protegidos por una Indicación Geográfica o una
Denominación de Origen, sus proveedores o clientes o
cualquier persona que contrate o realice directa o indirecta-
mente cualquier acto jurídico o actividad económica con o
a través de cualquiera de ellos.

Artículo 5o.  Los actos jurídicos celebrados en contraven-
ción a lo previsto por esta Ley dará lugar al pago de daños
y perjuicios y a la imposición de las sanciones administra-

tivas y penales correspondientes, en el entendido de que di-
chos actos estarán afectados de nulidad, salvo que esta Ley
señale expresamente lo contrario.

Artículo 6o. Serán supletorias de presente texto legal la
Ley de Propiedad Industrial y la legislación federal. El Eje-
cutivo federal a través del Instituto Mexicano de la Propie-
dad Industrial podrá interpretar y aplicar para efectos ad-
ministrativos los preceptos de ésta y tendrá las siguientes
facultades:

I. Coordinarse con las unidades administrativas de la
Secretaría de Economía, así como con las diversas insti-
tuciones públicas y privadas, nacionales, extranjeras e
internacionales, que tengan por objeto el fomento y pro-
tección de las Indicaciones Geográficas y los productos
derivados de ellas, la transferencia de tecnología aplica-
ble a una Indicación Geográfica, el estudio y promoción
del desarrollo tecnológico, la innovación, la diferencia-
ción de productos protegidos por una Indicación Geo-
gráfica o Denominación de Origen, así como proporcio-
nar la información y la cooperación técnica que le sea
requerida por las autoridades competentes, conforme a
las normas y políticas establecidas al efecto;

II. Propiciar la participación coordinada de los sectores
agrícola e industrial en el desarrollo y aplicación de tec-
nologías que incrementen la calidad, competitividad y
productividad de los productos protegidos, así como rea-
lizar investigaciones sobre el avance y aplicación de la
tecnología industrial nacional e internacional y su inci-
dencia en el cumplimiento de tales objetivos, y proponer
políticas para fomentar su desarrollo, considerándolos
como un motor de la economía;

III. Tramitar y, en su caso, otorgar declaratorias de pro-
tección a Indicaciones Geográficas o Denominaciones
de Origen y autorizar el uso de las mismas bajo los su-
puestos previstos en esta Ley;

IV. Sustanciar los procedimientos de nulidad, caducidad
y cancelación de las declaratorias de protección de una
Denominación de Origen o Indicación Geográfica o de
las autorizaciones de uso u otros registros previstos en
esta Ley, formular las resoluciones y emitir las declara-
ciones administrativas correspondientes, conforme lo
dispone esta Ley y su reglamento y, en general, resolver
las solicitudes que se susciten con motivo de la aplica-
ción de la misma;
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V. Realizar las investigaciones de presuntas infracciones
administrativas; ordenar y practicar visitas de inspec-
ción; requerir información y datos; ordenar y ejecutar las
medidas provisionales para prevenir o hacer cesar la vio-
lación a los derechos de propiedad industrial; oír en su
defensa a los presuntos infractores, e imponer las san-
ciones administrativas correspondientes en materia de
propiedad industrial;

VI. Designar peritos cuando se le solicite conforme a la
Ley; emitir los dictámenes técnicos o solicitar a los Con-
sejos Reguladores que emitan opiniones o dictámenes
técnicos que le sean requeridos por los particulares o por
el Ministerio Público Federal; efectuar las diligencias y
recabar las pruebas que sean necesarias para la emisión
de dichos dictámenes;

VII. Actuar como depositario cuando se le designe con-
forme a la Ley y poner a disposición de la autoridad
competente los bienes que se hubieren asegurado;

VIII. Sustanciar y resolver los recursos administrativos
previstos en esta Ley, que se interpongan contra las re-
soluciones que emita, relativas a los actos de aplicación
de la misma, de su reglamento y demás disposiciones en
la materia;

IX. Fungir como árbitro en la resolución de controver-
sias relacionadas con el pago de los daños y perjuicios
derivados de la violación a los derechos de propiedad
industrial que tutela esta Ley, cuando los involucrados lo
designen expresamente como tal; de conformidad con
las disposiciones contenidas en el Título Cuarto del Li-
bro Quinto del Código de Comercio;

X. Efectuar la publicación legal, a través del Diario
Oficial de la Federación, así como difundir la informa-
ción derivada de declaratorias y de cualesquiera otras
referentes a los derechos de propiedad industrial que le
confiere esta Ley;

XI. Ostentar la titularidad primaria de las Indicaciones
Geográficas y las Denominaciones de Origen y conceder
la titularidad derivada de las Denominaciones de Origen
bajo los términos de esta Ley a los Consejos Regulado-
res de cada denominación, cuando cumplan los requisi-
tos previstos para tales efectos;

XII. Promover la declaratoria de Indicaciones Geográfi-
cas o Denominaciones de Origen, según sea el caso, de

productos mexicanos que por sus características pueden
ser distinguidos como tales, rescatando nuestros valores
y tradiciones y apoyando el desarrollo económico de los
sectores primario y secundario. Para estos efectos, el
Instituto fomentará:

a) La divulgación de acervos documentales sobre In-
dicaciones Geográficas y sus productos protegidos
en el País o en el extranjero y la asesoría sobre su
consulta y aprovechamiento;

b) La protección y registro de las Indicaciones Geo-
gráficas, Denominaciones de Origen y Marcas de
Certificación de Indicaciones Geográficas en Méxi-
co y en el extranjero a través de los Consejos Regu-
ladores autorizados y conceder el registro y protec-
ción a las Indicaciones Geográficas, Marcas de
Certificación de Indicaciones Geográficas y Deno-
minaciones de Origen otorgadas en el extranjero,
siempre que exista reciprocidad;

c) La realización de concursos, certámenes o exposi-
ciones y el otorgamiento de premios y reconoci-
mientos que estimulen la actividad económica alre-
dedor de las Indicaciones Geográficas y
Denominaciones de Origen;

d) La asesoría a empresas o a intermediarios finan-
cieros para emprender o financiar la construcción de
prototipos y para el desarrollo industrial o comercial
de determinadas invenciones;

e) La difusión entre las personas, grupos, asociacio-
nes o instituciones de investigación, enseñanza supe-
rior o de asistencia técnica, del conocimiento y al-
cance de las disposiciones de esta Ley, que faciliten
sus actividades en la generación de invenciones y en
su desarrollo industrial y comercial subsecuente, y

f) La celebración de convenios de cooperación, co-
ordinación y concertación, con los gobiernos de las
entidades federativas, así como con instituciones pú-
blicas o privadas, nacionales o extranjeras, así como
con los Consejos Reguladores para promover y fo-
mentar las Indicaciones Geográficas y las Denomi-
naciones de Origen, incluyendo la canalización de
fondos para proyectos específicos de capacitación,
promoción o investigación y desarrollo, entre
otros;
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XIII. Participar en los programas de otorgamiento de es-
tímulos y apoyos para la protección de las Indicaciones
Geográficas y Marcas de Certificación de Indicaciones
Geográficas, tendientes a la generación, desarrollo y
aplicación de tecnología mexicana en la producción y
comercialización de productos protegidos, así como pa-
ra mejorar sus niveles de productividad y competitivi-
dad;

XIV. Autorizar a los Consejos Reguladores que cumplan
los requisitos previstos en esta Ley  y canalizar a través
de ellos y los fideicomisos privados que para tales efec-
tos sean creados en apego a las disposiciones de esta
Ley, recursos para programas específicos;

XV. Efectuar investigaciones sobre el estado de la técni-
ca en los distintos sectores de la industria y la tecnolo-
gía;

XVI. Promover la cooperación internacional mediante el
intercambio de experiencias administrativas y jurídicas
con instituciones encargadas del registro y protección le-
gal de las Marcas de Certificación de Indicaciones Geo-
gráficas, Indicaciones Geográficas o Denominaciones
de Origen en otros países, incluyendo entre otras: la ca-
pacitación y el entrenamiento profesional de personal, la
transferencia de metodologías de trabajo y organización,
el intercambio de publicaciones y la actualización de
acervos documentales y bases de datos en estas mate-
rias;

XVII. Realizar estudios sobre la situación de las Indica-
ciones Geográficas en el ámbito nacional e internacional
y participar en las reuniones o foros internacionales re-
lacionados con esta materia;

XVIII. Actuar como órgano de consulta en coordinación
con los Consejos Reguladores autorizados, de las distin-
tas dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal, así como asesorar a instituciones sociales
y privadas;

XIX. Participar en la formación de recursos humanos es-
pecializados en Indicaciones Geográficas y Denomina-
ciones de Origen, a través de la formulación y ejecución
de programas y cursos de capacitación, enseñanza y es-
pecialización de personal profesional, técnico y auxiliar
en coordinación con los Consejos Reguladores autoriza-
dos;

XX. Formular y ejecutar su programa institucional de
operación;

XXI. Participar, en coordinación con las unidades com-
petentes y direcciones generales de la Secretaría de Eco-
nomía, en las negociaciones que correspondan al ámbi-
to de sus atribuciones;

XXII. Otorgar el reconocimiento a la Asociación Nacio-
nal de Denominaciones de Origen confirme a lo previs-
to por el Título VII de esta Ley;

XXIII. Prestar los demás servicios y realizar las activi-
dades necesarias para el debido cumplimiento de sus fa-
cultades conforme a esta Ley y a las demás disposicio-
nes legales aplicables, y

XXIV. Las demás previstas en esta Ley.

Corresponde al Director General del Instituto el ejercicio
de las facultades a que se refiere este artículo, quien, sin
perjuicio de su ejercicio directo, únicamente podrá delegar-
las en los términos que se establezcan en los acuerdos res-
pectivos, que deberán ser aprobados por la Junta de Go-
bierno y publicados en el Diario Oficial de acuerdo a lo
previsto por su estatuto orgánico.

Artículo 7o. De conformidad con lo previsto en la fracción
XXII del artículo 35 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, son atribuciones de la Secretaría de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación las siguientes:

I. Emitir constancias de autorización para los predios a
ser utilizados para la plantación de productos agrícolas o
la cría de animales o peces que sean utilizados como ma-
teria prima para la producción de productos protegidos.
Lo anterior en el entendido de que, tratándose de Deno-
minaciones de Origen, dichas constancias solo se podrán
emitir cuando dichos predios hubiesen sido previamente
registrados ante los Consejos Reguladores en los térmi-
nos que dispongan las normas oficiales mexicanas co-
rrespondientes.

Establecer cuotas máximas de producción de productos
agrícolas, ganaderos o pesqueros  a ser utilizados como
materias primas de productos protegidos, mismas que
sólo podrán concederse a los predios que cuenten con las
constancias de autorización referidas en la fracción an-
terior. Las cuotas máximas de producción a que se refie-
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re esta fracción, se determinarán con base en la infor-
mación estadística disponible por dicha Secretaría, mis-
ma que podrá ser compartida y discutida con la colabo-
ración y de los Consejos Reguladores y el Instituto.

III. Otorgar incentivos económicos a los participantes de
las cadenas productivas relacionadas con productos pro-
tegidos

IV. Otorgar incentivos económicos especiales para pro-
gramas de investigación o desarrollo a cargo de los Con-
sejos Reguladores o bien de cualquier Denominación de
Origen; 

Artículo 8o. La Secretaría de Agricultura, Ganadería, De-
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación podrá generar un sis-
tema de información estadística que publique datos econó-
micos e indicadores relativos a las cadenas productivas
relacionadas con Productos Protegidos. Para estos efectos
podrá celebrar convenios con los distintos Consejos Regu-
ladores a fin de intercambiar información de tal naturaleza.

Título II
De las Indicaciones Geográficas 
y las Denominaciones de Origen

Capítulo Primero
De la Protección de las Indicaciones Geográficas 

y las Denominaciones de Origen

Artículo 9o. Se entiende por Indicación Geográfica, en
sentido amplio, al signo que se utiliza para productos que
tienen un origen geográfico concreto y poseen cualidades,
características o una reputación derivadas principalmente
de su lugar de origen, y cuya producción o elaboración se
realizan en la zona geográfica delimitada.

Artículo 10o. Se entiende por Denominación de Origen, el
nombre de una región geográfica del país que sirva para de-
signar un producto originario de la misma, y cuya calidad o
característica se deban exclusivamente al medio geográfi-
co, comprendido en éste los factores naturales y los huma-
nos y cuya producción o elaboración se realiza en la zona
geográfica delimitada. Las Denominaciones de Origen son
Indicaciones Geográficas en sentido estricto y quedan com-
prendidas dentro de las Indicaciones Geográficas.

Artículo 11o. La protección que esta Ley concede a las In-
dicaciones Geográficas y Denominaciones de Origen se
inicia con la declaración que al efecto emita el Instituto. El

uso ilegal de la misma está prohibido, será nulo y sancio-
nado, incluyendo los casos en que venga acompañada de
indicaciones tales como “género”, “tipo”, “manera”, “imi-
tación”, u otras similares que creen confusión en el consu-
midor o impliquen competencia desleal. 

Artículo 12o. La declaración de protección de una Indica-
ción Geográfica o Denominación de Origen, se hará a peti-
ción de quien demuestre tener interés jurídico. Para los
efectos de este artículo se considera que tienen interés jurí-
dico:

I. Las personas físicas o morales que se localicen en un
medio geográfico determinado que reúna los requisitos
de reputación y los factores naturales y humanos que de-
terminan las características esenciales del producto y
que directamente se dediquen a la extracción, produc-
ción o elaboración del producto o los productos que se
pretendan amparar con la Indicación Geográfica o la De-
nominación de Origen;

II. Los Consejos Reguladores, entidades debidamente
acreditadas y autorizadas para evaluar la conformidad de
normas oficiales para productos de la Denominación de
Origen solicitada, así como las cámaras o asociaciones
de fabricantes o productores que cuenten con miembros
que cumplan con lo estipulado en el inciso anterior;

Artículo 13o. La declaración de protección de una Indica-
ción Geográfica o de una Denominación de Origen, se ha-
rá de oficio por: 

I. Las dependencias o entidades del gobierno federal y
de los gobiernos de las entidades de la Federación y sus
municipios. 

Artículo 14o. La solicitud de declaración de protección a
una Indicación Geográfica o Denominación de Origen se
hará por escrito, a la que se acompañarán los comproban-
tes que funden la petición y en la que se expresará lo si-
guiente:

I. Nombre, domicilio y nacionalidad del solicitante. Si
es persona moral deberá señalar, además, su naturaleza
y las actividades a que se dedica;

II. Interés jurídico del solicitante;

III. Señalamiento de la Indicación Geográfica o Deno-
minación de Origen;
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IV. Descripción detallada del medio geográfico, la repu-
tación del producto y los factores naturales, humanos,
así como del producto o los productos terminados que
abarcará la Indicación Geográfica o la Denominación de
Origen, según sea el caso; incluyendo en el primer caso,
la descripción de las características especiales del lugar
del que son originarios y los diferenciadores del produc-
to; y en el caso de los productos a ser protegidos por una
Denominación de Origen, sus características, compo-
nentes, descripción del método de extracción y procesos
de producción o elaboración incluyendo sus característi-
cas, componentes, descripción del método de extracción
y procesos de producción o elaboración incluidas en las
materias primas y las principales características físicas,
químicas, microbiológicas u organolépticas del produc-
to. En su caso, se señalarán las normas oficiales estable-
cidas por la Secretaría de Economía a que deberán suje-
tarse el producto, su forma de extracción, sus procesos
de elaboración o producción y sus modos de empaque,
embalaje o envasado, así como sus controles de calidad;

V. Lugar o lugares de extracción, producción o elabora-
ción del producto que se trate de proteger con la Indica-
ción Geográfica o la Denominación de Origen y la deli-
mitación del territorio de origen, atendiendo a los
caracteres geográficos y a las divisiones políticas.

VI. Señalamiento detallado de los vínculos entre Deno-
minación de Origen, producto y territorio; y en el caso
de Indicaciones Geográficas los elementos que justifi-
quen los vínculos entre calidad y características del pro-
ducto y los vínculos entre una cualidad determinada de
los productos con su reputación y el origen geográfico
del mismo;

VII. Las normas oficiales aplicables a los Productos Pro-
tegidos.

VIII. Los demás que considere necesarios o pertinentes
el solicitante. 

Artículo 15o. Recibida la solicitud por el Instituto y ente-
rado el pago de las tarifas correspondientes, se efectuará el
examen de los datos y documentos aportados.

Si a juicio del Instituto, los documentos presentados no sa-
tisfacen los requisitos legales o resultan insuficientes para
la comprensión y análisis de cualquiera de los elementos de
la solicitud, se requerirá al solicitante para que haga las

aclaraciones o adiciones necesarias, otorgándole al efecto
un plazo de dos meses.

Si el solicitante no cumple con el requerimiento dentro del
plazo otorgado, la solicitud se considerará abandonada,
pero el Instituto podrá continuar de oficio su tramitación
en los términos del presente capítulo si lo considera perti-
nente.

Artículo 16o. Al registrar o proteger una Denominación de
Origen o Indicación Geográfica homónima o parcialmente
homónima de una Denominación de Origen o Indicación
Geográfica ya protegida de conformidad con lo previsto en
este ordenamiento,  se deberán tomar en cuenta los factores
que incitan a la confusión y en consecuencia:

I. No se registrará o protegerá una denominación homó-
nima a menos que se diferencien entre sí suficientemen-
te y se garantice trato equitativo a los usuarios autoriza-
dos y no inducir a error al consumidor.

II. No se registrará o protegerá una denominación ho-
mónima que induzca al consumidor a creer erróneamen-
te que los productos son originarios de otra zona geo-
gráfica;

III. No se registrará o protegerá una Denominación de
Origen o una Indicación Geográfica cuando aprove-
chándose de la reputación de una marca, notoriedad y
duración de su uso, el registro pueda inducir a error al
consumidor sobre la verdadera identidad del producto.

Artículo 17o. Cuando los documentos presentados satisfa-
gan los requisitos legales, el Instituto publicará en el Diario
Oficial un extracto de la solicitud.

Si el procedimiento se inicia de oficio, el Instituto publica-
rá en el Diario Oficial un extracto de las menciones y re-
quisitos establecidos en las fracciones III a la VII del Artí-
culo 14 de esta Ley.

En ambos casos el Instituto otorgará un plazo de dos meses,
contados a partir de la fecha de publicación para que cual-
quier tercero que justifique su interés jurídico, formule ob-
servaciones u objeciones y aporte las pruebas que estime
pertinentes.

Artículo 18o. Para los efectos de este capítulo se admitirá
toda clase de pruebas con excepción de la confesional y tes-
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timonial. La pericial corresponderá al Instituto o a la Aso-
ciación Nacional de Denominaciones de Origen. El Institu-
to podrá realizar en cualquier tiempo, antes de la declara-
ción, las investigaciones que estime pertinentes y allegarse
los elementos que considere necesarios, debiendo consul-
tar, en su caso, a las cámaras, a los Consejo Reguladores o
a las asociaciones que representen a los productores que de-
muestren interés jurídico. 

Artículo 19o. Transcurrido el plazo a que se refiere el artí-
culo 15 de esta ley, efectuados los estudios y desahogadas
las pruebas, el Instituto dictará la resolución que corres-
ponda. 

El Instituto otorgará el plazo adicional de un mes para cum-
plir los requisitos establecidos en el artículo 15 de esta Ley,
sin que medie solicitud. 

Artículo 20. Si la resolución a que se refiere el artículo an-
terior otorga la protección de la Indicación Geográfica o de
la Denominación de Origen, según sea el caso; el Instituto
hará la declaratoria y procederá a su publicación en el Dia-
rio Oficial. La declaración del Instituto que otorgue la pro-
tección a una Indicación Geográfica o de una Denomina-
ción de Origen, determinará en definitiva los elementos y
requisitos previstos en el Artículo 14 de esta Ley.

Artículo 21. La vigencia de la declaración de protección de
una Indicación Geográfica o de una Denominación de Ori-
gen estará determinada por la subsistencia de las condicio-
nes que la motivaron y sólo dejará de surtir efectos por otra
declaración del Instituto. 

Artículo 22. Los términos de la declaración de protección
a una Indicación Geográfica o de una Denominación de
Origen podrán ser modificados en cualquier tiempo, de ofi-
cio o a petición de parte interesada, siguiendo el procedi-
miento establecido en este capítulo, pero siempre en con-
senso de los usuarios, Consejos Reguladores y/o
asociaciones de productores que sean usuarios autorizados
de la Denominación de Origen o Indicación Geográfica que
se pretende modificar. La solicitud relativa, deberá expresar
lo exigido por el Artículo 14 de esta Ley, y un señalamien-
to detallado de las modificaciones que se piden y las causas
justificadas que las motivan. 

En ningún caso se podrá modificar el territorio de la decla-
ratoria inicial tanto de una Denominación de Origen como
de una Indicación Geográfica, salvo ésta sea solicitada por
al menos el 80% de los productores usuarios autorizados. 

Artículo 23. El Estado mexicano será el titular de la Indi-
cación Geográfica o Denominación de Origen. El Instituto
a petición de parte podrá delegar la administración del uso
de una Denominación de Origen o Indicación Geográfica,
con carácter de Administrador Delegado, primeramente en
el organismo evaluador de la conformidad o Consejo Re-
gulador encargado de evaluar la conformidad, tal y como se
define en la Ley de Metrología y Normalización, de una
Norma Oficial Mexicana para productos protegidos con
Denominación de Origen, o bien en su defecto, la Cámara
del giro que corresponda o en la Asociación de productores,
la que represente a la mayoría de los productores. El regla-
mento de ésta ley señalará los requisitos necesarios para
otorgar la administración a que este párrafo se refiere. 

La Denominación de Origen o Indicación Geográfica sólo
podrá usarse mediante autorización que expida, el Admi-
nistrador Delegado o en su defecto, la expedirá el Instituto.
En caso de negativa de otorgamiento de la Denominación
de Origen o Indicación Geográfica por parte del Consejo
Regulador, el solicitante podrá presentarlo ante el Instituto
quien revisará la conformidad de la solicitud, el cumpli-
miento de los requisitos y las razones y pruebas de ambas
partes. 

El Instituto emitirá y publicará en el Diario Oficial de la Fe-
deración el acuerdo delegatorio que de manera enunciativa
y no limitativa otorgue las facultades y el mandato para lle-
var a cabo la administración y la defensa de una Denomi-
nación de Origen o Indicación Geográfica. 

Los Administradores Delegados de una Denominación de
Origen o Indicación Geográfica que sean designados con-
forme a este artículo, serán usuarios autorizados para los
efectos previstos en el artículo quinto del Arreglo de Lis-
boa. 

Artículo 24. El Instituto o los Administradores Delegados
que administren una Denominación de Origen o Indicación
Geográfica, previa notificación a la Secretaria de Relacio-
nes Exteriores, tramitará el registro de las Indicaciones Ge-
ográficas o Denominaciones de Origen que hayan sido ma-
teria de una declaración de protección en los términos de
esta Ley, para obtener su reconocimiento en el extranjero
conforme a los Tratados Internacionales. La opinión de la
Secretaría de Relaciones podrá emitirse en forma general
sin que sea necesaria una opinión para cada caso concreto.
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Capítulo Segundo
De la autorización para su Uso

Artículo 25. La autorización para usar una Denominación
de Origen o una Indicación Geográfica constituye un dere-
cho privado a favor de los terceros a quienes se les conce-
da, deberá ser solicitada ante el Instituto y se otorgará a to-
da persona física o moral que cumpla los siguientes
requisitos:

I. Que directamente se dedique a la extracción, produc-
ción o elaboración, de los productos protegidos por la
Denominación de Origen o la Indicación Geográfica;

II. Que realice tal actividad dentro del territorio determi-
nado en la declaración;

III. Tratándose de Denominaciones de Origen, que cum-
pla con las normas oficiales establecidas por las depen-
dencias competentes conforme a las Leyes aplicables,
respecto de los productos de que se trate a opinión de la
Asociación, y

IV. Los demás que señale la declaración. 

Los actos realizados frente a un tercero o un Consejo Re-
gulador por un productor o persona autorizada para usar
una Denominación de Origen y viceversa, son actos de co-
mercio y por tanto de derecho privado.

Para los efectos de los señalado en la fracción anterior, se
entenderá que los solicitantes cumplen con la Norma Ofi-
cial Mexicana correspondiente, cuando cuenten con certifi-
cados de productor autorizado vigentes, de acuerdo con lo
que para el efecto establezca. 

Artículo 26. La solicitud para obtener una autorización de
uso de la Indicación Geográfica o una Denominación de
Origen deberá contener los datos y estar acompañada de los
documentos que se señalen en el reglamento de esta Ley.
Igualmente deberán acompañar el dictamen favorable emi-
tido por los Consejos Reguladores, tratándose de Denomi-
naciones de Origen.

Artículo 27. Al recibir la solicitud de autorización de uso
de una Indicación Geográfica o de una Denominación de
Origen, el Instituto procederá en los términos previstos por
el artículo 14 de esta Ley y, en caso de que se satisfagan los
requisitos legales, procederá a su otorgamiento. 

Igualmente deberán acompañar el dictamen favorable emi-
tido por los Consejos Reguladores, tratándose de Denomi-
naciones de Origen. 

Artículo 28. Los efectos de la autorización para usar una
Indicación Geográfica o una Denominación de Origen du-
rarán 10 años, contados a partir de la fecha de presentación
de la solicitud en el Instituto, y podrán renovarse por perí-
odos iguales, previa solicitud y pago de derechos corres-
pondiente. 

Artículo  29. El usuario de una Denominación de Origen o
Indicación Geográfica esta obligado a usarla tal y como
aparezca protegida en la declaración. De no usarla en la for-
ma establecida, procederá la cancelación de la autorización. 

Artículo 30. El derecho a usar una Denominación de Ori-
gen o Indicación Geográfica podrá ser transmitido por el
usuario autorizado en los términos de la legislación común.
Dicha transmisión sólo surtirá efectos a partir de su ins-
cripción en el Instituto, previa comprobación de que el
nuevo usuario cumple con las condiciones y requisitos es-
tablecidos en esta Ley para obtener el derecho a usar la De-
nominación de Origen o Indicación Geográfica, según co-
rresponda. 

Artículo 31. El usuario autorizado de una Denominación
de Origen o Indicación Geográfica podrá a su vez, median-
te convenio, permitir el uso de dicha Denominación de Ori-
gen o Indicación Geográfica, únicamente a quienes distri-
buyan o vendan productos elaborados por el productor
autorizado y que el producto cumpla con los requisitos pre-
vistos en éste capítulo, productos que deberán estar distin-
guidos mediante marcas u otros signos distintivos suscepti-
bles de uso exclusivo, que sean propiedad de o se
encuentren bajo licencia exclusiva a favor del usuario auto-
rizado. El convenio surtirá efectos a partir de los 15  quin-
ce días naturales posteriores a su presentación en el Institu-
to o ante el administrador delegado de la Denominación de
Origen o Indicación Geográfica. 

El convenio deberá contener una cláusula en la que se esta-
blezca la obligación del distribuidor o comercializador de
cumplir con los requisitos establecidos en las fracciones III
y IV del Artículo 25. En caso de que el distribuidor o co-
mercializador no cumpliere o dejara de cumplir con esta
obligación, procederá la negación o cancelación del Con-
venio por el Instituto, o su suspensión por el administrador
delegado. 
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Tratándose de productos sujetos a una norma oficial mexi-
cana, los usuarios autorizados que pretendan autorizar el
uso de la Denominación de Origen o Indicación Geográfi-
ca a un tercero conforme a lo previsto por este artículo, de-
berán además contar con certificados de productor autori-
zado vigentes, de acuerdo con lo que para el efecto
establezca la norma oficial correspondiente. 

Artículo 32. La autorización de usuario de una Denomina-
ción de Origen o de una Indicación Geográfica dejará de
surtir efectos por:

I. Nulidad, en cualquiera de los siguientes casos:

a) Cuando se otorgue en contravención a las disposi-
ciones de esta Ley o cuando se haya probado la pre-
existencia de una práctica de competencia desleal;

b) Cuando se otorgue atendiendo a datos y docu-
mentos falsos;

II. Cancelación, cuando el usuario autorizado use la De-
nominación de Origen en forma diferente a la estableci-
da en la declaración de protección;

III. Por terminación de su vigencia. 

IV. En el caso de las Denominaciones de Origen, cuan-
do la licencia para el uso de una Marca de Certifica-
ción de Indicación Geográfica quede sin efectos o sea
cancelada por el Consejo Regulador correspondiente.

Artículo 33. Las declaraciones administrativas de nulidad
y cancelación se harán por el Instituto, de oficio, a petición
de parte, del administrador delegado o del Ministerio Pú-
blico Federal o del Consejo Regulador autorizado, tratán-
dose de Denominaciones de Origen. 

Artículo 34. Además de las publicaciones previstas en es-
te capítulo, se publicarán en la Gaceta las declaraciones que
emita y autorizaciones que otorgue el Instituto, así como
cualquier acto que dé por terminados los efectos de los de-
rechos otorgados en materia de Denominación de Origen. 

Artículo 35. Para los efectos de lo previsto en el artículo 30
de este ordenamiento, únicamente se podrá convenir el uso
con personas que cuenten con el uso autorizado de una De-
nominación de Origen o de una Indicación Geográfica,
cuando dichas personas elaboren el producto final que os-

tentará la Denominación de Origen, dentro del territorio
protegido por la declaratoria correspondiente. Para estos
efectos se entiende por producto final el producto como se-
rá presentado para su consumo al cliente final. Tratándose
de Denominaciones de Origen, se tendrá que comprobar
ante el Instituto que el solicitante que adquiere cuenta con
certificado vigente otorgado por el Consejo Regulador co-
rrespondiente.

Artículo 36.  Para efectos de lo previsto por la fracción III
del artículo 25 anterior, se entenderá que el solicitante cum-
ple con la Norma Oficial Mexicana correspondiente, cuan-
do cuente con un certificado de conformidad vigente emiti-
do por el Consejo Regulador autorizado por el Instituto
bajo esta Ley.

Título III
De las Marcas usadas en productos 

designados con Indicaciones Geográficas

Capítulo Primero
De las Marcas de 

Certificación de Indicaciones Geográficas

Artículo 37. Se entiende por Marca de Certificación cual-
quier palabra, nombre, símbolo o combinación, para ser
usado o susceptible de usarse por una persona diferente de
su titular, en el comercio con licencia de uso otorgada por
el Consejo Regulador que sea titular de la misma, con la fi-
nalidad de distinguir los productos protegidos como pro-
ductos certificados, así como el origen de una región geo-
gráfica, modos de manufactura, insumos, producción,
cualidades y especificaciones del producto o servicio y en
general el cumplimiento con las reglas de uso emitida por
el Consejo Regulador correspondiente. 

En lo no previsto por este ordenamiento, las Marcas de Cer-
tificación de Indicaciones Geográficas se entenderán prote-
gidas como marcas notoriamente conocidas y famosas, en
los términos previstos por el Capítulo II Bis del Título IV
de la Ley de la Propiedad Industrial, sin necesidad de de-
claratoria sobre su notoriedad ni de actualización alguna.

Artículo 38. Tratándose de Denominaciones de Origen, el
Instituto podrá autorizar como titulares de las Marcas de
Certificación de Indicaciones Geográficas únicamente a los
Consejos Reguladores de la Denominación de Origen co-
rrespondiente, siempre que cumplan los requisitos previs-
tos en el Artículo 62 de esta Ley.
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En el caso de las Denominaciones de Origen cuya declara-
toria hubiese sido emitida por una autoridad extranjera, el
titular de una Marca de Certificación de Indicación Geo-
gráfica podrá ser cualquier empresa o institución nacional o
extranjera, de derecho público o privado, organismo estatal,
regional o internacional que tenga un control legítimo sobre
los productos o servicios protegidos por la Marca de Certi-
ficación de Indicación Geográfica, siempre que, de acuerdo
a lo previsto en este ordenamiento, la misma no provoque
confusión en los consumidores respecto de una Denomina-
ción de Origen protegida por el Instituto y siempre que en
dicho país existiera reciprocidad con relación a las Marcas
de Certificación de Indicaciones Geográficas otorgadas por
el Instituto.  

Artículo 39. El Consejo Regulador solicitante no podrá
producir los productos o proporcionar los servicios protegi-
dos por la Marca de Certificación, y deberá establecer un
reglamento para el uso y la gestión de la misma.

El Consejo Regulador o en su caso el solicitante cuando se
trate de Denominaciones de Origen extranjeras, deberá pre-
sentar ante el Instituto la solicitud de registro de la Marca
de Certificación de Indicación Geográfica que deberá de
contener:

I. Nombre de la Marca de Certificación de Indicación
Geográfica,

II. Nombre del Consejo Regulador quien funge como ti-
tular y administrador de la Marca de Certificación de In-
dicación Geográfica incluyendo la autorización otorgada
por el Instituto, o en su caso el nombre de la entidad que
detenta el legítimo control de los productos protegidos,

III. Un expediente técnico de la Marca de Certificación
de Indicación Geográfica, con la información referida en
el Artículo 40 siguiente;

IV. Reglas de uso; y 

V. Los demás que establezcan las disposiciones aplica-
bles.

Artículo 40. El expediente técnico de la Marca de Certifi-
cación de Indicación Geográfica deberá expresar en adición
a la solicitud y sus anexos:

I. En el caso de Marcas de Certificación de Indicaciones
Geográficas a ser otorgadas por el Instituto:

a) Copia de sus estatutos sociales debidamente com-
pulsados y documento que acredite la personalidad
de su representante;

b) Copia de la Autorización del Instituto referida en
el artículo 25;

c) Los criterios bajo los cuales se concederá el uso de
la misma a las personas que cuenten con autoriza-
ción de uso de la Denominación de Origen corres-
pondiente;

d) Fecha de primer uso de la marca, y

e) Nombre y domicilio del solicitante.

II. En el caso de Marcas de Certificación de Indicacio-
nes Geográficas extranjeras cuyo registro sea solicitado
al Instituto:

a) Documentos que acrediten la legal existencia y la
personalidad de su representante;

b) Las características físicas, químicas y cualesquie-
ra otras relevantes en el producto;

c) La denominación y categoría de la Marca de Cer-
tificación;

d) El territorio geográfico delimitado por la Denomi-
nación de Origen que le haya sido designada a los
productos;

e) Los criterios bajo los cuales se concederá el uso de
la misma a las personas que cuenten con autoriza-
ción de uso de la Denominación de Origen corres-
pondiente;

f) Fecha de primer uso de la marca, y

g) Nombre y domicilio del solicitante.

Tratándose de Denominaciones de Origen, el solicitante de-
berá demostrar que ejerce un control legítimo sobre el las
marcas relacionadas de manera directa o indirecta con la
Marca de Certificación de Indicación Geográfica. Se enten-
derá que el Consejo Regulador solicitante ejerce el legítimo
control cuando cuente con la autorización del Instituto.
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El registro de una Marca de Certificación de Indicación Ge-
ográfica constituye derechos de carácter privado.

Artículo 41. Las reglas de uso de la Marca de Certificación
de Indicación Geográfica deberán entre otras contener:

I. Condiciones y modalidades de uso.

II. Personas físicas o morales que se considerarán auto-
rizadas para el uso.

III. Las características garantizadas por la presencia de
la marca.

IV. Medidas de ejercicio de control anterior y posterior a
la autorización o licencia de uso de la Marca de Certifi-
cación, incluyendo las causas de suspensión o cancela-
ción de la licencia de uso.

V. Referencia a la Norma Oficial Mexicana cuya con-
formidad es certificada por el Consejo Regulador y las
reglas de uso propuestas; y tratándose de solicitantes ex-
tranjeros con relación a Denominaciones de Origen ex-
tranjeras, incluir una copia de los estándares que deter-
minen la manera en que se utilizará la Marca de
Certificación de Indicación Geográfica.

Artículo 42. La Marca de Certificación de Indicación Ge-
ográfica tendrá una vigencia de 10 años contados a partir de
la fecha de su solicitud, la cual podrá ser renovada por pe-
riodos iguales. 

Si la Marca de Certificación de Indicación Geográfica fue-
ra cancelada, anulada o no fuera renovada en tiempo, dicho
signo distintivo no podrá ser usado ni registrado como sig-
no distintivo por una persona distinta al titular durante un
plazo de 10 años contados desde el vencimiento, cancela-
ción, anulación, disolución o desaparición del titular, o
cualquier otra situación que implicara la desaparición del
signo distintivo.

Capítulo Segundo
Del registro y cancelación de Marcas relacionadas con

productos designados con una 
Indicación Geográfica o Denominación de Origen

Artículo 43. Solo podrán registrarse marcas con referencia
a nombres geográficos cuando sean empleadas para pro-
ductos protegidos por Indicaciones Geográficas o Denomi-
naciones de Origen designadas o reconocidas por el Insti-

tuto y sus solicitantes sean personas autorizadas por el Ins-
tituto para el uso de la Indicación Geográfica; y tratándose
de Denominaciones de Origen, los solicitantes deberán
contar con licencia para el uso de la Marca de Certificación
de Indicación Geográfica otorgada por el Consejo Regula-
dor correspondiente. Todas las solicitudes deberán reser-
varse el derecho exclusivo sobre el nombre de la Indicación
Geográfica o Denominación de Origen

Artículo 44. Las Denominaciones de Origen no podrán pa-
sar a ser genéricas, tampoco podrán reconocerse ni regis-
trarse denominaciones que se confundan con variedades
vegetales o razas animales por considerarse que son deno-
minaciones que confunden al consumidor.

Artículo 45.  Las Denominaciones de Origen, las Indica-
ciones Geográficas y las Marcas de Certificación de Indi-
caciones Geográficas serán oponibles a cualquier registro
marcario y, en este sentido, tendrán la misma protección
que se otorga a las marcas notoriamente conocidas y famo-
sas, en los términos previstos por el Capítulo II Bis del Tí-
tulo IV de la Ley de la Propiedad Industrial, sin necesidad
de declaratoria sobre su notoriedad ni de actualización al-
guna.

Artículo 46. Las marcas para Productos Protegidos se tra-
mitarán y se registrarán conforme a lo previsto por la Ley
de la Propiedad Industrial y por las disposiciones especia-
les contenidas en este ordenamiento, sin perjuicio de lo pre-
visto en los tratados internacionales aplicables.

Artículo 47. El Instituto desechará cualquier solicitud de
registro de una marca de productos o servicios relacionada
con Productos Protegidos si dicha solicitud es contraria a lo
previsto en este ordenamiento.

Capítulo Tercero
Del derecho de oposición contra solicitudes de 

registro de marcas de productos o servicios

Artículo 48. Una vez que la solicitud de registro de un sig-
no distintivo de los referidos en el Capítulo Segundo ante-
rior haya pasado el examen de forma, antes de la conclu-
sión de dicho examen de fondo, deberá ser publicado en la
Gaceta de la propiedad industrial para efecto de oposición
y manifestaciones de terceros perjudicados por el registro
de los mismos o de los Consejos Reguladores.

La oposición deberá formularse ante el Instituto mediante
escrito debidamente fundado y motivado conforme a lo se-
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ñalado en el Artículo 51 siguiente, en un periodo no mayor
a cuarenta y cinco días naturales después de la primera pu-
blicación en la Gaceta de la Propiedad Industrial.

Artículo 49. Si en el plazo de  cuarenta y cinco días referi-
do en el Artículo anterior no se hubiera formulado ninguna
oposición u observaciones de terceros y del examen fondo
efectuado resultara que la solicitud de marca no incurre en
las prohibiciones o limitaciones previstas en este ordena-
miento o en la Ley de la Propiedad Industrial, la marca se-
rá registrada. En este caso, la el Instituto publicará el regis-
tro de la marca en la Gaceta de la Propiedad Industrial y
expedirá el título de registro de la marca.

Artículo 50. Podrá iniciarse un procedimiento administra-
tivo de oposición cuando una vez publicada la solicitud de
la marca, un tercero que se considere  perjudicado por el re-
gistro de la misma o el Consejo Regulador de la Denomi-
nación de Origen relacionada con los productos o servicios
que se pretendan proteger con la marca en cuestión, invo-
cando las prohibiciones previstas en este ordenamiento o en
la Ley de Propiedad Industrial en lo que resulte aplicable.

Artículo 51. La solicitud de Procedimiento de Oposición
deberá contener:

I. Nombre del tercero perjudicado o Consejo Regulador
afectado por el registro de la marca acreditando la legal
existencia y la personalidad de su representante, en su
caso.

II. Domicilio del tercero perjudicado o Consejo Regula-
dor en donde se incluyan, calle, numero, ciudad, estado,
código postal y teléfono.

III. Nombre y domicilio del representante legal del soli-
citante, en su caso.

IV. Razones por las cuales el tercero perjudicado o Con-
sejo Regulador considera que el signo distintivo pro-
puesto por el registrante no debe de ser registrado.

V. Comprobante de pago de derechos.

Artículo 52. El procedimiento administrativo de oposición
será sustanciado de conformidad a las disposiciones esta-
blecidas para las infracciones en la Ley de la Propiedad In-
dustrial.

Título IV
Del registro y reconocimiento 

de las Indicaciones Geográficas 
o Denominaciones de Origen extranjeras.

Capítulo Primero

Artículo 53. Se entenderá por Indicación Geográfica ex-
tranjera aquella que identifique un producto como origina-
rio del territorio de un país, de una región o localidad dis-
tinta al territorio mexicano, cuando determinada calidad,
reputación u otra característica del producto sea imputable
fundamentalmente a su origen geográfico, físico o humano.

El uso de las Indicaciones Geográficas por personas no au-
torizadas, será considerado un acto de competencia desleal,
aun en el caso de que dichos usos vayan acompañadas de
expresiones tales como “género”, “clase”, “tipo”, “estilo”,
“imitación” y otras similares que igualmente creen confu-
sión en el consumidor. 

Articulo 54. No podrán ser reconocidas como Indicaciones
Geográficas, cuando  sean contrarias a las buenas costum-
bres o al orden público, o puedan inducir a error al público
sobre la procedencia, la naturaleza, el modo de fabricación
o las características o cualidades de los respectivos produc-
tos o puedan ser consideradas como comunes o genéricas
para distinguir el producto de que se trate.

Artículo 55. La solicitud de declaración de protección de
una Indicación Geográfica de procedencia extranjera se
presentará ante el Instituto debiendo cumplir los mismos
requisitos que una Indicación Geográfica de procedencia
nacional y su vigencia estará determinada por la subsisten-
cia de las condiciones que la motivaron, por lo cual el Ins-
tituto podrá dejar sin efecto dicha declaración en el evento
de que se modifiquen las condiciones que la originaron.
Los interesados podrán solicitarla nuevamente cuando con-
sideren que se han restituido las condiciones para su pro-
tección. 

Articulo 56. La protección de las Indicaciones Geográficas
de procedencia extranjera prevista en este ordenamiento es-
tará sujeta a la reciprocidad que los países de origen conce-
dan a las Indicaciones Geográficas o Denominaciones de
Origen designadas por el Instituto. 
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Título V

Capítulo Primero
De la Nulidad de  Registros Marcarios utilizados 

en productos cuya denominación se ha reconocido 
y registrados como Indicación 

Geográfica o Denominación de Origen.

Artículo 57. No podrá usarse ni formar parte de una mar-
ca, de un nombre comercial, denominación o razón social
de ningún establecimiento o persona moral, una Denomi-
nación de Origen o Indicación Geográfica.

Artículo 58. El registro de una marca vinculada a una
Marca de Certificación  de Indicación Geográfica será nu-
lo, sin perjuicio de los demás supuestos de nulidad previs-
tos por la Ley de Propiedad Industrial cuando:

I. Se haya otorgado en contravención de las disposicio-
nes de esta Ley;

II. El registro se hubiese otorgado sin que el titular o so-
licitante contara previamente con la licencia para utilizar
la Marca de Certificación de Indicación Geográfica por
el Consejo Regulador correspondiente;

III. El registro se hubiera otorgado con base en datos fal-
sos contenidos en su solicitud o la denominación del sig-
no distintivo lleve dentro de si misma, en todo o en par-
te, una denominación geográfica o Indicación
Geográfica o bien palabras construidas con parte de una
Denominación de Origen o Indicación Geográfica;

IV. Se haya otorgado por error, inadvertencia, o diferen-
cia de apreciación, existiendo en vigor otro que se con-
sidere invadido, por tratarse de una marca que sea igual
o semejante en grado de confusión y que se aplique a
servicios o productos iguales o similares; y

Las acciones de nulidad que se deriven del presente artícu-
lo podrán ejercitarse en los términos previstos por la Ley de
Propiedad Industrial.

Artículo 59. Procederá la cancelación del registro de una
marca vinculada a una Marca de Certificación de Indica-
ción Geográfica, sí su titular pierde la autorización o licen-
cia para usar la Marca de Certificación o incurre en una
práctica de competencia desleal, sin perjuicio de los demás
supuestos de cancelación previstos en la Ley de Propiedad
Industrial. 

Artículo 60. La declaración de nulidad, caducidad o can-
celación del registro de una marca, se hará administrativa-
mente por el Instituto de oficio, o a petición de parte de un
Consejo Regulador, cuando se trate de marcas vinculadas a
una Marca de Certificación de Indicación Geográfica o del
Ministerio Público Federal, cuando tenga algún interés la
Federación. La nulidad a la que se refiere la Fracción I del
Artículo 58 de esta Ley, no requerirá de declaración admi-
nistrativa por parte del Instituto. 

Título VI
De los Consejos Reguladores

Capítulo Primero
De la Forma de Constitución 

y  su Autorización

Artículo 61. Los Consejos Reguladores son entidades pri-
vadas con personalidad y patrimonio propio sin fines de lu-
cro y deberán constituirse o adoptar esta modalidad  con-
forme a lo previsto en esta Ley. Su duración será indefinida.

Las asociaciones civiles u otras entidades ya constituidas
que actualmente operen como organismos evaluadores de
la conformidad conforme a la Ley Federal sobre Metrolo-
gía y Normalización, podrán adoptar la modalidad de Con-
sejo Regulador mediante asamblea que obtenga el voto fa-
vorable de al menos el setenta y cinco por ciento de sus
miembros con derecho a voto, bajo el entendido de que los
miembros que hubiesen votado en contra gozarán del dere-
cho a se separados del Consejo Regulador de que se trate.

Los Consejos Reguladores deberán constituirse ante feda-
tario público. Las asambleas referidas en el párrafo ante-
rior, se deberán formalizar ante fedatario público e inscri-
birse en el Registro Público de Comercio de su domicilio
social. Todos los actos y acuerdos de la asamblea de miem-
bros o de los órganos de administración de los Consejos
Reguladores, incluyendo su constitución, disolución y li-
quidación, podrán hacerse constar o ser formalizados ante
fedatario público.

La denominación de los Consejos Reguladores se formará
con las palabras Consejo Regulador seguidas de las prepo-
siciones “de”, “del”, o “de la” y éstas seguidas de la deno-
minación geográfica o Indicación Geográfica de que se tra-
te.

En lo no previsto en este título, se estará a lo previsto en el
Código Civil Federal para las Asociaciones Civiles.
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Artículo 62. Para que un Consejo Regulador pueda fungir
y operar como tal al amparo de esta Ley, deberá contar con
las aprobaciones y acreditaciones previstas en la Ley Fede-
ral sobre Metrología y Normalización, y contar además con
la autorización del Instituto Mexicano de la Propiedad In-
dustrial, quien vigilará que se cumplan todas las condicio-
nes previstas en este ordenamiento.

Artículo 63. Los Consejos Reguladores son entidades de
derecho privado y sus actos relacionados con cualquier ma-
teria prevista en este ordenamiento se considerarán siempre
como actos de comercio por lo que cualquier controversia
entre el consejo Regulador y sus miembros o cualquier per-
sona que sea usuaria de sus servicios o afectada en cual-
quier forma por actos de un Consejo Regulador relaciona-
dos con materias previstas en esta Ley o en la Ley Federal
sobre Metrología y Normalización, las Normas Oficiales
Mexicanas o las Normas Mexicanas, deberá someter su di-
ferencia a la competencia de los tribunales mercantiles fe-
derales, quienes serán los únicos competentes para dirimir-
las, salvo en los casos en que se hubiese pactado una
cláusula arbitral o convenio arbitral en cuyo supuesto se
aplicará supletoriamente Código de Comercio en lo refe-
rente su Título Cuarto.

Los Consejos Reguladores se encuentran legitimados acti-
va y pasivamente para realizar cualquier acto previsto o re-
lacionado en este ordenamiento incluyendo, de manera
enunciativa y no limitativa, la solicitud de registro o pro-
tección de la Denominación de Origen que le corresponda
en jurisdicciones extranjeras o bien de la Marca de Certifi-
cación de Indicación Geográfica cuyo registro hubiese con-
cedido el Instituto o se relacione con la Denominación de
Origen que le corresponda, o bien los actos relacionados
con la protección y defensa de la Denominación de Origen
y las Marcas de Certificación de Indicaciones Geográficas
correspondientes.

Artículo 64. Los Consejos Reguladores deberán contem-
plar en sus estatutos disposiciones que prevean lo estable-
cido este Título y, en particular, en las fracciones siguien-
tes:

I. Podrán ser miembros cualquier persona física o moral
que se encuentre relacionada con la cadena valor de los
Productos Protegidos y deberán ser agrupados de tal for-
ma que se garantice la representación de todos los gru-
pos de interés de la cadena productiva correspondiente a
los Productos Protegidos que deberá incluir desde los

productores de las materias primas básicas, hasta los co-
mercializadores del producto final. Ningún miembro o
grupo de personas relacionadas podrá ser representado
ya sea directa o indirectamente por más de una empresa,
entidad, persona o grupo de personas nacionales o ex-
tranjeras en más de una clase de miembros. Para estos
efectos se entiende como personas relacionadas a aque-
llas que tengan en común directa o indirectamente a un
miembro, socio, accionista, administrador, apoderado de
nacionalidad mexicana o extranjera o cuyas decisiones
sean directa o indirectamente tomadas por el mismo gru-
po de personas. El Consejo Regulador deberá contar con
un registro actualizado en donde conste la información
compruebe que sus miembros mantienen las condicio-
nes para formar parte del mismo.

II. Deberán establecerse los derechos y obligaciones de
los miembros, así como los procedimientos de admisión
y separación de éstos.

III. El patrimonio estará formado por: 

a) Los bienes muebles e inmuebles que sean de su
propiedad o adquieran para su operación;

b) El efectivo, valores, intereses de capital, créditos,
remanentes que sean de su propiedad o adquieran en
el futuro;

c) Las cuotas que reciban de sus miembros;

d) El producto recibido por la prestación de sus ser-
vicios o la venta de sus bienes;

e) Los donativos que reciba de terceros, 

f) Los apoyos financieros que reciba de instituciones
públicas y privadas,

g) Los demás ingresos que reciba por cualquier otro
concepto.

IV. Deberán preverse las reglas para la celebración de las
asambleas de miembros, respetando las disposiciones
generales que se describen en el capítulo siguiente.

V. Deberán administrarse por un Consejo Directivo y un
Director General que desempeñarán las funciones que
este ordenamiento establece. 
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VI. El Consejo Directivo estará formado por el número
de miembros equivalente al número clases y subclases
de miembros que existan y serán designados por la
Asamblea General de Miembros, de tal manera que ca-
da grupo de interés representado en una clase o subcla-
se de miembros, pueda estar representado en el órgano
de administración. Adicionalmente contará con un vein-
te por ciento de consejeros independientes y un secreta-
rio que no será miembro del Consejo Directivo.

Se consideran consejeros independientes los que reúnan
las características previstas en el artículo 79 siguiente.

VII. El Consejo Directivo estará presidido por un miem-
bro no Consejero que deberá de tener amplio prestigio y
buen nombre profesional, y no estar ni haber estado vin-
culado de cualquier forma con la producción, venta, dis-
tribución o comercialización de los productos protegi-
dos por la Denominación de Origen o de sus materias
primas. El presidente del Consejo Directivo llevará la
representación del Consejo Regulador y será su princi-
pal funcionario. Tendrá facultades amplias para actos de
administración, pleitos y cobranzas y tendrá facultades
de delegación para designar a los directores y gerentes
del Consejo Regulador. El presidente del Consejo Di-
rectivo podrá participar en las sesiones con voz y solo
tendrá voto de calidad en caso de empate.

VIII. Se designará un vicepresidente de entre los conse-
jeros independientes del Consejo Directivo, quien supli-
rá las ausencias temporales del presidente. En caso de
ausencia definitiva, el Vicepresidente ocupará el cargo
de presidente hasta que la Asamblea General designe al
presidente sustituto.

IX. El Consejo Regulador contará con un Tesorero quien
será miembro propietario del Consejo Directivo y estará
encargado de la situación financiera y fiscal del Conse-
jo Regulador.

X. El Director General será un profesional honorable y
de reconocido prestigio quien deberá reunir las caracte-
rísticas de independencia señaladas en el Artículo 89 y
no deberá estar ni haber estado vinculado de cualquier
forma con la producción, venta, distribución o comer-
cialización de los productos protegidos por la Denomi-
nación de Origen o de sus materias primas. El Director
General será designado por el Consejo Directivo a pro-
puesta del presidente.

XI. El Consejo Regulador contará con un Comisionado
Técnico quien será el representante legal de la Unidad
de Verificación adscrita al Consejo Regulador ante la
Secretaría de Economía. y no deberá estar ni haber esta-
do vinculado de cualquier forma con la producción, ven-
ta, distribución o comercialización de los productos pro-
tegidos por la Denominación de Origen o de sus
materias primas. Deberá tener plena autonomía técnica
sobre sus dictámenes y demás actos relacionados con la
evaluación de la conformidad de la norma oficial rela-
cionada con la Denominación de Origen correspondien-
te. El Comisionado Técnico será designado por el Con-
sejo Directivo a propuesta del presidente.

XII. El Consejo Directivo deberá contar además con
Consejeros Honorarios en los términos previstos por el
Artículo 81 siguiente.

Los miembros del Consejo Directivo serán electos por las
Asambleas Especiales de cada sección de miembros del
Consejo Regulador, que deberán celebrarse con anteriori-
dad a la Asamblea General Anual. La Asamblea General
Anual ratificará las elecciones realizadas por las Asamble-
as Especiales y designará a los miembros del Consejo Di-
rectivo, sin poder cuestionar la validez de la elección de la
Asamblea Especial.

Los miembros del Consejo Directivo durarán en su cargo
dos años, bajo el entendido de que cada periodo de dos años
se renovarán los miembros suplentes y los suplentes desig-
nados como tales en el periodo inmediato anterior, pasarán
a ser titulares.

El Consejo Directivo, contará con el auxilio de al menos
tres comités: (i) el Comité de Certificación, (ii) El Comité
de Verificación y (iii) El Comité de Normalización. Dichos
comités deberán tener la representación de cada una de las
secciones de miembros del Consejo Regulador y será pre-
sidido por el miembro que determine el Consejo Directivo,
que en todo caso deberá ser productor de Productos Prote-
gidos. Cada comité contará con un secretario que será fun-
cionario del Consejo Regulador. Las resoluciones de los co-
mités serán en todo caso recomendaciones para el Consejo
Directivo y no tendrán efectos vinculantes, salvo los efec-
tos para los miembros cuando los estatutos sociales del
Consejo Regulador así lo determinen. El número mínimo
de miembros de cada comité será el número de secciones
de miembros de acuerdo con sus estatutos sociales, sin po-
der ser inferior de tres. Los miembros de los comités debe-
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rán ser personas distintas a aquellas que ocupen los cargos
de consejeros titulares o suplentes o representen a los
miembros del Consejo Directivo. 

Cuando por cualquier causa faltare en forma indefinida o
definitiva el número mínimo de miembros del Consejo Di-
rectivo, el mismo Consejo Directivo, mediante acuerdo de
la mayoría de los miembros subsistentes,  podrá designar
miembros provisionales hasta en tanto se convoque a una
Asamblea de Miembros que designe a los sustitutos. 

XIII. Procederá su liquidación, sin perjuicio de los supues-
tos previstos adicionalmente en la legislación aplicable, so-
lo en los casos en que las autorizaciones previstas en esta
Ley, así como las acreditaciones y aprobaciones previstas
por la Ley Federal de Metrología y Normalización sean
canceladas. En caso de liquidación, los miembros del Con-
sejo Regulador deberán abstenerse de formar o pertenecer
directa o indirectamente a otro Consejo Regulador que se
sustituya en las actividades del que sea liquidado por un pe-
riodo mínimo de cinco años. Igualmente los miembros del
Consejo Regulador, quedan autorizados para recibir la cuo-
ta de liquidación proporcionalmente en la medida en que
hayan aportado recursos al patrimonio de dicho organismo,
siempre que previamente se hubiesen cubierto todos los pa-
sivos  del Consejo Regulador. 

Capítulo Segundo
De las Asambleas

Artículo 65. La Asamblea general de miembros es el órga-
no supremo del Consejo Regulador y podrá sesionar de ma-
nera ordinaria o extraordinaria. Se reunirá en el domicilio
del Consejo Regulador o en otro lugar adecuado para ello y
podrán participar todos los miembros  del Consejo Regula-
dor.

Artículo 66. Las asambleas deberán ser presididas por el
presidente del consejo directivo, a su falta por los vicepre-
sidentes, en su respectivo orden, y a falta de éstos, por la
persona quien designe la asamblea al momento de instalar-
se. 

Actuará como secretario el del propio consejo directivo o
en su ausencia, quien designe el presidente de la asamblea.

Artículo 67. Las Asambleas Ordinarias se celebrarán cuan-
do menos una vez al año, dentro de los cuatro primeros me-
ses del mismo y solamente podrán tratar los siguientes
asuntos:

I. Informe de las actividades desarrolladas por el conse-
jo directivo  del Consejo Regulador;

II. El estado de la situación patrimonial y el de ingresos
y egresos  del Consejo Regulador;

III. El programa de actividades  del Consejo Regulador,
propuesto para el siguiente año;

IV. El programa de financiamiento de las actividades
del Consejo Regulador, incluyendo presupuestos de in-
gresos y egresos, y

V. La confirmación de los consejeros elegidos en asam-
bleas especiales por cada sección o sub-sección, como
las personas que integran el consejo directivo  del Con-
sejo Regulador.

Artículo 68. Las asambleas extraordinarias se podrán ce-
lebrar en cualquier momento y podrán  tratar cualquiera de
los siguientes asuntos:

I. Separación de miembros en los términos del artículo
décimo tercero de estos Estatutos;

II. Cualquier propuesta de modificación a los Estatutos
o al Reglamento Interior  del Consejo Regulador;

III. Enajenación de activos fijos del Consejo Regulador;

IV. Contratación de financiamientos y créditos a cargo
del Consejo Regulador;

V. Establecimiento de las políticas de difusión de las ac-
tividades  del Consejo Regulador, tanto en el país como
en el extranjero;

VI. Disolución  del Consejo Regulador; y

VIII. Los demás para los cuales sea convocada.

Artículo 69. Cada sección o sub-sección deberá celebrar
asambleas especiales de miembros a fin de elegir los con-
sejeros que los representarán en el consejo directivo, con
anterioridad a la confirmación de estos en la respectiva
asamblea general ordinaria de miembros. Las asambleas
especiales deberán ser convocadas por el secretario del
consejo directivo para este fin, así como en los casos que lo
solicite por lo menos el cinco por ciento (5%) de cada sec-
ción o subsección, con anterioridad a la celebración de una
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asamblea general ordinaria o extraordinaria, con el objeto
de buscar la adopción de criterios comunes sobre cualquier
tema que este incluido en la orden del día de esas asamble-
as generales.

Artículo 70. Las asambleas deberán ser presididas por el
presidente del Consejo Directivo, a su falta por los vicepre-
sidentes, en su respectivo orden, y a falta de estos por la
persona quien designe la asamblea al momento de instalar-
se. Actuará como secretario el del propio consejo directivo,
y en su ausencia, quien designe el presidente de la asam-
blea.

Artículo 71. Las asambleas generales ordinarias y extraor-
dinarias deberán ser convocadas cuando lo considere con-
veniente el consejo directivo, a través del presidente y el se-
cretario del Consejo Directivo. Asimismo la asamblea
general deberá ser convocada también por dichas personas
si ello fuera requerido por lo menos por el 5 por ciento de
los miembros, independientemente de la subsección o sec-
ción en la que estén registrados.

Artículo 72. Las convocatorias para asambleas generales
de miembros deberán ser publicadas en uno de los periódi-
cos de mayor circulación en su domicilio social y en un pe-
riódico de circulación a nivel nacional con cuando menos
diez días naturales de anticipación a la fecha de su celebra-
ción. No será necesario este requisito para las asambleas es-
peciales.

Además, las convocatorias se comunicarán a los miembros
por cualquier medio que permita confirmar su recepción.
En el caso de asambleas especiales, bastará con este requi-
sito para considerar que el miembro fue debidamente noti-
ficado.

Las Convocatorias deberán contener el orden del día, lugar
y fecha de celebración así como la firma de quien las haga.
Se deberá informar además a los miembros en la propia
convocatoria sobre el procedimiento para la obtención de
tarjetas de asistencia.

Artículo 73. El procedimiento de obtención de tarjetas de
asistencia contemplará el lugar en donde el miembro podrá
acudir para obtener una tarjeta que lo distinga como miem-
bro, indicando la sección o sub-sección en la que está re-
gistrado. Solo se darán tarjetas de asistencia a los miembros
que cumplan los siguientes requisitos:

I. Que asistan personalmente a obtener la tarjeta, permi-
tiéndose para el caso de miembros que sean personas
morales que asistan en su representación mediante carta
otorgada ante fedatario; 

II. Que se encuentren al corriente en el pago de sus cuo-
tas y aportaciones, y

III. Que no se encuentren en violación a sus demás obli-
gaciones bajo estos Estatutos. 

La entrega de tarjetas de asistencia se deberá llevar a cabo
durante un período razonable que estará abierto a los miem-
bros hasta 48 horas antes de la fecha de la asamblea.

No será necesario la obtención de tarjetas de asistencia pa-
ra las asambleas especiales. Sin embargo para efectos de
quórum y votación en asambleas especiales, sólo se toma-
rán en cuenta los miembros asistentes que cumplan los re-
quisitos señalados en los incisos a), b) y c) de este artículo.

Artículo 74. Ninguna persona podrá, directa o indirecta-
mente, bajo cualquier forma, representar a más de dos
miembros. Sólo los miembros que cuenten con la tarjeta de
asistencia podrán estar presentes en las Asambleas genera-
les de miembros.

Artículo 75. Para que la Asamblea pueda considerarse le-
galmente instalada deberá haberse convocado conforme lo
establecido sus estatutos, con la salvedad de que no será ne-
cesaria la convocatoria cuando estuvieren presentes en la
Asamblea todos los miembros.

En primera convocatoria para asamblea general ordinaria o
extraordinaria se considerará que existe quórum si se en-
cuentran presentes las dos terceras partes de los miembros
de cada sección de productores y cualesquiera que sea el
número presente de miembros pertenecientes a las seccio-
nes de comercializadores o distribuidores

En caso de no haber quórum se procederá a hacer una se-
gunda convocatoria a asamblea general de miembros, la
cual no podrá celebrarse si no transcurridos quince días na-
turales de la fecha de la primera.

En segunda o ulterior convocatoria se considerará que hay
quórum cuando se encuentren representados cuando menos
el cincuenta por ciento más uno de los miembros pertene-
cientes a las secciones de productores, independientemente
en la sección o sub-sección en la que estén registrados.
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Para las asambleas especiales de sección o sub-sección en
todo caso se requerirá la presencia de dos terceras partes de
sus miembros.

Artículo 76. El presidente de la Asamblea nombrará dos
escrutadores para que hagan el recuento de los miembros
presentes y preparen una lista de asistencia, la cual una vez
firmada por los escrutadores deberá agregarse al acta que
de la Asamblea se prepare.

Artículo 77. Cada Miembro tendrá en las Asambleas dere-
cho a un voto. Para que las resoluciones de las asambleas
sean válidas, obligando a los presentes, ausentes o disiden-
tes, se estará a lo siguiente:

I. En asambleas generales ordinarias o extraordinarias se
requerirá del voto favorable de cuando menos el 50 por
ciento más uno de los miembros presentes de cada sub-
sección de la sección de productores.

II. En asambleas especiales, se requerirá del voto favo-
rable de cuando menos el 50 por ciento más uno de los
miembros de cada sub-sección de productores o de la
sección de productores en caso de que no existan sub-
secciones.

III. El presidente del consejo directivo no tendrá voto de
calidad en caso de empate en la votación de cualquier
sección o sub-sección de la asamblea general o de la
asamblea especial.

Artículo 78. De cada asamblea se levantará un acta que de-
berá contener la fecha, hora y lugar de la reunión, el orden
del día y el desahogo de la misma, en especial transcribién-
dose las resoluciones tomadas.

A las actas se agregarán las listas de asistencia y demás in-
formes y documentos que respalden su desahogo, debién-
dose firmar las actas por el presidente y el secretario de la
asamblea, así como de los escrutadores designados.

Capítulo Tercero
De sus órganos de gobierno y funcionarios

Artículo 79. Los consejeros independientes y, en su caso,
sus respectivos suplentes, deberán ser seleccionados por su
experiencia, capacidad y prestigio profesional, consideran-
do además que por sus características puedan desempeñar
sus funciones libres de conflictos de interés y sin estar su-

peditados a intereses personales, patrimoniales o económi-
cos.

La Asamblea de Miembros en la que se designe o ratifique
a los miembros del Consejo Directivo o, en su caso, aqué-
lla en la que se informe sobre dichas designaciones o ratifi-
caciones, calificará la independencia de sus consejeros. 

Sin perjuicio de lo anterior, en ningún caso podrán desig-
narse ni fungir como consejeros independientes las perso-
nas siguientes:

I. Los directivos, consejeros, comisarios o empleados de
la sociedad o de las personas morales que directa o indi-
rectamente  integren el grupo empresarial o consorcio de
las personas que cuenten con una autorización de uso de
la Denominación de Origen o sean productores de Pro-
ductos Protegidos. La referida limitación será aplicable
a aquellas personas físicas que hubieren ocupado dichos
cargos durante los doce meses inmediatos anteriores a la
fecha de designación.

II. Las personas físicas que tengan influencia significa-
tiva o poder de mando en la sociedad o en alguna de las
personas morales referidas en la fracción anterior.

III. Los accionistas que sean parte del grupo de personas
que mantenga el control de las sociedades referidas en la
fracción I anterior.

IV. Los clientes, prestadores de servicios, proveedores,
deudores, acreedores, socios, consejeros o empleados de
una empresa que sea cliente, prestador de servicios, pro-
veedor, deudor o acreedor importante de las sociedades
referidas en la fracción I anterior.

Se considera que un cliente, prestador de servicios o pro-
veedor es importante, cuando las ventas de la sociedad
representen más del 10 (diez) por ciento de las ventas to-
tales del cliente, del prestador de servicios o del provee-
dor, durante los doce meses anteriores a la fecha del
nombramiento. Asimismo, se considera que un deudor o
acreedor es importante, cuando el importe del crédito es
mayor al quince por ciento de los activos de la propia so-
ciedad o de su contraparte.

V. Las que tengan parentesco por consanguinidad, afini-
dad o civil hasta el cuarto grado, así como los cónyuges,
la concubina y el concubinario, de cualquiera de las per-
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sonas físicas referidas en las fracciones I a IV de este ar-
tículo.

Los consejeros independientes que durante su encargo de-
jen de tener tal característica, deberán hacerlo del conoci-
miento del Consejo Directivo a más tardar en la siguiente
sesión de dicho órgano.

Artículo 80. El Consejo Directivo de los Consejos Regula-
dores deberá contar al menos con un presidente, un secre-
tario, un Tesorero y dos Vicepresidentes, quienes para el
desempeño de su cargo contarán con las siguientes faculta-
des y atribuciones, sin perjuicio de aquellas que adicional-
mente se estipulen den sus estatutos sociales:

I. Son facultades del presidente del Consejo Directivo,
de manera enunciativa y no limitativa las siguientes:

a) Llevar la representación social del Consejo Regu-
lador ante autoridades y terceros, haciendo uso, por
lo tanto,  de la firma social;

b) Vigilar que se cumplan los acuerdos de las asam-
bleas generales de miembros y del consejo directivo
del Consejo Regulador;

c) Realizar todas aquellas gestiones que interesen al
buen funcionamiento del Consejo Regulador y pro-
picien el cumplimiento de su objeto social, y

d) Las demás que le señalen expresamente los Esta-
tutos del Consejo Regulador, así como las que deri-
ven de las Leyes aplicables.

II. De manera enunciativa y no limitativa, el tesorero
tendrá las facultades y obligaciones siguientes:

a) Tener bajo su custodia y responsabilidad los fon-
dos y libros contables del Consejo Regulador;

b) Rendir al consejo directivo, con la periodicidad
que le indique, un informe sobre los ingresos y egre-
sos del Consejo Regulador;

c) Realizar todas aquellas gestiones que interesen al
buen funcionamiento del Consejo Regulador y pro-
picien el cumplimiento de su objeto social, y

d) Las demás que le señalen expresamente la asam-
blea general de miembros del Consejo Regulador  y

su Consejo Directivo, así como las que deriven de las
Leyes aplicables.

III. Dos vicepresidentes, quienes serán miembros del
consejo directivo y sustituirán, en su orden de nombra-
miento, las ausencias temporales del presidente.

IV. El secretario será el responsable de mantener los li-
bros de registros de miembros y levantar las Actas de las
asambleas y secciones del consejo directivo  del Conse-
jo Regulador. De manera enunciativa y no limitativa, el
secretario tendrá las facultades siguientes:

a) Coadyuvar con el presidente en la vigilancia del
cumplimiento de los acuerdos de la asamblea gene-
ral de miembros y del consejo directivo  del Conse-
jo Regulador;

b) Tener bajo su custodia y responsabilidad los los li-
bros y registros corporativos del Consejo Regulador
y documentos relacionados;

c) Realizar todas aquellas gestiones que interesen al
buen funcionamiento del Consejo Regulador y pro-
picien el cumplimiento de su Objeto Social, y

d) Las demás que le señalen expresamente la Asam-
blea general de Miembros y el Consejo Directivo del
Consejo Regulador, así como las que deriven de las
Leyes aplicables.

Artículo 81. El Consejo Directivo deberá de invitar a per-
sonas de reconocido prestigio, solvencia moral y conoci-
mientos sobre Indicaciones Geográficas y Denominaciones
de Origen a participar como consejeros honorarios  del
Consejo Regulador. Los consejeros honorarios podrán par-
ticipar con voz pero sin voto en las sesiones del consejo di-
rectivo y su número no excederá de diez, tomando en cuen-
ta lo dispuesto por el Código Civil aplicable a cada Consejo
Regulador. Las dependencias que participarán son las si-
guientes:

I. Dirección general de normas de la Secretaría de Eco-
nomía,

II. Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial,

III. Dirección general de política agrícola de la Sagarpa,
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IV. Secretaría de Desarrollo Rural del Gobierno Estatal
del domicilio social del Consejo Regulador,

V. Secretaria de Salud,

VI. Procuraduría Federal del Consumidor.

Cada una de las entidades antes mencionadas, deberá pre-
ver dentro de sus reglamentos interiores el cargo de las per-
sonas que se desempeñarán como consejeros honorarios de
los Consejos Reguladores previstos en esta Ley procurando
dar continuidad y carrera a dichos cargos.

La duración del cargo de consejero honorario es indefinida,
salvo que se actualice, cualquiera de los supuestos contem-
plados en el presente artículo. De ser así, se iniciará el pro-
cedimiento señalado en el artículo 64, con las modificacio-
nes que correspondan. En el procedimiento, el consejero
honorario directamente involucrado no podrá intervenir en
votación alguna.

Artículo 82. El Consejo Directivo de los Consejos Regula-
dores deberá sesionar al menos una vez al mes en la fecha,
hora y lugar en que sea convocado, para tratar los asuntos
contenidos en la orden del día correspondiente. Asimismo,
se reunirá en forma extraordinaria las veces que sea nece-
sario, cuando exista algún asunto que por su urgencia, a jui-
cio del presidente, no deba ser aplazado hasta la próxima
sesión ordinaria.

Sin perjuicio de lo anterior, las resoluciones tomadas fuera
de sesión del Consejo Directivo, por unanimidad de sus
miembros, tendrán la misma validez que si hubieran sido
adoptadas en sesión. Para estos efectos, el secretario debe-
rá remitir a cada uno de los Consejeros la resolución pro-
puesta a manera de resolución circular.

Artículo 83. Las convocatorias para las sesiones del Con-
sejo Directivo deberán contener la fecha, hora, lugar de las
mismas y el orden del día propuesto, así como la firma del
presidente. Se enviarán a cada consejero por medio de co-
rreo certificado con acuse de recibo, por correo electrónico
o mediante entrega personal, con cuando menos diez días
naturales de anticipación a su fecha. Si existen urgencias en
atender los asuntos contemplados en el orden del día, la se-
sión podrá convocarse con tres días naturales de anticipa-
ción.

Artículo 84. El consejo se considerará instalado cuando se
encuentren presentes por lo menos el presidente y dos ter-

ceras partes de los consejeros no honorarios, siempre con
representación de las secciones correspondientes a los fa-
bricantes de los Productos Protegidos y los productores de
sus materias primas En caso de estar presentes el presiden-
te del Consejo Directivo y todos los consejeros con derecho
a voto se considerará que existe por quórum, aún cuando no
haya habido convocatoria. 

El presidente deberá nombrar dos escrutadores para que ha-
gan el recuento de los consejeros y preparen una lista de
asistencia, la cual deberá ser firmada por los presentes e in-
corporarla al acta de la sesión de consejo respectiva.

Se considerará que hubo quórum, aún en ausencia de se-
sión, y serán válidas las resoluciones que se adopten, cuan-
do todos los consejeros con derecho a voto  hayan tomado
resoluciones por escrito y sean suscritas por el presidente
del Consejo Directivo.

Artículo 85. Los consejeros propietarios no honorarios y
en su ausencia sus suplentes, tendrán derecho a un voto, ca-
da uno, en las sesiones del consejo directivo.

Las resoluciones serán válidas con el voto favorable de por
lo menos el  cincuenta por ciento más uno de los conseje-
ros presentes que cuenten con voz y voto. El presidente del
Consejo Directivo tendrá siempre voto de calidad en caso
de empate en la votación de las sesiones de dicho consejo.

Artículo 86.De cada sesión del consejo directivo se levan-
tará un acta en la que se harán constar los asuntos que se
trataron, el desarrollo de los mismos y principalmente las
resoluciones tomadas. El acta deberá ser firmada por el pre-
sidente, el secretario y los escrutadores designados.

Capítulo Cuarto
De las actividades autorizadas

Artículo 87. Son actos y actividades propias y autorizadas
para ser realizados por los Consejos Reguladores y forma-
rán parte de su objeto social:

I. Evaluar la conformidad respecto de las normas oficia-
les o mexicanas para las cuales se encuentren acredita-
dos y aprobados bajo las disposiciones legales aplica-
bles;

II.Prestar servicios de verificación y certificación así
como practicar análisis de laboratorio en su caso, con re-
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lación a las normas oficiales o mexicanas para las cuales
se encuentren acreditados y aprobados;

III. Fomentar el desarrollo económico y ser representan-
te, para los asuntos que se les encomiende, de los parti-
cipantes de la cadena de valor relativa a los productos
relacionados con la Denominación de Origen para la
cual se encuentren autorizados;

IV. Establecer las estrategias generales para la protec-
ción y el fomento de la Denominación de Origen autori-
zada, incluyendo el establecimiento y operación de sis-
temas de información respecto de toda la cadena de
valor relacionada con los Productos Protegidos relativos
a dicha Denominación de Origen. Para estos efectos, los
productores autorizados, usuarios de los Consejos Regu-
ladores o  participantes de la cadena de valor del sector,
estarán obligados a proporcionar información estadística
a los Consejo Reguladores que sea necesaria para esta-
blecer y mantener actualizado este sistema de informa-
ción.

V. Vigilar la gestión y conducción del Consejo Regula-
dor, así como el desempeño de sus funcionarios princi-
pales. 

VI. Recibir donativos y apoyos financieros de entidades
públicas y privadas, siempre que los mismos sean em-
pleados en su actividad. Igualmente podrán ser sujetos
de crédito en proyectos relacionados con sus activida-
des.

VII. Asesorar, informar y dictaminar respecto de actos,
proyectos y ordenamientos que puedan afectar a la De-
nominación de Origen que les corresponda o a los pro-
ductos designados con ella.

VIII. Elaborar planes estratégicos que coadyuven al de-
sarrollo del sector y de la cadena productiva relativa a
los productos designados por la Denominación de Ori-
gen correspondiente.

IX. Fomentar y llevar a cabo acciones de difusión, pro-
tección y evaluación de las Denominaciones de Origen
que les corresponda.

X. Proponer las reformas a los ordenamientos, normas
mexicanas y normas oficiales mexicanas relativas a los
productos protegidos por la Denominación de Origen
que les corresponda;

XI. Fungir como experto técnico para determinar la con-
formidad de los Productos Protegidos por la Denomina-
ción de Origen que les corresponda;

XII. Ser órgano de consulta obligatoria en todas las ins-
tancias de los Gobiernos Federal y Estatal en la entidad
federativa correspondiente a su domicilio social, y en
cualquier otra entidad federativa que se encuentre dentro
del territorio protegido por la declaratoria de la Denomi-
nación de Origen correspondiente, en materia de accio-
nes que resulten deseables o necesarias para fortalecer la
Denominación de Origen de que se trate, incluyendo sin
limitación, cuando se trate de negociaciones con gobier-
nos extranjeros o sujetos del derecho internacional pú-
blico respecto de aspectos relativos a la Denominación
de Origen para la cual se encuentren autorizados o de los
Productos Protegidos;

XIII. Participar en foros nacionales o internacionales re-
lativos a la protección de la propiedad intelectual;

XIV. Fungir como centros de investigación, estudio y
análisis y desarrollo de tecnologías aplicables a los pro-
ductos designados por una Denominación de Origen;

XV. Fungir como miembros de los comités nacionales
de normalización;

XVI. Coadyuvar con el Instituto en asuntos que, en el
ámbito privado pueda fomentar la promoción de las De-
nominaciones de Origen y el cumplimiento de las dispo-
siciones previstas en este ordenamiento;

XVII. Percibir ingresos por los servicios que preste, in-
cluyendo los cursos de capacitación con independencia
de las cuotas de sus miembros;

XVIII. Suspender o cancelar las licencias de uso de la
Marca de Certificación de Indicación Geográfica  cuan-
do cuenten con información documental que pruebe un
incumplimiento al contrato de licencia respectivo u otros
contratos aplicables, o bien una infracción o un acto de
competencia desleal por parte del usuario autorizado.

XIX. Utilizar como muestras para practicar análisis re-
lativos a la evaluación de la conformidad de productos
relacionados con la Denominación de Origen autoriza-
da, cualquier producto obtenido lícitamente del  merca-
do o cualquier muestra tomada de los productores auto-
rizados o envasadores de producto. Los análisis que
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resulten de estas muestras podrán ser base documental
para los efectos previstos en la fracción anterior. 

XX. Los demás actos permitidos por la Ley o contem-
plados en sus estatutos sociales.

Artículo 88. El Consejo Directivo, sin perjuicio de lo pre-
visto por los estatutos sociales del Consejo Regulador,  de-
berá ocuparse de los asuntos siguientes:

I. Establecer las estrategias generales para la conducción
del Consejo Regulador y en su caso de sus subsidiarias.

II. Vigilar la gestión y conducción del Consejo Regula-
dor, así como el desempeño de sus funcionarios princi-
pales. 

III. Aprobar, con la previa opinión de los Consejeros In-
dependientes:

a) Las políticas y lineamientos para el uso o goce de
los bienes que integren el patrimonio del Consejo
Regulador y de las personas morales que ésta con-
trole, por parte de personas relacionadas.

b) Las operaciones, cada una en lo individual, con
personas relacionadas, que pretenda celebrar el Con-
sejo Regulador o sus subsidiarias.

No requerirán aprobación del Consejo Directivo, las
operaciones que a continuación se señalan:

1. Las operaciones que en razón de su cuantía ca-
rezcan de relevancia para el Consejo Regulador.

2. Las operaciones que se realicen entre el Consejo
Regulador y las personas morales que éste controle
o en las que tenga una influencia significativa o en-
tre éste y cualquier parte relacionada del mismo o
de sus miembros, siempre que:

i) Sean del giro ordinario o habitual del Consejo Re-
gulador.

ii) Se consideren hechas a precios de mercado.

3. Las operaciones que se realicen con empleados,
siempre que se lleven a cabo en las mismas condi-
ciones que con cualquier cliente o como resultado
de prestaciones laborales de carácter general.

c) Las operaciones que se ejecuten, ya sea simultá-
nea o sucesivamente, que por sus características
puedan considerarse como una sola operación y que
pretendan llevarse a cabo por el Consejo Regulador
o sus subsidiarias, en el lapso de un ejercicio social,
cuando sean inusuales o no recurrentes, o bien, su
importe represente, con base en cifras correspon-
dientes al cierre del ejercicio inmediato anterior en
cualquiera de los supuestos siguientes:

1. La adquisición o enajenación de bienes con valor
igual o superior al veinte por ciento de los activos
del Consejo Regulador.

2. El otorgamiento de garantías o la asunción de pa-
sivos por un monto total igualo superior al veinte
por ciento de los activos del Consejo Regulador.

Quedan exceptuadas las inversiones en valores ren-
ta fija, siempre que se realicen conforme a las polí-
ticas que al efecto apruebe el propio Consejo Direc-
tivo.

d) El nombramiento, elección y, en su caso, destitu-
ción del Director General y del Comisionado Técni-
co del Consejo Regulador y su retribución integral,
así como las políticas para la designación y retribu-
ción integral de los demás funcionarios de los dos ni-
veles inferiores al Director General. El presidente
del Consejo Directivo tendrá derecho de veto en es-
tos nombramientos.

e) Las políticas para el otorgamiento de mutuos,
préstamos o cualquier tipo de créditos o garantías a
empleados o personas relacionadas.

f) Las dispensas para que un consejero, funcionario
o persona con poder de mando del Consejo Directi-
vo o de uno de sus miembros o clientes, aproveche
oportunidades de negocio para sí o en favor de ter-
ceros, que correspondan al Consejo Regulador o a
las personas morales que éste controle o en las que
tenga una influencia importante en sus decisiones. 

g) Los lineamientos en materia de control interno y
auditoría interna del Consejo Regulador y de las per-
sonas morales que éste controle.

h) Las políticas contables del Consejo Regulador,
ajustándose a Normas de Información Financiera
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aplicables a las sociedades o asociaciones sin fines
de lucro.

i) Los estados financieros del Consejo Regulador.

j) La contratación de la persona moral que propor-
cione los servicios de auditoría externa y, en su caso,
de servicios adicionales o complementarios a los de
auditoría externa.

Cuando las determinaciones del Consejo Directivo
no sean acordes con las opiniones que le proporcio-
nen los consejeros independientes, el Director Gene-
ral lo deberá notificar a los auditores externos y al
Instituto.

IV. Presentar a la Asamblea Miembros que se celebre
con motivo del cierre del ejercicio social:

a) Los informes financieros de las actividades anua-
les.

b) El informe que el Director General elabore, acom-
pañado del dictamen del auditor externo.

c) La opinión del Consejo Directivo sobre el conte-
nido del informe del Director General a que se refie-
re el inciso anterior.

d) El informe financiero del Consejo Regulador que
contenga las principales políticas y criterios conta-
bles y de información seguidos en la preparación de
la información financiera, incluyendo sin limitación
el balance y el estado de resultados del Consejo Re-
gulador.

e) El informe sobre las operaciones y actividades en
las que hubiere intervenido conforme a lo previsto en
esta Ley así como sus principales proyectos.

f) El presupuesto de gastos de operación para el ejer-
cicio siguiente, señalando los principales proyectos
para ese año.

V. Dar seguimiento a los principales riesgos a los que es-
tá expuesto el Consejo Regulador, identificados con ba-
se en la información presentada por los comités, el di-
rector general y la persona moral que proporcione los
servicios de auditoría externa, así como a los sistemas de

contabilidad, control interno y auditoría interna, regis-
tro, archivo o información, de éstas y aquélla, lo que po-
drá llevar a cabo por conducto de un comité que ejerza
las funciones en materia de auditoría.

VI. Vigilar que toda la cadena productiva relacionada
con los Productos Protegidos esté debidamente integra-
da y operando sobre planes estratégicos de mediano y
largo plazo.

VII. Determinar las medidas de protección a la Denomi-
nación de Origen cuyo uso tengan delegado por el Insti-
tuto procurando tomar las medidas locales adecuadas en
cada una de las jurisdicciones en las que los Productos
Protegidos sean comercializados. 

VIII. Determinar las acciones que correspondan a fin de
subsanar las irregularidades que sean de su conocimien-
to e implementar las medidas correctivas correspondien-
tes.

IX. Aprobar los manuales de operación y los contratos
de prestación de servicios que serán utilizados por el
Consejo Regulador, mismos que en su caso deberán ser
aprobados por la Dirección General de Normas para los
efectos previstos en la Ley Federal sobre Metrología y
Normalización.

X. Llevar el registro de plantaciones o materia prima y
productores autorizados relativos a la cadena de valor
relacionada con los Productos Protegidos.

XI. Las demás que esta Ley establezca o se prevean en
los estatutos sociales del Consejo Regulador, acordes
con el Código Civil aplicable y el presente ordenamien-
to legal.

El Consejo Directivo será responsable de vigilar el cumpli-
miento de los acuerdos de las Asambleas de Miembros.

Artículo 89. Los miembros del Consejo Directivo y su pre-
sidente desempeñarán su cargo de forma profesional, im-
parcial y libres de conflictos de interés, procurando la crea-
ción de valor de dicho organismo y de la Denominación de
Origen y su Marca de Certificación de Indicación Geográ-
fica  en beneficio del Consejo Regulador y todos y cada uno
de sus miembros, sin favorecer directa o indirectamente a
un determinado miembro o sus accionistas o grupos de ac-
cionistas. Al efecto, deberán actuar diligentemente adop-
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tando decisiones razonadas tomadas con información sufi-
ciente y cumpliendo los demás deberes que les sean im-
puestos por virtud de esta Ley o de los estatutos sociales.

Artículo 90. Los miembros del Consejo Directivo y su pre-
sidente, en el ejercicio diligente de las funciones que esta
Ley y los estatutos sociales le confieran a dicho órgano so-
cial, deberán actuar de buena fe y en el mejor interés del
Consejo Regulador, para lo cual podrán:

I. Solicitar información que sea razonablemente necesa-
ria para la toma de decisiones.

Al efecto, el Consejo Directivo podrá establecer, con la
previa opinión de los lineamientos que establezcan la
forma en que se harán dichas solicitudes y, en su caso, el
alcance de las propias solicitudes de información por
parte de los consejeros.

II. Requerir la presencia de directivos relevantes y de-
más personas, incluyendo auditores externos, que pue-
dan contribuir o aportar elementos para la toma de deci-
siones en las sesiones del consejo.

III. Aplazar las sesiones del Consejo Directivo, cuando
un consejero no haya sido convocado o ello no hubiere
sido en tiempo o, en su caso, por no habérsele propor-
cionado la información entregada a los demás conseje-
ros. Dicho aplazamiento será hasta por tres días natura-
les, pudiendo sesionar el Consejo Directivo sin
necesidad de nueva convocatoria, siempre que se haya
subsanado la deficiencia.

IV. Deliberar y votar, solicitando se encuentren presen-
tes, si así lo desean, exclusivamente los miembros, el
presidente y el secretario del Consejo de Directivo.

Capítulo Quinto
De la confidencialidad y de los deberes de los miem-

bros de los órganos de administración.

Artículo 91. Los miembros del Consejo Directivo, su pre-
sidente, secretario y las demás personas que participen en
una sesión del Consejo Directivo estarán obligados a guar-
dar estricta confidencialidad de toda la información presen-
tada durante las mismas.

Artículo 92.Los miembros del Consejo Directivo, su presi-
dente, secretario y el Comisionado Técnico de los Consejos

Reguladores, deberán guardar confidencialidad respecto de
la información y los asuntos que tengan conocimiento con
motivo de su cargo en dicho Consejo Regulador, cuando di-
cha información o asuntos no sean de carácter público.

Los miembros y, en su caso, el presidente y el secretario del
Consejo Directivo, que tengan conflicto de interés en algún
asunto, deberán abstenerse de participar y estar presentes
en la deliberación y votación de dicho asunto, sin que ello
afecte el quórum requerido para la instalación del citado
consejo.

Los consejeros, el presidente y el secretario serán solidaria-
mente responsables con los que les hayan precedido en el
cargo, por las irregularidades en que éstos hubieren incurri-
do si, conociéndolas, no las comunicaran por escrito al au-
ditor externo. Asimismo, dichos consejeros estarán obliga-
dos a informar al presidente y al auditor externo, todas
aquellas irregularidades que durante el ejercicio de su car-
go, tengan conocimiento y que se relacionen con el Conse-
jo Regulador.

Artículo 93. Los miembros y presidente del Consejo Di-
rectivo de los Consejos Reguladores incurrirán en desleal-
tad frente al Consejo Regulador y, en consecuencia, serán
responsables de los daños y perjuicios causados al mismo
cuando, sin causa legítima, por virtud de su empleo, cargo
o comisión, obtengan beneficios económicos para sí o los
procuren en favor de terceros, incluyendo a un determina-
do miembro o accionista o grupo de accionistas de un
miembro.

Asimismo, los miembros del Consejo Directivo y su presi-
dente incurrirán en deslealtad frente a al Consejo Regula-
dor, siendo responsables de los daños y perjuicios causados
a éste, cuando realicen cualquiera de las conductas siguien-
tes:

I. Voten en las sesiones del Consejo Directivo o tomen
determinaciones relacionadas con el patrimonio del
Consejo Regulador, con conflicto de interés.

II. No revelen, en los asuntos que se traten en las sesio-
nes del Consejo Directivo, los conflictos de interés que
tengan. Al efecto, los consejeros deberán especificar los
detalles del conflicto de interés, a menos que se encuen-
tren obligados legal o contractualmente a guardar secre-
to o confidencialidad al respecto.
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III. Favorezcan, a sabiendas, a un determinado miembro
o a un accionista o grupo de accionistas de un miembro
o de las personas morales que ésta controle.

IV. Aprueben las operaciones que celebre el Consejo Re-
gulador, con personas relacionadas, sin ajustarse o dar
cumplimiento a los requisitos que esta Ley establece.

V. Aprovechen para sí o aprueben en favor de terceros,
el uso o goce de los bienes que formen parte del patri-
monio del Consejo Regulador, en contravención de esta
Ley o de las políticas aprobadas por el Consejo Directi-
vo.

VI. Aprovechen o exploten, en beneficio propio o en favor
de terceros, sin la dispensa del Consejo Directivo, oportu-
nidades de negocio que correspondan al Consejo Regula-
dor.

Artículo 94. La responsabilidad consistente en indemnizar
los daños y perjuicios ocasionados con motivo de los actos,
hechos u omisiones a que hacen referencia los Artículos an-
teriores, será solidaria entre los culpables que hayan adop-
tado la decisión y será exigible como consecuencia de los
daños o perjuicios ocasionados. La indemnización que co-
rresponda deberá cubrir los daños y perjuicios causados al
Consejo Regulador y, en todo caso, se procederá a la remo-
ción del cargo de los culpables.

Los Consejos Reguladores, en ningún caso, podrán pactar
en contrario, ni prever en sus estatutos sociales, prestacio-
nes, beneficios o excluyentes de responsabilidad, que limi-
ten, liberen, sustituyan o compensen las obligaciones por la
responsabilidad a que se refieren los preceptos legales men-
cionados en el párrafo anterior, ni contratar en favor de per-
sona alguna seguros, fianzas o cauciones que cubran el
monto de la indemnización por los daños y perjuicios oca-
sionados.

Artículo 95. Las funciones de gestión, conducción y ejecu-
ción de las actividades propias del Consejo Regulador, se-
rán responsabilidad de su Director General, conforme a lo
establecido en este artículo, sujetándose para ello a las es-
trategias, políticas y lineamientos aprobados por el Conse-
jo Directivo o por los estatutos sociales.

El Director General, para el cumplimiento de sus funcio-
nes, contará con las más amplias facultades para represen-
tar al Consejo Regulador correspondiente en actos de ad-

ministración y pleitos y cobranzas y actos de dominio, in-
cluyendo facultades especiales que conforme a las Leyes
requieran cláusula especial. 

Tratándose de actos de dominio deberá contar con la previa
aprobación del Consejo Directivo.

El Director General, sin perjuicio de lo señalado con ante-
rioridad, deberá:

I. Someter a la aprobación del Consejo Directivo las es-
trategias del Consejo Regulador.

II. Dar cumplimiento a los acuerdos de las asambleas de
miembros y de sesiones del Consejo Directivo, confor-
me a las instrucciones que, en su caso, dicte la propia
asamblea o el referido consejo.

III. Proponer los lineamientos del sistema de control in-
terno y auditoría interna del Consejo Regulador.

IV. Suscribir los dictámenes de presunción de incumpli-
miento o autorizar a algún funcionario del Consejo Re-
gulador para que lo haga.

V. Difundir la información y eventos que deban ser re-
velados a los miembros o al público, ajustándose a lo
previsto en esta Ley.

VI. Asegurar que se mantengan los sistemas de contabi-
lidad, registro, archivo o información del Consejo Regu-
lador.

VII. Elaborar y presentar al Consejo Directivo el infor-
me a que se refiere la fracción IV del Artículo 88.

VIII. Las demás que esta Ley establezca o se prevean en
los estatutos sociales de la sociedad, acordes con las fun-
ciones que el presente ordenamiento legal le asigna.

Artículo 96. En caso de que se realicen modificaciones a
los estatutos sociales, se deberá practicar una auditoría le-
gal a los Consejos Reguladores por abogados independien-
tes, quienes emitirán una opinión sobre el cumplimiento de
los Consejos Reguladores respecto de las normas previstas
en este título. Dicha opinión será turnada al presidente y se-
cretario del Consejo Regulador correspondiente, con copia
para el Instituto.
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Título VII
De la Asociación Nacional 

de Denominaciones de Origen

Capítulo Primero
De la Forma de Constitución 

y  su Autorización

Artículo 97. Los Consejos Reguladores, así como las aso-
ciaciones que representen a productores, usuarios de deno-
minaciones de origen o indicaciones geográficas que se en-
cuentren en procedo de formar sus consejos reguladores, o
bien a que representen titulares de marcas colectivas, po-
drán ser asociados en una Asociación Nacional que será
una entidad privada constituida como asociación civil, con
personalidad y patrimonio propio sin fines de lucro y debe-
rá constituirse o en su caso liquidarse de acuerdo con lo
previsto por la legislación civil que corresponda a su domi-
cilio social y cumplir con las disposiciones orgánicas y re-
conocimiento previstos en esta Ley. La Asociación Nacio-
nal agrupará a los Consejos Reguladores de las
Denominaciones de Origen y deberán contar con el reco-
nocimiento como tal por parte del Instituto, el cual verifi-
cará que se hayan cumplido los requisitos previstos en esta
Ley.

Los actos realizados por la Asociación Nacional de Deno-
minaciones de Origen serán actos de derecho privado.

Artículo 98. La solicitud de reconocimiento de Asociación
Nacional de Denominaciones de Origen será otorgada por
el Instituto a través de su Director General, previa solicitud
escrita del su representante legal formulada en escrito libre
en el que se acredite:

I. Tener la representación de los Consejos Reguladores,
asociaciones de productores o que representen a una in-
dicación geográfica, o a los titulares de marcas colecti-
vas.

II. Tener los medios materiales, humanos y financieros,
así como la capacidad técnica para poder llevar a cabo
las funciones propias de la asociación descritas en esta
Ley.

III. La viabilidad financiera que garantice cubrir su ope-
ración ordinaria acompañando su plan de negocios para
los primeros tres años de operación.

IV. El registro para fungir como organismo de normali-
zación, en los términos previstos por la Ley Federal so-
bre Metrología y Normalización.

V. Que sus estatutos sociales cumplen con los linea-
mientos generales enunciados por esta Ley.

VI. La representación legal del solicitante acompañada
con copia certificada de la escritura pública correspon-
diente así como su identificación.

VII. El domicilio de la asociación.

Artículo 99. La resolución por la que se conceda o se nie-
gue el reconocimiento de la Asociación Nacional de Deno-
minaciones de Origen deberá ser emitida por el Instituto
dentro de los siguientes 20 veinte días hábiles siguientes a
la fecha en que reciba la solicitud. A falta de notificación de
la respuesta en ese plazo al solicitante, se entenderá conce-
dido el reconocimiento.

El reconocimiento deberá ser renovado cada diez años por
el Instituto para lo cual la Asociación Nacional deberá de-
mostrar que mantiene cumplimiento de los requisitos nece-
sarios que dieron lugar al reconocimiento inicial.

Artículo 100. El reconocimiento concedido por el Institu-
to solo podrá ser revocado cuando se demuestre que la aso-
ciación ha dejado de cumplir los requisitos necesarios para
ello, previa garantía de audiencia del interesado, o bien, por
la liquidación de la Asociación.

Capítulo Segundo
De la Representatividad

Artículo 101. La Asociación Nacional de Denominaciones
de Origen deberá representar cuando menos a las tres cuar-
tas partes de los Consejos Reguladores correspondientes a
las denominaciones de origen vigentes.

Artículo 102. Todos los asociados deberán estar represen-
tados directa o indirectamente en el órgano de administra-
ción de la Asociación Nacional de Denominaciones de Ori-
gen, siguiendo los principios de gobierno corporativo que
igualmente se prevén en esta Ley para los Consejos Regu-
ladores.
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Capítulo Tercero
De los Estatutos Sociales

Artículo 103. Dentro de sus Estatutos Sociales, la Asocia-
ción deberá prever:

I. Que dentro de su objeto social se incluya, sin limita-
ción:

a) Promover las Denominaciones de Origen, o en su
caso Indicaciones Geográficas, como herramienta
generadora de desarrollo sustentable, así como ins-
trumento para proteger los conocimientos locales en-
raizados en un determinado territorio a través de sus
consejos reguladores, impulsando la promoción y
comercialización de productos que de manera enun-
ciativa mas no limitativa se señalan a continuación,
cuando se encuentren relacionados a una denomina-
ción de origen o indicación geográfica:

i. Productos agropecuarios

ii. Productos pesqueros

iii. Productos acuícolas mexicanos

iv. Productos artesanales

Intercambiar información de experiencias y estrate-
gias para lograr una óptima planeación de las cade-
nas productivas de las diferentes Denominaciones de
Origen, o en su caso Indicaciones Geográficas, Me-
xicanas para lograr un desarrollo sostenible en los
mercados nacional e internacional procurando que
todas ellas cuenten con sus consejos reguladores en
la medida que se estime necesario;

b) Intercambiar información sobre la problemática
de las diferentes Denominaciones de Origen, o en su
caso Indicaciones Geográficas, Mexicanas y crear si-
nergias para hacer frente a las problemáticas detecta-
das;

c) Abogar por y coadyuvar en la creación de una Po-
lítica Pública a nivel nacional para la protección y
defensa de las Denominaciones de Origen, o en su
caso Indicaciones Geográficas, Mexicanas y el forta-
lecimiento de sus consejos reguladores;

d) Promover el fortalecimiento del sistema de pro-
tección para las Denominaciones de Origen, o en su
caso Indicaciones Geográficas, Mexicanas, a través
de la gestión de modificaciones legislativas, y de la
promoción de una coordinación intergubernamental
de combate a la piratería y falsificación de productos
con Denominaciones de Origen, o en su caso Indica-
ciones Geográficas, Mexicanas así como la propues-
ta de Normas Oficiales Mexicanas o de Normas Me-
xicanas o Normas Emergentes relacionadas con las
Denominaciones de Origen, o en su caso Indicacio-
nes Geográficas, Mexicanas;

II. La representación de la asociación por un Consejo
Directivo que estará formado por número impar de
miembros que deberán representar indirectamente a to-
dos los asociados, en el entendido de que ningún miem-
bro del consejo, podrá a su vez representar a más de un
asociado o a las filiales o afiliadas de estos.

III. La inclusión de un director general que se encargue
de la conducción de los negocios ordinarios de la aso-
ciación.

IV. La inclusión de un secretario que no forme parte del
consejo directivo y que será el responsable de llevar las
actas y el seguimiento de los acuerdos de la asamblea y
del consejo directivo así como de llevar los libros socia-
les de la asociación.

V. Todos los asociados tendrán un voto, con indepen-
dencia de las aportaciones que realicen al patrimonio de
la asociación o de las cuotas que paguen a la misma.

Capítulo IV
De las funciones

Artículo 104.  La Asociación Nacional de Denominaciones
de Origen que cuente con reconocimiento del Instituto ten-
drá como funciones para los efectos de esta Ley:

I. Actuar como Organismos de Normalización de acuer-
do con lo previsto por de la Ley Federal de Metrología
y Normalización y estarán facultados para emitir Nor-
mas Mexicanas relativas a las denominaciones de origen
o indicaciones geográficas que cuenten con declaración
de protección otorgada por el Instituto o bien para mar-
cas colectivas;
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II. Emitir criterios generales de certificación y disposi-
ciones generales que puedan aclarar aspectos técnicos
relativos a las disposiciones previstas en las Normas
Oficiales o en Normas Mexicanas relacionadas con las
denominaciones de origen;

III. Promover las denominaciones de origen y las indi-
caciones geográficas o marcas colectivas de México, re-
saltando y preservando los valores y las tradiciones de
los productos que de ellas deriven;

IV. Promover el desarrollo sustentable fomentando el in-
tercambio y experiencias entre productores, resaltando
el valor agregado de los productos con Denominación de
Origen o Indicación Geográfica o marcas colectivas;

V. Actuar como órgano de consulta en la elaboración o
modificación de normas oficiales mexicanas y disposi-
ciones de carácter general emitidas por el poder ejecuti-
vo o legislativo, según sea el caso, cuando sean relacio-
nadas con las denominaciones de origen o las
indicaciones geográficas protegidas;

VI. Apoyar la formación y la gestión de los Consejos
Reguladores y sus centros de referencia;

VII. Emitir opiniones técnicas para la adecuada asigna-
ción de tierras productivas dentro de los territorios pro-
tegidos para une Indicación Geográfica o Denominación
de Origen como medio de coadyuvancia en la planea-
ción estratégica contemplada en el Título VIII siguiente.

VIII. Asignar recursos para los proyectos aprobados en
apoyo de sus asociados.

IX. Las demás previstas en esta Ley.

Capítulo Quinto
Del Financiamiento

Artículo 105.  La Asociación Nacional de Denominaciones
de Origen que cuente con reconocimiento podrá recibir
aportaciones provenientes de fondos federales y otros estí-
mulos o incentivos financieros con fondos públicos. 

Título VIII

Capítulo Primero
De la planeación estratégica en el suministro 

de insumos necesarios para la producción 
o fabricación de productos designados con una 

Indicación Geográfica o Denominación de Origen.

Artículo 106.  La planeación estratégica en el suministro
de insumos necesarios para la producción o fabricación de
productos designados con una Denominación de Origen o
una Indicación Geográfica es de orden público e interés na-
cional.

Artículo 107. Sin perjuicio de cualquier otra facultad pre-
vista en este ordenamiento, la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación  podrá
establecer lineamientos para llevar a cabo el registro ante
los Consejos Reguladores, de los contratos entre producto-
res de productos agrícolas, ganaderos o pesqueros que sean
utilizados como materia prima para la producción de Pro-
ductos Protegidos y los fabricantes de dichos Productos
Protegidos relacionados con una Denominación de Origen
y cualquier otra acción que facilite la estimación de la ofer-
ta y la demanda de dichos Productos Protegidos y sus ma-
terias primas así como la estabilización de sus precios den-
tro de un marco de libre competencia, permitiendo así las
planeaciones de mediano y largo plazo para toda la cadena
productiva.

Título IX
De la Protección de las Denominaciones de Origen 

e Indicaciones Geográficas en el Comercio

Capítulo Primero
De los actos de Competencia Desleal

Artículo 108.  Se consideran prácticas de competencia des-
leal y son sujetas a sanciones por esta Ley:

I. Todo acto de competencia contrario a los usos hones-
tos en materia industrial o comercial.

II. Las aseveraciones falsas en el ejercicio del comercio,
capaces de desacreditar el establecimiento, los produc-
tos o la actividad industrial o comercial de un competi-
dor.

III. Las indicaciones o aseveraciones cuyo empleo, en el
ejercicio del comercio pudieren inducir al público al
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error sobre la naturaleza, el modo de fabricación de las
características, la aptitud en el empleo, o la cantidad de
los productos.

IV. Utilizar, sin la autorización correspondiente, una
Denominación de Origen o una Indicación Geográfica.

V. Cuando aquellas marcas, diseños, y producto que se
encuentren debidamente registradas, y protegidas por la
Ley de propiedad industrial, se vean violados, por aquel
productor que tuviera conocimiento de la misma o aun
en grado de confusión.

Se considerará que una marca, diseño o producto fue
violada cuando: 

Se encuentren las características en el producto con “De-
nominación de Origen” o “Indicación Geográfica”  ya
sea total o parcialmente, de tal manera en la que puedan
llevar a la confusión de un consumidor.

VI. Cuando se realicen actos de imitación respecto de
características predominantes de aquel que se pueda
considerar competidor, copiando sin previa autorización
de la secretaría correspondiente, logotipos, marcas, dise-
ños, y en caso de la Denominación de Origen, sin previa
autorización de los Consejos Reguladores.

VII. El hacer aparecer como productos patentados, o
con Denominación de Origen, aquellos que no lo estén.
Si la patente ha caducado o fue nulificada, se incurrirá
en la infracción después de un año de la fecha de cadu-
cidad, o en su caso de la fecha en que haya quedado fir-
me la resolución de nulidad.

VIII. Usar una marca parecida en grado de confusión a
otra registrada.

IX. Usar sin consentimiento de su titular, una marca re-
gistrada como elemento de un nombre comercial, o de
una denominación social, Denominación de Origen o In-
dicación Geográfica, siempre que dichos nombres o de-
nominaciones estén relacionados con establecimientos
que operen con los productos o servicios protegidos por
la marca.

X. Usar dentro de la zona geográfica en que resida la
clientela efectiva, un nombre comercial semejante en
grado de confusión con otro que ya esté siendo usado

por un tercero, para amparar un establecimiento indus-
trial, comercial o de servicio, del mismo o similar giro.

XI. Poner en venta o en circulación productos u ofrecer
servicios indicando que están protegidos por una marca
registrada sin que lo estén o bien con una marca regis-
trada vinculada a una Denominación de Origen o Indi-
cación Geográfica, cuando no cuenten con las autoriza-
ciones correspondientes o la licencia de una Marca de
Certificación por parte del Consejo Regulador que ad-
ministre la Denominación de Origen en su caso. Cuando
el registro haya quedado definitivamente anulado, revo-
cado, cancelado, caducado o extinguido, se incurrirá en
la infracción, si la marca se sigue utilizando después de
que haya causado estado de resolución correspondiente
o que haya operado la caducidad, cancelación o extin-
ción.

XII. Utilizar o fijar en productos o en anuncios de ser-
vicios, indicaciones falsas sobre permisos, medallas,
certificaciones, condecoraciones u otras preseas de cual-
quier índole.

XIII. Intentar o lograr el propósito de desacreditar, con-
fundiendo al cliente, en cuanto a la Denominación de
Origen o Indicación Geográfica, haciéndole creer que el
producto que esta adquiriendo es el original.

XIV. Cuando una sociedad sustraiga la atención de la
clientela de un competidor, comerciante o fabricante, en
su beneficio, no haciendo uso de sus propias fuerzas, re-
cursos o inventivas, si no realizando actos de imitación
respecto de las características predominantes de su com-
petidor.

XV. Usar una Marca de Certificación de Indicación Ge-
ográfica sin contar con la licencia correspondiente por
parte del Consejo Regulador que sea su titular.

Título X
De las sanciones administrativas y delitos

Capítulo Primero
De la imposición de sanciones administrativas 

Artículo 109. Los incumplimientos de lo dispuesto en esta
Ley, serán consideradas como infracciones administrativas,
a las que serán aplicables las sanciones previstas en este or-
denamiento y en lo no previsto, lo señalado en la Ley de la
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Propiedad Industrial. Los procedimientos administrativos y
civiles, se seguirán conforme a lo estipulado en la Ley de
Propiedad Industrial considerando las disposiciones espe-
ciales previstas en este ordenamiento.

Artículo 110.  Son competentes los tribunales de la Fede-
ración para conocer de los delitos a que se refiere este ca-
pítulo, así como de las controversias mercantiles y civiles y
de las medidas precautorias que se susciten con motivo de
la aplicación de esta Ley. Cuando dichas controversias
afecten sólo intereses particulares, podrán conocer de ellas
a elección del actor, los tribunales del orden común, sin
perjuicio de la facultad de los particulares de someterse al
procedimiento de arbitraje.

Artículo 111. En los procedimientos judiciales a que se re-
fiere el Artículo anterior, la autoridad judicial podrá adop-
tar las medidas previstas en esta Ley y en los tratados in-
ternacionales de los que México sea parte.

Artículo 112. Durante el proceso litigioso, se podrán in-
movilizar, en donde quiera que se encuentren, provisional-
mente las mercancías, productos, envases, etiquetas y de-
más objetos relacionados presuntamente con alguna de las
infracciones previstas en esta Ley, debiendo el órgano com-
petente para dicho acto, constar en acta, tanto el objeto, co-
mo los motivos de la intervención cautelar 

Artículo 113.  El Instituto, en la imposición de sanciones
de carácter administrativo, se sujetará a lo siguiente:

I. Se otorgará audiencia al presunto infractor, quien en
un plazo de 10 (diez) días hábiles, contados a partir del
día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación
correspondiente, deberá manifestar  por escrito lo que a
su interés convenga, ofrecer pruebas y formular alega-
tos.

II. En caso de que el presunto infractor no hiciere uso del
derecho de audiencia dentro del plazo establecido, o
bien, habiéndolo ejercido lo lograre desvanecer las im-
putaciones vertidas en su contra, se tendrán por acredi-
tadas las infracciones imputadas y se procederá a la im-
posición de la sanción correspondiente.

III. En la imposición de sanciones se tomará en cuenta:

a) Los antecedentes personales y condición econó-
mica del infractor;

b) La naturaleza y gravedad de la infracción cometi-
da, así como la cuantía de la operación imputada
dentro del hecho infractor;

c) Las atenuantes, así como l a no existencia de afec-
tación a terceros;

d) En caso de reincidencia, las causas que la origina-
ron y las acciones correctivas aplicadas por el pre-
sunto infractor.

Artículo 114. En el caso de personas morales, las multas
podrán se impuestas tanto a dichas personas como a sus
consejeros y empleados, incluyendo sin limitación, sus di-
rectores y gerentes, representantes y apoderados que hayan
incurrido directamente o hayan ordenado la realización del
acto o hecho generador de la infracción.

Artículo 115. Se impondrá multa de 30,000 a 50,000, días
de salario mínimo vigente en el Distrito Federal, pudiendo
rebasar este importe hasta alcanzar el 50 por ciento del vo-
lumen de ventas, el valor de las mercancías, productos o su-
perficies objetos de la infracción a quienes incurran en un
acto de competencia desleal previstos en el título VI de es-
ta Ley. Por cada infracción, corresponderá una multa, las
que podrán ser acumulativas.

Artículo 116. Así mismo, a aquellos que violen dichos pre-
ceptos, se les podrá imponer como sanción accesoria, la
pérdida permanente, o temporal del uso de la Denomina-
ción de Origen o Indicación Geográfica, la cancelación del
uso de la Marca de Certificación de Indicación Geográfica
o de cualquier marca utilizada para la comercialización de
sus productos.

Artículo 117. Sin perjuicio de lo establecido en la presente
Ley, en caso de reincidencia se duplicará la multa impues-
ta por las infracción anterior, sin que su monto exceda del
doble del máximo y, como pena accesoria, la pérdida per-
manente del uso de dicha marca.

Artículo 118. Las sanciones previstas en esta Ley serán
compatibles con la pérdida o retiro de derechos económicos
previstos, además el Instituto para resolver, podrá imponer
como sanción accesoria alguna de las siguientes:

I. Medidas de corrección, seguridad, o control que impi-
dan la continuidad en la producción del daño.
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II. Decomiso de mercancías, productos, envases, etique-
tas, y demás objetos relacionados con la infracción o
cuando se trate de productos no identificados.

III. Clausura temporal, parcial o total, de la empresa
sancionada.

IV. Suspensión del derecho a usar la Indicación Geográ-
fica o la  Denominación de Origen por un período máxi-
mo de 10 años.

Artículo 119. Cuando se hayan intervenido cautelarmente
mercancías, productos, envases, etiquetas y demás objetos
relacionados con la infracción sancionada, el Instituto acor-
dará su destino. Las mercancías o productos deberán ser
destruidos si su utilización o consumo constituyeran peli-
gro para la salud pública. En todo caso, los gastos origina-
dos por el destino alternativo, la destrucción o el decomiso
correrán por cuenta del infractor, incluida la indemnización
que deba abonarse al propietario de la mercancía decomi-
sada cuando éste no sea el infractor.

Artículo 120. Cuando el infractor no cumpla con la obliga-
ción impuesta por el Instituto, o lo haga de forma incom-
pleta, así como cuando el infractor no cumpla una obliga-
ción impuesta como sanción accesoria, o lo haga de forma
incompleta, podrán imponerse multas coercitivas a fin de
que se cumpla íntegramente la obligación o la sanción es-
tablecida.

Capítulo Segundo
De los Delitos

Artículo 121. Se impondrán de 10 a 15 años de prisión y
multa de 25,000 a 50,000 días de salario mínimo vigente
general en el Distrito Federal, pudiendo rebasar este impor-
te hasta alcanzar el 50 por ciento del volumen de ventas, el
valor de las mercancías, productos o superficies objetos de
la infracción,  a quién dentro del territorio nacional:

I. Utilice una Denominación de Origen o una Indicación
Geográfica, aun en grado de confusión, sin tener licen-
cia o autorización correspondiente;

II. Teniendo licencia o autorización correspondiente,
utilice indebidamente una Denominación de Origen o
una Indicación Geográfica, aun en grado de confusión,

III. Aporte o provea materias primas o insumos para un
producto que ostente una Denominación de Origen o In-

dicación Geográfica, aun en grado de confusión, a sa-
biendas de que no se cuenta con licencia o autorización
correspondiente, o de que, teniendo la licencia o autori-
zación, la Denominación de Origen está siendo utilizada
indebidamente.

Para los efectos de este artículo, por utilizar se deberá
entender financiar, producir, suministrar, almacenar,
transportar, introducir o sacar del país, distribuir, poner
en venta, comercializar, o adquirir para intermediación,
un producto que ostente una Indicación Geográfica o
una Denominación de Origen.

La utilización de una Denominación de Origen o una In-
dicación Geográfica en grado de confusión, incluirá los
casos en que venga acompañada de indicaciones tales
como “género”, “tipo”, “manera” “imitación”, “produci-
do en” “hecho en” “elaborado en”, u otras similares que
creen confusión en el consumidor o impliquen compe-
tencia desleal.

Para determinar si una Denominación de Origen o una
Indicación Geográfica está siendo utilizada indebida-
mente, se requerirá la opinión técnica del organismo
evaluador de la conformidad respectivo que reconozca
la Ley.

IV. Fabrique o elabore productos amparados por la pa-
tente o certificado de Denominación de Origen, sin con-
sentimiento de su titular o sin la licencia o autorización
correspondiente.

Artículo 111. La investigación previa relacionada con los
delitos a los que se refiere la presente Ley, la iniciará el Mi-
nisterio Público, por querella de parte, tan pronto tenga co-
nocimiento de hechos que puedan tipificarlos, y dentro de
ella podrá dictar las medidas cautelares que establezca la le-
gislación de la materia, incluyendo las dispuestas por el Có-
digo Federal, de Procedimientos Penales, pero para el ejer-
cicio de la acción penal, se requerirá la previa declaración
de la Secretaría de Economía, en relación con la existencia
de los hechos que pudieren resultar constitutivos del delito
de que se trate. Dichas declaraciones se formularán desde
un punto de vista técnico no prejuzgarán sobre las acciones
civiles, mercantiles o penales que procedan.
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Título XI
De la Promoción, Difusión y Protección 

Internacional de las Indicaciones Geográficas

Artículo 123. El Instituto, la Secretaría de Economía y la
Sagarpa contarán con un fondo de apoyo para las Denomi-
naciones de Origen y las Indicaciones Geográficas que es-
tará formado por todos los depósitos que reciba el Instituto
por concepto de derechos relacionados con servicios o ac-
tos relacionados con los preceptos de este ordenamiento.

Artículo 124.  El Instituto elaborará anualmente un presu-
puesto de fomento y apoyo a las Denominaciones de Ori-
gen e Indicaciones Geográficas, considerando las propues-
tas de los Consejos Reguladores autorizados. 

Artículo 125. Los recursos del fondo descrito en este Títu-
lo, serán canalizados directa y exclusivamente a los Conse-
jos Reguladores como apoyos y donativos, quienes deberán
emplearlos específicamente para los proyectos de promo-
ción y publicidad aprobados contemplados en el presu-
puesto; pudiendo tener la participación de diversos Conse-
jos Reguladores o proyectos mixtos con otros participantes
de la cadena de valor de los productos protegidos o con
otras dependencias de gobierno.

Artículo 126. El Instituto procurará en todo momento que
el fondo a que se refiere este título sea empleado en cam-
pañas de difusión de las Denominaciones de Origen y sus
productos fortaleciendo la categoría tanto en el mercado
nacional como en mercados internacionales, informando y
difundiendo. Igualmente se procurará que en los proyectos
que presenten los consejos Reguladores se recomiende el
consumo de los productos protegidos, se informe de sus be-
neficios destacando sus aspectos históricos tradicionales así
como los factores climáticos, geográficos, edáficos, bioló-
gicos y humanos u otras características de reputación res-
pecto de los productos protegidos, haciendo alusión a las
marcas certificadas que los distingan en el mercado de
otros productos apócrifos.

Transitorios

Artículo Primero. La presente ley entrará en vigor a los 10
días de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículos Segundo. El Ejecutivo federal deberá expedir el
reglamento a la presente ley, en el término de 60 días pos-
teriores a la entrada en vigor del presente decreto

Artículo Tercero. Se deroga el Título Quinto de la Ley de
la Propiedad Industrial.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de octubre de
2013.— Diputados:Abel Octavio Salgado Peña, José Noel Pérez de Al-
ba, Cecilia González Gómez, Gabriel Gómez Michel, Sergio Armando
Chávez Dávalos, Leobardo Alcalá Padilla, María Leticia Mendoza Cu-
riel, Claudia Delgadillo González, Celia Isabel Gauna Ruiz de León,
Marco Antonio Barba Mariscal, Ossiel Omar Niaves López, Luis Ar-
mando Córdova Díaz, María Angélica Magaña Zepeda, Salvador Ba-
rajas del Toro, María del Rocío Corona Nakamura, Patricio Flores
Sandoval, Cesario Padilla Navarro, Patricia Elena Retamoza Vega, Sal-
vador Arellano Guzmán, Rafael González Reséndiz, Francisco Alber-
to Zepeda González (rúbricas).»

El Presidente diputado Ricardo Anaya Cortés: Gracias
a usted, señor diputado don Abel Octavio Salgado Pe-
ña. Túrnese a la Comisión de Economía, para dicta-
men, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para opinión.
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